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Presentación

Los análisis reunidos en esta edición sobre el fenómeno 
de las maras reflejan esas diversas maneras de enfocar un 
mismo problema, que ha ido creciendo en complejidad 
hasta constituirse como un grave factor de amenaza a la 
sociedad, a causa del mal tratamiento que reiteradamente le 
ha dado el Estado  desde la década de 1980. Se trata de la 
organización social espontánea de los jóvenes marginados 
que encuentra una sociedad indiferente y hasta hostil, y un 
Estado de manifiesta cultura represiva frente a lo que no 
controla. Por eso, a mayor persecución y criminalización por 
parte del Estado, y a más amplio desgaje del tejido social 
y abandono de los niños y jóvenes, las maras crecieron en 
afirmación de identidad, conservación y ampliación de su 
espacio como proyecto de vida, así como en capacidad 
de ejercicio del poder violento en los micro territorios, 
incluyendo la expropiación de bienes a particulares y 
suplantación misma de funciones estatales como el cobro, 
vía extorsiones, de una suerte de “impuesto de guerra”.

Múltiples desafíos de Guatemala en el siglo XXI son 
abordados desde varias disciplinas en esta sexta 
edición especial de la Revista Análisis de la Realidad 

Nacional. Las maras y las pandillas juveniles, por un lado; 
los dilemas de la educación pertinente en general y de la 
educación superior en particular, por otro lado. Y, además, 
las manifestaciones coyunturales de la debilidad fiscal del 
Estado, cuyas raíces tocan la estructura misma de poder. 
Esto, solo por mencionar tres temas torales del desarrollo que 
merecen amplios debates para orientar de mejor manera las 
propias percepciones de la sociedad al respecto, así como 
las políticas públicas.
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¿Desde dónde se aborda entonces el problema, como política 
pública? ¿Desde la política criminal o desde la política social? La 
educación podría ser una herramienta eficaz para doblar la curva 
de la campana modificando la tendencia del crecimiento de las 
maras de las últimas tres décadas, pero el debate educativo no 
parece centrado en la pertinencia sino en una pretendida calidad 
que parece levantar muros y fronteras sociales dentro del mismo 
país. En realidad la pertinencia y la calidad educativa no riñen, 
pero pueden ser excluyentes, sobre todo por la disputa de los 
limitados recursos públicos y los costos privados de la educación. 
Desde ahí está la base del debate mismo de la viabilidad 
democrática de la sociedad, pues el acceso a la educación es 
el equivalente a igualdad de oportunidades. Como sea, este 
es un asunto de la pertinencia asociado a la calidad todavía 
no abordado en el centro del debate de la educación pública, 
más bien corre como experimentos de comunidades a través de 
asociaciones y ONG con pocos chances de sostenibilidad.

Y a ese respecto, ¿qué respuestas puede ofrecer la educación 
superior, especialmente la universidad pública? Es una interpelación 
con muchos ruidos alrededor y escasa vertebración y claridad 
del horizonte. Las reformas universitarias que comenzaron a 
labrarse hace alrededor de un siglo y ocuparon varias décadas, 
despuntaron en sociedades ilusionadas con la promesa del 
progreso que traía la industrialización, el ensanchamiento de las 
clases medias y el proceso de urbanización que acompañaba 
esa dinámica económica y social. ¿Qué tipo de Universidad 
corresponde a la actual etapa de vertiginosa urbanización 
precaria basada en los servicios y el intenso comercio en el ciclo 
de la globalización, de la sociedad del riesgo en un ecosistema 
frágil, de la popularización de las comunicaciones electrónicas 
y de repetidos desórdenes financieros, así como de la búsqueda 
de una forma de Estado capaz de gobernar procesos los locales 
y transnacionales?

Como se ve, si la formulación de las preguntas teóricas es 
compleja, la exploración de respuestas no solo teóricas sino 
prácticas en sociedades tan dinámicas, ofrece otros grados 
de problematización que desafían los fundamentos mismos de 
nuestros métodos de conocimiento. Esta edición reúne otros 
varios ensayos que permiten asomarnos a factores del contexto, 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

21

como, por ejemplo, la crítica construcción de las reglas del juego, tan 
elusivas no solo en Guatemala sino en toda la región. O bien el rol 
de actores centrales en este periodo como los empresarios, ejes en la 
constitución de lo que solemos llamar “elites” o grupo privilegiado de 
los que mandan, quienes ostentan el poder y por tanto se constituyen 
en “oligarquías”.

¿Cómo esas elites conciben el Estado y sus funciones esenciales, 
sobre todo de un Estado que ha ido perdiendo sus capacidades 
tradicionales, justo cuando ha tenido que transitar del periodo 
autoritario al democrático y abierto a las reglas de la globalización? 
Esa concepción de Estado del siglo XXI no se ha aclarado y, entre tanto, 
sigue la inercia del “Estado mínimo” que se implantó a principios de 
la década de 1980, y que está en crisis en todos lados. Al Estado 
mínimo corresponde, en consecuencia, una base financiera mínima, 
y ahí otro debate abierto: ¿qué fortaleza se le atribuye al Estado 
necesario para conducir a la sociedad en esta turbulenta época? La 
fortaleza o poder de un Estado no se refiere sólo a su tamaño sino, 
sobre todo, a la capacidad de construir autoridad, o sea de que se 
le reconozca legitimidad porque está presente de manera razonable 
y positiva en el territorio dando seguridad y facilitando servicios 
esenciales, como la educación, la salud y la infraestructura básica.

Estos son, pues, algunos de los temas que abordamos en esta edición 
de fin de año y que forman parte de un debate todavía no bien 
organizado en la academia y de cara a la opinión pública y los 
decisores de las políticas. Si al leer las siguientes páginas los lectores 
encuentran claves que nos permitan formular las preguntas correctas, 
podemos decir que hemos cumplido nuestro objetivo.

Edgar Gutiérrez
Coordinador General IPNUSAC  

“ID Y ENSEÑAD A TODOS”
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Sin

Espoleados por el éxito de sus 
colegas en Latinoamérica, los 
empresarios locales hicieron sus 
propias cuentas de gran capitán: 
prepararon un portafolio de cien 
proyectos (la mitad en infraestructura 

A 	diferencia de la política de seguridad y el programa 	
	“hambre cero”, el gobierno de Otto Pérez no
	se ha distinguido por hacer explícita una política 

económica. Ha flotado en la inercia de la política de 
estabilización de los últimos gobiernos, dejando en manos 
del sector privado tradicional una sonora campaña 
de atracción de inversiones foráneas y apostando 
decididamente a la explotación de recursos naturales 
mediante el otorgamiento de licencias mineras, que 
exacerban la conflictividad social.

IPNUSAC
1 de julio 2013

imaginación
económica

vial, telecomunicaciones 
y turismo) que suman casi 11 
millardos, y a fines de mayo 
organizaron un encuentro con más 
de 160 potenciales inversionistas 
extranjeros. Es poco probable 
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el éxito a corto plazo de esa 
estrategia, aunque cuenten con el 
apoyo gubernamental. Y es que 
el enfoque sigue tan convencional 
para un ambiente de negocios muy 
restrictivo.

El subcontinente atraviesa, en 
efecto, un periodo de florecimiento 
económico, cuya base fue hace casi 
una década la alta demanda de 
China e India y los buenos precios 
internacionales de materias primas, 
como minerales metálicos y granos. 
Con ese crecimiento, respaldado 
con políticas sociales efectivas que 
bajaron el umbral de la pobreza, 
se robustecieron las clases medias 
y se crearon condiciones para un 
desarrollo endógeno. Las finanzas 
públicas se fortalecieron, los 
capitales que huían de una Europa 
en crisis comenzaron a aterrizar y 
se profundizó el mercado interno, a 
la vez que se intensificó el comercio 
intrarregional, mientras se lograron 
avances en la seguridad pública de 
las principales ciudades.

Salvo Venezuela, que se 
descarriló en el último periodo, 
Sudamérica (hasta Panamá), con 
sus diferentes modelos de gestión 
política, alcanzó un crecimiento 
sostenido, al que ahora México 
apuesta a sumarse, con una clase 
política decidida a domesticar 
los monopolios y proteger la 
competencia. Centroamérica, 

sin embargo, salvo Nicaragua 
(gobernada con la garantía de 
palabra a los inversores y la mano 
fuerte de Daniel Ortega) quedó 
deprimida.

Atrapados en la liquidez de las 
remesas para el consumo y del 
blanqueo del narcotráfico, y 
asfixiados por la violencia criminal 
que arroja las más altas tasas 
de homicidios en el mundo, los 
países del norte del istmo han 
tenido un mediocre desempeño, 
al que contribuyen los muy débiles 
y corruptos aparatos estatales, 
incapaces de orientar la dirección 
del crecimiento y de modernizar sus 
políticas sociales y de competencia 
económica. Salvo las empresas 
extractivas y de telecomunicaciones, 
los rendimientos empresariales en 
general tienden a la baja.

Cuando el modelo empresarial 
pierde ritmo suele reaccionar de 
manera conservadora. Por una 
parte, buscando “bajar costos”, 
es decir, deprimiendo salarios, 
sacrificando el factor trabajo y 
sacudiéndose como pueda las 
cargas tributarias. Por otra parte, 
buscando mayor protección del 
Estado, sea para ganar ventaja 
en el mercado interno, revaluar 
artificialmente la moneda o meter 
mano sin mucho riesgo en fondos 
especulativos o proyectos mixtos.
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Ese comportamiento repercute 
negativamente en el propio clima 
de negocios, generando una 
cadena de efectos no deseados, 
donde el aparato público se 
convierte en el eslabón más débil 
y a la vez sujeto a presiones. 
Los capitales monopólicos, 
especialmente los usufructuarios de 
las frecuencias de 
telecomunicaciones, se garantizan 
ventajas fiscales y de dominio del 
mercado; mientras las industrias 
de alimentos manipulan los 
contingentes de importación 
para especular con altos precios, 
provocando una inflación que 
empeora las condiciones de 
pobreza en que sobrevive más 
de la mitad de la población. El 
capital financiero, por su parte, 

habituado a distribuir altos 
dividendos comienza a sacrificar 
su propio patrimonio hasta que la 
autoridad bancaria asume el costo 
de las fusiones para evitar quiebras 
traumatizantes.

En el caso de Guatemala a esas 
condiciones se agrega una gestión 
fiscal basada en cálculos erróneos. 
La apresurada reforma tributaria de 
febrero de 2012 introdujo ruidos 
en el comercio internacional e 
incertidumbre jurídica entre los 
empresarios, además que recargó 
los dados sobre las clases medias 
asalariadas, hasta que se convirtió 
en un boomerang erosionando la 
base de recaudación y abriendo 
un agujero fiscal que bien puede 
provocar desestabilización social.

En efecto, los márgenes de maniobra son estrechos. Al 
recortar gasto público los sectores afectados alegarán; 
al ampliar el déficit los organismos internacionales de 
fiscalización, presionarán. Las capacidades de deuda 
también disminuyen, no solo por riesgo financiero 
sino por el creciente malestar en el Congreso. Unos 
ciertos sectores, millones de pequeños y medianos 
emprendedores conectados a la economía real, siguen 
dinamizando la producción y el comercio, a pesar de 
las dificultades de capitalización y de las hostilidades 
de los mercados protegidos. Ellos tienen la llave del 
crecimiento sostenido, pero ni el Gobierno ni las 
grandes corporaciones tradicionales los toman en cuenta. 
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IPNUSAC
16 de julio 2013

del Gobierno

Los

desencuentros

L	 as cosas no marchan como quisiera el presidente 	
	 Otto Pérez. Al contrario, parece que siguen 		
	 empeorando en las áreas que a él le interesan. 

Por ejemplo, en la calificación pública y en las 
relaciones con el sector privado. Los reducidos 
márgenes de operación gubernamental envían señales 
confusas a los sectores y provocan choques.
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Después de un primer año de 
gestión calificado con mesura, la 
opinión pública comienza a ser 
más severa con la administración 
de Gobierno y al parecer este año 
ha llegado a otras conclusiones: 
las autoridades no están centradas 
en lo que prometieron –controlar 
la criminalidad, mitigar el hambre 
y promover la competitividad- sino 
en otras cosas que solo les llevan 
beneficios a ellas. 

Ejercicios de “grupos de enfoque” 
realizados en varios municipios 
de Guatemala durante la primera 
quincena de julio, revelan el 
profundo desencanto hacia el 
Gobierno y, en general, hacia 
los políticos. Lo publicite o no 
la prensa, la gente de las clases 
media baja y pobres, que hace 
20 meses votaron en apreciable 
porcentaje en el distrito central 
por el actual gobernante, tienen 
ahora sus conclusiones: “ellos (los 
gobernantes) están resolviendo su 
vida y la de sus hijos y nietos… 
y, como todos los anteriores 
gobiernos, nos han traicionado, y la 
cosa no va a cambiar, sino es para 
empeorar.”

Hay un resentimiento que está a flor 
de piel, pues la gente no identifica 
enemigos mayores del Gobierno 
que boicoteen su trabajo, ni un 
entorno particularmente adverso, 
pues de alguna manera se enteran 

de que otros países de la región 
están creciendo y la gente recibe 
beneficios. Si no hay resultados en 
este Gobierno –dicen-, es solo por 
cualquiera de estas dos razones: no 
es su interés ayudarnos, o no son 
capaces.

Esa densidad cualitativa, traducida 
en números por las empresas 
de encuestas, cuando hacen 
públicos sus estudios, no pierde 
congruencia. Aunque los medios 
indicaban, al año de Gobierno, que 
el Presidente tenía una aceptación 
equivalente a dos tercios de la 
opinión pública, otras mediciones 
indicaban que la aprobación era 
mucho menor. Una encuesta en los 
70 principales municipios donde 
el partido de Gobierno obtuvo 
mayoría (65%), mostraba, hace un 
año, que la aprobación era apenas 
superior al 50%. A nivel nacional, el 
Presidente arrancó con un respaldo 
por encima del 80%. Vox Latina, 
que es la empresa que realiza las 
mediciones para el análisis de la 
Presidencia, acusaba una caída de 
20 puntos en menos de seis meses. 
Y Prensa Libre publicó, el 15 de 
julio, una encuesta en línea que 
ponía mucho peor las cosas: 63.5% 
de los lectores calificaban como 
negativa la gestión del gobierno del 
presidente Pérez Molina.

Una encuesta a nivel nacional a 
empresarios de varias escalas, 
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llevada a cabo por  una entidad 
financiera estatal, mostró una caída 
de respaldo semejante a la general, 
arriba descrita: del 84% inicial, 
hace 18 meses, había bajado a 
apenas el 42%, una ondulación 
que no se había visto, dentro del 
sector empresarial, referida a un 
solo Gobierno durante el periodo 
democrático. Ordinariamente 
hay altos respaldos empresariales 
(presidente Oscar Berger) que van 
cayendo progresivamente hasta 
el final de la administración; y 
bajos respaldos (presidente Alfonso 
Portillo) que ahí se mantienen, hacia 
la baja tenue, durante la gestión. 

Pero en el actual Gobierno, lo que 
la vicepresidenta, Roxana Baldetti, 
resumió como “derecha popular”, 
para calificar su orientación 
ideológica-programática, parece 
estar causando, aparte de 
confusión, una transición sin piso. 
Ha habido derechas populares, 
como la anticomunista de los 
años 50 hasta los años 70 del 
siglo pasado (como el MLN 
que competía abiertamente en 
elecciones, aunque luego las 
escamoteó), y su inclinación 
popular se basaba en cierto 
sacrificio empresarial o en la 
movilidad de emprendedores. 
En el caso del Gobierno de 
Otto Pérez está ocurriendo de 
manera simultánea la pérdida de 
ambos apoyos. El pueblo se ha 

desencantado, y la mayoría de 
los empresarios también. De ahí 
que se consolide el imaginario, 
en ambos sectores, de que el 
Gobierno trabaja para sí mismo y 
sus allegados, nada más.

Los indicios de esa conducta están 
a la mano. La seguridad no mejoró, 
los policías siguen delinquiendo 
y, desde el gobierno de Colom y 
con el actual, no hay reformas a 
la vista que hagan creer que la 
situación va a variar. Por eso en 
cualquier momento la criminalidad 
se desborda –cómo ocurrió durante 
el primer cuatrimestre de 2013- y la 
limitada capacidad de investigación 
solo puede atender casos de “alto 
impacto” político. Los programas 
sociales están institucionalizados, 
pero no son más eficientes ni la 
población se beneficia más. La 
atención del hambre sigue dando 
tumbos y las víctimas infantiles 
aumentan, en el primer semestre 
de este año, tanto como durante 
todo el 2012. Frente al alza de 
precios no hay respuestas efectivas. 
El subempleo se amplía, hay 
muchos proyectos de inversión 
que no maduran, mientras los 
conflictos sociales aumentan y el 
Gobierno responde con medidas de 
represión. 

La combinación de estos elementos 
despierta el desapego social. 
Pero, como se anotó, el equilibrio 
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se está perdiendo. Las cámaras 
empresariales consiguieron que el 
Presidente abandonara, a fines de 
2012, la reforma constitucional 
y la ley de Desarrollo Rural, e 
introdujera una serie de leyes, 
incluyendo una reforma de las 
normas de minería ventajosas para 
las empresas. Además a finales 
de mayo se realizó, de manera 
conjunta, pero bajo el liderazgo 
empresarial, una convención de 
alrededor de 300 empresarios 
locales y extranjeros para vender 
proyectos de inversión.  Pero 
simultáneamente siguen los 
amparos empresariales para 
derrotar legalmente normas 
tributarias y últimamente el 
presidente propuso una moratoria 
en el otorgamiento de licencias de 
explotación minera, que despertó el 
rechazo empresarial.

Aunque quizá más relevante 
sea la polémica emisión de 
Bonos del Tesoro, por Q 3.5 
millardos, destinados a pagar la 
llamada “deuda flotante”, que los 
especialistas no dudan en calificar 
como ilegal, pues fue de hecho 
contratada sin autorización del 
Congreso de la República y sin 
contar con partida presupuestaria. 

A esos desencuentros se suma el del 
Gobierno con el Congreso, que no 
es nuevo. Ya el gobernante se ha 
referido de manera despectiva a los 
diputados como “poco productivos” 
o que “no hacen nada”. 
En la propuesta de reforma 
Constitucional que blandió durante 
2012 sugería recortarles funciones 
y repetidas veces los ha tratado 
de “extorsionistas”, pues por cada 
aprobación de un decreto “piden 
dinero”; en particular ha señalado 
al bloque Líder de promover 
interpelaciones a cambio de 
dinero. Esta vez, inicios de julio, 
el gobernante dijo ante la prensa 
que había instruido a sus ministros 
de no acudir a las citaciones del 
Congreso, para “no perder tiempo” 
y que enviasen a sus viceministros. 
Ciertamente delegar las citaciones 
del Congreso en viceministros 
es una opción, pero no una 
prerrogativa del Ejecutivo. Y eso ha 
provocado también una solicitud 
de antejuicio de los diputados de 
la UNE. Dado que el Congreso, 
en general, se mueve por intereses 
pecuniarios y no políticos, es 
probable que esta afrenta no tenga 
mayores consecuencias y al final 
resulten aprobando la emisión de 
bonos y otros préstamos, pero aún 
así denota el mal tacto y la invasión 
de poderes del Estado.
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En resumen, se está observando una correlación 
riesgosa para la gobernabilidad en la gestión del 
Gobierno. Es muy probable que la mayoría corra 
sin consecuencias, más que desgastes pasajeros, 
pero van dejando a la administración sin margen 
de maniobra, limitan sus acciones, cualesquiera 
que sea, y aquéllas que asociadas a actos ilícitos 
probablemente se tramitarán hasta el final del 
periodo. Entre tanto, los factores clave de seguridad, 
economía y gobernabilidad en general, seguirán a la 
baja. El “calentamiento social” podría estallar con la 
temida pero no visible oferta de populismo sin 
status quo que tanto temen los factores de poder.
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bonos del tesoro
IPNUSAC
1 de agosto 2013

Cuatro caminos
para los

controversiales

La aprobación de Bonos del Tesoro por Q 3,500 
millones desató una intensa polémica entre 
 las elites, que abrumadoramente han rechazado 

su colocación, tal como lo pretende el Gobierno 
Central. El posicionamiento adverso de las cámaras 
empresariales, la Universidad de San Carlos y varios 
centros académicos, entre otros, alteró en pocas 
semanas la relación de fuerzas en el Congreso, 
volviendo ahora incierta su aprobación.
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El IPNUSAC elaboró para el 
Consejo Superior Universitario 
un análisis jurídico, 
económico-financiero y de 
transparencia sobre los impactos 
de la aprobación de los bonos,  
concluyendo que serían ilegales 
si se destinan a pagar deuda; 
además su emisión pone en riesgo 
la estabilidad macroeconómica 

(por la debilidad fiscal del Estado), 
pues eleva el déficit de 2.2 a 3.2 
por ciento, y vulnera el gasto 
público de corto plazo, dado que 
la relación deuda/ingresos anuales 
del Estado subiría a un riesgoso 
220 por ciento. Aparte, existe 
un margen demasiado amplio 
de discrecionalidad que abre las 
puertas a la corrupción. 

Nuestras recomendaciones fueron que se 
reconozca la deuda legal (previa evaluación de la 
Contraloría) con fondos ordinarios del Ejecutivo, 
y no se apruebe la emisión de bonos, por la 
ambigüedad del destino (nueva inversión y/o pago 
de deuda a contratistas) y porque, en estricto 
sentido, constituye una invasión de poderes del 
Estado que daña el régimen republicano. 

El problema se debe reducir a 
los egresos devengados y no 
pagados, que corresponden al 
Ejecutivo, sin comprometer al 
Congreso. Y no está de más 
resaltar el rol de la Contraloría 
y del Ministerio Público en la 
deducción de responsabilidades 
administrativas y penales de los 
funcionarios que contrataron 
obras sin partida presupuestaria, 
violando la Constitución Política de 

la República, la Ley del Presupuesto 
y la Ley de Contrataciones del 
Estado.

Ahora, complementariamente 
al análisis el IPNUSAC presenta 
escenarios sobre las consecuencias 
de las disposiciones que adopte el 
Congreso. Son cuatro escenarios 
base, que, en las discusiones 
y negociaciones, pueden tener 
variantes. 
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Escenario 1 
Conforme a la Ley

En este escenario el Congreso de 
la República conoce el proyecto 
de aprobación de bonos y 
determina que se trata de una 
operación ilegal, que acarrea 
responsabilidades administrativas 
y penales, y que, además, su 
emisión debilita la estabilidad 
macroeconómica. Los bonos 
no se aprueban y la Contraloría 
y el Ministerio Público realizan 
las pesquisas a fin de deducir 
responsabilidades administrativas 
y penales. Este revés debilita 
seriamente al Gobierno, y abre 
un periodo de fragmentación del 
poder, sin que ningún grupo político 
logre capitalizarlo en el corto plazo.

Escenario 2 
Verificación 

En este escenario el Congreso 
no aprueba la emisión de bonos 
y concluye que algunas obras 
contratadas tenían partidas 
presupuestarias, pero no fueron 
pagadas. La auditoría forense de la 
Contraloría identifica la existencia y 
valor de esas obras, y se reconoce 
la obligación de pago a las 
empresas con fondos provenientes 
del presupuesto ordinario de las 

unidades ejecutoras. El Congreso 
ratifica la prohibición de que se 
realice cualquier trabajo fuera del 
marco presupuestario. El Gobierno 
se debilita relativamente asumiendo 
el boomerang y el Congreso se 
prestigia, y varios grupos tratan 
de capitalizar la acción sin mucho 
éxito.

Escenario 3 
Aprobación condicionada 

En este escenario el Congreso 
autoriza la emisión de bonos 
y ratifica las condiciones de la 
opinión favorable de la Junta 
Monetaria de que el déficit fiscal 
de 2013 y 2014 no sobrepase 
el 2.2 por ciento del PIB, y los 
ingresos de los bonos ser utilicen 
únicamente para inversión. 
En este escenario el Ejecutivo 
tendría regularizar los pagos 
de obras devengadas mediante 
readecuaciones presupuestarias, 
mientras la CGC y el MP actúan de 
oficio en relación a la verificación 
de obras y responsabilidades de los 
funcionarios. Los bonos emitidos, 
sin embargo, le ofrecen amplio 
margen de maniobra al Ejecutivo y 
crecen las sospechas y denuncias 
de comisiones bajo la mesa a 
los congresistas, que aumenta el 
descrédito de la opinión pública 
sobre esos poderes del Estado.
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Escenario 4 
Aprobación sin 
condicionamiento 

En este escenario el Congreso autoriza los bonos y deja libre o 
ambiguo el destino del dinero; el Ejecutivo utiliza tales ingresos 
para pagar deuda que supuestamente se contrajo mediante 
procesos fuera de la regulación presupuestaria. Hay boicot 
empresarial (localmente) a la colocación de los bonos y los 
organismos internacionales de regulación financiera rebajan 
la calificación del país. La opinión pública está de acuerdo en 
que ambos poderes del Estado transgredieron las leyes y que 
al hacer caso omiso a la opinión de la Junta Monetaria ponen 
en riesgo la estabilidad macroeconómica. Se genera una crisis 
de gobernabilidad por la ilegalidad de las actuaciones de los 
organismos del Estado, cuya responsabilidad arrastra, por 
omisión, a la Contraloría y al Ministerio Público. El Gobierno 
Central y el conjunto de instituciones del Estado pasan del 
estadio de “crisis de confianza” actual a “crisis de legitimidad”, 
típicamente antesala de una crisis de Estado.
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fruta envenenada
IPNUSAC
16 de agosto 2013

bonos,
Los

La batalla del Gobierno por la aprobación de los 
bonos está perdida. Aún en el improbable caso de   	
 que los operadores del partido Patriota alcanzaran 

a reunir los votos en el Congreso, la iniciativa se 
convirtió en una fruta envenenada capaz de intoxicar 
a quien la muerda, sean diputados, sea Gobierno, o 
ambos.

Pero la operación, al margen de 
su destino, marca un precedente 
que no favorece al Gobierno 
Central. Una colocación de deuda 
generalmente tiene el respaldo 
del sector privado, pues con 
la circulación de dinero en la 
economía ganan todos los agentes, 

unos en el corto plazo, otros, 
además, a mediano plazo. Habrá 
cierta inquietud por la estabilidad 
macroeconómica, pero por ahora 
los números todavía aguantan. Por 
otro lado –comisión descontada- el 
Congreso no había sido obstáculo, 
hasta ahora.



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

37

El paso en falso del Gobierno 
consiste en quedar en evidencia 
incitando una suerte de “fraude 
de ley”, que tan duramente fue 
censurado durante la última 
campaña electoral tras el divorcio 
de Sandra Torres del presidente 
Colom para optar a la candidatura 
presidencial. En el caso de los 
bonos el Gobierno apelaba a una 
facultad del Congreso de legalizar 
deuda, queriendo pasar por encima 
de un conjunto de normas. El 
monto del dinero en cuestión 
(Q 3.5 millardos, lo que estaba 
en juego) y la desigual distribución 
de costos/beneficios, riesgos y 
vulnerabilidades fue lo que montó 
ahora una barrera de contención, 
como ocurrió con la candidatura de 
Torres en 2011.

El contexto tampoco ayuda. La 
críptica concesión para ampliar 
operaciones en Puerto Quetzal, 
que se destapó hace un año, ha 
vuelto a levantar el fantasma de 
negocios opacos en el Puerto 
Santo Tomás y el aeropuerto La 
Aurora, además de la compra de 
aviones militares, la construcción 
de carreteras y extensión de 
licencias mineras. La exposición 
del presidente Otto Pérez como 
promotor activo del canal seco, un 
proyecto de capital emergente y 
dudosa racionalidad económica, 
abona al desconcierto. La última 
reforma fiscal, pero sobre todo 
los reportes de baja recaudación 
tributaria en las aduanas, asociada 

a la implantación de pujantes redes 
de corrupción, despiertan otra 
molestia. El manejo del IGSS, los 
negocios de su entorno y capital, 
también entra en la amplia zona 
gris del Gobierno. Las iniciativas de 
ley de “transparencia” y su eventual 
impacto fiscal regresivo y la 
pretensión de achatar la función de 
la Contraloría General de Cuentas, 
introducen, adicionalmente, 
desasosiego y alimentan las dudas 
sobre el “rumbo” gubernamental.

A ese ambiente se ha sumado en 
las últimas semanas las acciones 
preparatorias de las comisiones 
de postulación que deberán 
renovar en 2014 los poderes de 
contrapeso del Estado, incluyendo 
Fiscal General de la República, 
Contralor General de Cuentas 
de la Nación, Magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia y 
Magistrados del Tribunal Supremo 
Electoral. Es claro que todo 
Gobierno  trata de influenciar 
en esas elecciones y hace valer 
su peso político que, salvo en 
el caso del Ministerio Público, 
recae en el Congreso. Lo que ha 
sorprendido a las elites sociales y 
económicas que inciden en esos 
procesos, es el protagonismo, como 
operador central del Gobierno, del 
empresario Gustavo Herrera, quien 
fue asociado hace diez años a una 
millonaria operación fraudulenta 
en el IGSS y cuyas compañías 
están aún bajo escrutinio en los 
tribunales. 
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Esa vena del Gobierno (negocios 
opacos, socios controversiales y 
objetivos que pueden sabotear 
las reglas establecidas) está 
despertando inquietud entre ciertas 
elites, que en general no han tenido 
una predisposición en contra de 
esta administración oficial, pero 
que ahora se preguntan sobre 
la naturaleza e intenciones del 
régimen y, por tanto, se cuestionan 
acerca de su destino. 

Su primera pregunta es ¿quién 
asesora al gobernante? Y ante 
la no identificación de un cuerpo 
permanente y profesional –al 
español Sola se le asocia solo a 
la estrategia de comunicación, 
varios asesores por función o de 
hecho, al parecer han perdido el 
acceso y atención del Presidente-, 
la conclusión es que Otto Pérez 
toma consejos ad hoc de uno u 

otro funcionario o asesor, sin que 
necesariamente haya coherencia, 
y que las decisiones que forman 
el núcleo central de las iniciativas 
las adopta con la vicepresidenta 
Roxana Baldetti.

Si el Gobierno pierde la batalla de 
los bonos –sea porque no pasan o 
debe negociar una fiscalización de 
las deudas y montos menores- será 
su primera derrota significativa ante 
un Congreso al cual desprecia por 
su baja calidad y abierta vocación 
de ingresos pecuniarios a cambio 
de decisiones políticas. El manejo 
de las siguientes operaciones en 
el legislativo –sea contratación 
de deuda prevista, leyes de 
“transparencia”, presupuesto 2014 
y, sobre todo, elección de órganos 
contralores- va a requerirle no solo 
buena operación político-financiera, 
sino paciencia. 

De esa paciencia carece el Ejecutivo, que va a lidiar 
antes que con el Congreso, con las elites económicas 
y sociales. Negociar en el contexto en el que lo deja la 
“cuesta de los bonos” en estas semanas, significa repartir 
poder u ofrecer otras granjerías. En este escenario la 
comunidad internacional tiene más chance de incidir, 
al menos en la renovación del MP. Hay otro escenario: 
terminar por descargar todos los costos sobre el Congreso 
a fin de neutralizarlo, para lo cual, sin embargo, el 
Gobierno necesitaría tener cerca al poder económico más 
significativo de entre sus diversas corrientes.      
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de elites
IPNUSAC
1 de septiembre 2013

Juego

Guatemala se encuentra en una encrucijada. 
Debido al error del Gobierno de promover en 
el Congreso la aprobación de bonos del tesoro 

por Q 3.5 millardos para pagar deuda ilegal, se han 
equilibrado los poderes del Estado. El contexto de ese 
acto es complejo y abre la disyuntiva: el Congreso es 
capaz de asumir una agenda de cambio democrático, 
o las elites ultra conservadoras logran compaginar con 
el Gobierno su agenda aislacionista y regresiva.

El gobierno de Otto Pérez parece 
decidido a promover acuerdos con 
todos los sectores –aunque sean 
temporales-, salvo con el Congreso. 
El lenguaje del poder Ejecutivo 

hacia los diputados es áspero y 
peyorativo. Irritado, y señalando 
que solo a cambio de “favores” 
aprueban leyes, el Presidente da 
a entender que el Parlamento 
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es un obstáculo para gobernar 
eficazmente.

A juzgar por las encuestas de 
opinión, la mayoría de la gente 
coincide con Pérez. El Congreso 
es la institución democrática 
más desacreditada y el oficio 
de diputado no le merece el 
menor respeto a la sociedad. Sin 
embargo, se trata de un apoyo 
pasivo o difuso, o quizá una mera 
coincidencia de apreciación entre 
el Ejecutivo y el común de la gente. 
No es un respaldo popular activo a 
una cruzada presidencial en contra 
del Congreso, pues el rechazo 
de Pérez a los representantes no 
traduce, explícitamente, un proyecto 
político.

Por eso las elites –económicas 
y sociales- no dejan de ver con 
suspicacia la postura del Gobierno. 
La mayoría de veces esas elites han 
sido espectadoras de la relación 
Ejecutivo-Legislativo, o simplemente 
obstruyen iniciativas antes de que 
se oficialicen. En ocasiones ciertos 
sectores, sin alcanzar unanimidad, 
se han pronunciado en contra 
de decretos, como la reforma 
tributaria, minándolas tenazmente. 
En otros casos, ciertos grupos de 
poder económico, con la anuencia 
del Gobierno, han promovido con 
éxito negociaciones directas con 
los bloques parlamentarios, como 
en el caso de la ampliación de la 
concesión onerosa de frecuencias 

de telefonía y televisión, o bien con 
la gravosa compra de aviones de 
combate militar.  

La primera vez que la generalidad 
de las elites se expresa en contra, 
logrando contener al Ejecutivo, 
ha sido en el proyecto de bonos 
del tesoro por Q 3.5 millardos 
para pago de obras contratadas 
irregularmente durante la última 
década. El Gobierno quiso 
descargar la culpa sobre los 
diputados, pero esta vez los 
representantes quedaron blindados 
por la opinión pública. Por unas 
semanas la gente olvidó la grosera 
parálisis de la agenda legislativa a 
causa de interpelaciones dilatadas 
hasta la sinrazón. 

El error de cálculo del Ejecutivo 
en el abordaje de los bonos ha 
equilibrado, como en un paréntesis, 
la hipotética balanza de poderes. 
En política el tiempo nunca es 
neutral, se inclina a favor de quien 
persigue objetivos eficazmente en 
una lectura pertinente del contexto. 

Para la gente el contexto está 
marcado por los aprietos 
económicos –alza de precios, 
desempleo- y la baja eficacia 
del quehacer gubernamental –la 
hechura de carreteras, aunque con 
mediocre calificación, es lo más 
valorado. Se ha perdido la alta 
expectativa electoral de recuperar 
la seguridad en las calles y la 
seguridad jurídica. 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

41

La elite económica no organizada 
–o que opina en lo individual- 
está francamente decepcionada 
de la gestión de Gobierno, pero 
políticamente el Cacif aun mantiene 
las formas y sus líderes no ven 
prudente declararse en oposición 
abierta, en parte, porque no tienen 
alternativa de estabilidad y, en 
parte, porque identifican amenazas 
mayores. Por supuesto que ganarían 
más en un clima de negocios 
gobernable en este periodo de 
crisis internacional de mercados, 
pero no hallan cómo apalancar 
al Gobierno, e internamente han 
subido las apuestas pesimistas, 
debido al volumen de rumores 
y diversidad de denuncias de 
negocios opacos y hasta de 
intervención de intereses ilícitos en 
inversiones que el Ejecutivo avala. 
Eso, no obstante que los medios 
masivos de comunicación están 
lejos de una línea crítica contra el 
Gobierno.

Las plurales elites sociales siguen, 
en general, dispersas y solo 
concentradas en sus temas o, igual 
que los medios de comunicación, 
reaccionando según sus intereses 
inmediatos, lo cual les resta eficacia 
como masa crítica en un clima de 
deterioro de la gobernabilidad; 
además, las ha calado el ambiente 
de polarización ideológica del 
“juicio por genocidio” (que seguirá 
envolviendo al país durante el resto 
del periodo del actual Gobierno), 
aunque esas elites puedan coincidir 
en que la amenaza mayor a la 
convivencia y el Estado son las 
mafias, por la propia debilidad 
estatal. Eventualmente eso les 
llevaría a acuerdos mínimos 
en torno a las Comisiones de 
Postulación, que serán los referentes 
en el 2014 para la renovación de 
los “terceros” poderes (contralores) 
del Estado.

La principal coincidencia de las elites ultra 
conservadoras –económicas, políticas y sociales, 
incluyendo académicas-, y que es desde hace más de 
un año el motor primario de su estrategia, es que debe 
constreñirse el espacio de acción política interna de la 
comunidad internacional, la que incide o “interviene” 
en derechos humanos, justicia y equidad social. La 
filtración, el pasado 28 de agosto, de las presiones 
de la Cicig a la Corte de Constitucionalidad para 
extraditar al ex presidente Alfonso Portillo a los Estados 
Unidos, se puede leer en corriente con esa ofensiva.
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Finalmente, el contexto del 
Gobierno es el de la pérdida 
alarmante de respaldo popular y de 
una severa restricción en el último 
cuatrimestre de sus flujos de caja, 
que podrían afectar el cumplimiento 
de funciones elementales, 
como el pago de sueldos a la 

burocracia. Las elites temen que la 
aversión presidencial al Congreso 
solo exprese una profunda 
vena autoritaria y voluntad de 
permanencia en el poder, más 
allá de lo constitucionalmente 
establecido. 

La encrucijada de esta coyuntura se resume así: 
el Congreso aprovecha el temporal balance de 
poderes y promueve una agenda democrática, o 
unas elites súper conservadoras y un Gobierno 
irritado y a la defensiva tejen sus coincidencias, 
en cuyo caso el futuro se tornaría borrascoso.
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política
IPNUSAC
16 de septiembre 2013

El

mercantilismo
se comió la

Es típico de los estados frágiles la anticipación de 
las campañas electorales, como la que vivimos 
desde el siguiente mes en que el Gobierno de Otto 

Pérez asumió, y que en estos días se ha intensificado 
de manera abierta, sin respeto a la autoridad electoral. 
Todavía más tempraneras son las campañas en países 
donde cada cuatro años debe desplegarse un enorme 
esfuerzo de marketing para introducir nuevos símbolos 
partidarios (no solo candidatos), pues el sistema de 
partidos es inestable.
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El sistema político de Guatemala 
tiene ciertas peculiaridades. Es, 
por ejemplo, la única democracia 
vigente donde un partido no 
logra ganar una reelección a la 
Presidencia, un rasgo que este país 
compartía con Ecuador hasta antes 
de la reelección Rafael Correa. 
Guatemala, además, tiene en el 
hemisferio la tasa más alta de 
mortalidad de partidos políticos, 
a la vez que la más elevada tasa 
de natalidad de instituciones 
partidarias: más de cien partidos 
han sido inscritos en las últimas 
tres décadas y cerca del 75% ha 
desaparecido. 

Por otro lado, los partidos que 
hacen Gobierno sufren el síndrome 
de la palomilla: tocan el poder, 
cual foco incandescente, y mueren. 
Eso le ocurrió a la Democracia 
Cristiana, que gobernó entre 1986 
y 1991; al Movimiento de Acción 
Solidaria de Jorge Serrano, aunque 
en condiciones anormales después 
de un golpe de Estado, pero 
también al Partido de Avanzada 
Nacional (PAN) de Álvaro Arzú 
(que tuvo que crear otro partido 
para seguir vigente, al menos en la 
alcaldía de Guatemala), al Frente 
Republicano Guatemalteco  (FRG) e 
incluso a la Gran Alianza 
Nacional (GANA), cuyo núcleo ahora 
está en Creo.En contrapartida, con 
apenas dos elecciones un partido 
(mejor dicho, su caudillo) puede 

llegar al poder. Ocurrió con Álvaro 
Colom que en la primera elección 
con la UNE quedó en segundo 
lugar en 2003 (a dos años de 
haberse inscrito como partido) y 
ganó en las siguientes elecciones de 
2007; y ocurrió con Otto Pérez que 
también quedó en segundo lugar 
en su primer lanzamiento en 2007 y 
ganó en 2011.  

Es también otra regla no escrita, 
única de este sistema político, 
que el candidato perdedor de 
la segunda vuelta electoral es el 
próximo gobernante, con la única 
excepción -en seis elecciones- de 
Jorge Carpio en 1991, al inicio 
del periodo. Por esos rasgos que 
califican la volatilidad del sistema 
de partidos dentro de la, hasta 
ahora, normalidad del calendario 
electoral, es que los procesos 
de elección resultan tan caros. 
Las elecciones presidenciales de 
Guatemala, medidas por costo 
de voto por elector, resultan las 
más onerosas del hemisferio y, 
si se relacionan con el ingreso 
por habitante, las más costosas 
del mundo. Así, el costo real de 
la campaña de Álvaro Colom en 
2007 no bajó de Q 300 millones, 
mientras que la de Otto Pérez en 
2011 rondó los Q 500 millones.

Durante el periodo anterior (1954-84), 
que corresponde a la prevalencia 
del régimen autoritario, el sistema 
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de partidos era más semejante 
a los sistemas políticos del resto 
del continente. Existían partidos 
ideológicos y programáticos con 
estructuras permanentes, extendidas 
y enraizadas en el territorio. Los 
partidos eran, propiamente, 

instituciones que trascendían a 
sus líderes y dirigencias. Es más, 
la violencia política, que calificó 
ese periodo, sacrificó dirigencias 
enteras, sobre todo del partido 
comunista (proscrito), y las 
instituciones continuaban.

Los partidos ahora nacen y mueren con sus 
caudillos –sea cuando éstos se retiran o en 
efecto mueren- o bien son transados como 
mercancías en el mercado político. En un 
caso sucedió con Jorge Carpio y la primera 
UCN, que desapareció tras el asesinato del 
líder en 1993. Otro caso es el de Ríos Montt, 
que una vez retirado formalmente su partido, 
el FRG, murió. Y un tercer caso es el del 
PAN, que ahora está en manos de su último 
comprador, un empresario.

Por eso cobra sentido la expresión 
“ficha”, para referirse a un partido 
inscrito que puede estar en subasta. 
Igual que hacen los bufetes de 
abogados que inscriben múltiples 
empresas en el registro mercantil y 
las retienen inactivas (las llamadas 
“empresas de cajón”) para 

venderlas en casos de emergencias 
de sus clientes, también hay 
profesionales de la política que 
inscriben partidos para venderlos al 
mejor postor, aquellos que no tiene 
tiempo ni ánimo para organizar ni 
afiliar militantes.
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Guatemala puede ser analizado 
como un caso sui generis, entre 
las más de cien democracias 
funcionales en el mundo, donde 
la política ha sido vaciada 
enteramente de los moldes 
normativos e institucionales. La 
lógica política ha sido desplazada 

La inversión es a varias escalas: desde el activista que 
espera una plaza remunerada en el Gobierno, hasta el 
financista que aspira a ser contratista o ganar una concesión 
de más largo aliento, pasando por los cuadros medios y 
organizadores de terreno que se convierten en verdaderos 
profesionales en la gestión de maquinarias captadoras de 
votos, los cuales se desplazan de un partido a otro cada 
cuatro años. Por ejemplo, buena parte de esa maquinaria 
estuvo en 2011 trabajando para la UNE y ahora está el 
LIDER. 

Esto es el desaliento de la política y la política del desaliento.

por la lógica mercantilista. La 
política es una inversión mercantil 
que se realiza en campaña –a 
través de uno o varios partidos 
y candidatos- y se recupera con 
altísimas tasas de retorno en la 
gestión de gobierno, mediante 
licitaciones y concesiones inducidas. 
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deciden
IPNUSAC
1 de octubre 2013

Cuando las

elites 
intelectuales

Al menos seis poderes de contrapeso del Estado 
son moldeados desde las universidades y 
los colegios de profesionales a través de las 

comisiones de postulación, donde los abogados 
tienen un peso abrumador. Ideadas para restar 
discrecionalidad a los partidos, esas comisiones son 
redes tejidas por intereses fácticos y adquirieron tal 
relevancia que todos, incluyendo gobierno y partidos, 
luchan por controlarlas.
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Las comisiones de postulación se 
inspiraron en la legislación del 
gobierno de facto del general 
Ríos Montt (1982-83). Aunque el 
Estatuto Fundamental de Gobierno 
concentraba todos los poderes del 
Estado en el Presidente, Ríos creó 
el Consejo de Estado como órgano 
asesor integrado por representativos 
de la sociedad, una expresión típica 
de un Estado corporativo.

En el Estado corporativo la 
representación se ejerce a través de 
sociedades intermedias, a diferencia 
del Estado republicano, donde los 
vehículos de representación son los 
partidos políticos. El Consejo de 
Estado se integró con académicos, 
representantes gremiales y políticos. 
El razonamiento fue que dándoles 
poder a los académicos (la 
intelligentsia) se arrebataría 
el monopolio a los partidos, 
mejorando la calidad de las 
instituciones y despolitizando sus 
actuaciones. 

La primera institución que surgió 
de aquél diseño fue el Tribunal 
Supremo Electoral (TSE), electo 
mediante un sistema de comisión 
de postulación, que en esencia 
sigue vigente. El TSE organizó 
exitosamente las elecciones de 
Asamblea Nacional Constituyente 
en 1984, que elevó a una nueva 
clase política y puso en acción un 
sistema renovado de partidos. 

Los jóvenes constituyentes –también 
resentidos por el brutal dominio 
del viejo poder militar sobre los 
partidos históricos- recuperaron 
la noción de las comisiones de 
postulación que introdujo, entre 
otros ideólogos, Amílcar Burgos, 
ex dirigente socialcristiano que 
participaba entonces en la 
formación de un think thank.

La Constitución, decretada 
en 1985, define un 
sistema de Gobierno 
“republicano, democrático 
y representativo”, en el 
que el pueblo delega, 
para su ejercicio, la 
soberanía en los tres 
poderes clásicos del 
Estado: Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. Pero 
a la vez estos organismos 
debían fundar otros 
poderes de contrapeso 
que, a la postre, han 
resultado mayores 
usufructuarios de la 
soberanía, como la Corte 
de Constitucionalidad 
(CC), una suerte de 
oráculo de la Carta 
Magna. 

Es amplísimo arco de decisiones 
que se les traslada: ¿pueden o no 
postularse para la Presidencia de 
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la República Ríos Montt o Sandra 
Torres? ¿Opera tal empresa minera, 
o se marcha? ¿Se suspende la 
vigencia del impuesto tal…? Existe 
doble tributación en la 
comercialización de gasolinas (IVA 
e impuesto de distribución), y es 
inconstitucional, pero será lo que 
diga la CC. Y dice, no, como 
cortesía al Gobierno. ¿En qué 
horario puede ingresar el transporte 
pesado a la ciudad? ¿Qué es todo 
esto, sino la suprema dictadura 
de los jueces? Concientes de ese 
poder los magistrados de la CSJ 
bromean: “después de nosotros, 
sólo la Corte Celestial”.

Esos poderes, que incluyen, además 
del TSE, la Corte Suprema de 
Justicia, la Corte de Apelaciones, 
la CC, el Fiscal General y el 
Contralor General de Cuentas, se 
conforman a partir de comisiones 
de postulación integradas por 
las universidades (de manera 
preeminente la USAC) y los colegios 
profesionales (sobre todo el 
Colegio de Abogados). En 1985 los 
constituyentes cedieron soberanía 
a favor de la sociedad académica 
y los abogados, dando paso a 
un régimen semicorporativo que 
los poderes fácticos (empresarios, 
grupos civiles y algunas 
representaciones diplomáticas) 
buscan influir.

Hasta el sistema de banca central, 
a través de la Junta Monetaria, fue 

decretado de forma corporativa. 
Ahí están el Ejecutivo, el Congreso, 
Cacif, la  Asociación de banqueros 
y la USAC. Sólo el Procurador 
de los Derechos Humanos –un 
comisionado del Congreso- es 
propuesto por todos los partidos 
con representación en el Legislativo.
Ahora bien, ¿ha mejorado las 
instituciones este proceso de 
selección? La primera CSJ, 
que dirigió Edmundo Vásquez, 
correspondió a la aspiración de 
jueces notables. El prestigio de la 
CC se prolongó a dos periodos, 
hasta Héctor Zachrisson. El TSE es 
aún garante del sufragio limpio, 
pero ha perdido autoridad en el 
cumplimiento de normas durante 
el proceso electoral. La tradicional 
ineficacia del MP y sus sórdidos 
pasillos, se modificó con Claudia 
Paz y Paz, por eso su eventual salida 
inquieta.

En general el sistema se ha 
deteriorado. Los procedimientos 
judiciales y las decisiones 
financieras se politizaron por 
el intenso tráfico de intereses 
fácticos y hasta de mafias, 
repeliendo calidades deseables de 
honorabilidad y profesionalismo en 
la integración institucional. 

Los procesos de elección y 
designación de rectores y decanos 
universitarios han adquirido 
dimensiones extra-universitarias, 
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desbordando el acto cívico. No hay 
universidad privada que no tenga 
su facultad de Derecho. A juzgar 
por los recursos que movilizan las 
campañas universitarias pueden 
equipararse al proselitismo de los 
políticos profesionales. 

Políticos, empresarios, activistas y mafias, y 
desde luego los abogados, entienden más 
la importancia crítica de las comisiones de 
postulación como poderes corporativos de 
contrapeso del Estado. La progresiva 
judicialización de la política –y hasta del 
mercado- motiva formas de organización 
–grupos de interés, alianzas- más sofisticadas 
para controlar las postulaciones. ¿Se puede 
regenerar ese sistema por la vía de las 
comisiones de postulación o apenas se puede 
aspirar a controlar daños?
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Elecciones de segundo grado en 2014

Institución

Tribunal Supremo 
Electoral 
(5 magistrados, 
abogados)

Fiscal General y 
Jefe MP 
(1 fiscal, abogado)

Corte Suprema de 
Justicia 
(13 magistrados, 
abogados)

Corte de 
Apelaciones 
(82 magistrados, 
abogados)

Contraloría General 
de Cuentas 
(un contralor, 
contador/auditor)

Comisión de Postulación

Rector USAC
Rector U. Privadas
Decano Derecho USAC
Decano privadas
Colegio Abogados 

Presidente CSJ
11 Decanos de Derecho

Presidente y
Presidente Tribunal de 
Honor
Colegio Abogados

Representante de Rectores, 
11 Decanos Derecho, 
11 del Colegio Abogados y 
11 Magistrados Corte 	
	 Apelaciones

Representante de Rectores, 
11 Decanos Derecho, 
11 del Colegio Abogados y 
11 Magistrados CSJ

Representante de Rectores, 
9 Decanos de Economía 
5 Colegio Economistas
4 Colegio Contadores	
	 Públicos y Auditores

Elige

Congreso de la 
República, de 
nómina de 40

Presidente de la 
República, entre 6 
candidatos

Congreso de la 
República, de nómina 
de 26

Congreso de la 
República, de nómina 
de 164

Congreso de la 
República, de nómina 
de 6

Fecha límite

13/03/14

15/05/14 o bien 
09/12/14, según 
decida la CC

13/10/14

13/10/14

13/10/14 o bien 
09/12/14, según 
decida la CC
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política fiscal
Carlos Aníbal Martínez C.

Crisis
en la

Resumen
Los primeros seis meses del año pusieron de manifiesto que la Política 
Fiscal de 2013 fue diseñada con serias deficiencias, es ejecutada con poca 
efectividad y afronta problemas difíciles de superar. Más de dos terceras 
partes de la estructura impositiva en la que descansa el presupuesto de 
ingresos tributarios están afectadas por una baja recaudación, situación que 
continuará en el segundo semestre. El Gobierno sólo ejecutó el 40.9% del 
presupuesto general de gastos, pero nueve de sus instituciones tienen una 
ejecución de entre 22% y 37.5%, lo que las califica como malas ejecutoras 
y propicia el riesgo de que en el segundo semestre aceleren el gasto sin 
transparencia y con mala calidad.

Palabras claves: Política Fiscal, ingresos, gastos, recaudación, gestión pública.

Abstract
The first six months of the year, have manifested that the Fiscal Policy of 
2013 was designed with severe deficiencies, it has been carried out with low 
effectiveness and faces problems that are hard to overcome. More than two 
third parts of the tax structure in which the budget of fiscal incomes relies is 
affected by low collection, situation that will continue in the second semester 
of the year. The government only executed 40.9% of the general expense 
budget, but nine of its institutions have an execution between 22% and 37.5 
% which qualifies them as bad executors and favors the risk of accelerating 
public expense in the second semester with no transparency and poor quality. 

Keywords: Fiscal Policy, revenue, spendig, tax collection, public management.

Crisis in the Fiscal Policy
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Las advertencias ignoradas

refrán popular. Y el significado que se le adjudica 
a esa sentencia es que, cuando alguien es avisado 
sobre todos los peligros que enfrentará a lo largo de 
su camino, por razonamiento elemental, deberá estar 
atento a ellos para sortearlos o encararlos con la mejor 
preparación posible.

Lo anterior trae al recuerdo de que, 
a lo largo de 2012 el Gobierno 
de la República fue advertido 
ampliamente, por analistas de 
distintas corrientes de pensamiento, 
de que el Presupuesto General de 
Ingresos y Egresos del Estado para 
2013 estaba siendo diseñado (y 
finalmente fue diseñado) sobre la 
base de supuestos optimistas o 
que deliberadamente ignoraban la 
realidad de los hechos.

Así, el supuesto oficial de que la 
economía nacional tendría un buen 
desempeño contrastaba con el 
potencial choque que produciría el 
contexto económico internacional, 
que en perspectiva se observaba 
adverso para todo el año 2013.

Era previsible que la denominada 
“Actualización Tributaria” enfrentaría 

diversos recursos legales ante 
la Corte de Constitucionalidad, 
especialmente de las cámaras 
empresariales, que la mantendrían 
en la incertidumbre durante un 
período impredecible.

Se supuso que el Impuesto Sobre 
la Renta de las personas naturales, 
el Impuesto de Circulación 
de Vehículos, y el IVA por 
importaciones, entre otros, tendrían 
un alto rendimiento. Y se obvió 
que la SAT carecía de la capacidad 
técnica suficiente para aplicar la 
reforma.

Para 2013 se presupuestó un 
gasto de Q 66 mil 985.4 millones, 
el cual sería financiado de la 
manera siguiente: Q12 mil 734.9 
millones de endeudamiento 
público interno y externo; Q 225.4 

“Soldado advertido no muere en guerra” reza el 



56

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

millones procedentes de saldos no 
ejecutados de períodos anteriores, 
acumulados en el Banco de 
Guatemala; Q10.5 millones de 
recuperación de préstamos de 
largo plazo con el sector privado; y 
Q54 mil 14.6 millones de ingresos 
corrientes (normales del año) del 
Estado. 

De estos últimos,Q50 mil 
375.7 millones provendrían de 
recaudación de impuestos.
Después de transcurridos seis 
meses del año, la evolución de los 
hechos ha dejado al descubierto los 
fracasos de la Política Fiscal y los 
problemas que afrontará en lo que 
resta de 2013.

Los ingresos tributarios

A inicios de año se observaba 
que era muy optimista lograr una 
recaudación tributaria de Q50 
mil 375.7 millones, pues todos 
los factores adversos previstos 
durante la segunda mitad de 
2012 gradualmente se fueron 
convirtiendo en realidad.

En primer lugar, la 
Ley de Actualización 
Tributaria fue sometida 
a numerosos recursos 
legales presentados ante 
la Corte de 
Constitucionalidad 

que la enfrascaron en 
la incertidumbre y le 
restaron efectividad en la 
recaudación. 

En segundo lugar, la 
economía nacional está 
resintiendo, por la vía 
del comercio externo, los 
efectos de la recesión 
en la Unión Europea 
y el lento crecimiento 
económico de Estados 
Unidos.
 
En consecuencia, la 
economía nacional 
tiene menos dinamismo 
que el esperado por las 
autoridades económicas 
del Gobierno.

Y en tercer lugar, la 
administración tributaria 
no da signos de salir 
de su deterioro, el cual 
ha sido agravado por 
las luchas políticas y el  
consecuentecambio en 
su máxima dirección.

La Superintendencia de 
Administración Tributaria y el 
Ministerio de Finanzas, a mediados 
de mayo, efectuaron una revisión 
(de palabra) a la baja en las 
perspectivas de ingresos tributarios. 
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Según estas instituciones, el fisco 
había dejado de percibir Q1 mil 
275.0 millones y asumieron la 
expectativa de que la recaudación 
tributaria será de Q49 mil 100.7 
millones.

No obstante, datos conocidos del 
contexto sugieren que este monto 
aún está en la zona de optimismo, 
pues el comportamiento devarios 
rubros impositivos da señales de 
que los ingresos tributarios serán 
menores al citado monto ajustado.
Principalmente se trata de los 
siguientes.

Impuesto Sobre la Renta 

En ISR de empresas se 
presupuestaron ingresos por Q13 
mil 205.7 millones, y por ISR de 
personas naturales Q1 mil 800.8 
millones. Al final de junio, del 
primero de estos impuestos se 
recaudó el 43.8%, y del segundo 
34.2%. 

La proporción que, a un ritmo 
eficiente y en condiciones normales 
de funcionamiento económico, 
debió haberse recaudado al 
final de junio es de 50% del total 
presupuestado; esto significa que 
la brecha de baja recaudación 
en el ISR de empresas fue de 6.2 
puntos porcentuales y en el ISR de 
personas naturales de 15.8 puntos.

Varios factores explican esta baja 
recaudación: mal diagnóstico 

de perspectivas económicas, 
optimismo en las cifras 
programadas, y deficiencias en la 
administración tributaria; en fin, 
factores previsibles si se hubiera 
realizado un análisis serio para 
fundamentar el presupuesto.

Impuesto al Valor Agregado 
sobre importaciones 
El lento ritmo que hasta la fecha 
han mostrado las importaciones, 
está impactando directamente en la 
recaudación del Impuesto al Valor 
Agregado. 

El IVA sobre importaciones que 
se presupuestó para 2013 (Q13 
mil 728.3 millones), equivale 
al 61.45% del total del IVA y al 
27.25% del total de los ingresos 
tributarios. En el período de enero 
a junio, la recaudación del IVA 
sobre importaciones se situó 7.4 
puntos porcentuales por debajo 
de la proporción óptima que pudo 
haberse recaudado al final de junio 
(50%). 

Las importaciones carecen de 
pujanza y no hay señales de que 
en la segunda parte del año vayan 
a tomar un ritmo acelerado, pues 
la actividad económica nacional 
se está desenvolviendo a ritmo 
moderado. 

Es decir que la recaudación en esta 
parte del IVA, seguramente será 
menor a lo presupuestado.
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Aranceles sobre 
Importaciones 
Los ingresos presupuestados por 
aranceles (Q2 mil 629.1 millones) 
representan el 5.22% del total 
del presupuesto de ingresos 
tributarios.Y al cierre de junio la 
recaudación por aranceles se ubicó 
17.2 puntos porcentuales por 
debajo de la proporción que podría 
haberse captadoen condiciones de 
eficiencia y productividad impositiva 
(50%).

Impuesto Sobre Circulación de 
Vehículos Terrestres, Marítimos y 
Aéreos. Crítica es la situación en 
la recaudación de este impuesto 
y el punto álgido se ubica en el 
gravamen a la circulación de 
vehículos terrestres.

A inicios de 2012, cuando fue 
aprobada la Ley de Actualización 
Tributaria, la euforia del éxito 
en la aprobación de la reforma 
tributaria no permitió a las 
autoridades apreciar en su justa 
dimensión las implicaciones 
de modificar este impuesto: 
dañaríalos poderosos intereses 
empresariales, podía ser convertido 
en un buen blanco político, y no 
se midieron las posibilidades de 
que los contribuyentes postergaran 
indefinidamente el pago.

Las autoridades del Ministerio de 
Finanzas presupuestaron Q1 mil 

291.9 millones en ingreso por el 
Impuesto Sobre Circulación de 
Vehículos (que incluye el impuesto a 
la primera matrícula). 

De ese total,  Q1 mil 120.3 
millones corresponden al gravamen 
a los vehículos terrestres, es decir, 
el 86.72% del total del impuesto, y 
al cierre de junio sólo se recaudó 
el 32.5% de esta última suma, lo 
que implica que la recaudación se 
ubicó 17.5 puntos porcentuales 
por debajo de lo que idealmente 
debiera estar recaudado a junio 
(50%).

Los recursos legales presentados 
en contra del aumento de la tarifa 
ante la Corte de Constitucionalidad 
provocaron incertidumbre sobre 
este impuesto, y los contribuyentes, 
a la espera de lo que resolviera 
la CC, decidieron diferir el pago, 
lo cual creó el riesgo de que se 
produjera un fuerte adeudo en el 
impuesto.

El daño a los intereses al sector 
empresarial importador de 
vehículos y la anémica recaudación 
del impuesto, explican la reducción 
a la mitad de la tarifa del Impuesto 
de Circulación de Vehículos 
aprobada por el Congreso de la 
República a mediados de junio, 
mediante el Decreto No. 1-2013.

Esta medida tendrá como 
consecuencia que el monto máximo 
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que se recaude de este impuesto 
(sin incluir el impuesto a la primera 
matrícula) solo represente el 67% 
de lo que fue programado.

Impuestos varios directos e 
Impuestos varios indirectos
Según el Decreto No. 30-2012 
Ley de Presupuesto General de 
Ingresos y Egresos del Estado 
para el Ejercicio Fiscal 2013, en 
la clasificación “Impuestos varios 
directos” fueron programados 
Q733.5 millones de ingresos; y en 
la clasificación “Impuestos varios 
indirectos” se presupuestaron 
Q737.7 millones de ingresos. 

Al término de la primera mitad 
del año, el primero de los rubros 
citados no tuvo ningún movimiento 
recaudatorio, y el segundo sólo 
registró Q176 mil, equivalentes 
a 0.02%, lo que técnicamente es 
similar a no tener movimiento. 

Esto significa que en la estructura 
del presupuesto de ingresos de 
2013 están programados Q1 mil 
471.2 millones que a la fecha 
no presentan ningún movimiento 
de recaudación. Y su misma 
clasificación de “varios” sugiere que 
podrían permanecer sin movimiento 
por el resto del año.

El conjunto de estos rubros 
impositivos (en la mayoría de casos 

no está tomada la globalidad de 
cada uno de estos impuestos, 
sino solo las ramas con mayores 
problemas) representa el 68% 
de la estructura impositiva en la 
que descansa el presupuesto de 
ingresos tributarios de 2013. 

Esto significa que más de dos 
tercios de la estructura de 
ingresos tributarios afrontan serios 
problemas de baja recaudación, 
por lo que los resultadosdel 
Gobierno al final de 2013 se-
ránsensiblemente menores a los 
presupuestados, e incluso estarán 
por debajo de los Q49 mil 100.7 
millones que es el monto ajustado 
por las autoridades.

El gasto público

El gasto público también está 
afectado por un alto nivel de 
ineficiencia.Al 30 de junio se 
ejecutó el 40.9% del total del 
presupuesto de gastos. Tomando 
en cuenta que ya transcurrió 
medio año, el Gobierno hubiese 
podido ejecutar hasta un 50% del 
presupuesto. Es decir, la ejecución 
presupuestaria está 9.1 puntos 
porcentuales por debajo del punto 
óptimo de ejecución.

Pero ese promedio no refleja lo 
que sucede con los Ministerios 
y Secretarías, particularmente 
considerados. Así, solo los 



60

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

Ministerios de Educación y Salud 
tienen una ejecución superior 
al 45% de su presupuesto; a 
este reducido grupo de alto 
cumplimiento, se suman los pagos 
por servicios de la deuda pública.

La Presidencia de la República, la 
Procuraduría General de la Nación, 
las Obligaciones del Estado a 
cargo del Tesoro, y los Ministerios 
de Trabajo y Previsión Social, 
Energía y Minas y de la Defensa 
Nacional, lograron ejecuciones 
entre 41% y 45%.  Y aunque este 
rango de ejecución va desde bajo 
a moderado, está por arriba del 
promedio general de ejecución.

Pero existe un grupo de nueve 
Ministerios, más la categoría de 
Secretarías y Otras Dependencias 
del Ejecutivo, cuya ejecución de sus 
respectivos presupuestos está entre 
22% y 37.5%. Obviamente, este es 
un grupo de instituciones con una 
deficiente capacidad de ejecución. 

Los casos más graves son los 
Ministerios de Ambiente y Recursos 
Naturales (22.75%), Agricultura 
(23.51%), Cultura y Deportes 
(25.4%), Comunicaciones (26.19%) 
y Economía (28.26%). Unas más, 
otras menos, pero todas estas 
instituciones son malas ejecutoras. 

El problema que esto implica es 
que en el segundo semestre del 

año, seguramente acelerarán la 
ejecución de gasto, pero lo harán 
obviando los requerimientos básicos 
de transparencia, sin racionalidad y 
con mala calidad de gasto.

La perspectiva del deterioro

La situación de los ingresos 
tributarios, tomando de referencia 
las complicaciones en las cinco 
categorías de ingresos examinadas, 
cuya recaudación está afectada 
por la baja, la incertidumbre y un 
contexto económico y tributario 
adverso, sugiere que la perspectiva 
de la recaudación tributaria de 
2013 apunta al deterioro, pues la 
mínima estabilidad y recuperación 
recaudatorias están cuesta arriba.

Esto sugiere la posibilidad de que 
al cierre de 2013 el Gobierno de 
la República no obtenga los Q49 
mil 100.7 millones de ingresos 
tributarios que supone recaudará 
(monto al que se llegó con el ajuste 
oficial no formal). 

En todo caso el Gobierno habría de 
conformarse con una recaudación 
más cercana a los Q47 mil 200.0 
millones, que sería equivalente a 
una carga tributaria de alrededor 
de 11% del PIB (sobre un PIB 
nominal de Q428 mil 405.4 
millones –a precios corrientes- 
proporcionales a una tasa de 
crecimiento real de 3.5% prevista 
por el Banco de Guatemala, el 
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Fondo Monetario Internacional y el 
Banco Mundial).

Tomando en cuenta que la actual 
gestión gubernamental en el 
campo de las finanzas públicas 
muestra signos de una menor 
calidad en comparación con 
administraciones anteriores, no está 
fuera de la realidad inferir que la 
situación tributaria, con esfuerzo 
se mantendrá en los parámetros 
históricos precarios, con el riesgo 
de deteriorarse más.

En el campo del gasto público, 
las cosas no son diferentes. Al 
finalizar 2013 quizá la conclusión 
sea que la gestión gubernamental 
tuvo una invisible incidencia en el 
desarrollo nacional, salvo que la 
improvisación y la disminución de 
la transparencia y de la calidad del 
gasto se habrán acentuado.

El ineficiente manejo 
de la Política Fiscal y 
su significado

La Política Fiscal es una política 
estratégica de Estado, y sus 
hacedores y conductores deberían 
de estar respaldados por un sólido 
expediente de experiencia técnica, 
conocimiento teórico y formidable 
juicio político.

El componente “gasto” de la Política 
Fiscal y el nivel de racionalidad, 
eficiencia, transparencia y calidad 

en su ejecución, reflejan en esencia 
la coherencia programática y la 
consistencia política del Gobierno. 
Para qué gasta y en qué gasta 
señala a los propósitos y sujetos 
sociales a los que sirve. 

El componente “ingreso” indica 
la capacidad gubernamental de 
participar de los rendimientos 
de la economía y el grado de 
fortaleza, efectividad y certeza de 
los mecanismos de Estado para 
procurar el financiamiento del gasto 
público.

De dónde obtiene los recursos, la 
cuantía y el destino de los mismos 
dan cuenta de quiénes financian al 
Estado, el nivel de solvencia de éste 
y a quéintereses sirve.

El éxito en estos aspectos no sólo es 
resultado de una sólida capacidad 
técnica para diseñar y ejecutar 
cada uno de estos componentes, 
sino también de la capacidad para 
entender todos aquellos fenómenos 
sociales, económicos y políticos 
que contextualizan cada una de las 
medidas y las externalidades que 
las mismas medidas de política 
fiscal generan. 

Por tanto, el ejercicio de la Política 
Fiscal es un oficio altamente técnico 
y de agudeza política.

Los distintos aspectos expuestos 
sugieren que la actual Política Fiscal 
carga con visibles fracasos. Para 
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diseñar el Presupuesto de Ingresos 
y Egresos del Estado de 2013 no se 
evalúo ni técnica ni concretamente, 
tanto las expectativas de 
crecimiento económico y su 
contexto internacional, los 
márgenes de posibilidades de 
productividad impositiva de la 
reforma tributaria de 2012, las 
amenazas y riesgos políticos, 
como la misma capacidad de la 
administración tributaria. 

Requisitos elementales fueron 
obviados bajo la luz cegadora del 
optimismo político. Además, de 
todo esto pueden sustraerse tres 
juicios, a los cuales el Gobierno 
debiera poner atención:

En primer lugar, los fracasos de la 
Política Fiscal pueden llevar también 
a fracasos en el conjunto de las 
políticas públicas. Esto porque la 
Política Fiscal juega el papel de 
distribuidor de capacidades hacia 
las demás políticas públicas.

En segundo lugar, toda Política 
Fiscal anual debe tener solución 
de continuidad. Debe servir de 
referente para el diseño y ejecución 
del siguiente ciclo. Y una Política 
Fiscal donde pesan más los 
fracasos, es un mal referente para 
la programación del futuro del 
Estado, aunque se trate del futuro 
más inmediato. 

En este caso, la agudeza de 
diagnóstico para el próximo año, es 
altamente necesaria.

Y tercero, si la Política Fiscal 
no tiene la suficiente capacidad 
para distribuir capacidades hacia 
las demás políticas públicas, 
seguramente éstas darán como 
resultado una pobre gestión 
pública. 

Y si la gestión pública es el 
vínculo entre el Gobierno y 
la sociedad gobernada, una 
gestión pública deteriorada es 
el signo primero de una débil 
gobernabilidad.
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legales y financieras
IPNUSAC

Análisis sobre la emisión de 
bonos del tesoro:

implicaciones

I. Introducción

1. El Ministerio de Finanzas Públicas solicitó opinión técnica a 
la Junta Monetaria sobre la emisión de Q 3.5 millardos de 
Bonos del Tesoro a fin de saldar una deuda del Organismo 
Ejecutivo adquirida con empresas constructoras desde 
hace cinco administraciones de Gobierno, pero sobre 
todo después de los estragos de la tormenta Agatha en 
2010. Fueron contrataciones sin partida presupuestaria y, 
como deuda, no fueron oportunamente autorizadas por el 
Congreso de la República. 
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2. La Junta Monetaria, por medio 
de la resolución JM-69-2013, 
emitió opinión favorable, 
aunque condicionada, a la 
emisión de los Bonos del Tesoro 
y el proyecto ha sido trasladado 
al Honorable Congreso de la 
República, para su análisis, 
deliberación y aprobación o 
rechazo.

3. Este breve documento, 
preparado como insumo por 
el IPNUSAC para el Consejo 
Superior Universitario de la 
Universidad de San Carlos 
de Guatemala, resume 
argumentaciones de carácter 
técnico –legal, económico y 
de transparencia- en torno a 
la temática, y presenta una 
serie de recomendaciones al 
Congreso de la República y 
otros organismos de Estado, 
con el fin de contribuir a las 
deliberaciones y decisiones 
apegadas a la legalidad y el 
bien común. 

II. Legalidad

4. El Organismo Ejecutivo ha 
denominado “deuda flotante” 
a compromisos de obra 
contratados y no pagados. 
El concepto generalmente 
aceptado en Economía y 
Finanzas de “deuda flotante” 
es el de obligación contraída a 

corto plazo, es decir de carácter 
transitorio que se reintegra 
una vez que han pasado los 
desajustes temporales de 
ingresos y pagos de la Hacienda 
que generaron su emisión. En 
este caso, se puede considerar 
tal tipo de deuda a los gastos 
devengados y no pagados al 31 
de diciembre de cada año –a 
que alude el artículo 37 de la 
Ley Orgánica del Presupuesto-, 
que deben cancelarse durante 
el año siguiente con cargo a 
las disponibilidades de fondos 
existentes a esa fecha de cada 
unidad ejecutora. 

5. Ahora bien, si dichas 
obligaciones contraídas se 
reconocen como deuda pública, 
debe entonces considerarse 
la aplicación de las siguientes 
normas. Artículo 171 inciso i) 
de la Constitución Política de 
la República: es atribución 
del Congreso de la República 
“contraer, convertir, consolidar 
o efectuar (…) operaciones 
relativas a la deuda pública 
interna o externa”. Y el artículo 
26 de la Ley Orgánica del 
Presupuesto (Decreto 101-97): 
“No se podrán adquirir 
compromisos ni devengar gastos 
para los cuales no existan 
saldos disponibles de créditos 
presupuestarios, ni disponer de 
estos créditos para una finalidad 
distinta a la prevista.”
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6. Como se ve, las normas 
aplicables prohíben que se 
adquiera deuda pública sin 

	 consentimiento del Congreso 
de la República, por tanto esa 
deuda adquiere carácter de 
fraudulenta por no haberse 
oficializado ni haberse incluido 
en los estados financieros e 
informes que acreditan deuda 
pública para su aprobación 
en el Presupuesto General de 
Ingresos y Egresos del Estado de 
cada año. Adicionalmente, el 
artículo 3 de la Ley de 

	 Contrataciones del Estado 
(Decreto 57-92) establece 
que “para la adjudicación 
definitiva y firma del contrato, 
sí se requerirá la existencia de 
partidas presupuestarias (…) 
Cuando el contrato continúe 
vigente durante varios ejercicios 
fiscales, la entidad contratante 
debe asegurar las asignaciones 

	 presupuestarias 
	 correspondientes.”

7. Bajo el principio de primacía 
de la Ley (artículo 3 de la Ley 
del Organismo Judicial), deben 
deducirse responsabilidades 
penales y administrativas de los 
funcionarios que suscribieron los 
contratos de obra sin determinar 
las capacidades de pago, 
violando las normas de crédito 
presupuestario. 

1. Véase el artículo 83 de dicha Ley: 
“Cualquiera otra infracción a la presente 
ley o su reglamento, que cometan los 
funcionarios o empleados públicos, así 
como de la que sea responsable quien 
tenga intervención directa o indirecta en el 
proceso de la negociación será sancionado 
con una multa hasta el equivalente al 
cinco por ciento (5%) del valor total de 
la negociación, sin perjuicio de otras 
responsabilidades legales.”

	 Dicho artículo indica: “Contra 
la observancia de la ley no 
puede alegarse ignorancia, 
desuso, costumbre o práctica 
en contrario”. La citada Ley 
de Contrataciones del Estado, 
establece sanciones a los 
funcionarios y empleados que 
contravengan el artículo 3.1

8.	De acuerdo al artículo 70 de la 
Ley Orgánica del Presupuesto, 
las operaciones de deuda 
flotante aquí descritas son 
nulas: “Las operaciones de 
crédito público realizadas en 
contravención a las normas 
dispuestas en la presente Ley son 
nulas y sin efecto, sin perjuicio 
de la responsabilidad personal 
que pueda recaer en quienes 
las realicen. Las obligaciones 
que se derivan de las mismas 
no serán exigibles al Estado de 
Guatemala ni a cualquier otra 
entidad contratante del sector 
público.”
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III. Estabilidad Económica

9.	La Junta Monetaria condicionó 
su opinión favorable a la 
emisión de los Bonos del 
Te-soro a “que el déficit fiscal, 
tanto para 2013 como para 
2014, no supere el 2.2% del 
Producto Interno Bruto (PIB), a 
fin de preservar la estabilidad 
macroeconómica del país.” 
En nuestras estimaciones, de 
aprobarse la emisión de los 
bonos, el déficit fiscal subirá 
a 3.2% del PIB, poniendo 
en riesgo la estabilidad 
macroeconómica y la 
sostenibilidad de la deuda.

10. Cuando se diseñó el 
Presupuesto General de 
Ingresos y Egresos del 
Estado de 2013, el marco 
macroeconómico que utilizó 
el Ministerio de Finanzas 
contenía tres proyecciones 
de PIB a precios de cada año 
(corrientes) como posibilidades 
de crecimiento en 2013: a) un 
nivel bajo de Q 425,265.5 

millones, b) un nivel base de 
Q 426,087.3 millo-nes, y c) 
un nivel alto de Q 426,909.0 
millones.2

11. El Presupuesto fue aprobado 
con una contratación de 
deuda por Q 12,734.9 
millones (deuda interna y 
externa). Las amortizaciones 
presupuestadas a la deuda 
totalizan Q 2,699.1 millones. 
Eso significa que la deuda neta 
que financiará el presupuesto 
totaliza Q 10,035.8 millones. 
El déficit resultante es 2.4% del 
PIB.

12. En el marco macroeconómico 
del Presupuesto 2013 se dejó 
establecido que el déficit sería 
de 2.2% del PIB, pero no se 
dejó constancia de ningún 
cálculo. Si se aprobara la 
emisión de Bonos del Tesoro 
por Q 3,500 millones, y 
se ampliara el Presupuesto 
2013, la deuda pública con 
que se financiaría el déficit se 
incrementaría así: 

2. Al nivel alto corresponde un PIB a precios 
constantes de Q 221,577.1 millones, y 
tomando en cuenta que el PIB de 2012 
alcanzó Q 214,085.1 millones, implicaría 
un crecimiento de 3.5%, que es lo que 
estiman el FMI y el Banco Mundial que 
crecerá la economía en 2013; a la vez, ese 
porcentaje es el rango mínimo propuesto 
por el Banco de Guatemala.
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3. Los cálculos están efectuados en base 
a datos del Banco de Guatemala y del 
Ministerio de Finanzas.

Q 12,734.9 millones deuda 		
	 inicialmente aprobada a 		
	 contratar 

+ Q 3,500.0 millones Bonos del 	
	 Tesoro - Q 2,699.1 millones 
	 amortizaciones presupuestadas 	
	 en 2013 

= Q 13,535.8 millones, que 
	 es el monto de deuda neta 
	 con que se financiaría el 		
	 presupuesto ampliado.

	 En este caso el déficit aumenta 
a 3.2% del PIB.

13. Por otro lado, la sostenibilidad 
de la deuda  se debilitará 
inmediatamente.3 Al 31 de 
diciembre de 2012 la deuda 
interna alcanzó la suma de 

	 Q 47,094.0 millones y la 
deuda externa fue equivalente 
a Q 49,821.6 millones 

	 (US$ 6,304.7 millones a un 
tipo de cambio de Q7.90230 
por US$1.00). Esto da como 
resultado una deuda pública 
total de Q 96,915.6 millones.

14.	 Al 30 de junio de 2013 la 
deuda interna alcanzó 

	 Q 49,458.5 millones y la 
deuda externa fue equivalente 
a Q 54,624.9 millones (US$ 

6,973.7 millones a un tipo 
de cambio de Q7.83928 por 
US$1.00). Es decir que la 
deuda pública total ascendió 
a Q 104,083.4 millones, lo 
que significa que ha habido 
un aumento visible en el 
endeudamiento. Si se aprobara 
nueva deuda, pero sólo fuera 
los Bonos del Tesoro por los 
Q 3,500 millones, la deuda 
bruta total alcanzaría la suma 
Q 107,583.4 millones. Pero si 
a la vez fueran aprobados los 
dos préstamos externos, uno 
con el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) por 

	 US$ 237.0 millones, y otro 
con el Banco Mundial por 
US$200.0 millones (a un tipo 
de cambio de Q7.81122 por 
US$1.00 del 22 de julio), la 
deuda se incrementaría en 
Q 3,413.5 millones. En este 
último caso la deuda pública 
bruta total alcanzaría 

	 Q 110,996.9 millones.

15.	Para el período de julio a 
diciembre de 2013, están 
pendientes amortizaciones 
a la deuda por Q 1,214.2 
millones. En el caso de que 
sólo se aprobaran Bonos 
del Tesoro, el saldo de la 
deuda pública neta al 31 de 
diciembre de 2013 sería de 

	 Q 106,369.2 millones. Pero 
si se aprobaran tanto los 
Bonos de Tesoro como los 
préstamos con el BID y el 
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Banco Mundial, el saldo de la 
deuda pública neta total al 31 
de diciembre de 2013 sería 
de Q 109,782.7 millones. El 
aumento de deuda pública 
en apenas un año sería de Q 
12,867.1 millones, equivalente 
a 13.3%.

16.	En el Presupuesto de 2013 
fueron estimados ingresos 
tributarios por Q 50,375.7 
millones. La Superintendencia 
de Administración Tributaria 
(SAT) reconoce que al 30 de 
junio percibió Q 1,410.0 
millones menos de los 
presupuestado para los 
primeros seis meses del año. 
Es decir que, preliminarmente, 
se prevé que el Gobierno 
percibirá en 2013 ingresos 
tributarios por Q 48,965.7 
millones. En el caso de que 
se aprobaran sólo los Bonos 
del Tesoro, la relación deuda 
pública neta total / ingresos 
tributarios, al final de 2013 
quedaría en 217.2%. En el 
caso de que se aprobaran 
tanto los Bonos como los 
préstamos con el BID y el 
Banco Mundial, la relación 
deuda pública neta total / 
ingresos tributarios al final de 
2013 quedaría en 224.2%.

17.	En el caso de este último 
indicador es necesario anotar 
dos situaciones fundamentales. 
En primer lugar, el techo que 

se admite como máximo y 
que es a la vez la entrada a 
un área crítica en la relación 
deuda pública a ingresos 
tributarios, es de 250%, y en 
el caso de que se produzca un 
nuevo aumento de la deuda 
en el corto plazo, se estaría 
reduciendo peligrosamente 
la capacidad del Estado de 
sostenibilidad de deuda. En 
segundo lugar, los ingresos 
tributarios constituyen la 
única fuente de ingresos del 
Estado, tanto para financiar su 
actividad como para honrar 
los compromisos de deuda, 
y debido a que tales ingresos 
son crónicamente bajos, 
cualquier aumento de deuda 
compromete la solvencia 
estatal, tanto para financiar el 
mínimo desarrollo como para 
hacer frente a las obligaciones 
que derivan de la deuda 
pública.

IV. Criterio Base de 
Transparencia

18.	En cualquier tiempo, el 
Presupuesto General de 
Ingresos y Egresos del Estado 
se aprueba con vigencia para 
un período fiscal de un año, 
y el Decreto mediante el cual 
se aprueba pierde vigencia al 
finalizar el período fiscal. En 
consecuencia, ningún gasto 
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relacionado con asuntos 
operativos o administrativos que 
pertenezca a un período fiscal 
fenecido puede llevarse a cabo 
como parte del período fiscal 
siguiente. Cuando se trate 
de gastos o inversiones que 
trasciendan distintos períodos 
fiscales, la Ley Orgánica del 
Presupuesto, en el artículo 15, 
prevé que “se programarán las 
asignaciones necesarias en los 
presupuestos correspondientes 
hasta su terminación”. O sea 
que cualquier obra que se 
ejecute sin estar programada 
dentro del presupuesto, 
no puede generar una 
obligación para el Estado: es 
una anomalía de la cual es 
responsable el funcionario que 
la autorizó.

19.	La Ley Orgánica del 
Presupuesto no contiene 
regulaciones para casos de 
obras o inversiones que se 
realicen fuera del presupuesto. 
Tampoco la Ley Orgánica del 
Presupuesto contempla

	 explícitamente regulación 
alguna para casos de obras 
que hayan sido presupuestadas 
dentro de un determinado 
período fiscal, hayan sido 
realizadas y no fueron pagadas 
en ese período fiscal, pero 
que sí están registradas como 
activos en de las instituciones 

que ordenaron su ejecución.
 
20.	En este caso, tomando de 

referencia el artículo 14 de la 
Ley Orgánica del Presupuesto,4  
solo se realiza una parte de la 
transacción. En consecuencia, 
la Contraloría General de 
Cuentas debe certificar la 
veracidad de la ejecución 
de las obras, su existencia 
y su valor.  Este es un caso 
que podría calificarse como 
un tipo de deuda diferida, 
que el Estado sí debe pagar, 
como se dijo, previa auditoría 
forense de la Contraloría. 
Considerando la controversia 
acerca de la obra contratada 
fuera de presupuesto y no 
pagada, es conveniente 
que el Congreso emita una 
regulación estricta que impida 
que en el futuro se genere ese 
tipo de deuda.

V. Conclusiones y 
	 Recomendaciones

21.	La denominada “deuda 
flotante” es nula y no causa 
obligaciones al Estado por 
haberse contratado 

4. “Artículo 14. Base Contable del 
Presupuesto. Los presupuestos de Ingresos 
y de Egresos deben formularse y ejecutarse 
utilizando el momento del devengado de las 
transacciones como base contable.”



70

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

	 contraviniendo las normas de 
crédito público y de 

	 contrataciones establecidas en 
la Constitución Política de la 
República, la Ley Orgánica de 
Presupuesto y la Ley de 

	 Contrataciones del Estado. 
Por tanto, la petición del 
Organismo Ejecutivo de 
que el Congreso de la 
República apruebe la emisión 
de Bonos del Tesoro por 
Q 3,500 millones, y la 
opinión favorable, aunque 
condicionada de la Junta 
Monetaria, carecen de 
fundamento legal.

22.	Por principio de transparencia, 
la Contraloría General de 
Cuentas de la Nación debe 
establecer qué obras 

	 presupuestadas en 
determinado período fiscal 
están registradas en los 
activos de las entidades que 
ordenaron su ejecución y no 
fueron pagadas; en tales casos 
de gastos devengados y no 
pagados al 31 de diciembre de 
cada año, la Contraloría debe 
certificar la existencia, calidad 
y valor de las obras y sugerir 
mecanismos de regularización 
y pago, cuyas fuentes de 

	 financiamiento, en todo 

caso, deberá provenir del 
presupuesto ordinario de las 
entidades contratantes.

23.	Considerando la 
argumentación jurídica, 
contenida en este memorando, 
se recomienda al Congreso 
de la República desaprobar y 
rechazar la emisión de Bonos 
del Tesoro que ha solicitado 
el Organismo Ejecutivo, pues 
en caso contrario incurriría en 
una grave transgresión a la 
legalidad, particularmente una 
violación de la soberanía del 
Congreso y del respeto entre 
poderes del Estado. 

24.	En ese mismo sentido se insta 
a la Contraloría General 
de Cuentas de la Nación a 
fiscalizar los procedimientos 
empleados por funcionarios y 
contratistas de obras públicas 
en los casos que implica 
la denominada “deuda 
flotante”; al Ministerio Público, 
en lo que toca a deducir 
responsabilidades penales 
de los agentes públicos 
y privados implicados en 
tales operaciones, y a la 
Procuraduría General de la 
Nación a tutelar los intereses 
del Estado.
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25. Se recomienda al Congreso de la República 
promover un proceso amplio de debate 
y consulta sobre los riesgos actuales del 
endeudamiento público, pues éste, dada la 
precariedad de la base tributaria del Estado, 
ha sobrepasado el umbral de lo prudente 
hasta el punto de comprometer la estabilidad 
fiscal actual y los márgenes futuros de gasto 
público. La estabilidad macroeconómica 
se ha debilitado y se precisa fortalecer la 
capacidad fiscal del Estado. A la vez se 
propone a todas las autoridades del Estado 
(en particular del Gobierno Central y los 
gobiernos municipales) alentar una política 
de largo plazo de contratación de deuda 
pública eficiente, en cuanto a tasas de interés 
y plazos, y orientada estratégicamente al 
desarrollo social y económico de sectores de 
la población y de regiones del país que han 
permanecido excluidos de los beneficios del 
crecimiento económico, y cuyas condiciones 
de supervivencia son una ofensa a la 
dignidad nacional.  
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crónicamente

Adrián Chávez

Resumen
La política de salud y nutrición del actual gobierno está orientada a la 
implementación del Plan Hambre Cero1 y la Ventana de los Mil Días. Este plan 
define cuatro objetivos entre los que se encuentran la reducción en 10% de 
la desnutrición crónica en menores de 5 años y la prevención y reducción de 
la mortalidad en la niñez menor de 5 años relacionada con la desnutrición 
aguda, a través de la ejecución de 134 acciones, de las cuales el 80% han 
sido delegadas al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, pese a 
que este es uno de los Ministerios más desfavorecidos al contar  con un 
presupuesto crónicamente desnutrido.

Palabras claves: Salud pública, nutrición, presupuesto, Ministerio de Salud, 
Plan Hambre Cero, tendencias del gasto.

Abstract
The current government´s health and nutrition policy is oriented to the 
introduction of the No Hunger Plan and the Thousand DaysWindow. This 
plan defines four objectives including the reduction of the 10% of chronic 
malnutrition in children under 5 years and the prevention and reduction of 
mortality between children under 5 years related with severe malnutrition, 
through the execution of 134 actions, from which the 80% have been 
delegated to the Ministry of Public Health and Social Assistance, in spite it 
is one of the less favored Ministries because of their cronically malnourished 
budget.

Keywords: Public health, nutrition, Ministry of Health, No Hunger Plan, 
spending trends.

Health: a cronically malnourished budget

Salud:un presupuesto

desnutrido
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Del presupuesto…

La Gráfica No.1 muestra el presupuesto vigente del 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) 
expresada en millardos, del 2011 al 2013 y muestra 
el porcentaje de lo que este presupuesto representa en 
relación al Producto Interno Bruto.

Gráfica No. 1
Asignación presupuestaria del MSPAS y 

su relación con el PIB

Presupuesto 
MSPAS en 
millardos

% del presupuesto 
en relación al PIB

2011		  2012		  2013

4.45		  4.42

1.2		  1.1		  1.2

5.11
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3
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1

0

Fuente: Elaboracion propia con datos del SICOIN.2

“En sociedades como la nuestra el estado de su 
gente refleja el estado de sus instituciones”

Ach´

Como se puede observar, en el 
2011 el presupuesto finalizó en 
Q 4.45 millardos, mientras que en 
el 2012 finalizó en Q 4.42 millardos, 

es decir, que se redujo en un 
0.6%. Para el 2013 se registra un 
ligero aumento en la asignación 
presupuestaria; sin embargo en 
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escasa cantidad. Se registran 
en su distribución distintos tipos 
de tendencias que vale la pena 
analizar:

La tendencia a privilegiar  
la salud curativa…
La Tabla No. 1 muestra 
el comportamiento que 
ha tenido la distribución 
presupuestaria de 
acuerdo al tipo de unidad 
ejecutora a lo largo de 
estos años; como se ve, el 
departamento administrativo 
ha tenido una asignación 
considerable, equivalente a 
una tercera parte del total 
en el 2013. 

Tabla No.1
Distribución presupuestaria, MSPAS 2013

Fuente: Elaboración propia con datos del SICOIN.

Unidades Ejecutoras	 2011	 2012	 2013

D. administrativo	  Q 1.225,325,579.15 	  Q 971,449,397.07 	  Q 1.701,346,398.00 
Hospitales	  Q 1.864,406,511.80 	  Q 1.905,711,611.75 	  Q 2.070,918,308.00 
DAS	  Q 1.280,066,821.95 	  Q 1.455,986,272.18 	  Q 1.253,414,383.00 
Escuelas 	  Q 23,770,893.24 	  Q 28,534,468.00 	  Q 29,213,822.00 
PROAM	  Q 27,173,067.16 	  Q 21,671,280.00 	  Q 22,474,185.00 
LNS	  Q 24,923,709.20 	  Q 20,965,273.00 	  Q 27,055,748.00 
Cementerio Nac.	  Q 8,065,224.80 	  Q 8,028,748.00 	  Q 7,177,156.00 
Total	  Q 4.453,731,807.30 	  Q 4.412,347,050.00 	  Q  5.111,600,000.00 

relación con el Producto Interno 
Bruto (PIB), se evidencia que en 
ninguno de los últimos tres años, el 
presupuesto asignado al MSPAS ha 
superado el 1.2% del PIB, lo que 
mantiene a Guatemala, como el 
país centroamericano con menor 
gasto público en salud, algo difícil 
de entender considerando los 
problemas que afronta la red de 
servicios y las condiciones de salud 
de la población.

La distribución del 
presupuesto y sus 
tendencias

El problema con el presupuesto 
en salud, no se limita a su 
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Sumando las partidas, de los 
Q 5,111 millones asignados 
al MSPAS en el 2013, el 35% 
fueron destinados a actividades 
administrativas centrales, al 
funcionamiento de escuelas 
formadoras de recurso humano 
y al programa de acceso a 
medicamentos PROAM entre otros. 

El 65% de los recursos restantes 
fueron distribuidos en el 
funcionamiento de las unidades 
ejecutoras responsables de la 
provisión directa de servicios de 

salud a la población. Destaca el 
destino del 40% de los recursos 
hacia el funcionamiento de una 
red hospitalaria con vocación 
curativa, y únicamente el 25% del 
presupuesto va al funcionamiento 
de las 29 Direcciones de Áreas 
de Salud (DAS), cuya red de 
servicios es responsable de la salud 
preventiva.

La brecha presupuestaria nos da 
una clara idea de que la salud 
curativa sigue siendo una prioridad.

Gráfica No. 2
 Distribución del presupuesto 

hospitalario, MSPAS 2013

Hospital 
Roosevelt

Hospital General 
San Juan de Dios

Resto de 
Hospitales

Hospital Nacional 
de Occidente, 

Quetzaltenango

19%

16%59%

6%

Fuente: Elaboración 
propia con datos 
del SICOIN.

El 41% del  presupuesto asignado a la red hospitalaria, 
es absorbido por apenas tres hospitales. Al Hospital 
Roosevelt se le asigna el 19%, al Hospital General 
San Juan de Dios el 16% y al Hospital Nacional de 
Occidente el 6%. El 59% de los recursos es distribuido 
entre los 40 hospitales restantes.
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La tendencia a centralizar los recursos…
Al hacer un análisis de la distribución geográfica 
de los Q 3,324.332,691 (Gráfica 3) destinados 
a la red hospitalaria y a las DAS, resulta que la 
tercera parte de estos recursos se concentra en el 
Departamento de Guatemala. 

Gráfica No. 3
Distribución presupuestaria por 

Departamento, MSPAS 2013
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Lo anterior podría deberse a 
que este departamento tiene la 
mayor cantidad de población y, 
además, alberga a un total de 
siete hospitales, incluyendo a los 
dos nosocomios de referencia 
nacional. Sin embargo, al analizar 
con mayor detalle la distribución 
presupuestaria asignada al resto de 
departamentos, no hay suficiente 
claridad sobre los criterios utilizados 
para su distribución. 

En un marco de políticas públicas y 
estrategias como el Pacto Hambre 
Cero y la Ventana de los Mil Días, 
se esperaría que tanto la razón de 
mortalidad materna, el porcentaje 
de desnutrición crónica y el índice 
de desarrollo humano, sean 
considerados criterios válidos para 
tomarse en cuenta en la asignación 
presupuestaria. Sin embargo, Izabal 
que es el departamento que tiene 
la razón de mortalidad materna 

más alta, ocupa el décimo lugar, 
mientras que Sololá, siendo el 
departamento con menor índice 
de desarrollo humano y mayor 
porcentaje de desnutrición crónica, 
ocupa el lugar 18 en la asignación 
presupuestaria.

Esa falta de claridad en los criterios 
a considerar en la distribución 
presupuestaria, es preocupante 
ya que condiciona a que adopten 
los mecanismos de distribución 
históricos, basados en la oferta y 
demanda programática. 

La tendencia a focalizar la 
salud a lo materno infantil…
La Tabla No. 2 muestra la forma en 
la que la estructura presupuestaria 
ha ido variando en los últimos 
años; el cambio de nombre o la 
creación de nuevos programas son 
aspectos importantes a considerar.
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Tabla No. 2
Estructura presupuestaria, MSPAS 

Años 2011-2013

Programa

 01
 02
 03
 

11

 12
12
 13
 
14
14

15
 
15
16
17

18

96
97
 

99

TOTAL  

Descripción

Actividades centrales
Infraestructura en salud
Servicios de diagnostico nacional 
y vigilancia epidemiologica (prg. 
12 Y 13)
Servicios de formacion del 
recurso humano
Servicios de salud publica
Salud y ambiente
Recuperacion y rehabilitacion de la 
salud de las personas
Vigilancia del sistema de salud
Prevención de la desnutrición 
crónica
Prevención de la mortalidad 
materna y neonatal
Asistencia de salud pública
Prevención y control de its, vih/sida
Prevención y control de la 
tuberculosis
Prevención y control de las 
enfermedades vectoriales
Reconstrucción n7
Programa de reconstruccion 
originado por la tormenta agatha y 
erupcion del volcan pacaya
Partidas no asignables a 
programas

2011

Q 232,090,860.81
Q      -

Q 28,615,422.20

Q 154,052,480.17
Q 1,598,967,619.99
Q       -

Q 2,038,636,918.83
Q       -

Q       -

Q       -
Q       -
Q       -

Q       -

Q       -
Q       -

Q 90,000,000.00

Q 311,368,496.00
Q 4,453,731,798.00

2012

 Q 650,319,366.00 
 Q 17,503,387.00 

Q 178,890,201.18 
Q 1,359,839,140.00 

 
Q 1,763,113,479.82 
Q 141,286,389.00 
 
Q    -   
 
Q    -   
Q    -   
Q    -   
 
Q    -   
 
Q    -   
Q    -   
 

Q    -   
 
Q 301,395,087.00 
Q 4,412,347,050.00 

2013

Q 172,109,982.00
Q 149,499,723.00

Q 148,807,773.00
Q 918,180,619.00
Q 918,180,619.00

Q 2,235,341,204.00
Q    -

Q 479,368,221.00

Q 303,692,183.00
Q     -
Q 90,868,904.00

Q 17,768,701.00

Q 106,688,807.00
Q 122,096,531.00

Q    -

Q 352,177,352.00
Q 5,096,600,000.00

Fuente: Elaboración propia con información extraída del SICOIN.
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2013

Q 172,109,982.00
Q 149,499,723.00

Q 148,807,773.00
Q 918,180,619.00
Q 918,180,619.00

Q 2,235,341,204.00
Q    -

Q 479,368,221.00

Q 303,692,183.00
Q     -
Q 90,868,904.00

Q 17,768,701.00

Q 106,688,807.00
Q 122,096,531.00

Q    -

Q 352,177,352.00
Q 5,096,600,000.00

El proceso de gestión por resultados 
es el principal motor que ha 
incidido en la transformación de 
la estructura presupuestaria. Es 
importante mencionar que para el 
2013, los programas 14 y 15 son 
los que contienen el presupuesto 
designado para desarrollar todas 
aquellas acciones vinculadas al 
Pacto Hambre Cero y a la Ventana 
de los Mil Días. La suma de ambos 
programas alcanza los Q 783 
millones de quetzales, lo que 
representa el 62% de los recursos 
financieros designados a las 29 
DAS. Esto es algo preocupante, 
considerando que al focalizar los 

recursos en estas acciones se está 
limitando la capacidad institucional 
de responder a otros problemas 
que también están afectando la 
salud de la población, producto 
de la transición epidemiológica y 
nutricional y de la complejización 
del perfil epidemiológico.
  
La tendencia a reducir el 
pasivo laboral
La Tabla No. 3 muestra la tendencia 
en las modalidades de contratación 
del recurso humano, medicamentos 
y otros renglones que llaman la 
atención por su comportamiento.
 

Tabla No. 3 
Tendencia del Recurso Humano, de 
los medicamentos y otros, MSPAS 

Años 2011 y al 28/08/2013 

Renglón	 Descripción	 2011	 2012	 2013

011	 Personal Permanente	 Q   561,628,094.58 	 Q 335,410,268.00 	 Q 318,100,001.00 
022	 Personal por contrato	 Q 9,002,882.77 	 Q 8,719,497.00 	 Q 16,672,379.00 
29	 Otras remuneraciones 
	 de personal temporal	 Q 82,008,308.00 	 Q 76,916,326.00 	 Q 181,482,834.00 
31	 Jornales	 Q 43,919,414.66 	 Q 45,291,946.00 	 Q 53,134,642.00 
182	 Servicios medico-sanitarios	 Q 569,169,001.75 	 Q 595,045,638.43 	 Q 647,677,858.47 
189	 Otros estudios y/o servicios	 Q 197,126,800.06 	 Q 242,081,392.29 	 Q 192,602,967.81 
266	 Productos medicinales y farmacéuticos	 Q 514,448,752.13 	 Q 597,506,098.86 	 Q 529,095,291.29 
211	 Alimentos para personas	 Q 60,342,644.23 	 Q 70,841,062.30 	 Q 106,796,377.41 
322	 Construcción de bienes nacionales 
	 de uso no común	 Q 53,871,563.01 	 Q 13,159,894.00 	 Q 183,610,679.00 

Fuente: Elaboración propia con datos extraídos del SICOIN.
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Renglón	 Descripción	 2011	 2012	 2013

432	 Transferencia a instituciones 
	 de salud  y AS	 Q 311,168,496.00 	 Q 292,645,087.00 	 Q 347,354,000.00 

Lejos de lo que se esperaba con la 
firma del pacto colectivo entre el 
Despacho Ministerial y el Sindicato 
Nacional de Trabajadores de Salud, 
llama la atención que los recursos 
orientados a la contratación de 
plazas presupuestadas van en 
descenso, mientras que la tendencia 
es al incremento de la contratos 
022, 029 y 182.

Según declaraciones de Luis Lara, 
Secretario del Frente Nacional de 
Lucha, alrededor de 17 mil de los 
37 mil trabajadores del MSPAS, 
no están presupuestados. Lo que 
significa que alrededor del 46% de 
los trabajadores en salud carecen 
de estabilidad laboral y demás 
beneficios que la ley provee.

La tendencia a la 
privatización…
Por último, es importante mencionar 
que los registros evidencian cierta 
tendencia a trasladar recursos 
financieros del MSPAS a entidades 
privadas para la provisión de 
servicios de salud que bien 
podrían ser asumidos por el propio 
Ministerio.
 
La Tabla No. 4 evidencia la 
tendencia que existe al transferir 
recurso financiero a instituciones de 
salud y asistencia social mientras 
que la Grafica No. 4 muestra la 
tendencia que ha tenido el traslado 
de fondos a las ONG responsables 
del Programa de Extensión de 
Cobertura (PEC).

Tabla No. 4
Tendencia de las transferencias realizadas 
por el MSPAS a diversas instituciones de 

salud  y asistencia social, años 2011-2013.
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Gráfica No. 4
Recurso financiero trasladado a las ONG del 

PEC, años 2008- 2013 (en millones Q)

220

700

600

500

400

300

200

100

0

260 271
235

197

610

2008	    2009	        2010        2011         2012	 2013

Fuente: Elaboración propia con información del SICOIN.
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La gráfica No.5 
muestra la carga actual 
que representa para el 
presupuesto del MSPAS 
el traslado de recursos 
a entidades privadas.

Gráfica No. 5
Carga financiera que representa el 

traslado de fondos a entidades privadas, 
MSPAS. Año 2013 (en millones de Q)

PEC; Transferencias;

MSPAS;

610 347

4154

Fuente: Elaboración propia con datos del SICOIN.

En 2013 el traslado de fondos 
a entidades privadas resta del 
presupuesto del MSPAS el 19% de 
sus recursos. 

El PEC tiene encomendado ejecutar 
los planes de Gobierno orientados 
a la atención materno infantil y los 
Q. 610 millones que le han sido 

asignados como techo, representan 
el 51% de los recursos financieros 
de las DAS. Este desequilibrio, 
como ya se mencionó, limita 
la posibilidad de dar respuesta 
adecuada al resto de problemas 
de salud ajenos a la problemática 
materno-infantil. 
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Es importante reconocer que 
muchas de las fundaciones y 
entidades privadas que reciben 
recursos, han emergido ante la 
falta de una respuesta sistemática 
del Estado, frente a una diversidad 
de problemas como la desatención 
social, la vejez, la discapacidad y 
las enfermedades neurológicas, 
renales y  cardiacas entre otras. 
Sin embargo, al analizar el 
comportamiento epidemiológico 
y constatar su complejización, es 
necesario rediseñar un sistema 
público capaz de afrontar los 
nuevos retos. En caso contrario, la 
respuesta social estaría condenada 
a ser más congruente con la 
caridad que con el Derecho a la 
Salud.

A modo de conclusión…

- El presupuesto del MSPAS 
asignado en los últimos tres años 
no sobrepasa el 1.2% del PIB, lo 
que es insuficiente considerando 
los problemas de salud que 
afronta la población.

- Las tendencias a privilegiar la 
salud curativa, a centralizar los 
recursos, a focalizar la salud a 
lo materno infantil, a reducir el 
pasivo laboral y a la privatización, 
condiciona a que la distribución 
del financiamiento actual tienda 
a reproducir los modelos de 
inequidad en el país.

- De continuar así, se seguirá 
limitando las posibilidades de 
respuesta del Estado. Y esta falta 
de respuesta social condicionará 
a la población a buscar otras 
alternativas que responden a una 
lógica de mercado y no a una 
lógica de derecho humano; el 
gasto de bolsillo continuará en 
ascenso y en países con índices 
tan altos de pobreza como el 
nuestro, esto condenará a la 
mayoría de la población a la 
exclusión y, porque no decirlo, 
a la muerte ante una desnutrida 
respuesta del Estado.
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Recomendaciones

- El MSPAS y todos los actores vinculados al tema de salud, 
debemos realizar esfuerzos necesarios para promover un 
incremento a la asignación presupuestaria del MSPAS, que 
sea coherente con las necesidades de salud de la población 
y con un Plan Nacional de Salud consensuado dentro de un 
proceso incluyente y participativo. 

- Es necesario abrir espacios de análisis y discusión de los 
mecanismos de distribución presupuestaria para que la 
prevención y promoción de la salud puedan convertirse en 
una prioridad.

- Debe promoverse, con carácter de prioridad, la calidad del 
gasto y sobre todo, el uso transparente de los recursos.
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Gesly Aníbal Bonilla Landaverry

Laseguridad
alimentaria en el área rural

Resumen
Guatemala es el país latinoamericano con más alta desnutrición crónica del 
continente y el sexto del mundo, a pesar de tener tantos recursos naturales y 
una enorme riqueza de flora y fauna. Su producto interno bruto es el mayor 
en Centro América pero, paradójicamente, a pesar de ser uno de los países 
más ricos, es el más hambriento de la región. Este artículo analiza la realidad 
de la seguridad alimentaria que afecta principalmente al sector rural.Reflexiona 
sobre la situación actual, apuntando hacialas causas estructurales para buscar 
posibles soluciones a uno de los problemas más lamentables que afectan a 
este país.

Palabras claves: Seguridad alimentaria, pobreza, deterioro ambiental, 
productividad agrícola.

Abstract
Guatemala is the Latin American country with the highest chronic 
malnutrition of the continent and the sixth in the world, in spite of having so 
many natural resources and a huge source of wealth in flora and fauna. Its 
gross domestic product is the highest in Central America but, paradoxically, 
even being one of the richest countries, is the hungriest of the region. This 
article analyzes the reality on alimentary security that affects mainly the rural 
sector. It reflects the current situation, pointing to the structural causes to 
search for possible solutions to one of the saddest problems that affect the 
country.

Keywords: Alimentary security, poverty, environmental degradation, agricultural 
productivity.

Alimentary security in the rural area of Guatemala
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L	 a Organización de las Naciones Unidas para 		
	 la Agricultura y la Alimentación (FAO, siglas en 	
	 inglés), definió a la seguridad alimentaria en la 

Cumbre Mundial de la Alimentación de 1996, como  
el “acceso físico y económico suficiente de alimentos 
seguros y nutritivos para satisfacer las necesidades 
alimenticias y sus preferencias, con el objeto de llevar 
una vida activa y sana”.

Dirigentes de más de 185 países, 
reafirmaron en la Declaración de 
Roma como seguridad alimentaria 
mundial, “el derecho de toda 
persona a tener acceso a alimentos 
sanos y nutritivos, en consonancia 
con el derecho a una alimentación 
apropiada y con el derecho 
fundamental de toda persona a no 
padecer hambre” (FAO, 2010). 

El Instituto de Nutrición de 
Centroamérica y Panamá -INCAP-, 
define la seguridad alimentaria 
como “el estado en el cual todas 
las personas gozan, en forma 
oportuna y permanente, de 
acceso físico, económico y social 
a los alimentos que necesitan, 
en cantidad y calidad, para su 
adecuado consumo y utilización 
biológica, garantizándoles un 
estado de bienestar general que 
coadyuve al logro de su desarrollo” 
(SHARE, 2009). 

En cualquiera de las acepciones 
anteriores se hace énfasis en el 

acceso a los alimentos, el cual se 
ha visto amenazado por factores 
sociales, ambientales y sobre 
todo por cuestiones políticas 
que han generado inseguridad 
alimentaria, manifestada en brotes 
de desnutrición y hambruna, 
principalmente, en la última década 
en Guatemala. 

Guatemala es el país 
latinoamericano con más alta 
desnutrición crónica del continente 
y el sexto del mundo con más 
grave situación en este tema. El 
49% de la  niñez es afectada por 
la desnutrición crónica en el país, 
le sigue Honduras con un 29%, 
Bolivia con 27% y Ecuador 
con un 26%. 

A nivel regional, mientras los demás 
países han logrado frenar e incluso 
disminuir el número de personas 
desnutridas,  en Guatemala la 
tendencia ha sido la contraria. 
En 1991 el país concentraba 
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al 31.1% de los desnutridos 
centroamericanos, en 1996 tenía el 
37.2% y en 2002 ya concentraba el 
41.8%. Para 2010 la cifra aumentó 
al 49%  en cuanto a menores de 
5 años con desnutrición crónica, 
moderada y grave (FAO, 2011).

Según la Secretaría de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional -SESAN-, 
existen 6,147 comunidades en las 
cuales se registra algún grado de 
desnutrición. De ellas, 332 están 
calificadas como puntos rojos (de 
muy alto riesgo). Los departamentos 
más afectados se encuentran en 
el altiplano occidental del país 
(San Marcos, Huehuetenango y 
Totonicapán) y en el Norte (Alta 
Verapaz), que son departamentos 
con altos índices de población 
indígena. 

Para la SESAN, actualmente 
alrededor de 500 mil personas 
están en riesgo de crisis alimentaria. 
El hambre y la desnutrición afectan 
principalmente a las mujeres 
embarazadas (la desnutrición 
afecta a 36% de mujeres en edad 
fértil) y niños por nacer. Los niños 
y niñas que hasta los 3 años han 
mantenido retardo en peso y talla, 
sufren de la pérdida irreversible de 
sus capacidades de aprendizaje 
y productividad, y son más 
vulnerables a las enfermedades 
diarréicas (causa de muerte del 
23.6% de los niños y niñas que 

fallecen antes de llegar a los cinco 
años de edad) y respiratorias (37%), 
que son las principales causas de 
morbilidad y mortalidad infantil. 
Son 66 niños o niñas por cada 
mil, de los nacidos vivos en el área 
rural, quienes mueren antes de 
llegar a los cinco años de vida. 
Otros indicadores de salud de igual 
manera son poco alentadores.

La situación empezó a desmejorarse 
en el país desde el impulso del 
neoliberalismo por el gobierno 
del ex presidente de Álvaro Arzú 
(1996-2000), cuyo discurso se 
basaba en que “un campesino 
podría tener en una mano un 
azadón trabajando la tierra y con 
la otra estaría hablando por un 
teléfono celular, lo que se traducía 
en desarrollo”. Sin embargo, las 
políticas impulsadas desde ese 
tiempo únicamente han propiciado 
la disminución del acceso a  
créditos y la extensión para el 
sector rural. Hay varios países de 
la región, entre ellos Guatemala, 
cada vez más vulnerables a la 
liberalización de los mercados y 
la fluctuación de precios de los 
alimentos básicos, que propicianla 
inseguridad alimentaria.

González (2004) sugiere que el 
hambre es una función de pobreza 
más que de escasez, pues la 
producción de alimentos se ha 
mantenido al ritmo del crecimiento 
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poblacional en los últimos tiempos.
La hambruna se ha dado más 
por insuficientes recursos para 
obtener o producir alimentos, lo 
que repercute en la seguridad 
alimentaria. El 80 % de la 
población desnutrida alrededor del 
mundo vive en áreas rurales de los 
países en vías de desarrollo y son 
los pequeños agricultores quienes 
se mantienen con una agricultura 
de subsistencia. 

En su tiempo, la revolución verde se 
vislumbraba como la solución para 
eliminar el hambre, pero produjo 
efectos contraproducentes pues 
si bien incrementó la productividad, 
esto sólo favoreció a los grandes 
productores dejando desprotegidos 
y en desventaja a los pequeños 
granjeros, teniendo que obtener 
insumos y pagar impuestos 
necesarios para las pequeñas 
parcelas.

Lo más probable es que la 
hambruna sea un tema político, es 
decir, de toma de decisiones y sobre 
todo de distribución de la riqueza. 
Por ejemplo, el presupuesto de la 
mayoría de las municipalidades en 
Guatemala no aborda proyectos 
productivos, se concentra en 
infraestructura gris, en construcción 
de puentes, en pavimentación de 
calles, porque con este tipo de 
obras se logra ganar más adeptos 
para las elecciones y seguir con el 
mismo círculo perverso.

No se dan cuenta que, con un poco 
de voluntad política, la situación 
podría variar y hasta podrían 
tomar ejemplos prácticos como el 
de Brasil en donde se ganó una 
contienda electoral por parte del ex 
Presidente Luiz Inácio Lula da Silva 
a través de la bandera política de la 
lucha contra el hambre. 

Los focos de hambruna y 
desnutrición que prevalecen 
mayormente en el área rural 
producto de la inseguridad 
alimentaria, están más relacionados 
con la desigualdad económica, 
social y política, pues en 
Guatemala se cuenta con recursos 
suficientes para producir los 
alimentos necesarios para enfrentar 
con éxito tal problemática. 

Este es un país mega diverso1  
con suficiente material natural 
para impulsar programas de 
mejoramiento de especies 
alimenticias, pero se mantiene 
aún una visión, en cuanto a la 
seguridad alimentaria, de tipo 
asistencialista, con programas 
gubernamentales como el de bolsas 

1. La región mesoamericana es uno de los 
centros de origen de especies alimenticias 
según el genetista botánico rusoVavilov. 
En septiembre de 2010 Guatemala pasó 
a formar parte de un grupo reducido de 
países catalogados como mega diversos en 
cuanto a cantidad y diversidad de especies 
de flora y fauna.
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seguras, cuya ejecución es aislada 
y la intervención es desarticulada, 
pues muchas comunidades y 
familias no tienen atención, 
mientras otras son atendidas 
doblemente. 

Guatemala es el país con el mayor 
producto interno bruto en Centro 
América, pero paradójicamente, 
a pesar de ser uno de los más 
ricos, es el más hambriento de la 
región. En el país se trata de invertir 
mayormente en educación y en 
desarrollo comunitario en cuanto 
a infraestructura básica, pero se 
descuida la seguridad alimentaria,la 
cual se agudiza producto de la 
pobreza, el deterioro ambiental y el 
crecimiento poblacional. 

Uno de los factores que ha servido 
como pretexto  para justificar  los 
brotes de hambruna en Guatemala, 
ha sido el de las sequías de 
los últimos años en una franja 
conocida como “Corredor Seco”2 

que abarca los departamentos 
de El Progreso, Zacapa, Jalapa, 
Chiquimula, Santa Rosa, Jutiapa 
y Baja Verapaz. Para muchas 
instituciones la poca lluvia es lo 
que ha propiciado la falta de 
alimentos en comunidades. No 
obstante, en los años que ha 
existido una precipitación regular 
y que las cosechas se han dado 
con normalidad, los brotes de 
desnutrición y hambruna también 
han salido a la luz. A parte de 
las sequías, quizá hay que buscar 
algún otro culpable.

Problema antiguo, 
enfoques nuevos

Es válido recordar que el estado 
nutricional de la mayor parte de la 
población guatemalteca siempre ha 
sido bajo, y con factores 
ambientales-estructurales de 
acceso a los medios de producción, 
aunado a lo político, se hace aún 
más vulnerable un sector que 
históricamente ha sido relegado y 
marginado  del desarrollo del país.

Se necesita de nuevos 
planteamientos para consolidar 
la seguridad alimentaria en 
Guatemala, estableciendo alianzas 
entre las municipalidades, las 
instituciones gubernamentales, 
los ministerios y la cooperación 
internacional muchas veces 
representada en las ONG. 

2. Es necesario aclarar que el ecosistema 
de esta región siempre ha presentado 
características de aridez con tierras poco 
fértiles. El problema es que en las últimas 
dos décadas se dejó a los agricultores sin 
asistencia técnica y crediticia, quienes, 
aunado a los problemas de familias 
numerosas, han depredado los bosques 
y degradado los suelos, por lo que se 
han agravado aún más los problemas de 
desnutrición y hambre debido a la poca 
producción de alimentos. 
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La municipalidad en cada pueblo 
es fundamental, pues, conoce 
su territorio y sus habitantes, es 
legítima ya que representa a su 
población, ejecuta los presupuestos, 
mantiene liderazgo con prioridades 
definidas, mantiene oficinas 
técnicas. Lo que hace falta es 
que priorice la alimentación de 
su población. Las instituciones 
gubernamentales cuentan con 
capacidades y recursos de los 
cuales carecen las municipalidades; 
por eso se debe generar una 
sinergia para complementarse unos 
con otros. 

A través de una integración, cada 
sector aportaría lo necesario, se 
generaría más confianza pues 
existiría un mayor acercamiento con 
las comunidades. Un factor que 
hace no prosperar los proyectos de 
desarrollo es un “celo” institucional, 
por lo que con una alianza entre 
sectores se compartirían logros y 
fracasos. 

Además, se intercambiarían 
experiencias pues las ONG, las 
municipalidades, la cooperación 
internacional y el gobierno 
tienen mucho que compartir. Se 
incentivaría la participación social y 
se promovería el empoderamiento 
local para la toma de decisiones 
desde las bases sociales. 

Con ello se generarían propuestas 
de procesos para la seguridad 

alimentaria, con un incremento 
de la productividad agrícola y 
la producción de alimentos de 
traspatio y no con proyectos 
únicamente asistencialistas.

Los procesos son tan 
importantes como los 
objetivos y los fondos para 
impulsar los proyectos. El 
desarrollo no lo debe de 
llevar nadie, sino debe 
nacer de lo local, es decir 
del empoderamiento social, 
de lo municipal y de lo 
comunitario. 

La seguridad alimentaria 
no solo debe ser la 
productividad agropecuaria 
o de alimentos, es también 
la integración de la salud y 
la educación, enmarcada 
en un proceso de desarrollo 
sustentable.

En el país ya existe una Política de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional  
que busca orientar y cohesionar 
los esfuerzos del gobierno y 
dar la dirección al Estado y así 
proporcionar: 

Un marco estratégico 
coordinado y articulado, 
eficiente y permanente, entre 
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el sector público, sociedad 
civil y organismos de 
cooperación internacional, 
que permita garantizar la 
seguridad alimentaria y 
nutricional, entendida como 
el derecho de la población 
a tener, en todo momento, 
acceso físico y económico 
a suficientes alimentos 
inocuos y nutritivos, para 
satisfacer sus necesidades 
nutricionales, de acuerdo 
a sus valores culturales y 
con equidad de género, a 
fin de llevar una vida activa 
y sana para contribuir al 
derecho humano, sostenible, 
y el crecimiento económico y 
social de Guatemala (Política 
de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional:2).

Además, con el Decreto 32-2005 
Ley del Sistema Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional 
y su reglamento Acuerdo 
Gubernativo 75-2006 se pretende 
mantener el principio de solidaridad 
con acciones encaminadas 
a la seguridad alimentaria, 
priorizando la dignidad de los 
guatemaltecos y garantizando la 
disponibilidad, acceso, consumo y 
aprovechamiento de los alimentos.

En Guatemala se trata de fortalecer 
el Sistema Nacional de Seguridad 
alimentaria y Nutricional, a 

través de la reactivación del 
Consejo Nacional de Seguridad 
Alimentaria (Fernández et al., 
2004), promoviendo la producción 
y la comercialización de alimentos 
básicos como el maíz, frijol y 
algunas hortalizas.

Mercado,Estado y 
seguridad alimentaria

La seguridad alimentaria debe 
ser para Guatemala un asunto 
de seguridad nacional, ante las 
políticas económicas globales y 
su prédicade que el mercado es 
la solución ante semejante flagelo 
(Torres, 2002). Debido a esto, las 
sociedades se encuentran en riesgo 
latente, pues el sector rural es muy 
vulnerable en términos competitivos. 
El modelo del libre mercado ha 
sido una amenaza, más que una 
oportunidad, para las economías 
de subsistencia del sector rural 
nacional.

El Estado debe retomar un papel 
de apoyo y lograr el impulso de 
una agricultura nacional, para 
resguardar el abastecimiento de 
alimentos y dejar de desgastarse 
en proyectos asistencialistas 
como el de MiFamilia Progresao 
actualmente Mi Familia Segura 
que únicamente incentiva el 
acomodamiento de las familias.

El programa en el fondo buscaba 
asistir a la población rural en 
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cuanto a la alimentación y consistió 
en el apoyo económico de Q 300, 
es decir unos US$ 38, a familias 
con hijos de entre 6 a 15 años y 
mujeres embarazadas con hijos 
menores de 6 años que llegaran a 
un centro de salud. 

Según elGobierno de 
Guatemala con Q 350 
millones (US$ 43.75 
millones) se cubren 45 
municipios, pero se 
necesita de muchas 
transferencias que 
desgastan a otros 
ministerios, lo que 
haceinsostenibles a 
este tipo de programas.
Aunque en otros 
países como Brasil, 
Nicaragua, Costa Rica, 
Honduras y El Salvador 
han tenido éxito, en el 
caso de Guatemala 
las condiciones no 
han sido del todo 
adecuadas y lo que 
se está propiciando 
es un conflicto social 
que repercute en más 
deterioro social y 
limitación del desarrollo 
rural. 

Con tantos millones 
de quetzales invertidos 

en estos programas 
se podría financiar 
otro tipo de proyectos, 
para fomentar una 
agricultura ecológica 
campesina, con 
huertos familiares, 
crianza de aves y todo 
tipo de actividades 
agropecuarias, 
además de rescatar los 
conocimientos locales 
sobre conservación 
y manejo de semillas 
nativas, como métodos 
de mejoramiento de 
cultivos.

Es de reconocer que se ha 
intentado, con estas medidas, 
incentivar la producción de maíz 
y frijol. Pero con programas 
asistencialistas de transferencias de 
dinero a familias pobres, lo que se 
incentiva es el acomodamiento y se 
deja a la población esperanzada 
en obtener dinero de forma fácil, 
que muchas veces no cumple con 
el objetivo de suplir alimentos a 
las familias, pues son los mismos 
hombres quienes mal gastan los 
pocos recursos para ingerir bebidas 
alcohólicas y participar en juegos 
de azar.3

3. Según lo comentado por pobladores de 
las comunidades rurales Santa María Xalapán 
y Ladinos Pardos en el departamento de 
Jalapa.
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Es probable que las acciones 
emprendidas por gobiernos de 
turno tengan buenas intenciones, 
pero conducen a muchas 
limitaciones financieras y a 
problemas sociales. 

Con programas de gestión 
productiva y desarrollo 
organizacional se podría 
construir estructuras sólidas de 
participación social para asegurar 
la alimentación de los habitantes. 
Con la participación social y la 
toma de decisiones por parte 
de la ciudadanía en cuanto a 
la seguridad alimentaria, se 
propiciaría un nuevo modelo de 
desarrollo rural sustentable. 

Las políticas económicas 
requieren que las personas estén 
especializadas para diversificar la 
agricultura. Una diversificación de 
cultivos que ayude a la prevención 
de plagas y enfermedades para 
minimizar el uso de pesticidas y 
así proteger el medio ambiente. La 
producción de Guatemala siempre 
se caracterizó por los monocultivos 
de café, algodón, azúcar y banano, 
maximizando la productividad y 
generando gran parte del producto 
interno bruto. No obstante, es 

problemática por la erosión 
biológica y del suelo al momento 
de utilizar la mecanización y el uso 
excesivo de productos químicos.

Los proyectos deben ser encausados 
de otra manera, y si se les 
proporciona dinero a las familias 
del sector rural, se deben impulsar 
mecanismos para tener mejores 
resultados. Capacitar a las mujeres, 
quienes podrían jugar un papel 
importante en la producción de 
alimentos, cultivando hortalizas en 
los patios (huertos) de sus casas, 
con lo cual se buscaría mejorar la 
supervivencia y les permitiría llevar 
comida a sus hogares. 

De hecho, la población femenina es 
la que más se interesa porque cada 
miembro de la familia reciba una 
porción adecuada de alimentos, y 
dedica la mayor parte de su tiempo 
e ingresos en adquirir alimentos 
llevando la responsabilidad directa 
de nutrir a los hijos. (CERIGUA, 
2010).  

En las políticas nacionales sobre 
seguridad alimentaria las mujeres 
deben ser incluidas y no únicamente 
en los programas asistencialistas 
como el mencionado “Mi Familia 
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Progresa”, sino también en la 
producción agropecuaria y cultivos 
de traspatio, lo cual garantizaría el 
suministro adecuado y balanceado 
de alimentos familiares. 

Algunos gobiernos de la región 
han apostado porque la seguridad 
alimentaria la rija el mercado, 
como mecanismo para garantizar 
la producción de alimentos.No 
obstante, ha existido un efecto 
negativo, que ha propiciado 
desnutrición y hambruna (Vásquez 
et al., 2005). 

En el caso de Guatemala, el país 
importa 2.24 libras (1 kg) de maíz 
amarillo por cada quintal (45 kg) 
que produce y 4.5 libras de maíz 
blanco (2 kg) por cada quintal 
(45 kg) que se produce (Gómez, 
2008), lo que indica el poco 
abastecimiento y la poca protección 
del maíz en los Tratados de Libre 
Comercio.  

Se ha estado más preocupado 
por la soberanía alimentaria en 
los últimos dos años, tratando 
de importar maíz, pero no se 

reactiva la infraestructura adecuada 
para el almacenamiento como 
los silos del Instituto Nacional 
de Comercialización Agrícola 
(INDECA) que se han quedado en 
el olvido.

Para encarar este problema de 
forma integral también se necesita 
fortalecer al Instituto de Ciencia 
y Tecnología Agrícolas, para 
generar investigación y producir 
variedades mejoradas. Con un 
Sistema de Servicios y Extensión del 
Ministerio de Agricultura Ganadería 
y Alimentación,  se podría transferir 
tecnología, asesorar y capacitar 
a los agricultores y, con los 
fideicomisos de Banrural se podría 
impulsar el acceso a créditos.

Se debe recalcar que la inseguridad 
alimentaria no es un problema 
únicamente técnico y productivo, es 
un problema político y económico, 
de toma de decisiones y de 
distribución de la riqueza. Las 
causas son humanas y estructurales 
y las soluciones pasan por lo 
político y la voluntad de quienes 
toman las decisiones.
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Un país con seguridad alimentaria es aquel que 
puede producir o importar alimentos necesarios para 
alimentar su población. Tal vez suene hasta utópico 
este tipo de planteamientos, pero si no se intenta, 
y sobre todo, si no se proponen ideas nuevas, 
no existirá posibilidad alguna de establecer un 
verdadero desarrollo rural en Guatemala.
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productivas
Gesly Aníbal Bonilla Landaverry

Resumen
En Guatemala es imperativo buscar alternativas que generen ingresos ante 
el precario escenario de un país con una agricultura de subsistencia con 
bajos rendimientos y con la tierra distribuida en pocas familias; alternativas 
que generen ingresos con la finalidad de satisfacer las necesidades básicas 
de las familias campesinas. Este artículo reflexiona sobre posibles proyectos 
productivos y ambientales, que pueden dar como resultado la identificación 
de algunos nichos poco explotados en el área rural, cuyo objetivo sea la 
obtención de ingresos derivados del aprovechamiento y manejo de los 
recursos naturales.

Palabras claves: Proyectos ambientales, desarrollo rural, ecoturismo, servicios 
ambientales.

Abstract
In Guatemala it is imperative to search for alternatives that generate incomes 
before the precarious scenario of a country with a subsistence agriculture 
with low performances and with the land distributed among a few families; 
alternatives that generate incomes with the objective of satisfying the basic 
needs of rural families. In this article a reflection is made on the possible 
productive and environmental projects, that can have as an outcome the 
identification of some unexploited niches in the rural area, that have as 
an objective, obtaining incomes from the use and management of natural 
resources.

Keywords: Environmental projects, rural development, ecotourism, 
environmental services.

Productive and environmental alternatives for the rural area

ambientales yAlternativas
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Según el Centro de Investigaciones Económicas 
Nacionales (CIEN), en un estudio realizado en 
2010 Guatemala se ubicó en el segundo lugar, 

a nivel mundial, en porcentaje de emprendedores. 
Es decir, personas que inician negocios cuando 
están entre 17 y 34 años de edad. Tal resultado, 
probablemente, se debe a las pocas oportunidades y 
la falta de empleo que hacen proliferar la “economía 
informal”, conocida también como economía 
emprendedora, emergente, no asalariada, la cual 
ayuda a las personas a subsistir. 

Lo anterior ocurre, principalmente, 
en el área urbana. Pero en la 
rural, la realidad es otra. Por ello 
es imperativo buscar alternativas 
que generen ingresos ante el 
precario escenario de un país con 
una agricultura de subsistencia 
con bajos rendimientos y con la 
tierra distribuida en pocas familias 
(Schejtman y Reardon, 2010). 

Proyectos con objetivos específicos 
como el incremento y diversificación 
de cultivos no tradicionales,1 
la agroforestería, la reducción 
de pérdidas postcosecha, 
procesamiento de subproductos de 
la leche, procesamiento de frutas 

para conserva, entre otras, son 
posibilidades que los campesinos 
deben de manejar, asociándose en 
cooperativas en busca de mejores 
oportunidades para comercializar 
sus productos, y para prestar 
servicios.

No obstante, para que el desarrollo 
rural mantenga connotaciones 
de sustentabilidad será necesario 
no enfocarse únicamente en lo 
económico, sino también valorizar 
al sistema ambiental como sustento 
de la vida humana, sin perder de 
vista que los proyectos  para el 
soporte económico de las familias 
son necesarios pues los ingresos 
monetarios permiten el acceso 
a satisfactores de necesidades 
básicas. Existen ejemplos de 
alternativas para la obtención 
de ingresos como los programas 
impulsados por el Gobierno y 
municipalidades, en los cuales 

1. Se define como cultivos no tradicionales 
las hortalizas, legumbres, flores y algunos 
frutales, es decir los diferentes al café, 
banano, caña de azúcar y cardamomo, 
que han sido por excelencia los cultivos de 
exportación tradicionales en Guatemala.
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se hace aportes monetarios y en 
especie para mantener el volumen y 
el caudal del agua (Guerra y Reyes, 
2008; Bonilla, 2012). 

La protección del bosque en la 
parte alta de la cuenca es muy 
importante para la recarga hídrica. 
Esta experiencia es considerada 
como un caso de pago por 
servicios ambientales (PSA) según 
el Ministerio de Agricultura, 
Ganadería y Alimentación (MAGA) 
y el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD). Este tipo 
de casos ilustra los proyectos en los 
cuales  distintos actores cooperan 
para gestionar los recursos 
naturales y se hacen aportes 
monetarios a sociedades del sector 
rural.

También se cuenta con el 
Programa de Incentivos Forestales 
(PINFOR) dirigido a áreas de 
más de dos hectáreas con 
vocación forestal y con certeza 
jurídica sobre la propiedad. Se 
complementa con el Programa 
Piloto de Apoyos Forestales Directos 
(PPAFD), diseñado para áreas 
ambientalmente estratégicas y para 
compensar económicamente los 
servicios ambientales de bosques 
poseídos por quienes no tienen 
accesos al PINFOR a causa de la 
falta de certeza jurídica sobre la 
tenencia de la tierra. 

El incentivo económico se da de 
forma anual según las hectáreas 
y se fija un plazo de cinco años, 
se asigna a los propietarios o 
poseedores  de tierras con bosques 
(condueños en caso de áreas 
comunales), siempre y cuando se 
verifique el estado del bosque, se 
tomen las medidas necesarias para 
su protección, como la asignación 
de guarda bosques y jornadas 
de reforestación por parte de los 
comunitarios o propietarios.

Algunos autores sostienen 
que la competitividad en la 
nueva ruralidad y el enfoque 
territorial (Echeverri y Ribero 
2002; Sepúlveda et al., 2003), 
son las únicas estrategias de 
desarrollo rural. Sin embargo, 
en Guatemala las estructuras 
sociales y económicas no son las 
idóneas para ser “competitivas”, 
porque a la población rural se 
le dejó desprotegida a partir de 
la desarticulación del aparato 
estatal que ofrecía asistencia 
técnica, transferencia de 
tecnología y el acceso a créditos. 
Ese desmantelamiento dejó muy 
complicado el panorama para la 
“competitividad” en el sector rural, 
que tanto se pregona. 

Con estos factores mencionados 
y con la mayor parte de la 
tierra en posesión de grandes 
terratenientes, se hace casi 
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imposible ser “competitivo”, al 
menos en lo agrícola. De ahí es 
que con proyectos productivos y 
ambientales, con una adecuada 
gestión ambiental, el desarrollo 
rural adquiere un nuevo impulso 
para mejorar la situación de la 
población más vulnerable del país, 
para que al menos se llegue a 
alcanzar una vida digna.

Es verdad que se ha tratado de 
desarrollar la agricultura como 
estrategia para desarrollar al sector 
rural en Guatemala (Giordano 
et al., 2007). De hecho, el 54 
% de la población depende de 
la agricultura, por lo que esta 
actividad genera una gran cantidad 
de empleos y representa el 22.3 % 
del Producto Interno Bruto (PIB) del 
país. 

Empero, con las actividades 
agropecuarias del área rural, 
combinadas con otras posibilidades 
como la prestación de servicios,  
el agroturismo y el ecoturismo 
se tendría otras alternativas de 
generación de ingresos (Rivas, 
2002). Para ello, es necesario 
preparar a las personas, a nivel 
local, para dar una buena atención 
a los potenciales clientes.

Las áreas rurales pueden generar 
servicios ambientales de beneficio 
para la población urbana, tales 
como protección de fuentes de 

agua potable (Bonilla, 2012), 
manejo de bosques, preservación 
de la biodiversidad, paisajes 
atractivos y agroecología, entre 
otros. Lo anterior muestra un 
potencial no circunscrito a la 
agricultura, siempre y cuando 
se asegure, en primer lugar, la 
alimentación de la población. 

En caso de tierras comunitarias, 
la organización es sumamente 
importante para maximizar los 
recursos económicos asignados, 
los cuales se dedican al beneficio 
comunitario y se ahorran en pagos 
de guardabosques, monitoreo 
y reforestación. En casos donde 
la protección del bosque es de 
interés de un grupo de usuarios 
para fuentes de agua, se pueden 
gestar proyectos para tomar las 
medidas necesarias que compensen 
monetariamente a las comunidades 
que protegen el bosque (Guerra y 
Reyes, 2008). 

Las municipalidades deben hacer 
aportes y, en algunos casos, 
fincas situadas aguas abajo que 
aprovechan el agua del río, pueden 
hacer aportes en especie como 
maíz, frijol y herramientas para los 
habitantes de la parte alta de la 
cuenca, a manera de incentivos 
para las labores de protección.

Debe tomarse en cuenta que 
muchas comunidades dependen 
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de la asesoría y las capacitaciones 
para realizar este tipo de 
proyectos, lo cual implica que 
parte de los ingresos percibido 
se debe reinvertir, en procesos 
de organización comunitaria, 
reforestación y recuperación de 
áreas degradadas, para mantener 
la sostenibilidad 2  del proyecto.

Otra alternativa es el turismo 
rural o agroturismo, para 
promocionar la producción de 

2. En este caso se toma el término 
sostenibilidad como el proceso de mantener 
económicamente  a través del tiempo un 
proyecto.

artesanías, la horticultura y la 
cultura rural en general, orientado 
hacia la población nacional y, 
eventualmente, a extranjeros de 
paso en el país. El turismo rural, 
respaldado por las principales 
actividades económicas como 
el comercio y la agricultura, 
es impulsado por el Instituto 
Guatemalteco de Turismo (INGUAT) 
como alternativa para generar 
ingresos.

El turismo rural es una actividad para entender al 
mundo rural, conviviendo y participando de la cultura 
de sus habitantes, como una alternativa para pasar 
un tiempo campestre por quienes forman parte de 
una sociedad moderna, cansados del estrés y la vida 
ajetreada de las ciudades. Entre sus variantes están 
el senderismo, las rutas en bicicleta y a caballo o, 
simplemente, las caminatas. El agroturismo puede 
proporcionar alojamiento en la comunidad, para 
realizar actividades agropecuarias y forestales. 
Permite disfrutar una estancia con suma tranquilidad, 
sin aglomeraciones y recibiendo un trato familiar, en 
contacto con la naturaleza y la ruralidad.

Hay áreas rurales con historia y 
cultura de gran atractivo turístico, 
a pesar de ser zonas olvidadas, 
vulnerables y concentradoras de 
pobreza. Aunque la agricultura 
sea de subsistencia, se puede 
generar oportunidades para 
actividades como excursiones 
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rurales, rutas turísticas, etnoturismo, 
campamentos ecológicos y 
encuentros campestres (Olaya, 
2004). Lógicamente, se necesita 
un trabajo previo para reconocer 
y evaluar la riqueza natural, 
cultural e histórica del territorio, 
para planificar y gestionar 
adecuadamente las actividades, 
para obtener beneficios 
socioeconómicos y ayudar, así, a 
mantener y proteger los recursos 
naturales además de la cultura 
local. 

La comunidad debe ser conocedora 
de su territorio por su valor 
espacial, contextual y natural para 
generar condiciones de convivencia 
entre los humanos y la naturaleza, 
respetando la cultura y el ambiente. 
Por ello, el territorio rural es el 
elemento idóneo para el desarrollo 
turístico tomando en cuenta la 
idiosincrasia social, las costumbres 
y tradiciones.

Aunque se sigue cuestionando 
si el turismo es una herramienta 
de desarrollo, lo cierto es que 
el turismo rural se vislumbra 
como una actividad para generar 
ingresos (Korstanje, 2009), y a 
pesar de que las áreas rurales son 
vulnerables a fenómenos naturales 
y conflictos sociales, se debe 
impulsar el turismo en regiones 
donde predomina la agricultura 
y actividades dependientes de 

los recursos naturales. El turismo 
es recomendado como forma 
alternativa de generar ingresos a 
través de una participación social y 
hay casos en los cuales es la única 
manera de revalorizar y rescatar 
la cultura de localidades y sitios 
olvidados.

Para Melara (2009:2), “el turismo 
puede contribuir no solo a mejorar 
los indicadores del crecimiento, 
sino también indicadores de 
desarrollo, pero tienen que darse 
ciertas condiciones”. Un turista 
puede demandar diversión, 
disfrute y descanso, con lo cual 
se requiere la oferta de estancias, 
restaurantes y alojamiento. Así, el 
ecoturismo se torna una estrategia 
para desarrollar comunidades 
a través de la generación de 
ingresos necesarios para satisfacer 
necesidades básicas, y para invertir 
parte en la conservación del 
patrimonio cultural y natural. Es una 
oportunidad económica clave para 
procesos de desarrollo local.

El turista requiere de una oferta 
básica y obtener alojamiento, 
alimentación, transporte, recreación 
y guías. Estas condiciones deben 
ser ofertadas por las comunidades, 
lo cual necesita de asesoría 
y capacitación por parte de 
instituciones gubernamentales 
como el INGUAT y las ONG que 
impulsan procesos de desarrollo 
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comunitario, lo cual aseguraría 
el éxito de proyectos ecoturísticos 
rurales.

Con la planificación 
integral del desarrollo 
turístico rural se 
generarían las 
condiciones necesarias 
para el éxito de una 
actividad que promete 
aportar ingresos a 
la población rural, 
siempre y cuando 
las oportunidades 
sean aprovechadas 
directamente por los 
habitantes y no por los 
empresarios, quienes 
por tener el capital 
únicamente sacan 
ventaja de una industria 
que, bien aprovechada 
por la población 
rural, aportaría a su 
desarrollo. Esta es 
una estrategia más de 
supervivencia de las 
comunidades, pero son 
variadas las actividades 
que en el sector rural 
se pueden tomar como 
medidas para generar 
ingresos (Zezza et al., 
2007).  

En Guatemala muchas zonas 
rurales están situadas en las laderas 
y mantienen ciertas características 
que crean potencialidades 
diversas y rentables, a pesar de su 
marginalidad por la poca inversión 
económica que se les ha hecho. Las 
poblaciones que habitan en estas 
zonas presentan bajos ingresos y 
limitadas opciones de empleo más 
que el trabajo por jornales 3 en 
fincas cercanas donde existe una 
mayor actividad agropecuaria. 

La infraestructura es deficiente en 
cuanto a agua potable, energía 
eléctrica y cobertura de salud 
y educación, los caminos son 
de terracería, los rendimientos 
agrícolas son bajos y no hay riego. 
Hay una alta tasa de natalidad 
donde la familia promedio procrea 
diez hijos con altos índices de 
morbilidad y mortalidad. Los niveles 
de desnutrición crónica y aguda en 
la niñez son muy elevados, y hay 
una constante deserción escolar. 
En estas áreas la población es 
más vulnerable contra fenómenos 
naturales como vientos fuertes, 
deslaves e incendios forestales. 
Los suelos son muy susceptibles 
a la erosión si no se realizan las 
prácticas agrícolas apropiadas. 

3. Un jornal representa una jornada de 
trabajo en la agricultura de ocho horas 
cuya remuneración promedio es de Q 
30,00  ($ 3,75).
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Ante este panorama, se puede 
pensar que no existe ningún 
atractivo para los visitantes. 
Sin embargo, valorando 
apropiadamente los servicios 
ambientales y la riqueza biológica, 
se podrían obtener aportes 
financieros necesarios para 
manejar adecuadamente las áreas 
con recursos forestales, hídricos 
y culturales. Para ello se necesita 
promover políticas y acciones 
que motiven a la población 
rural a alternar sus actividades 
agropecuarias, y apostar a 
sistemas integrados de manejo, 
aprovechamiento y protección de 
los recursos naturales.

Según la Organización de Naciones 
Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación (FAO) (2004) las 
montañas cubren el 22% de la 
superficie terrestre y el 12% de la 
población mundial (720 millones 
de personas) vive en las regiones 
de montaña. De ellas, 271 millones 
son vulnerables a la inseguridad 
alimentaria y cerca de 135 millones 
padecen hambre de manera 
crónica.

Gran parte del territorio nacional 
es montañoso, con un relieve muy 
quebrado, lugares escarpados 
y con muchas laderas de gran 
potencial forestal (PASOLAC, 
2005). Integrando lo económico, 
lo ambiental, lo energético y lo 

productivo, las zonas rurales con 
topografía escarpada son de un 
enorme potencial  para generar 
alternativas de ingresos y así 
mejorar las condiciones de vida 
de su población. Se debe, pues, 
impulsar proyectos para aprovechar 
las regiones montañosas, 
articulando acciones agrícolas, 
turísticas y forestales. 

Debido a que el área rural 
posee gran variedad de bienes y 
servicios ambientales que proveen 
bienestar a la sociedad como 
agua, biodiversidad, paisaje, 
prevención de riesgos y cultura, es 
necesario potenciar estos factores 
para apreciarlos, valorarlos y 
obtener alguna relación económica 
y ambiental para apoyar a las 
comunidades que viven en esas 
áreas. 

Por ejemplo, el principal producto 
de exportación en Guatemala 
sigue siendo el café que se cultiva 
en su mayor parte en laderas de 
montañas con ecosistemas variados 
y debido a que este cultivo necesita 
de árboles que en su mayoría 
pertenecen a la familia de las 
Leguminoceae,4 se puede potenciar 
el cultivo de café orgánico y así 

4. Las especies de esta familia mejoran los 
suelos porque fijan nitrógeno a través de 
la simbiosis con las bacterias del género 
Rhizobium.
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promocionar para que visitantes 
conozcan y admiren este tipo de 
sistemas agrícolas propiciando de 
tal manera un tipo de agroturismo. 
Estas mismas zonas escarpadas 
con cobertura forestal o con cultivo 
de café, son fuente de servicios 
ambientales como la regulación del 
ciclo hidrológico, producción de 
agua y belleza escénica. 

El pago por servicios ambientales 
(PSA) ya sea por captura de 
carbono o por fuentes de agua, 
está tomando importancia en 
Centro América y representa una 
visión integral y sustentable del 
desarrollo rural a corto plazo.5 Otro 
potencial de las áreas rurales es la 
producción de energías renovables 
como la hidroelectricidad. Además, 
no debe olvidarse que las laderas 
rurales pueden generar ingresos 
con productos forestales no 
maderables.

El fenómeno de la deforestación en 
Guatemala es muy fuerte; se han 
puesto en riesgo los ecosistemas y 
la cobertura forestal debido a que 
los campesinos buscan áreas de 

5. Información obtenida en el curso de PSA 
desarrollado del 23 al 26 de Noviembre 
de 2010  en el Centro Universitario de 
Sur Oriente CUNSURORI en Jalapa, 
Guatemala, el cual fue impartido por la 
Dra. Margaret Skutch de la Universidad 
Nacional Autónoma de México, Campus 
Morelia.

cultivo. Se  ha devastado el área 
boscosa, dedicando esas tierras a la 
ganadería y la agricultura. Debido 
a ese cambio del uso de la tierra, 
se ha disminuido drásticamente el 
recurso forestal del país (Bilsborrow, 
1992). 

Pero están surgiendo oportunidades 
para lograr algún tipo de 
remuneración a través de mercados 
internacionales de Pago por 
Servicios Ambientales (PSA), 
pues gobiernos de los países 
industrializados que contaminan 
enormemente el ambiente al emitir 
las mayores cantidades de gases 
efecto invernadero (Grainger y 
Kolstad, 2010), tienden a dar un 
tipo de compensación económica 
por la contaminación global, como 
parte de esa deuda ecológica 
que existe entre el norte y el sur 
(Martínez Alier, 2006).
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y desarrollo

Resumen
El 11 de julio es el Día Mundial de la Población, y en este 2013 el lema es el embarazo 
en la adolescencia, que busca provocar la reflexión sobre los problemas que conlleva 
el embarazo en adolescentes, asegurando que todos los embarazos sean deseados 
y seguros, así como que todas las y los niños puedan desarrollar su potencial. La 
población humana en el mundo sigue aumentando, principalmente en países en 
desarrollo como Guatemala, donde la tasa de fecundidad tiene una relación inversa con 
el nivel de educación, y requiere de la naturaleza para obtener los bienes y servicios 
ecosistémicos que deben seguir generándose para aportar a la calidad de vida de la 
población.

Palabras claves: Ambiente y recursos naturales, Día Mundial de la Población, 
embarazo en adolescentes, tasa de fecundidad.

Abstract
July 11 is the Word Population Day and in 2013 the theme is teenage pregnancy as
it is necessary to reflect on the problems associated, to ensure that every pregnancy
is wanted and safe, and that all children can develop their potential. Human population 
in the world continues to increase, especially in developing countries such as 
Guatemala, where among other factors, fertility rate has an inverse relationship with
the level of education and requires nature to obtain ecosystem goods and services that
must continue to be generated in order to provide the quality of life of the population.

Keywords: Environment and natural resources, fertility rate, teenage pregnancy, Word
Population Day.

Population, environment and development

Población,ambiente
Magaly Arrecis
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Población humana en el planeta

El 11 de julio de 1987 se estimó que la población 
en el mundo alcanzó los 5 mil millones de 
personas, lo que llevó a que en 1989 el Consejo 

de Administración del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) recomendara esa fecha para 
ser reconocida como el Día Mundial de la Población, 
cuyo objetivo es centrar la atención de los países 
en la importancia de los problemas demográficos, 
particularmente en relación a los temas de desarrollo 
sostenible y de derechos humanos (UNICEF, 2006). 

De esta manera, a partir del año 2003 este día ha 
prestado su atención a varios temas designados 
por Naciones Unidas (Cuadro 1), los cuales por su 
relevancia, se le hace mayor énfasis.

Cuadro 1
Temas del Día Mundial de la Población 

2003-2013

Año	 Tema del Día Mundial de la Población

2003	 Un mil millones de jóvenes
2004	 La CIPD al cabo de diez años
2005	 La igualdad es el poder
2006	 Es difícil ser joven
2007	 Hombres trabajando
2008	 Planifique su familia, planifique su futuro
2009	 Combatir la pobreza: educar a las niñas
2010	 Que lo tomen en cuenta: diga lo que necesita
2011	 Somos 7 mil millones
2012	 Acceso universal a los servicios de salud reproductiva
2013	 El embarazo en la adolescencia

Fuente: Wikipedia, 2013. 
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Cabe traer a la memoria que para 
1999 el Fondo de Población de las 
Naciones Unidas (UNFPA, por sus 
siglas en inglés) estimó que el día 
11 de julio de ese año, estaban 
naciendo en el mundo 350 mil 
niñas y niños; un 95% nacían en 
países en desarrollo, un tercio 
nacían en familias pobres y por 
ello, en sus primeros años de vida 
tendrían que luchar para conseguir 
un mínimo de dignidad humana: 
abastecimiento de agua, alimentos, 
ropa, vivienda, saneamiento, 
educación básica y atención en 
salud (UNICEF, 2006).

Datos que más que llevar a celebrar 
el nacimiento de más personas, 
preocupa por las implicaciones 

de los requerimientos para que 
cada nuevo ser humano pueda 
vivir dignamente. Situación que 
se magnifica porque la población 
mundial ha aumentado de manera 
drástica (Gráfico 1), ya que se 
calcula que en 1950 había 2.5 mil 
millones de personas y 37 años 
después, para 1987, se estimó 
que en el planeta habitaban 5 mil 
millones personas (2.5 veces más 
población que en 1950) y en 1999 
se calculó que ya habían 6 mil 
millones de habitantes (a 49 años 
de 1950, se había triplicado); y es 
que desde el 2006 se estimó que la 
población seguiría creciendo a un 
ritmo de 80 millones de personas 
por año (SENG, 2012; UNICEF, 
2006).

Gráfico 1 
Incremento de la población mundial 

entre 1950-2011
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De esta manera, en 2011 la 
población llegó a los 7 mil 
millones de habitantes, lo cual 
representa un gran desafío 
por las repercusiones en la 
sostenibilidad, la urbanización, el 
acceso a los servicios de salud y 
el empoderamiento de las y los 
jóvenes. Y precisamente en este 
2013 se pretende sensibilizar 
a la opinión pública sobre los 
problemas que conlleva el 
embarazo en adolescentes, para 
asegurar que todos los embarazos 
sean deseados y seguros, así como 
que todas las y los niños puedan 
desarrollar su potencial (ONU, 
2013).

El lema del Día Mundial de la 
Población 2013 pone en evidencia 
que alrededor del mundo, 
aproximadamente 16 millones de 
jovencitas menores de 18 años 
dan a luz cada año y otras 3.2 
millones se someten a abortos 
en condiciones inseguras y cerca 
del 90% de las adolescentes 
embarazadas de los países en 
desarrollo están casadas. El 
problema es que para muchas, 

el embarazo no es una decisión, 
sino una consecuencia de la 
discriminación, de la violación 
de sus derechos (incluido el 
matrimonio infantil), el resultado de 
la falta o  inadecuada educación 
en el tema o de la coerción sexual  
(ONU, 2013). 

Población en Guatemala

Con base en la información del 
Censo de Población (INE, 2002), 
las proyecciones de población 
permiten estimar que para 2003 
habían 12.087,014 habitantes 
(Gráfico 2) y esta cantidad se ha 
incrementado, y se calcula que 
para el 2013 Guatemala tiene una 
población de 15.438,384 personas 
y para el 2020 se espera que sea 
de 18.055,025 habitantes (INE, 
s.f.; MINECO, 2013). Mientras que 
la SEGEPLAN estima que para el 
2050 la población de Guatemala 
será de 28.060,407 personas 
(MIDES-SEGEPLAN, s.f.), en un 
país pequeño, donde no ha habido 
un ordenamiento territorial para 
habitarlo y concentra a la población 
en áreas con potencial forestal. 
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Gráfico 2
Proyecciones de población 
en Guatemala 2003-2050
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Fuente: elaboración propia en base a INE, s.f.; MINECO, 2013; MIDES-SEGEPLAN, s.f.

Al igual que la población en el 
mundo, la población en Guatemala 
se incrementa. En parte, este 
fenómeno se explica por las tasas 
de fecundidad, las cuales según 
estimaciones de la V Encuesta 
Nacional de Salud Materno 
Infantil 2008-2009 tienen distintos 
valores, dependiendo del nivel 
de escolaridad de las mujeres, la 
edad, su grupo étnico y si habitan 
en área rural o urbana. El Cuadro 
2 muestra la tasa específica de 

fecundidad (hijas e hijos vivos 
por 1000 mujeres), la tasa global 
de fecundidad (promedio de 
hijas e hijos nacidos vivos que 
tendrían las mujeres durante 
toda su vida reproductiva, si las 
tasas de fecundidad por edad 
se mantuvieran invariables en el 
tiempo) y la tasa de fecundidad 
general (número de nacimientos 
anuales en promedio, por cada 
1000 mujeres entre 15-49 años) 
(Ministerio de Salud, et. al., 2009).
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Cuadro 2 
Tasas de fecundidad en Guatemala

Grupo de Mujeres

Área urbana
Área rural
Región Nor-occidente
Sin educación
Primaria
Educación secundaria/superior
Indígenas
No indígenas

Tasa Específica de Fecundidad 
por Edad (por 1000 mujeres)

15-19	 20-24	 25-29
78	 157	 155
114	 206	 194
111	 212	 219
185	 235	 226
124	 215	 184
55	 121	 127
94	 202	 217
100	 173	 151

Tasa Global de 
Fecundidad TGF

2.9
4.2
4.6
5.2
3.8
2.3
4.5
3.1

Tasa de Fecundidad 
General TFG

97
141
150
155
132
80

144
106

Fuente: elaboración propia en base a Ministerio de Salud, et al., 2009.

Según la V Encuesta Nacional de 
Salud Materno Infantil 2008-2009, 
el nivel de educación muestra 
la brecha más grande, ya que 
las mujeres sin ningún nivel de 
educación tienen 121%  más 
nacimientos que las mujeres que 
poseen educación secundaria o 
superior. Por rango de edad, las 
tasas específicas de fecundidad 
más altas se encuentran en mujeres 
entre 20-24 años, mientras que 
por región Noroccidente fue 
donde se encontraron los valores 
de fecundidad más altos, aunque 
por departamento, Suchitepéquez, 
Quiché y San Marcos fueron 
los que reportan mayor tasa de 

fecundidad (Ministerio de Salud, et. 
al., 2009).

Estos resultados, aunque son de 
2009 siguen siendo válidos, a 
lo que debe agregarse que el 
Observatorio de Salud Sexual y 
Reproductiva (OSAR) reportó que 
en Guatemala la edad reproductiva 
de las niñas empieza a los 10 
años (OSAR, s.f.). En todo caso, se 
hace necesario contar con políticas 
públicas a largo plazo y viables 
sobre población, donde se le dé 
prioridad a la educación de las 
mujeres y se vele por la equidad e 
igualdad de derechos.
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Población y su entorno natural
La población de Guatemala 
tiene aspectos muy valiosos y 
particulares en cuanto a sus rasgos 
socioculturales. Sin embargo, las 
características socioeconómicas 
de la población son preocupantes, 
porque según las Encuestas 
Nacionales de Condiciones de 
Vida (ENCOVI) de 2006 y 2011, el 
porcentaje de la población pobre 
aumentó de 51% a 54%. Es decir, 
más de la mitad de guatemaltecos 
y guatemaltecas sobreviven en 
condiciones paupérrimas con 
menos de Q16 diarios por persona 
de forma permanente. Pero estos 
porcentajes son solamente un 
promedio que no muestra las 
brechas que hay en el país a nivel 
de municipios y departamentos, 
puesto que por ejemplo, en Alta 
Verapaz el 78% de la población es 
pobre y el porcentaje de población 
que vive en pobreza extrema es el 
más alto del país (38%), el cual se 
agudiza principalmente en áreas 
rurales (INE, 2011).  

Además, el aumento de la 
canasta básica alimenticia en 
el país representa un hecho 
que incrementa el riesgo a 
la inseguridad alimentaria y 
nutricional y condena a mayor 
pobreza a la población. Según el 

INE, el costo diario de la canasta 
básica alimenticia es de Q. 94.30 
mientras que el salario mínimo es 
de apenas Q 71.40, lo cual reduce 
las posibilidades de asegurar la 
alimentación y nutrición y salir de 
los niveles de pobreza del 53% de 
la población (INE, 2013; SCSP, 
2012).

Tanto la pobreza, como la falta 
de servicios de salud, educación y 
vivienda se reflejan en la reducción 
del Índice de Desarrollo Humano 
(IDH, PNUD, 2013). Según este 
informe el país pasó de tener el 
puesto 131, a ocupar el puesto 
133 con un IDH de 0.581 siendo 
superado por todos los países 
centroamericanos y a solo ocho 
puestos del límite de los países 
con características de desarrollo 
humano bajo. Por otro lado, el IDH 
ajustado por la desigualdad apenas 
es de 0.389 (PNUD, 2013).

Estas deficiencias son 
condicionantes que comprometen 
la vida y la calidad de vida de 
la mayoría de la población, 
jóvenes menores de 14 años de 
edad. Según las proyecciones 
de población de 2010, por sexo 
y edad (Gráfico 3) esa es la 
tendencia de la estructura de la 
población por edades (INE, s.f.).
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Gráfico 3 
Estructura de la población total de 

Guatemala para 2010 por sexo y edad

Fuente: INE, s.f. en base al Censo de Población del 2002.
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El Día Mundial de la Población 
constituye entonces un momento 
para reflexionar sobre cuántos 
habitantes hay, su calidad de vida, 
las facilidades para satisfacer 
sus necesidades básicas y sus 
responsabilidades. Tal como 
lo hacen el Día de la Madre 
Tierra (22 de abril) y el Día del 
Medio Ambiente (5 de junio) que 
promueven la reflexión porque el 
planeta posee recursos naturales y 
elementos ambientales finitos, cuya 

capacidad para regenerarse implica 
largos períodos o no se pueden 
renovar. Por ello, cada vez se 
deterioran y escasean más debido 
a los impactos de las actividades 
humanas, los embates de los 
fenómenos hidro-geo-meteorológi-
cos y los efectos del calentamiento 
global que se manifiestan en el 
cambio climático.

Existe una relación directa 
entre la población humana y su 
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entorno natural, debido a que las 
actividades humanas dependen de 
los bienes y servicios ecosistémicos 
que provee la naturaleza (agua, 
suelo, aire, biodiversidad) y por 
lo tanto su utilización conlleva a 
modificar el ambiente. Por ello, es 
determinante recapacitar sobre el 
estilo de vida, el nivel de consumo, 
la distribución y el manejo racional 
de los recursos naturales, que se 
haga por parte de la sociedad, a 
la vez que se busquen alternativas 
viables y sostenibles que reduzcan 
el deterioro ambiental y aseguren 
la satisfacción de las necesidades 
básicas de la población, sin 
comprometer los recursos de las 
próximas generaciones.

Este programa constituye un reto 
complicado porque los frecuentes 
e intensos fenómenos naturales 
y los impactos negativos de la 
crisis mundial provocan daños a 
la población, a la infraestructura y 
el ambiente, y en ese contexto la 
población en niveles de pobreza 
resulta ser la más vulnerable, 
incapaz de recuperarse a corto 
plazo de las catástrofes, por lo que 
Guatemala sigue siendo uno de 
los países con mayor riesgo ante 
el cambio climático en el mundo 
(Harmeling, 2011).

Estas condiciones se ponen en 
evidencia cíclicamente y las 
soluciones van más allá de 

planificar el número de hijos e hijas 
que cada familia tiene capacidad 
de sostener de manera responsable. 
Guatemala todavía no cuenta con 
las políticas integrales necesarias 
para atender temas como la 
población y las necesidades de los 
habitantes de los territorios rurales, 
ni durante los desastres, menos de 
forma permanente, a fin de ganar 
capacidad de respuesta ante las 
catástrofes. Esta es otra razón por 
la cual el desarrollo rural integral 
debe llegar pronto al área rural, ya 
que la vida y la calidad de vida de 
estas personas están amenazadas y 
siguen sin oportunidades para salir 
adelante.

Al analizar las causas de un 
riesgo ambiental en el área rural 
de Guatemala, el problema no 
se centra exclusivamente en el 
fenómeno natural en sí (lluvia, 
sequía, sismo intenso, vientos, 
erupción), sino en la existencia 
de condiciones de riesgo que 
posibilitan que ocurra un desastre. 
Una situación de riesgo ambiental 
es el resultado de la existencia de 
una amenaza (lluvias o sequías 
intensas, frecuentes o permanentes 
que azotan áreas degradadas) y de 
una población humana vulnerable 
a la misma (viven en áreas poco 
seguras y no cuentan con viviendas 
adecuadas y dignas, ni con 
empleo seguro para alimentarse y 
responder positivamente ante un 
desastre natural).
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Por ello es prioritario dinamizar la economía 
campesina y generar empleo digno para mejorar 
sus condiciones de vida y así evitar la migración 
rural hacia los cinturones de pobreza del área 
urbana, reducir la desigualdad, la hambruna, 
el analfabetismo, la mortalidad, la morbilidad y 
la violencia en el país a la vez que se impulsan 
políticas integrales de población que busquen 
educar responsablemente y brindar atención en 
salud reproductiva.
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desarrollo rural
Luis Leal 

Resumen
La mayor exportación de Guatemala hacia sus vecinos es agua, la cual es 
poco aprovechada ya que no existen planes conjuntos entre las diferente 
comunidades para la utilización conjunta de este recurso. Cuando ha querido 
ser aprovechada por empresas tanto nacionales como internacionales, no se 
les ha podido explicar claramente a las comunidades que aportan el recurso, 
cuáles serán los beneficios directos que obtendrán así como cual será el 
respeto hacia los recursos renovables del sector.

Palabras claves: Desarrollo rural, hidrodrógraficas, alcaldes, mancomunidades, 
municipios.

Abstract
Most of Guatemala’s exportation to its neighbors is water, which is barely 
used, because there are no joint plans among the different communities 
for the group use. When water has been wanted to be used by national 
and international companies, no one has been able to explain clearly to the 
communities that provide the resource, which will be the direct benefits that 
will be obtained as well as what kind of respect will be given to the renewable 
resources of the area.

Keywords: Rural development, hydrographic, majors, communities, towns.

Hydrographic basins as units of rural development

Cuencas hidrográficas
como unidades de
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1. División político administrativa del país

El artículo 224, capítulo II, Constitución Política de 
la República prescribe: “División administrativa. 
El territorio de la República, se divide para 

su administración en departamentos y éstos en 
municipios”.

El área de un municipio está 
definida por sus límites geográficos 
y sus colindancias con otros 
municipios están determinadas 
por estos. Cada municipio y sus 
aldeas constituyen una unidad 
de desarrollo independiente, 
aunque el mismo artículo 224 
indica que “…se establecerán 
regiones de desarrollo con criterios 
económicos, sociales y culturales 
que podrán estar constituidos por 
uno o más departamentos para 
dar un impulso racionalizado al 
desarrollo integral del país”. En 
la práctica no ha sucedido así, 
ni desde el Presupuesto General 
de Gastos de la Nación ni a nivel 
local, prevaleciendo los criterios 
de territorialidad municipal. Los 
planes de desarrollo rural no han 
tomado en cuenta las características 
socio culturales, fisiográficas, 
ambientales o de recursos 
naturales, que le son comunes 
a los pueblos circunvecinos. Los 
esfuerzos son eminentemente 
locales. Los Concejos Municipales 

elaboran los planes operativos 
anuales únicamente en base a 
sus necesidades y presupuesto 
disponible, pensando en invertir 
en el territorio de su municipio, 
ya que además, si ejecutaran 
parte de su presupuesto fuera de 
estos límites, serían castigados 
por la Contraloría General de 
Cuentas por malversación de 
fondos, dando lugar a ser sujetos 
de recibir sanciones económicas a 
los Alcaldes, Síndicos y Tesoreros 
municipales. La división político 
administrativa de los pueblos, en 
este contexto, se constituye como un 
valladar para la aplicación de los 
presupuestos  municipales, como 
verdaderos instrumentos operativos 
del desarrollo rural.

2. Descentralización del 
Estado

La Constitución Política de la 
República en el Capítulo II, 
Régimen Administrativo, deja 
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considerada la descentralización 
del Estado y con una visión de 
futuro, al menos político, menciona 
el establecimiento de regiones de 
desarrollo:

Artículo 224. División 
administrativa. El territorio de 
la República, se divide para su 
administración en departamentos 
y éstos en municipios. La 
administración será descentralizada 
y se establecerán regiones de 
desarrollo con criterios económicos, 
sociales y culturales que podrán 
estar constituidos por uno o más 
departamentos para dar un impulso 
racionalizado al desarrollo integral 
del país.Sin embargo, cuando 
así convenga a los intereses de 
la Nación, el Congreso podrá 
modificar la división administrativa 
del país, estableciendo un régimen 
de regiones, departamentos y 
municipios, o cualquier otro 
sistema, sin menoscabode la 
autonomía municipal.

Artículo  225. Consejo Nacional 
de Desarrollo Urbano y Rural. Para 
la organización y coordinación de 
la administración pública, se crea 
el Consejo Nacional de Desarrollo 
Urbano y Rural coordinado por 
el Presidente de la República e 
integrado en la forma que la ley 
establezca.Este Consejo tendrá 
a su cargo la formulación de las 
políticas de desarrollo urbano y 

rural, así como la de ordenamiento 
territorial.

Artículo  226. Consejo Regional 
de Desarrollo Urbano y Rural. 
Las regiones que conforme a 
la ley se establezcan, contarán 
con un Consejo Regional de 
DesarrolloUrbano y Rural, presidido 
por un representante del Presidente 
de la República e integrado por los 
gobernadores de los departamentos 
que forman la región, por un 

representante de las corporaciones 
municipales de cada uno de 
losdepartamentos incluidos en la 
misma y por los representantes de 
las entidades públicas y privadas 
que la ley establezca.Los presidentes 
de estos consejos integrarán ex 
officio el Consejo Nacionalde 
Desarrollo Urbano y Rural.

Artículo 227. Gobernadores. 
El gobierno de los departamentos 
estará a cargo de un gobernador 
nombrado por el Presidente de 
la República, deberá reunir las 
mismas calidades que un ministro 
de Estado y gozará de las mismas 
inmunidades que éste, debiendo 
haber estado domiciliado durante 
los cinco años anteriores a su 
designación en el departamento 
para el que fuere nombrado. 

Artículo 228. Consejo 
departamental. En cada 
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departamento habrá un Consejo 
Departamental que presidirá el 
gobernador; estará integrado por 
los alcaldes de todos los municipios 
y representantes de los sectores 
público y privado organizados, con 
el fin de promover el desarrollo del 
departamento.

Artículo 229. Aporte financiero 
del gobierno central a los 
departamentos. Los consejos 
regionales y departamentales, 
deberán de recibir el apoyo 
financiero necesario para su 
funcionamiento del Gobierno 
Central. 

El Decreto número 14-2002, Ley 
General de Descentralización, del 
Congreso de la República dio vida 
jurídica a la Descentralización del 
Estado y en su Artículo 2 desarrolla 
el Concepto de Descentralización, 
que copiado literalmente dice “Se 
entiende por descentralización 
el proceso mediante el cual se 
transfiere desde el Organismo 
Ejecutivo a las municipalidades y 
demás instituciones del Estado, y 
a las comunidades organizadas 
legalmente, con participación 
de las municipalidades, el poder 
de decisión, la titularidad de 
la competencia, las funciones, 
los recursos de financiamiento 
para la aplicación de las 
políticas públicas nacionales, a 
través de la implementación de 

políticas municipales y locales 
en el marco de la más amplia 
participación de los ciudadanos, 
en la administración pública, 
priorización y ejecución de obras, 
organización y prestación de 
servicios públicos, así como el 
ejercicio del control social sobre la 
gestión gubernamental y el uso de 
los recursos del Estado”.

El Decreto número 12-2002, 
Código Municipal, en su tercer 
considerando establece “Que 
el proceso de modernización 
y descentralización del Estado 
guatemalteco desarrolla una 
nueva visión de administración que 
interpreta el contenido del Acuerdo 
de Paz Firme y Duradera en cuanto 
a su compromiso de emitir una 
legislación municipal adecuada a la 
realidad de la nación guatemalteca, 
la cual se caracteriza como de 
unidad nacional, multiétnica, 
pluricultural y multilingüe”. En 
el artículo 3 establece: “En 
ejercicio de la autonomía que la 
Constitución Política de la República 
garantiza al municipio, éste elige 
a sus autoridades y ejerce por 
medio de ellas, el gobierno y la 
administración de sus intereses, 
obtiene y dispone de sus recursos 
patrimoniales, atiende los servicios 
públicos locales, el ordenamiento 
territorial de su jurisdicción, su 
fortalecimiento económico y la 
emisión de sus ordenanzas y 
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reglamentos. Para el cumplimiento 
de los fines que le son inherentes 
coordinará sus políticas con las 
políticas generales del Estado y en 
su caso, con la política especial del 
ramo al que corresponda. Ninguna 
ley o disposición legal podrá 
contrariar, disminuir o tergiversar la 
autonomía municipal establecida 
en la Constitución Política de la 
República”.

En el artículo 10 establece que las 
municipalidades podrán asociarse 
para la defensa de sus intereses 
y el cumplimiento de sus fines 
generales.

En 2010, el Congreso de la 
República emitió el Decreto 
22-2010, Reformas al Código 
Municipal, que en su artículo 
23. TER. De las formas de 
ordenamiento territorial municipal, 
obliga a todos los municipios a 
contar con planes de ordenamiento 
territorial y en los artículos 49, 
50 y 51 establece la figura de 
Mancomunidad de municipios y el 
procedimiento para su creación y su 
naturaleza jurídica.

Como puede verse, en las leyes del 
país, desde la Constitución Política 
(1986), Acuerdos de Paz (1996), 
Ley General de Descentralización 
(2002), Código Municipal (2002) 
hasta las Reformas al Código 
Municipal (2010), se ha venido 
estableciendo y delegando el 

desarrollo nacional hacia el 
municipio y ahora con concepto 
de mancomunidad. El criterio 
político se está acercando al criterio 
técnico. Las mancomunidades 
deberán trabajar con criterios afines 
a los municipios que la integran, 
pero deberán tomar en cuenta que 
lo que más los une es la cuenca 
hidrográfica. Es pues ésta, la 
unidad de desarrollo rural para la 
planificación.

3. Las mancomunidades de 
municipios con intereses 
afines

La figura de mancomunidad, ha 
sido promovida por entidades 
españolas. Busca la integración 
de municipios para solucionar 
problemas que les son comunes, 
problemas de gran magnitud que 
trascienden el territorio municipal y 
que requieren más altas inversiones, 
que un municipio por su propia 
cuenta no puede cubrir. 

En el territorio nacional hay 
interesantes demostraciones de 
lo que se puede lograr utilizando 
las mancomunidades, ha costado 
porque desafortunadamente la 
idiosincrasia individualista de los 
guatemaltecos, no ha permitido 
avanzar al ritmo que el deterioro 
de los recursos naturales demanda.  
Son mancomunidades ejemplares, 
Mancuerna en los departamentos 
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de Huehuetenango y San Marcos, 
Mankatitlán y Manctzoloya en 
Sololá y la Copán Chortí en 
Chiquimula.

En esas mancomunidades 
han llegado a la 
conclusión que 
para abordar los 
demás problemas, es 
necesario comenzar 
con el tratamiento y 
rescate de las cuencas 
hidrográficas. Estas 
comienzan en la cima de 
los volcanes y terminan 
en la desembocadura 
del mar. Dentro de éstas 
están las tierras altas con 
topografía escabrosa 
hasta las tierras bajas 
con planicies de suaves 
ondulaciones. Mientras 
que en la parte alta la 
vocación es forestal 
en la parte baja es 
eminentemente agrícola. 

4. Cuenca Hidrográfica como 
unidad de planificación 

Hablar de cuencas hidrográficas es 
hablar de territorios bien definidos 
por accidentes geográficos, 
siendo las divisorias sus límites 

fisiográficos. Dentro de éstas 
hay otras de menor importancia, 
denominadas microcuencas. El 
área total o parte de esta, de 
los municipios,  está asentada 
dentro de una o más cuencas, 
lo que sucede también con los 
municipios colindantes. Los 
municipios que coinciden dentro 
de una misma cuenca, obviamente 
tienen problemas comunes y esa 
afinidad es la que debe unirlos para 
resolverlos conjuntamente.  Las 
cuencas hidrográficas se dividen en 
tres grandes partes: alta, media y 
baja. Los fenómenos hidrometeoro-
lógicos que tienen su origen en la 
parte alta, causan graves problemas 
en la parte baja. Entender que 
la falta de planificación para el 
asentamiento de poblaciones 
y el desmedido crecimiento 
demográfico en las partes media y 
alta da lugar a una agricultura de 
subsistencia con cultivos limpios 
y una acelerada deforestación al 
incrementarse la frontera agrícola y 
el uso de madera para construcción 
y para leña, produce inundaciones 
en la parte baja, es parte de la 
planificación para el desarrollo. 

Los recursos del Estado, siempre 
han estado disponibles para la 
protección de las inversiones de 
la agricultura empresarial, en la 
parte baja de las cuencas podemos 
ver grandes extensiones de mono 
cultivos, carreteras asfaltadas, 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

123

puentes y obras de protección del 
cauce de los ríos, pero cuando 
la intensidad de la lluvia en la 
parte alta y media de la cuenca 
es alta, muchas de éstas son 
deterioradas. El Estado vuelve a 
invertir continuando con el combate 
de los efectos y resultados y no la 
causa de los mismos. Programas de 
reordenamiento territorial y gestión 
e intervención de cuencas no hay, 
los esfuerzos de los municipios a 
través de las mancomunidades no 
son suficientes. El Estado no ve 
el problema o no lo quiere ver, y 
la iniciativa privada está sentada 
esperando los aportes estatales 
para seguir resolviendo parcial 
y recurrentemente sus propios 
problemas, como lo ha hecho 
siempre.

Es urgente que los municipios 
encabecen esfuerzos serios y 

dinámicos para que el principal 
instrumento de planificación sea el 
Plan de Manejo de Cuenca. Está 
demostrado y puede revisarse la 
bibliografía al respecto, que“es 
un instrumento de planificación, 
que permite orientar acciones 
encaminadas a ayudar a la toma 
de decisiones, que favorezcan el 
desarrollo integral de las cuencas 
y su población, con base en la 
gestión institucional para recuperar 
y mejorar los recursos naturales y 
la conservación del ambiente. Con 
este beneficio se obtendrá mejor 
calidad de vida al incrementarse 
positivamente los recursos 
socioeconómicos de la población. 
Este Plan deberá ser actualizado 
sistemática y periódicamente, 
efectuando monitoreo, evaluación 
y análisis de resultados obtenidos” 
(ADIMAM).

La falta de planificación rural o planificación 
interesada para favorecer segmentos de población 
que no tienen necesidad, ha dado lugar a que los 
gobiernos establezcan estrategias de desarrollo rural 
sin un marco jurídico de mediano y largo plazos, los 
resultados en la falta de cumplimiento de los Objetivos 
del Milenio son evidentes y cada día se incrementan 
los índices de pobreza y pobreza extrema.
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el futuro
Mario Rodríguez Acosta

Resumen
En los últimos años, después de lograr ampliar la cobertura escolar, se comenzó 
a hablar de mejorar la calidad educativa. Para la implementación de la estrategia 
de calidad se tomó como base los resultados de las evaluaciones que realiza el 
ministerio de Educación, y su política más significativa ha sido la modificación de la 
formación profesional docente. Este artículo busca responder la pregunta ¿Cuál es 
la orientación y la finalidad de este tipo de políticas públicas que, presuntamente, 
impulsan la calidad educativa? Para ello se hace una revisión de las visiones y 
propuestas, resaltando el conflicto de intereses existente y la falta de consensos 
respecto de las acciones emprendidas. 

Palabras claves: Calidad educativa, competencias, docentes, profesionalización, 
currículo.

Abstract
Over the last years, after achieving the expansion of school coverage the talking
about improving educational quality started. For the introduction of the quality
strategy they based on the results from the evaluations performed by the
Ministry of Education and its more meaningful policy has been the modification on
the professional training of a teacher. This article intends to answer the question
which is the direction and purpose of this type of public policies that supposedly
encourage educational quality? For it a review on the visions and proposals is
made, highlighting the conflict of interests that exists and the lack of agreements
on the actions taken.

Keywords: Educational quality, competences, teachers, professionalization,
curriculum.

Education´s direction and social change: keys to understand the future

Rumbo educativo y cambio social:

claves para entender
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Introducción

L	 os procesos globales, las tensiones sociales y los 	
	 ajustes económicos representan importantes 	
	 retos para cualquier sistema educativo. Por 

ello, los cambios que se proponen y se implementan, 
intentan adaptar la educación a las exigencias de la 
sociedad en su conjunto. Esa disyuntiva genera un 
debate abierto en todo el mundo sobre la educación, 
el cual gira en torno al sistema, sus funciones y la 
forma de enfrentar las demandas que la sociedad tiene 
dentro del contexto de la globalización imperante.

El sistema educativo nacional 
ha transitado por una senda de 
cambios trascendentes que, hoy 
en día, marcan una tendencia 
importante para el análisis. Dichos 
procesos trazan la forma en que 
los actores educativos han querido 
ajustar el sistema, para responder 
a las demandas sociales y a los 
intereses económicos subyacentes. 
El interés del artículo es conocer, 
precisamente, el rumbo que 
sigue, los factores que inciden 
y las tensiones que se generan 
al interior del todo el sistema, 
para comprender a cabalidad la 
magnitud del cambio educativo 
institucional y sus repercusiones 
futuras para la sociedad 
guatemalteca.

El cambio social y la 
reforma educativa 

Una reforma educativa supone 
cambios estructurales directos en 
la institucionalidad que da sentido 
y rumbo al sistema, pero también 
implica cambios organizativos en 
las formas de desarrollo de todo 
el proceso educativo, lo que se 
concreta en la relación docentes-
alumnos-padres, y su interrelación 
social en torno a los saberes que se 
comparten.  

Así, se pude decir que una 
reforma debe abarcar cambios 
curriculares profundos en todos los 
niveles, incluyendo los contenidos 
programáticos, la práctica docente, 
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las políticas administrativas y las 
metodologías por aplicar. Esos 
criterios de organización y gestión 
institucional abarcan un amplio 
conjunto de actividades que afectan 
directamente al proyecto educativo 
institucional e incluyen la política 
curricular, el modelo pedagógico, 
los procesos de enseñanza-apren-
dizaje y la organización, la cual da 
coherencia al rumbo de la reforma 
en sí y, a la postre, determina el 
perfil de ingreso y egreso de los 
alumnos. 

Es pertinente asentar que el cambio 
educativo debe verse y asumirse 
como una complementariedad 
analítica que permita responder 
ambas perspectivas, dándole 
dimensión tanto al análisis de las 
fuerzas internas que propician el 
cambio, como a los  actores del 
contexto, que lo condicionan e 
influyen. Visto en forma conjunta, 
es un proceso de cambios 
incrementales provenientes de 
regulaciones gubernamentales, 
instrumentalizados a partir de los 
cambios sociales que el contexto 
socio político provoca. 

En tal sentido, la reforma educativa 
se reproduce y se configura 
amparada por el factor ideológico, 
lo que influencia de manera 
decisiva la visión educativa que 
genera, dados los procesos  de 
articulación que da origen a la 

configuración institucional, los 
cuales al final son producto de 
los propios mecanismos de poder 
reproducidos dentro del sistema 
mismo.

Autores como Martinic (2001) 
clasifican en primera, segunda y 
tercera generación los procesos 
de reforma. La primera generación 
abarca, principalmente, la 
ampliación de cobertura. 
La segunda comprende el 
mejoramiento de la calidad 
educativa y la mejora en el 
acceso, en respuesta al proceso 
de masificación que logra la 
primera generación. Estas dos 
reformas, son las que a la fecha se 
han implementado en el país. La 
tercera, basada en el proceso de 
descentralización y transferencia de 
competencias aún no se completa, 
sólo ha quedado enunciada. 

Esas transformaciones han sido 
impulsadas y financiadas por 
organismos internacionales, 
como el Banco Mundial (BM), 
que juega un papel significativo 
en la elaboración de propuestas 
para el cambio educativo. La 
visión principal es el vínculo entre 
el crecimiento económico como 
consecuencia de la mejora de 
la educación, y el efecto de la 
educación sobre el aumento de 
los ingresos (Kruegger y Lindahl, 
2000).
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Los procesos de reforma educativa 
asignan un rol muy fuerte al papel 
de la educación en la economía, 
incorporando con ello un sesgo 
ideológico importante, que en 
muchas ocasiones desvirtúa los 
fines educativos. De ahí que 
Corragio (1992) mencione que 
las nuevas atribuciones de la 
educación son las de productora, 
reproductora y distribuidora del 
principal recurso económico, 
asumiendo a los alumnos como 
recursos humanos para las 
empresas, ampliándose así la visión 
del capital humano desarrollado en 
la década de los cincuenta del siglo 
pasado. 

El informe del desarrollo mundial de 
1999 del BM sobre el conocimiento 
al servicio del desarrollo, deja en 
claro la importancia que comienza 
a perfilarse en torno a esa cuestión. 
Desde la perspectiva histórica, dice 
Foray (2002,7), “el conocimiento 
siempre ha ocupado un lugar 
central en el crecimiento económico 
y en la elevación del bienestar 
social”. 

Surge así la idea de la economía 
basada en el conocimiento. Y 
cobra también importancia la 
generación del conocimiento como 
capital intangible y las innovaciones 
cobran relevancia, en relación a la 
apropiación de ese conocimiento 
convertido en mercancía. Por eso, 

la propia UNESCO incorpora en 
esa misma línea, la necesidad de 
la renovación educativa a partir del 
uso de las nuevas tecnologías y la 
multidisciplinariedad, que permita 
la formación en el mundo actual y 
el aprovechamiento de las nuevas 
competencias. 

Los procesos de reforma educativa 
no tienen un origen explicativo 
mono causal, ni siempre han 
sido el resultado de un evento 
específico. Más bien, resultan de la 
convergencia de distintos factores, 
presentes en el contexto social de la 
época en que se inicia el cambio, 
y que se van desarrollando a 
medida que avanzan las reformas 
económicas y la influencia de 
factores de poder que interfieren, 
influyen o inciden en el rumbo del 
cambio educativo. 

Los resultados obtenidos no siempre 
son homogéneos en todos los 
países. En el caso guatemalteco, la 
reforma institucional estuvo basada 
fundamentalmente en la idea de 
la ampliación de la cobertura y la 
descentralización. Se apoyó en la 
Ley Nacional de Educación emitida 
en 1991 y la apertura que brindó la 
concreción de los Acuerdos de Paz 
suscritos en 1996. 

Sin embargo, paradójicamente 
el proceso de descentralización 
siguió teniendo un centralismo 
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presupuestario que no ha 
permitido su desarrollo; a pesar 
de la regionalización lograda, el 
control ideológico y operativo de 

las decisiones del poder central ha 
frenado la implementación de la 
reforma de tercera generación. 

Todos estos procesos han estado centrados en el mercado, 
teniendo como referente al modelo neoliberal impuesto a 
través de los programas de ajuste estructural y el Consenso 
de Washington. Las reformas educativas centraron su 
interés en el mercado, basado en un modelo individualista, 
diferenciador, orientado a la formación de “capital-humano” 
requerido por el mundo del trabajo para satisfacer la 
demanda existente en el entorno globalizado. El proceso 
educativo se instrumentaliza, para adaptarlo a los cambios 
que el modelo económico global impone. 

Esto ha generado la introducción 
de conceptos ajenos a la 
pedagogía y más cercanos a la 
administración de empresas, tales 
como competencia, efectividad 
y productividad, orientando el 
proceso educativo a una actividad 
orientada a la demanda laboral 
y alejada por completo de una 
formación crítica ante la sociedad.  

La concepción dominante de la 
educación es, a la vez de utilitarista, 
liberal en todo el sentido del 
término. Utilitarista en su modo de 
entender el saber –una herramienta 
que sirve a intereses individuales - y 
liberal en la forma de organización 

de la escuela –que busca imitar el 
modelo empresarial y de mercado  
(Laval 2003), lo cual se refleja 
en la misma oferta educativa 
que permite la existencia de dos 
modelos, el sector público y el 
sector privado, coexistiendo por 
medio de una política deliberada 
del propio Ministerio, que privilegia 
la educación privada en muchos 
casos.

Desde la economía política se 
puede analizar la reforma educativa 
en la perspectiva del proyecto 
institucional, así como desde los 
modelos educativos empleados 
y las influencias que éstos han 
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recibido del contexto externo al 
mundo de la educación. 

Bernstein (1997) dice que los 
conocimientos oficiales constituyen 
un campo estatal, construido 
por agentes preocupados en 
producir un discurso pedagógico, 
lo cual refleja toda la literatura 
desarrollada por las burocracias 
internacionales, moldeando el 
cambio social exigido por el nuevo 
contexto global. La tecnocracia 
del ministerio de Educación ha 
reproducido, a cabalidad, los 
lineamientos generados por dichas 
instancias internacionales. 

En Guatemala, una vez lograda 
la escolarización de los primeros 
grados, surgen nuevos retos 
como la implementación del 
nuevo Currículo Nacional Base, 
asociado a los temas de calidad, 
diversidad cultural, educación 
multilingüe, formación docente, 
tecnología de la información y la 
comunicación y transformación del 
nivel secundario. La conjunción 
de estas circunstancias ha dado 
lugar al desencuentro, y de 
paso al enfrentamiento, entre 
diversos actores educativos. Las 
contradicciones avivan las tensiones 
por las visiones contrapuestas, 
todos luchando por influir en el 
rumbo que ha tomar la educación 
nacional. 

Reformas curriculares 
basadas en la calidad y en 
los contenidos

Las reformas de segunda 
generación están basadas en 
mejorar la calidad de los procesos 
educativos. Por eso, el cambio de la 
práctica educativa es una exigencia 
institucional  debido a la necesidad 
de cambiar el sistema institucional. 
Esa justificación se utiliza para 
impulsar las más variadas políticas 
públicas en materia educativa, lo 
que en muchos casos se usa para 
concretar acciones que no tienen 
consenso entre los distintos actores 
educativos, produciendo resultados 
contrarios a los propuestos. 
Desde el ministerio de Educación 
se ha impulsado lo que llaman: 
“Estrategia para una educación de 
calidad para la niñez y la juventud 
de Guatemala”, que consiste en 
seis ejes:

- Elevar la formación inicial 
docente a nivel superior 
(universitrario). 

- Implementar programas de 
inducción al personal que 
ingresa al sistema educativo 
nacional.  

- Profesionalizar a los docentes 
en servicio, a nivel universitario. 
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- Actualizar a los docentes en 
servicio, en los avances que la 
ciencia y la tecnología generan 
constantemente y que sean 
pertinentes a su que hacer 
educativo.

 
- Implementar programas de 

formación y actualización 
del personal técnico, 
administrativo, técnico-adminis-
trativo y operativo. 

- Implementar la formación, 
actualización y profesiona-
lización para el personal 
que ejecute los programas 
de Educación Bilingüe 
Multicultural e Intercultural.

Estos seis ejes describen el 
programa de calidad educativa, 
además de exponer las prioridades 
en la implementación de políticas 
que contribuyan a lograrla. La 
propuesta tiene su centro de 
acción en el cambio de la práctica 
educativa, como exigencia 
de cambio institucional que 
abarca la formación docente y 
la incorporación del modelo de 
compentencias, ambos aspectos 
fundamentales para comprender el 
rumbo del proceso. 

Con ello, se reconoce que el 
docente es en parte responsable 

directo de la mala calidad 
educativa, pero al mismo tiempo, 
una vez implementado el nuevo 
esquema, se convierte en el 
actor que puede tener éxito en 
la promoción de los procesos de 
mejora, a través de su práctica 
educativa. Con ello, el Ministerio 
logra modificar el proceso 
educativo sin asumir ninguna 
responsabilidad por el deterioro de 
la educación. 

Esa mejora, producto de un cambio 
o de la introducción de un nuevo 
procedimiento, puede generar 
innovación. Para que ello se dé, 
debe cumplir con tres requisitos: 
1) la creación de algo previamente 
desconocido, 2) la percepción de 
lo creado como algo “nuevo”; 
y, 3) la asimilación de ese algo 
como novedoso. (Angulo y Blanco, 
1999). En ese mismo sentido, los 
tres componentes de la innovación 
en educación son: el uso de 
nuevos recursos, nuevas prácticas y 
cambios de creencia. 

El cambio por lo tanto, puede 
generar alguna de estas tres 
cosas, pero no necesariamente 
desemboca en una acción 
innovadora o transformadora, ni 
automáticamente se institucionaliza 
como acciones que promuevan 
y garanticen la calidad. Si 
alcanzamos las metas y los 
objetivos propuestos a través de 
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una utilización de procesos nuevos 
y pertinentes, estamos ante un 
proceso innovador, si el cambio es 
consistente, y es producto de un 
proceso planificado que permite 
una transformación sustancial de 
la práctica educativa y, al final, es 
asumido por todos los involucrados. 

Pero ¿qué pasa con la 
propuesta de reforma del 
proceso de formación 
docente? Primero, es 
necesario recordar que 
dicha propuesta no es 
aceptada por todos los 
actores involucrados y se 
impone a la fuerza. Más 
peligroso aún: se hace sin 
que la práctica educativa 
del nuevo proyecto tenga 
un sustento pedagógico 
adecuado y transformador. 
En otras palabras, el 
proceso de profesionalización 
no se asume por todos 
los actores, lo cual resta 
efectividad a la puesta en 
marcha y sus logros serán 
más reducidos. 

El cambio, si es funcional, se 
incorpora como un conjunto de 
acciones que modifican el estado 
de cosas, crea una práctica 

nueva y genera un conjunto 
de sistemas relacionados que 
producen actuaciones, creencias y 
prácticas diferentes a las aplicadas 
anteriormente. Al producirse el 
cambio, también se generan 
nuevas representaciones, que 
le dan sustento a la práctica en 
su totalidad. Pero el cambio no 
brota de la nada, es orientado 
intencionalmente, es impulsado 
desde una esfera de poder, con una 
intencionalidad clara y definida.  

La innovación está, entonces, 
íntimamente vinculada a las 
distintas prácticas educativas de 
todos los actores involucrados 
en el proceso de enseñanza-
aprendizaje. Lo cual implica que 
un cambio en el currículo, para 
que sea innovador, debe tener una 
perspectiva global, generar nuevas 
prácticas asociadas a los procesos 
y tareas de formación, tanto del 
docente como del estudiante y 
desde la totalidad de la disciplina 
que vincula los conocimientos 
generados. Esto provoca cambios 
en la docencia, en el contenido de 
lo enseñado, en la metodología y 
en la evaluación. 

Esta innovación lleva implícita 
una mejora para producir una 
educación de calidad. Las 
actualizaciones profesionales, 
el funcionamiento general de la 
institución escolar y el cómo hacer 
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la actividad educativa, se convierten 
en la piedra angular de una 
educación de calidad. 

En otras palabras, la calidad 
viene dada por los contenidos 
que afectan el curriculum, las 
modalidades, que pueden ser 
propuestas interdisciplinarias y 
actuaciones transversales, y por los 
niveles de impacto basados en tres 
condiciones: reformas tecnológicas, 
condiciones ocupacionales y las 
relaciones institucionales. Las 
innovaciones son producto de una 
acumulación de conocimientos 
que se dan dentro de un proceso 
de aprendizaje, que contribuyen a 
mejorar la calidad educativa. 

La reforma educativa, el 
conocimiento y los intereses 
económicos

Las economías basadas en el 
conocimiento puede ser una 
tendencia, pero al mismo tiempo 
ofrecen un campo muy reducido y 
existen grandes disparidades entre 
los países. El problema no es la 
información, sino el conocimiento 
y el uso del mismo. ¿Cómo se 
produce y cómo se comparte el 
conocimiento? ¿De qué hablamos 
cuando nos referimos a la 
producción del conocimiento, cuál 
es la capacidad cognoscitiva más 
importante?

Las sociedades basadas en el 
conocimiento son el resultado 
de inversiones básicas en capital 
intangible, sobre la base de 
competencias de lectura y escritura. 
La educación es un campo en el 
que los conocimientos están poco 
codificados. El conocimiento es, 
fundamentalmente, una capacidad 
cognoscitiva. La información 
es un conjunto de datos, 
estructurados, formateados, pero 
inertes e inactivos hasta que sean 
utilizados por el conocimiento. El 
conocimiento se puede codificar, es 
decir explicar, articular y manifestar 
a través del lenguaje o la escritura.

El joven profesor inicia su carrera 
sin el apoyo de esos conjuntos 
de instrucciones codificadas y 
no está al tanto del conjunto 
de instrucciones codificado por 
otros. Por lo tanto, progresará 
intuitivamente en forma 
analítica a partir de sus propios 
descubrimientos.   Existen grandes 
aportaciones en innovación 
educativa que son parte de la 
experiencia de comunidades 
docentes que no se difunden, ni se 
intercambian entre sus miembros 
(Hargreaves 1992), eso significa 
que la información existe, se 
encuentra dispersa, pero no logra 
transformarse en conocimiento que 
se comparte con la comunidad 
docente. 
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El conocimiento es un concepto 
complejo, es una especie de 
creencia. Lo que uno cree que 
puede ser conocimiento. Lo que 
se trata de conocimiento tiene que 
estar justificado, y para que algo se 
considere conocimiento debe estar 
integrado al sistema de creencias 
del sujeto. Los datos deben ser 
asimilables cognitivamente. El 
grado de creencia del sujeto. Eso 
requiere un alto grado de seguridad 
y de subjetividad.

La creación de 
laboratorios universitarios 
de Investigación más 
Desarrollo (I+D) comienza 
a producir sus propias 
tecnologías, vinculados 
con financiamiento 
empresarial. Eso implica la 
aplicación sistemática de 
la ciencia, que se produce 
en las universidades, a la 
práctica que se genera 
en las empresas. Muchas 
de estas empresas están 
más interesadas en que el 
sistema educativo juegue 
el papel de proveedor 
de recursos humanos, de 
formación y aprendizaje, 
pues las grandes empresas 
desarrollan sus propios 
laboratorios guardando 
siempre cuidar el secreto 
industrial de sus productos. 

Por ello, la visión de creación 
de conocimiento es una de 
las fases fundamentales de las 
reformas curriculares: generar 
conocimientos aplicados y formar 
recursos humanos para el ámbito 
empresarial; es una forma de 
entender el crecimiento económico 
existente en la actualidad. 

Esa manera de relacionar la 
cultura y las diversas formas de 
manifestarse, implica no disociarla 
de los sujetos sociales que la 
emplean, y eso mismo constituye 
el espacio de identidad. Lo que 
se llama globalización cultural, se 
objetiviza principalmente a través 
de imágenes, iconos, información, 
que los medios de comunicación 
trasladan en distintos contextos, 
que la convierten en una cultura 
mundializada. 

En tal sentido, la globalización 
ataca y fomenta a la vez la 
diversidad cultural (CEPAL, 2002) 
al enfrentar los valores tradicionales 
de las distintas culturas, 
como modos de vida distintos 
generando, con interpretaciones 
homogenizadas, un orden global 
multicultural como fenómeno 
nuevo. Aquí se puede entender 
la cultura como parte de los 
imaginarios sociales creados por la 
modernidad. 

La cultura, como sistema 
complejo, tiene distintos grados 
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de integralidad que se conforman 
sobre la base de la difusión de 
valores espirituales, a cargo de 
distintas instituciones entre las que 
se encuentra la escuela, a la que 
algunos asignan un rol subordinado 
para homogenizar a las sociedades, 
bajo un modelo establecido desde 
los Estados. Sin embargo, son las 
imágenes las que han transformado 
el mundo cultural, generando 
lo que en su momento se llamó 
industrias culturales, cuyo avance 
en los medios de comunicación 
se observa en el logro de gustos y 
preferencias homogéneas de los 
consumidores culturales.

Esta situación genera distintos 
efectos, en lo local como en lo 
global. Bauman (2001) plantea tres 
aspectos fundamentales que definen 
los efectos de la globalización 
cultural: i) que a nivel local provoca 
una resistencia a la globalización 
por parte de un sector de la 
población; ii) provoca diferencias y 
particularidades a nivel local, que 
se manifiestan también en la esfera 
social; y, iii) provoca una reserva de 
sentido sobre los aspectos locales, 
que le confieren coherencia con el 
mundo y su historia. 

Todo ello contribuye a la formación 
de identidades, que pasan de 
una sociedad tradicional hasta 
alcanzar la desterritorialización, 
perdiendo el sustrato material y 

encuentran su punto de desarrollo 
en la comunidad virtual, a través 
de la red de redes. La escuela, 
entonces se convierte en un cruce 
de culturas (Pérez Gómez, 2000; 
16) incluyendo además de la 
cultura social, la cultura crítica 
y la cultura académica. Así, los 
procesos educativos, siendo formas 
culturales y estructurales de las 
sociedades, han sido tocados por la 
globalización. 

La calidad educativa y el proceso 
de formación docente
En los últimos años, la calidad 
educativa ha sido utilizada como 
justificación para impulsar las 
más variadas políticas públicas en 
materia educativa. El documento 
presentado por la Mesa Técnica 
que elaboró la propuesta de 
modificación de la carrera 
magisterial de hecho inicia en su 
primera línea con una afirmación 
contundente: “Los guatemaltecos y 
las guatemaltecas tenemos derecho 
a una educación de calidad”. Para 
después trazar los lineamientos 
en que deben sustentarse ese 
derecho, al definir y orientar el 
proceso de formación, basado en 
“las competencias que nos ayuden 
a ejercer de manera consciente 
nuestra ciudadanía y nos permita 
adquirir las habilidades necesarias 
para desenvolvernos con éxito en 
el mundo del trabajo”. (Propuesta 
Mesa Técnica).
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1. Ministerio de Educación: Estrategia para 
una educación de calidad para la niñez y 
juventud guatemalteca. Página 10.
2. http://www.prensalibre.com/
opinion/Incertidumbre-modelo-educati-
vo_0_602339801.html

La visión se sustenta en el modelo 
de competencias, y basado en 
ello, quiere lograr que los alumnos 
tengan “éxito” en el mundo del 
trabajo. De ahí se desprende que 
un docente competente, motivado 
y bien considerado socialmente,1 
sea funcional para adaptar las 
exigencias cambiantes de la 
sociedad a su quehacer educativo.

La justificación para el cambio 
utilizada en forma reiterada y 
en muchos casos sin sustento, 
está dado por los resultados de 
las pruebas estandarizadas que 
aplica el ministerio de Educación 
y también por los exámenes de 
ingreso a la Universidad de San 
Carlos. Un  editorial de Prensa 
Libre2 del 3 de diciembre de 2011, 
ilustra el manejo antojadizo que 
se hace de calidad y los resultados 
que se obtienen en dichas pruebas. 
Algunos párrafos del editorial se 
muestran a continuación:

Los precarios resultados en 
matemática y otras ciencias 
exactas, que obtienen quienes 
se someten cada año al ritual 
de evaluación (…) son una 

de las tantas manifestaciones 
de las deficiencias del modelo 
educativo nacional…… 

……. ausencia de una 
estrategia integral que permita 
al país enfrentar los grandes 
desafíos de la vida moderna.
La evaluación de la USAC 
delata un sistema educativo 
impertérrito, que se quedó 
estancado en la corriente 
pedagógica de la década de 
1940. 

…. Preocupante es el desaliento 
de empresas de distinto giro por 
establecerse en el país, debido 
a la carencia de profesionales 
calificados en tecnologías o el 
dominio de idiomas.  
Está sobreentendido que las 
deficiencias de la enseñanza 
guatemalteca cubren todos los 
niveles educativos 

(las) tímidas reformas 
se quedan lejos de las 
exigencias académicas de la 
competitividad característica de 
estos tiempos.

Organizaciones nacionales 
conscientes de este lastre 
abogan desde hace tiempo 
por una revisión profunda 
del modelo, porque están 
conscientes de que en su 
cambio reside la única vía para 
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salir del subdesarrollo. (Prensa 
Libre 3/12/2011)

Entre las evaluaciones más 
referidas en materia de calidad 
educativa, se encuentra el Informe 
Pisa (Program for International 
Student Assessment, por sus siglas 
en inglés), el cual se lleva a cabo 
en 62 países agrupados en la 
Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE). 
Dichos estándares se han tratado 
de replicar en otros países. 
Guatemala ha tenido dificultades 
para desarrollar este tipo de 
evaluación, dadas las características 
del sistema educativo nacional al 
tener diversas regiones educativas, 
con idiomas distintos, culturas 
diferenciadas y preeminencia en 
algunos sectores de instituciones 
privadas (Fortín 2008). 

Conforme se producía la 
ampliación de la cobertura 
educativa, las evaluaciones 
estandarizadas se fueron 
utilizando para la evaluación de 
las políticas que entre otras cosas 
buscaban resultados eficientistas y 
productivistas, perdiendo de vista 
que escolarizar no es lo mismo que 
educar. 

No es el objetivo del artículo 
validar el proceso de evaluación, 
pero sí es necesario puntualizar 
algunos aspectos del contexto, que 

nos ayuda a comprender mejor el 
cambio educativo propuesto dentro 
de la estrategia de calidad del 
ministerio de Educación.

Un estudio de Martín Carnoy y 
Richard Rothstein, presentado por 
el Instituto de Políticas Económicas3 
de Estados Unidos, muestra que 
“los reformadores de la educación 
invocan usualmente el relativo 
mal desempeño de los estudiantes 
para justificar cambios en la 
política escolar”. El uso de los 
resultados obtenidos, sirve para 
justificar los cambios en las políticas 
educativas. Estos autores plantean 
que, con un análisis diferenciado, 
en el cual a los jóvenes se les 
agrupen según sus condiciones 
sociales, económicas y culturales, 
los resultados serían distintos, y 
las acciones emprendidas serían 
erróneas. 

En resumen, el planteamiento 
del ministerio de Educación para 
mejorar la calidad educativa 
tiene como punto central de 
política la readecuación de la 
formación profesional docente. 
Contiene un marco filosófico que 
define su visión, los objetivos y 
la readecuación curricular, la 
cual consta de dos etapas: en la 
primera, el estudiante obtendrá 

3. http://www.epi.org/publication/us-stu-
dent-performance-testing/
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el nivel de bachiller, y la etapa de 
especialización, donde se hará 
técnico universitario en docencia. 

La etapa de especialización 
continuará siendo competencia 
del ministerio de Educación y 
se implementará en aquéllos 
establecimientos que cumplan con 
la normativa de infraestructura 
requerida. La Universidad quedará 
regida por el convenio suscrito 
para respaldar la titulación, pero 
no tendrá competencia en dicho 
proceso, más allá de los apoyos 
técnicos necesarios y el respaldo 
de la titulación superior a nivel de 
técnicos docentes.

Reflexiones finales sobre los 
impactos de la propuesta 

La dificultad observada en este 
enfoque consiste en que, al 
desarrollar las competencias 
específicas para cada especialidad, 
por el grado de complejidad que 
adquieren, los presupuestos de 
inicio no corresponderán con las 
conexiones propuestas en forma 
general para la formación docente, 
a través de las diversas dimensiones 
que tiene el nuevo sistema. Aquí 
es donde cada especialidad opera 
de distinta manera los conceptos 
clave implícitos en el nuevo 
modelo, como el de eficiencia 
y/o competitividad, que tanto se 
promueve.

El nuevo proceso formativo 
descansa sobre dos enfoques: la 
eficiencia y la competencia. Eso 
coloca a la propuesta en un ámbito 
pragmático, que responde más 
bien a una exigencia concreta: 
la inserción competitiva de los 
estudiantes en el mundo laboral, 
sobre la base de un proceso 
formativo técnico instrumental. 
Esos rasgos se encuentran en el 
énfasis técnico propuesto en el 
desarrollo del modelo curricular, 
pues el conocimiento se dirige a 
resolver problemas (un aspecto de 
utilitarismo), potenciando el trabajo 
autónomo por competencias.

En otras palabras, se 
busca mejorar la calidad 
educativa para hacer al 
país más competitivo, 
al dotar al sistema 
económico de mano 
de obra preparada y 
competente para el 
trabajo. Se manipulan los 
términos, equiparando 
productividad, eficiencia, 
calidad y competitividad, 
usados con frecuencia 
en el campo económico, 
pero que en el educativo 
son infuncionales, puesto 
que la pedagogía logra 
mejores resultados con los 
procesos de cooperación. 
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Ahí es donde el dogma económico 
imperante -el neoliberalismo - 
adquiere vida y se trasmuta en 
una práctica educativa desde la 
falacia de que sólo a través de 
la eficiencia y la competencia se 
logra una educación de calidad. Al 
final, se busca destruir la escuela 
tradicional, sus estructuras, sus 
fundamentos, su carácter público y 
social. 

El peligro de este tipo de 
visiones empresariales es que 
sus requerimientos de “capital 
humano”, se convierten en el 
eje fundamental del sistema 
educativo. Esto lleva implícito la 
formación de aspectos puramente 
técnicos, generando autómatas 
y degradando el sentido de la 
formación. 

En ese panorama, un elemento 
que hace falta para comprender 
el conflicto que se desarrolla al 
interior de dicha propuesta, es el 
cambio institucional implícito y 
que al final choca, no sólo con la 
aspiración compartida por todos 
los sectores educativos, sino con las 
expectativas, tanto específicas como 
generales, que cada actor tiene de 
la calidad educativa.

El cambio institucional promovido 
desde el ministerio de Educación 
sólo se puede explicar a partir 
de la articulación de intereses y 

factores exógenos, que influyen en 
el rumbo del sistema. El conflicto 
surge cuando, usando una 
terminología ajena a la educación, 
se busca imponer un modelo que 
se promociona como incluyente, 
cuando en realidad se convierte en 
una política excluyente, que sólo se 
utiliza en función de la demanda 
laboral y no de las necesidades de 
aprendizaje de los estudiantes. 

El sistema de educación público 
en el país nunca ha sido 
integrador de las clases sociales, 
ni tampoco un ente igualador de 
oportunidades. Más bien, ha sido 
un sistema que segmenta a los 
estudiantes de acuerdo con su 
condición socioeconómica, lo que 
crea un régimen diferenciado de 
asistencia y atención que cobra más 
notoriedad por el auge de la oferta 
de educativa privada, con objetivos 
de lucro.
 
El factor económico determina el 
nivel de la calidad, aún cuando 
el Estado continúa siendo el ente 
rector del sistema. Los cambios del 
modelo son significativos, porque 
representan una transición de 
distintas visiones y niveles, en donde 
se incluyen actores diferenciados 
al estatal en la toma de decisiones, 
que se concretan en los procesos de 
gestión de los centros educativos. 
Esta tendencia acentúa más un 
modelo individualista, diferenciador 
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y dirigido con un objetivo 
formativo distinto a la visión de 
la construcción de ciudadanía 
instruida, que debería tener la 
educación pública.

Eso genera un sistema educativo 
nacional diferenciado compuesto 
por escuelas públicas y privadas, 
que fortalece las diferencias y se 
obtienen resultados diametralmente 
opuestos. La calidad educativa no 
corresponde, entonces, con los 
resultados obtenidos. 

Así, tenemos escuelas públicas 
pobres para niños pobres y 
marginados, preparados para hacer 
funcional el sistema a partir de las 
“competencias”, que les permitirán 
acceder a un mercado laboral 
deprimido e informal. 

Y por otro lado, colegios con 
fines lucrativos para niños y 
niñas de clases media, alta y con 
mayor capacidad económica, 
diferenciados en torno a las 
cuotas que se imponen, como 
mecanismo de segregación social. 
Las capacidades reales de opción 
por parte de los padres de familia, 
están determinadas exclusivamente 
por la situación económica en que 
se encuentra la familia, lo que deja 
en desventaja a los alumnos de 
familias pobres. 

Ante este panorama, es pertinente 
recalcar que la estrategia de 
calidad educativa busca profundizar 
un modelo excluyente y que la 
disputa sobre los contenidos y la 
forma de compartirlos es la base de 
todo el proceso. 

La adopción de las competencias 
no es una disputa cualquiera. 
Es más un enfrentamiento por la 
imposición de un modelo al servicio 
del capital, que se manifiesta 
claramente antagónico al desarrollo 
educativo nacional. 

Por eso, la instrumentalización 
que se hace del cambio, el 
rumbo del sistema y la forma de 
implementarse, forman parte de 
una confrontación que en muchos 
casos se torna violenta. Al final, los 
efectos que se están logrando son 
contraproducentes para mejorar 
la calidad educativa, pero si son 
buenos para destruir la educación 
pública y ponerla al servicio de 
intereses económicos que excluyen 
y marginan. 
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de reforma universitaria
Manuel González Ávila

Resumen
La reforma universitaria se concibe, en esta contribución, como un movimiento en el 
que se conjugan lo académico, lo político y lo ético. Es un proceso de transformación 
institucional que supone una amplia participación en el estudio, reflexión, deliberación y 
debate, de asuntos trascendentales como el derrotero de la Universidad de San Carlos o 
su razón de ser la realidad de Guatemala. Se proponen cuatro principios de la reforma 
universitaria (conocer la universidad, sus problemas y aspiraciones; la simbiosis de lo 
académico, lo político y lo ético; reflexión y participación; formación política y pluralidad) y 
se identifican los componentes de una estrategia de transformación institucional. 

Palabras claves: Reforma universitaria;  conocimiento;  política;  ética; participación; reflexión.

Abstract
University reform is conceived in this contribution as a movement where the 
academic, political and ethical are mixed. It is an institutional transformation 
process that supposes a wide participation in the study, reflection, deliberation 
and debate of significant issues such as the direction of San Carlos University or 
its reason of being Guatemala´s reality. Four principles of the university reform are 
proposed (knowing the university, its problems and aspirations; the symbiosis of 
the academic, political and ethical; reflection and participation; political formation 
and diversity) and the components of an institutional transformation strategy are 
identified.

Keywords: University reform; knowledge; politics; ethics; participation; reflection.

For a democratic strategy of university reform

Para una estrategia

democrática
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L	 a definición de las bases y una propuesta 		
	 metodológica de la reforma universitaria es 		
	 un esfuerzo de construcción de conocimiento,  

pero también es –si no ha de quedarse en cambios 
intrascendentes o sólo formales– la creación de un 
movimiento que abre un real proceso deliberativo 
e involucra a los universitarios, para participar en el 
movimiento de cambio institucional. 

Obviamente el conocimiento es 
necesario para construir el cambio 
institucional. Pero el cambio que 
esperamos impulsar actualmente 
en la Universidad de San Carlos de 
Guatemala, no se hará con sólo 
producir conocimiento porque el 
cambio universitario es un cambio 
institucional. 

Por lo tanto, hablamos de un 
deseado cambio social y, en 
consecuencia, de un proceso 
político. En otras palabras, 
hablamos de la construcción de 
un movimiento político que apunta 
a hacer cambios profundos en la 
institución. Para promover tales 
cambios es necesario, entonces, 
definir una estrategia.

Una estrategia de cambio 
universitario es, por lo tanto, 
un proceso de cambio a la vez 
académico y político. Es también 
un proceso ético, porque conlleva 
problemas e insatisfacciones por  

resolver, procedimientos a seguir 
(no podemos proceder de cualquier 
modo) e ideales que deseamos 
convertir en hechos concretos, en 
una práctica social universitaria. 

La comprensión del cambio 
universitario como un proceso 
institucional que incluye 
simultáneamente aspectos 
académicos, políticos y éticos, es 
un paso necesario en la definición 
de una estrategia de cambio y tiene 
muchas implicaciones que deben 
elaborarse reflexivamente y con 
amplia participación. 

Una de ella es la necesidad de 
formarnos (con estudio, reflexión, 
deliberación y debate) para 
introducirnos en la discusión sobre 
el derrotero que habremos de 
seguir como estrategia de cambio 
institucional.

Además, no puede ser sólo un 
movimiento interno que conocen 
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exclusivamente los universitarios, 
sino también uno que consulta 
a la sociedad guatemalteca 
con la cual tiene relaciones y 
responsabilidades. En ese sentido, 
la propuesta metodológica del 
acuerdo alcanzado entre el 
Consejo Superior Universitario y 
el movimiento de Estudiantes por 
la Autonomía, invita a pensar a la 
Universidad y a buscar -por medios 
que construyen legitimidad- qué 
transformaciones habremos de 
hacer y cómo inducir cambios 
profundos en la institución. 

Los cambios, siendo de 
una universidad, deben ser 
simultáneamente de pensamiento 
(académico), éticos y políticos, 
como se indicó. Por lo tanto, 
la metodología debe tomar las 
dimensiones de una estrategia 
institucional, que asume 
compromisos académicos, éticos 
y políticos, sin descuidar ningún 
aspecto de ellos.

Principios

Debe partirse de las condiciones 
actuales y los procesos históricos 
seguidos por la USAC, y el contexto 
nacional y global, para luego 
construir una estrategia general 
orientada bajo algunos principios 
irrenunciables. 

Son o debieran ser irrenunciables 
porque la deficiencia en uno 

solo de ellos compromete las 
posibilidades de lograr un cambio 
sustantivo. Los principios que 
propongo son:

1. Conocer la Universidad, 
sus problemas y sus 
aspiraciones. 

	 Es necesario conocer los 
problemas y las aspiraciones de 
la Universidad de San Carlos 
en dos líneas de trabajo para 
resolverlos. La primera es en 
el sentido de erradicar los 
grandes males institucionales, 
que causan la insatisfacción de 
muchos universitarios, provocan 
mala imagen institucional y 
una insuficiente contribución 
universitaria al país. 

	 Es necesario discutir 
abiertamente estos problemas 
dondequiera que se encuentren 
y corregir en cada caso 
particular. 

	 Entre ellos están: autoritarismo, 
clientelismo y servilismo, 
fundamentalismo, mediocridad, 
usurpación de cargos 
administrativos por políticos 
profesionales y aspirantes 
a políticos profesionales, 
sectarismo, sexismo,  racismo 
y otros tipos de discriminación 
o abuso, formalismo, 
manipulación de la verdad, 
falta de sinceridad, demagogia, 
falta de transparencia, anomia, 



146

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

y cualquiera otra forma de 
corrupción. 

	 La segunda línea, en el 
sentido de la construcción 
positiva, es la reflexión, 
con amplia participación, 
orientada a producir opciones 
de decisión y acción, y a 
impulsar las posibles acciones 
del desarrollo institucional y 
previendo sus consecuencias. 
Incluye la discusión sobre los 
principios institucionales, los 
procedimientos considerados 
correctos y los resultados 
esperados. 

	 Para promover dicha reflexión 
habremos de empezar por 
deliberar y llegar a acuerdos, 
acerca de cuáles son las 
interrogantes principales que 
debemos hacernos para buscar 
nuevas interpretaciones sobre 
nuestra Universidad y su sentido 
o razón de ser en Guatemala.

2. Lo académico, lo ético y lo 
político, no uno o lo otro 

	 Los contenidos de la Reforma 
deben responder a lo expresado 
en el Acuerdo EPA USAC, es 
decir, hacer cambios profundos 
en todos los órdenes de la 
vida universitaria, en los cuales 
los cambios académicos y 
éticos deben ser los cambios 

jerárquicamente dominantes 
sobre los demás (políticos, 
estructura administrativa, 
financieros, procedimientos 
administrativos, jurídicos y 
legales, planta y distribución 
física de la Universidad, y 
otros), en relación con el 
carácter específico que da el 
hecho de que el cambio del 
cual hablamos es el de una 
universidad. 

3. Reflexión y participación 
El proceso de cambio 
universitario debe ser reflexivo 
y deliberativo, incluyente, con 
amplia participación de todos 
los sectores interesados y con 
capacidad decisoria en cuanto 
al contenido de la Reforma. 

	 Esto significa que una tarea 
fundamental de la Comisión 
Multisectorial de la Reforma 
Universitaria es preguntarse 
cómo se habrá de propiciar la 
reflexión amplia y profunda,  
cómo habremos de incorporar a 
muchos más interesados, con la 
mayor participación posible de 
los universitarios. 

	 Lo cual incluye la necesidad de 
plantear los dilemas del proceso 
estratégico con respecto a: 

a) Cuáles son los problemas 
y las aspiraciones que 
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requieren más atención, 
cuáles son los más 
importantes y cuáles los 
más urgentes; y 

b) Cómo plantear tales 
asuntos de manera 
que cada vez más y 
más universitarios se 
sientan convocados e 
involucrados. 

	 Además es necesario considerar 
a quiénes y cómo realizar 
consultas entre los sectores 
pertinentes de la sociedad 
guatemalteca. 

	 Sin esa reflexión, el cambio 
que visualicemos es inoperante 
porque el conocimiento no se 
transforma automáticamente 
en convicciones. El proceso 
es de construir voluntades con 
sujetos críticos y autocríticos, 
no es sólo de conocimiento. 
Para construir sujetos sociales 
en la universidad es necesaria 
la reflexión con amplia 
participación.

4. Formación política que 
reconoce la pluralidad 
Puesto que toda iniciativa de 
cambio genera oposiciones 
y resistencias, a la vez que 
afinidades y convergencias, es 

necesario planificar las acciones 
con las cuales fortaleceremos un 
movimiento transformador, pero 
también prever aquellas que 
plantearán quienes no tienen 
interés en realizar cambios 
importantes en la universidad 
y quienes están interesadas 
en conservar las actuales 
condiciones institucionales, con 
fines de provecho particular. 

	 Como las resistencias que 
pueden darse en este último 
sentido podrían impedir 
casi cualquier avance, es 
importante darnos entre todos 
la oportunidad de reflexionar 
e intercambiar criterios e 
invitar, a quienes no están 
interesados todavía en la 
reforma universitaria, a que se 
involucren y hagan aportaciones 
de cambio institucional. 

	 Los procesos que construyen 
legitimidad obligan a 
escucharnos unos a otros, a 
formarnos políticamente y a 
erradicar las formas políticas 
perversas que excluyen, 
descalifican y tienden a 
formalizar las cosas o a imponer 
arbitrariedades. Como en 
cualquier otro medio social, la 
visión dicotómica de la práctica 
política es una grave deficiencia 
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por superar. La universidad es 
un territorio legítimo para esta 
lucha.

Estrategia

De lo anterior se deriva que la 
estrategia (metodología) general 
del cambio universitario consiste 
en cómo levantar los esfuerzos 
necesarios para estimular la 
reflexión más amplia y profunda 
posible, sobre la naturaleza, 
la estructura, las funciones, 
los principios y los fines del ser 
universitario y de la Universidad de 
San Carlos en particular, teniendo 
el contexto e historia del país cómo 
referencia.  

Eso puede lograrse sólo si 
reconocemos la necesidad 
de convocar a la más amplia 
participación plural, incluyente y 
decisoria entre los universitarios y 
personas interesadas en apoyar el 
proceso. 

El término estrategia está utilizado 
aquí como el diseño de un proceso 
de planificación y construcción 
sociopolíticas –es decir que no 
es sólo teórico– para el fin de 
introducir cambios sustantivos en la 
universidad. Supone la búsqueda 
y construcción de comprensiones 
acerca de la institución, la reflexión 
con amplia participación y el 

impulso con legitimidad de los 
cambios que se habrán de decidir. 

Implica cambios en nosotros 
mismos y en las maneras de 
entender a la universidad en el 
contexto histórico y social del país. 
Por lo dicho, la estrategia debe 
ser, necesariamente, académica, 
ética y política. Cada uno de estos 
aspectos habrá que discutirlos en su 
relación con los otros dos.

Puntos medulares en esta estrategia 
son: 

a) Reconoce que el proceso es 
político, académico y ético, 
no es sólo político (como 
hemos apuntado). 

b) Considera el carácter 
realimentador del proceso, no 
sólo de pasos aislados o en 
una secuencia formal. 

c) Abre oportunidades para 
la participación amplia e 
incluyente.

d) Aunque reconoce el valor 
de las comprensiones y el 
conocimiento, apunta a la 
construcción de convicciones 
y voluntades, en una práctica 
política sin la cual toda 
propuesta quedaría en la 
formalidad, o sujeta a criterios 
autoritarios.
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El movimiento transformador de la 
universidad debe, pues, construir 
credibilidad, involucramiento y 
voluntades y, por eso, debe crear 
un sentido congruente con los 
procesos del medio social y adoptar 
algunas facetas éticas adicionales. 

Para ello, la reflexión y la 
participación amplia son vías y 
medios por los cuales podemos 
acercarnos a la construcción 
de la calidad y magnitud 
del involucramiento de los 
universitarios, en un movimiento 
institucional que tiene base 
social, tiene credibilidad y apunta 
a desarrollar los delicados 
procesos de internalización de 
principios, imágenes y modos de 
relacionarnos. 

Algunas facetas éticas que 
necesitamos atender como ejes 
conceptuales de la estrategia 
pueden ser las siguientes, entre 
otras que deben desarrollarse en 
colectividad:  
• Atender los problemas y 

las necesidades legítimas, 
académicas y universitarias, que 
tienen pertinencia social.

• Ser hecho con responsabilidad 
y atención a los principios 
básicos que articulan el sentido 
y dan orientación al proceso 
de reforma como movimiento 
transformador real, no sólo 

formal, ni solo de documentos, 
ni sólo de conocimiento, 
sino también de voluntades y 
convicciones que se reproducen 
en acciones institucionales. 

• Que, además, renueva los 
compromisos de la institución 
con el país, modifica nuestros 
procedimientos y maneras 
de relacionarnos, modifica 
la organización y, en 
consecuencia, ofrece mejores 
productos universitarios al país, 
y hace todo esto con coherencia 
interna y externa.

• Atender los requerimientos 
éticos y los derechos humanos 
referidos a los individuos, al 
país y a los pueblos en general.

	
Acciones estratégicas 
Para efectos de lo anterior, es 
necesario impulsar la deliberación 
y la acción en torno a ciertas 
iniciativas o acciones concretas. 
La idea central del conjunto 
de acciones es fortalecer 
continuamente el movimiento de 
reflexión, con una participación 
cada vez mayor y de mejor calidad. 

Entre las acciones principales 
debemos considerar las siguientes: 

1. Articular con coherencia. 
La idea fundamental es 
articular los principios, los 
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procedimientos (métodos, 
técnicas, modos de relación), 
la organización y los 
productos de la institución, 
con coherencia entre sí.

2. Educación, autoformación 
y reflexión. 

	 Promover la comprensión de 
la relación del conocimiento 
con el poder. Es necesario 
comprender los complejos 
procesos universitarios y 
desvelar los intereses ajenos 
así como aquellos que 
tienden a instrumentalizar a 
la universidad en favor de 
tales intereses.

3. Tiempo y recursos. 
	 Un cambio institucional de 

importancia no se logrará sin 
tiempo, esfuerzo y recursos. 
Es importante dedicar 
el tiempo y los recursos 
suficientes para trabajar, 
participativamente, las 
complicaciones y subterfugios 
de la construcción de 
la voluntad política, el 
compromiso real y no sólo 
verbal de los dirigentes.

4. Organización. 
	 Promover la discusión y 

los acuerdos sobre los 
procesos de fortalecimiento 
institucional por medio 

de las variadas formas de 
organización, incluyendo la 
cooperación, las alianzas, las 
redes de apoyo, la estructura 
interna de las instituciones, 
los vínculos entre institución 
y contexto, incluyendo 
la organización de la 
universidad misma.

5. Procedimientos que 
construyen legitimidad. 
Debemos desarrollar 
y practicar (aprender y 
promover) los procedimientos 
que sirven de base para 
construir la democracia con 
legitimidad, como el diálogo 
auténtico, así como también 
rechazar los que sirven para 
sojuzgar a otros, incluyendo 
las diferentes formas del 
autoritarismo, el irrespeto 
y el abuso. Dadas las 
experiencias recientemente 
vividas, debemos estar 
alerta para no permitir la 
manipulación y el irrespeto 
hacia los procesos que 
construimos con esfuerzo.

6. Evaluación. 
	 Deliberar sobre los 

métodos y contenidos 
de las evaluaciones, por 
medio de las cuales serán 
realimentados el proceso 
general y los programas.
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7. Supervisión. 
	 Crear y sostener los 

medios independientes 
de supervisión, vigilancia 
y transparencia, que se 
encarguen de examinar las 
decisiones y acciones de los 
directivos con el objetivo de 
exponerlas ante la crítica 
pública.

8. Facilitación. Seleccionar 
las modalidades de 
acompañamiento y 
facilitación, y develar los 
intentos de imposición y 
manipulación estratégica.

9. Reconocimientos. 
Reconocer los logros, los 
premios y otros estímulos, 
cuando son legítimos y 
proporcionados.

10. Acciones. Reconocer, 
reflexionar y poner en 
práctica el carácter 

positivamente re alimentador 
de las acciones y las 
experiencias democráticas, 
así como también las de 
la solidaridad en círculos 
amplios. La práctica 
acoplada a la reflexión es 
un elemento fundamental de 
una estrategia, que no sea 
sólo formal en la Institución.

Organización 
Será definida por la Asamblea de la 
Comisión Multisectorial. Debemos 
considerar la necesidad de 
nombrar a un grupo coordinador 
relativamente pequeño, ágil y 
ejecutivo, que responda a los 
lineamientos que dé la Asamblea.
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estandarizadas?
Johanna Barrios

Resumen
Actualmente, en el ámbito educativo, el impulso de la evaluación se sustenta en la creencia de 
que la información obtenida funciona como un mecanismo “reparador” de posibles problemas 
tales como la falta de calidad, inequidad en el aprendizaje y otras falencias del sistema. Las 
evaluaciones van desde el gasto educativo, evaluación docente, evaluación de las instituciones 
educativas, hasta evaluaciones del rendimiento escolar; todas asociadas a la eficiencia, 
eficacia y calidad educativa. Este artículo presenta algunas reflexiones sobre la ambigüedad 
del concepto de calidad educativa, su origen y evolución, así como los mecanismos que se 
han tomado para su evaluación estandarizada y los posibles riesgos implicados.
La aplicación en masa de la evaluación cuantitativa y su estandarización, han omitido 
aspectos fundamentales del ser humano como su contexto sociocultural, nivel 
socioeconómico, dinámica familiar y sus relaciones sociales, por lo cual sus resultados, 
sin una explicación contextual, son limitados y fácilmente reflejarán una realidad ajena al 
desenvolvimiento escolar integral de la niñez y juventud a quien se aplica.
 
Palabras claves: Calidad de la educación, evaluación, estandarización.

Abstract
Today, in the educational field, the evaluation impulse is based in the belief that 
information obtained works as a “repairing” mechanism of possible problems such as 
the lack of quality, inequality in learning and other fails of the system. The evaluations go 
from the education spending, teacher´s evaluation, educational institutions´ evaluations, to 
school performance evaluations, all associated to the educational efficiency, effectiveness 
and quality.  This article presents some reflections on the ambiguity of the educational 
quality concept, its origin and evolution, as well as the mechanisms that have been taken 
for its standardized evaluation and the possible risks involved.
The mass application of the quantitative evaluation and its standardization, have 
omitted essential aspects of the human being such as its socio-cultural context, 
socio-economic level, family dynamic and its social relations, reason why its results with 
no contextual explanation, are limited and easily reflect someone else´s reality towards the 
comprehensive school development of the childhood and youth to whom it applies.

Keywords: Educational quality, evaluation, standardization.

What do standarized evaluations measure?

¿Qué miden las

evaluaciones
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En torno al concepto de calidad educativa

L	as definiciones varían y reflejan diversas 		
	perspectivas/ideologías, sobre lo que se entiende 	
	por calidad educativa.

Las reflexiones en torno a la 
calidad de la educación no pueden 
asociarse a un único concepto, 
pues es un término impregnado 
de valores y se aplica en función 
de ideologías, políticas, personas, 
tiempo, cultura  y espacio.

Desde una perspectiva histórica, el 
concepto y control de la calidad en 
la educación tuvo su origen en el 
mundo industrial. En 1966 se utilizó 
por primera vez el término, por el 
economista Charles Beevy, en su 
libro La calidad de la educación en 
los países en desarrollo.

El concepto se retoma en 1967 en 
la Conferencia Internacional sobre 
la Crisis Mundial de la Educación;  
posteriormente y en base a esta 
conferencia, Philips Cooms lo utiliza 
en su publicación “la Crisis Mundial 
de la Educación”,1 bajo el influjo de 

los acontecimientos de Francia en 
1968.

Posteriormente, en Estados Unidos 
el 26 de abril de 1983 se da a 
conocer el Informe de la Comisión 
Nacional de Excelencia de la 
Educación,2 en el cual se habla 
directamente de calidad educativa 
como un lineamiento de política 
por parte del Estado.

Dado que el término “calidad 
en educación” parte de la 
lógica industrial, se incorporan 
aspectos como: control de 
calidad, mejoramiento de la 
calidad, aseguramiento de la 
calidad, forjando una empresa 
de “producción educativa” que 
requiere de “controles de calidad”, 
instándose así a procesos de 
evaluación con esa impronta.

1. Martínez Paz, F. (2007). Política 
Educacional. Fundamentos y dimensiones.  
Buenos Aires. Academia Nacional de 
Educación. Disponible en
 http://www.acaedu.edu.ar/espanol/
paginas/publicaciones/Estudios/15-%20
Martinez%20Paz%20-%20Politica%20
educacional%20Fundamentos%20y%20
dimensiones/Introduccion.PDF

2. Comisión Nacional para la Excelencia 
de la Educación. (1983). Estados Unidos 
una nación en peligro: el imperativo de 
una reforma educativa. Washington. 
Disponible en Informes y Documentos: 
http://www.mecd.gob.es/dctm/revista-de-
educacion/articulosre278/re2780800504.
pdf?documentId=0901e72b813c3085
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Uno de estos ejemplos, es el 
Proyecto de Sistemas Nacionales 
de Indicadores de la Educación  
(INES)  de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) iniciado 
en mayo de 1988 con el fin de 
identificar y desarrollar indicadores 
educativos que apoyen la toma de 
decisiones y la instrumentación de 
políticas. 

En la OCDE se concibe la 
educación como una inversión 
que promueve el crecimiento 
económico; contribuye al desarrollo 
personal y social de los individuos, 
es decir, subraya la relación entre 
educación y oportunidad laboral. 

Así, actualmente, los 
gobiernos promueven 
políticas que impulsen 
la productividad 
económica a través de 
la educación, de suerte 
que la evaluación de 
los procesos educativos 
es un proceso que 
busca dar cuenta de 
las condiciones para 
lograr la productividad. 
Por consiguiente, la 
evaluación es una acción 
política/ideológica.

Evaluación y calidad 
educativa

El sistema oficial educativo evalúa 
para obtener información sobre 
los logros obtenidos por parte 
del alumnado, con el objeto de 
identificar los avances obtenidos, 
o bien detectar problemas en 
el aprendizaje, y así generar 
estrategias que aporten soluciones 
específicas a cada dificultad.

La evaluación también puede ser 
entendida, según Tiana, como 

“una simple revisión de los 
productos finales, en donde se 
pierde de vista la consideración 
del centro educativo como 
ecosistema que permite explicar 
y dar sentido al funcionamiento 
en general y los procesos que 
se desarrollan. De la misma 
manera, la consideración de 
una sola de las partes pierde 
sentido aislada de la referencia 
al todo y su vinculación con el 
contexto”.3

En base a la intención ideológica 
de la evaluación, los indicadores se 
tornan absolutamente insuficientes 
para explicar el complejo proceso 
de la educación y los aprendizajes 

3. Tiana, A. (1993). “Evaluación de centros 
y evaluación del sistema educativo”. Bordón 
45, 283-294
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adquiridos. Dentro de los aspectos 
que debemos cuestionarnos son:

1. Los sistemas de evaluación 
parten de una estructura 
preestablecida, en la que no 
hay espacio para cambios 
y que suele centrarse en los 
resultados cuantificables del 
proceso. Esta evaluación se 
postula y se implementa desde 
arriba, es decir, se prescinde 
de los principales actores del 
proceso educativo (comunidad 
docente, directores), por lo 
que la valoración y juicio 
emitido por los docentes se ve 
minimizado, puesto que ellos 
han considerado que esos 
estudiantes cuentan con las 
cualificaciones para ese grado y 
esos aprendizajes, mientras las 
pruebas estatales argumentan lo 
contrario.

2. Las evaluaciones se plantean la 
posibilidad de la generalización 
del conocimiento mediante la 
homogenización, omitiendo que 
cada institución es diferente, que 
la población y su contexto es 
diverso.

3. Las evaluaciones se basan 
en una visión fragmentada 
de la realidad, la cual puede 
separarse en elementos o 
variables aisladas, sin avanzar 
hacia la comprensión de los 

vínculos entre dichas partes, 
lo cual representa a su vez la 
producción de un conocimiento 
limitado sobre la complejidad 
social.

4. El tipo de información que se 
presenta como resultado de las 
evaluaciones es básicamente 
el porcentaje de respuestas 
correctas, el porcentaje 
de respuestas incorrectas, 
porcentaje sin respuestas, y 
los resultados por institución, 
a nivel departamental y 
nacional. Sin embargo, si lo 
que se pretende es generar 
estrategias transformadoras de 
esos resultados, ello requiere 
conocer qué y cómo se aprende 
en las escuelas, por lo que esta 
información no resulta relevante. 

	 Para analizar la calidad 
del logro, no es suficiente 
considerar los porcentajes 
obtenidos, por ejemplo, en 
las conclusiones anuales de 
las evaluaciones realizadas 
en Guatemala: los resultados 
son casi siempre los mismos: 
Los presentados de 1998 
a 2004, concluyen que la 
población en general muestra 
un déficit en lectura, que los 
niños obtuvieron mejores 
resultados que las niñas, tanto 
en lectura como en matemática. 
Con ese diagnóstico, sólo se 



156

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

puede concluir en términos 
generales que debe enfocarse 
más en la lectura, enseñar 
más matemáticas y que la 
enseñanza en las niñas se debe 
intensificar. Lo preocupantes es 
que este nivel de generalidad 
y ambigüedad obtenido de las 
evaluaciones, se ha convertido 
en la base para el diseño de las 
políticas de mejoramiento de la 
calidad educativa.

5. Por otro lado, uno de los 
principales argumentos es la 
relación empleo/enseñanza, en 
donde los resultados reflejan 
la desventaja en la cual se 
encuentra el alumnado para 
poder obtener un empleo, pues 
no hay correspondencia entre lo 
aprendido y las competencias 
que exige el mercado laboral. 
Sin embargo, estas evaluaciones 
y los indicadores usados, no 
pueden constituir un factor 
predictivo de éxito profesional 
de los estudiantes. 

	 Por ejemplo, la elaboración 
de las preguntas no coincide 
con aspectos cotidianos 
asociados a la comprensión 
de problemáticas particulares, 
tampoco están asociados a 

la resolución de problemas 
concretos, factibles en la 
práctica, y finalmente las 
pruebas cuentan con un 
tiempo específico, lo cual 
influye psicológicamente en 
la población, así como en el 
número de respuestas que 
logren concretar. 

6. Además de la estandarización 
de este tipo de evaluación, 
la estandarización del idioma 
español también juega un 
papel determinante en los 
respectivos resultados.  Se 
ignora la complejidad y 
diversidad étnico-cultural de la 
población a quien se aplica, 
cuyo idioma materno es maya 
en su mayoría, por lo que 
desde ya se encuentra en una 
situación de desventaja y peor 
aún, se inducen valoraciones 
sesgadas y descontextualizadas 
sobre el nivel de conocimientos 
de los estudiantes, cuando en 
realidad existe un gran vacío 
cultural en las pruebas. Esto 
puede explicar por qué los 
resultados en matemática en los 
diversos grupos étnicos son más 
o menos similares, en tanto que 
en los resultados de lectura, la 
población ladina y urbana tiene 
resultados más altos.
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Implicaciones de la 
evaluación de calidad 
educativa

Si lo que se pretende es generar 
consecuencias positivas, se 
requiere entonces de un sistema 
que implique factores que 
superen la validez estadística de 
los instrumentos de medición; 
se requiere de investigaciones 
cualitativas que analicen el 
contexto, para que los resultados 
obtenidos no sean de corte 
arbitrario ni distorsionen los 
resultados a partir de las 
interpretaciones realizadas. Un 
ejemplo de esto son las acciones 
tomadas por el gobierno actual, a 
partir de la hipótesis de que el bajo 
rendimiento es producto de una 
mala enseñanza, por lo que se han 
enfocado hacia la Formación Inicial 
Docente, excluyendo otros factores 
que intervienen en el proceso de 
enseñanza/aprendizaje.

Se deben considerar aspectos 
como el contexto socio cultural, 
el nivel económico, la seguridad 
alimentaria, salud, protección y 
cuidado en la vida familiar, nivel 
de escolaridad de los padres y 
las condiciones socioeconómicas 
de la comunidad, entre otros, 
para poder asignarle importancia 

a los resultados de las pruebas 
estandarizadas.

Por otro lado, las pruebas 
estandarizadas no pueden o no 
deberían al menos, ser la única 
herramienta para determinar el 
acceso de los estudiantes al sistema 
educativo, tal y como sucede hoy 
en el sistema  universitario.

Se deben generar las 
condiciones adecuadas 
para que los diversos 
actores implicados en 
la educación puedan 
aportar información 
tanto cuantitativa como 
cualitativa que provea 
un análisis integral de la 
situación, particularmente 
útil para la intervención 
pedagógica. 

Si bien los formuladores de las 
políticas educativas y el Ministerio 
de Educación, no pueden resolver 
directamente algunos de los 
factores asociados al proceso de 
aprendizaje, ello no implica que no 
puedan incidir en la reducción de 
las brechas de inequidad, siendo 
las políticas sociales fundamentales 
para ese logro.
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Realizar investigación cualitativa en el corto 
plazo, representa un mayor costo económico. 
Sin embargo, el conocimiento y comprensión 
sobre cómo operan diversos factores y variables 
cualitativas son fundamentales en el análisis 
de la situación actual de la educación,  y en su 
consideración para la toma de decisiones a nivel 
gubernativo.

Las políticas públicas deben satisfacer los 
derechos fundamentales de los ciudadanos, 
mejorando no solo los resultados educativos, sino 
su calidad de vida.
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Mariano González 

Resumen
El repunte de violencia delincuencial observado desde finales de 2012 y continuado 
en el primer semestre de 2013, permite considerar que la respuesta gubernamental 
al problema de la violencia llegó a un tope. Mejores métodos de investigación y más 
coordinación entre Ministerio Público y Policía Nacional Civil, el impacto de programas 
como Escuelas Abiertas, el Servicio Cívico y el sistema de transporte Transurbano 
(acciones iniciadas en el gobierno de la Unidad Nacional de la Esperanza), e incluso, 
los programas de prevención que se realizan desde distintas instituciones, moderan 
la violencia, pero no pueden resolver problemas de fondo y detener a los actores 
involucrados. Uno de ellos: las pandillas o maras. ¿Cuál es la responsabilidad de estos 
grupos en las cifras de la violencia? Este artículo propone algunas reflexiones sobre este 
tema. 

Palabras claves: Pandillas, violencia, prevención, tregua. 

Abstract
The rise of criminal violence observed since the end of 2012 and continued in 
the first semester of 2013, allows considering that the government’s response to 
the violence problem has reached its limit. Better methods of research and more 
coordination between the Public Ministry and National Civil Police, the impact of 
programs such as Open Schools, Civic Service and the transportation system 
Transurbano (actions initiated during the government of Unidad Nacional de la 
Esperanza), and even prevention programs carried out from different institutions, 
moderate violence but can’t solve deeper problems and stop actors involved. One 
of them is gangs. Which is the responsibility of these groups in the numbers of 
violence? This article proposes some reflections on this topic.

Keywords: Gangs, violence, prevention, truce.

Origins, roles and questions.

y preguntas

Orígenes,

funciones
1

1. Este artículo es resultado de discusiones y reflexiones 
sobre el tema en ODHAG. Agradezco las observaciones de 
Ronald Solís y Byron Pérez. 
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L	 as pandillas o maras son parte del panorama 		
	 urbano actual, especialmente en los países 		
	 del llamado triángulo norte de Centro América: 

Guatemala, Honduras y El Salvador. Siendo un 
fenómeno complejo y heterogéneo que puede incluir 
desde grupos de jóvenes que realizan pequeñas 
actividades delictivas hasta grupos participantes o con 
nexos con el crimen organizado. 

También se constituyen como uno 
de los actores responsables de la 
violencia delincuencial en estos 
países. Sin embargo, ¿cuál es el 
peso que tienen en la producción 
de violencia? 

De acuerdo al informe del 
Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) de 
2009, las pandillas son uno de los 
tres nichos delictivos en la región 
centroamericana, los otros dos 
son la delincuencia organizada 
y la narcoactividad. En el citado 
informe se indica que, si bien es 
difícil cuantificar el peso de estas 
agrupaciones en las actividades 
delincuenciales: 

“…las pandillas o sus miembros 
llevan a cabo homicidios en 
riña u homicidios por encargo, 
participan en secuestros y en 
asaltos sexuales y practican 
distintas modalidades del 
robo, además de extorsionar 

a pequeños comerciantes, 
transportistas y vecinos, 
vender drogas al por menor y 
colaborar… con los carteles de 
la droga y otras organizaciones 
criminales” (PNUD, 2009: 
112).2 

En dicho informe se estima que la 
participación de las pandillas en 
homicidios puede oscilar entre 5% 
y 14%, dependiendo del país. Sin 
embargo, tales cálculos parecen 
estar errados y los miembros 
pueden ser responsables de un 
grado más alto de homicidios, tal 
y como se desprende de los datos 
que provienen de El Salvador. 

2. Este es un tema que no sólo tiene que 
ver con la cantidad de crímenes cometidos, 
sino también con las características con 
las que se realizan. Los delitos cometidos 
por miembros de pandillas pueden 
ser realizados de forma sistemática y 
francamente cruel (ver Sala Negra, 2013).
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A partir de los efectos de la llamada “tregua” entre las 
pandillas y el gobierno de Mauricio Funes y el Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional, mediado 
por la Iglesia Católica de aquél país, se puede suponer 
que las pandillas salvadoreñas fueron responsables de un 
porcentaje más alto de homicidios que los calculados por 
PNUD.3

De acuerdo a datos del Instituto de Medicina Legal (IML) 
de El Salvador, en 2011 hubo 4,360 homicidios mientras 
que en 2012 la cifra se redujo a 2,641, lo que representa 
un impactante disminución de 39.42% de los homicidios 
en el vecino país.4

El significado de esta cifra puede advertirse al comparar 
el comportamiento de homicidios en Guatemala y El 
Salvador.

3. Hay que señalar que en el informe del 
PNUD también se hace referencia a un 
cálculo de la “Comisión de jefes y jefas de 
Policía de Centroamérica y El Caribe” de 
2003, que considera que los homicidios 
atribuibles a las pandillas representan un 
45% del total en El Salvador y Honduras 
y un 20% en Guatemala. Recientemente 
en una nota de periódico, se cita al 
viceministro de gobernación Edi Juárez 
quien indica que el 21% de homicidios 
son atribuibles a las maras (SigloXXI, “Hay 
226 homicidios más en el primer semestre 
de 2013”, 05-07-2013), aunque no se 
hace referencia del período sobre el que se 
efectúa dicho cálculo. Tampoco se conoce 
explicación a la diferencia tan marcada 
entre los porcentajes de homicidios 
atribuidos a las pandillas en los países 
comparados.  ¿Es el narcotráfico y los Zetas 
lo que hace la diferencia en Guatemala?
4. Véase http://www.elfaro.net/es/201301/
noticias/10696/, consultado el 05-07-2013
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Tabla 1
Homicidios y variación anual en El 
Salvador y Guatemala 2009-2012.

Año

Homicidios El Salvador
Variación anual
Homicidios Guatemala
Variación anual

2009

4,365

6,498

2010

4,005
-8.25
5,960
-8.28

2011

4,354
8.71
5,681
-4.68

2012

2,641
-39.34
5,155
-9.26

Fuente: elaboración propia con datos de IML para El Salvador y PNC para Guatemala. 

La reducción que se ha 
experimentado en Guatemala 
desde la cifra de 6,498 homicidios 
en 2009 frente a la de 5,155 de 
2012 es de un 20.66%, lo que 
representa un ritmo anual promedio 
de casi 7%. Como se puede 
apreciar, la diferencia entre el ritmo 
de reducción de homicidios entre 
ambos países es realmente notable. 
En otras palabras, el porcentaje 
de reducción de homicidios que se 
produjo en El Salvador en un año, a 
raíz de la “tregua” entre las maras, 
le tomaría a Guatemala un poco 
más de 5 años, de mantenerse el 
ritmo experimentado en el período 
2009-2012. 

Además, eso no es lo que está 
pasando. Se detecta un repunte de 
homicidios desde finales de 2012 
y en el primer semestre de 2013 
(respecto al mismo período del año 
anterior), lo que significa que la 
cifra de homicidios para este año 
podría tener un incremento.5

Otra forma de comparar este 
comportamiento es examinando 
las tasas de homicidios por cien 
mil habitantes, en ambos países 
durante el período:

5. Esto es grave para el gobierno de Otto 
Pérez Molina y el Partido Patriota, dado 
que las promesas electorales estuvieron 
fuertemente centradas en el tema de 
seguridad.
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Gráfica 1
Tasas de homicidios
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Fuente: elaboración propia con datos del IML y Dirección General de Estadísticas y 
Censos (DIGESTYC) para El Salvador y PNC e Instituto Nacional de Estadística (INE) 
para Guatemala.

En el período 2009-2011, la 
diferencia entre El Salvador y 
Guatemala osciló entre 23 y 31 
homicidios por 100,000. Sin 
embargo, esta cifra se redujo 
ostensiblemente en 2012, año 
en el que la diferencia fue de 8 
homicidios por 100,000. 

Es evidente que estas cifras siguen 
siendo muy altas, pero parecen 
confirmar que el impacto de la 
tregua significó una reducción 

muy importante en el tema de 
homicidios en El Salvador.

Al comparar el impacto inmediato 
del traslado de pandilleros 
de la prisión de máxima 
seguridad a otras donde el 
gobierno salvadoreño mantiene 
exclusivamente a pandilleros, que 
es el gesto inicial de la tregua 
señalada, se advierte que hay una 
reducción drástica e impresionante 
en las cifras de homicidios. 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

165

Fuente: elFaro.net, con cifras del IML de El Salvador. 

Gráfica 26

Promedio de homicidios diarios 
en El Salvador 2012
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6. Posteriormente hubo un aumento de 
homicidios que hacen que el número de 
muertes en El Salvador haya llegado a la 
cifra final de 2012.

Como se advierte, la reducción 
en la cifra de homicidios que se 
experimenta de febrero a mayo es 
de un impresionante 59.71%. Esto 
puede suscitar distintas lecturas. 

En primer lugar, que la cifra de 
homicidios atribuible a las maras, 
por lo menos en El Salvador es 
fuertemente significativa y es mayor 
a lo que se calculaba previamente. 
Esto habla de la capacidad de 
violencia que tienen las pandillas. 

Hecho que rompe con cierto 
discurso que veía en las  maras 
a grupos de jóvenes con escasa 
incidencia criminal. 

Otra de las lecturas posibles es 
que no hay ningún programa de 
control (represión) o prevención 
de violencia, que sea comparable 
a la tregua establecida entre las 
maras y el gobierno de El Salvador, 
con la mediación de la Iglesia 
Católica. Esto viene a cuestionar 
directamente los esfuerzos que se 
hacen en esta región. 

Claro que el problema puede 
ser mucho más complicado que 
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lo sugerido por estas cifras. En 
un artículo publicado en El País, 
titulado “Tregua de maras. La 
revolución lumpen”, Joaquín 
Villalobos (fundador y ex dirigente 
de una de las organizaciones 
guerrilleras aglutinadas en el FMLN) 
plantea que si bien se produjo 
este importante descenso, el poder 
criminal expresado en otro tipo de 
delitos tuvo un aumento significativo 
y que la tregua puede estar 
funcionando para el fortalecimiento 
de las dos pandillas involucradas 
(MS-13 y Barrio 18), sin que el 

7. Véase en http://elpais.
com/elpais/2013/06/13/
opinion/1371120944_177354.html.
8. La población de reclusos del Sistema 
Penitenciario es de 16,131 y el total de 
reclusos pandilleros o expandilleros es 
de 1,222. En esta cifra se excluye el total 
de reclusos de las cárceles que están a 
cargo de la PNC que a la fecha señalada 
cuentan con 1,581 privados de libertad, lo 
que elevaría el total a 17,712. Se excluye 
porque no se tiene desagregados los datos 
entre pandilleros y expandilleros, como 
sí se tiene en el caso de los reclusos que 
se encuentran en los centros del Sistema 
Penitenciario. Agradezco al Lic. Byron Pérez 
por compartir estas cifras.

gobierno salvadoreño presente otra 
respuesta más sostenible respecto al 
problema de la violencia.7

Finalmente, es posible hacer un 
breve examen de los datos que 
se tienen de la Dirección General 
del Sistema Penitenciario sobre 
la composición de la población 
de reclusos, que puede servir de 
referencia respecto a la situación 
del país. 

Los datos disponibles a Julio de 
2013 son los siguientes: 

Gráfica 48

Población de reclusos del Sistema Penitenciario
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Como se advierte, pese al impacto 
numérico que tuvo la tregua en 
El Salvador, la atribución hecha 
del porcentaje de homicidios a 
las pandillas y su presencia en el 
imaginario social como fuente de 
violencia, al revisar la composición 
de la población carcelaria 
del país, los pandilleros y ex 
pandilleros son una minoría en los 
centros de detención del Sistema 
Penitenciario.9

Estos números motivan a la 
formulación de diversas preguntas: 
el cálculo de la población de 
reclusos del país, ¿puede aportar 
una medida de comparación 
respecto a la responsabilidad 

9. Por otra parte, el Sistema Penitenciario 
reporta que de los 1,222 reclusos 
pandilleros, un 57.77% (706) son miembros 
activos y un 42.23 (516) son expandilleros. 
Sobre el mismo total, un 63.75% (779) 
son del Barrio 18 y un 36.25% (443) 
son de la MS-13. Finalmente, de esa 
cifra, un 91% (1,112) son hombres y un 
9% (110) son mujeres. Faltaría hacer 
una revisión de los delitos por los cuales 
están detenidos los pandilleros y los otros 
reclusos para identificar si se distribuye de 
manera uniforme el tipo de delitos o si la 
pertenencia a una pandilla es una variable 
importante para el tipo de delito imputado. 

de las pandillas en los hechos 
de violencia? ¿Este pequeño 
porcentaje de pandilleros y 
expandilleros detenidos refleja 
la responsabilidad de hechos 
de violencia que cometen estas 
agrupaciones y sus miembros? ¿Los 
miembros de las pandillas son una 
minoría que es responsable de una 
cantidad desproporcionada de 
hechos delictivos? 

En relación a otros actores de la 
violencia, ¿la investigación criminal 
y el conjunto del sistema de justicia 
no han podido alcanzar a más 
miembros de pandillas? ¿Se ha 
inflado en Guatemala la imagen 
de las pandillas como actores de la 
violencia?  
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Los cálculos hechos desde diversas fuentes, los 
datos del impacto sobre la cifra de homicidios 
atribuibles a la tregua entre pandillas de 
El Salvador, así como los datos del sistema 
penitenciario pueden ser una medida de 
comparación que permita aproximarse al 
complejo mosaico de la situación de la violencia 
delincuencial en el país. 

Estos datos refuerzan la necesidad de comprender a 
las pandillas desde diversos ángulos.

Los orígenes

El fenómeno de las pandillas 
ha sido investigado y puede 
considerarse que desde los 
grupos de jóvenes que se reunían 
en la esquina de las cuadras y 
“defendían” su territorio, hasta una 
organización más sofisticada con 
nexos con estructuras criminales 
internacionales, algunos aspectos 
decisivos para su evolución 
fueron la deportación de cientos 
de miembros de pandillas 
estadounidenses a sus países de 
origen a principios de la década de 
los noventa y la “carcelización” de 
sus miembros, lo que les reunió y 
les permitió organizarse de manera 
más compacta. 

Sin embargo, este origen histórico 
no es respuestas suficiente a las 
preguntas: ¿por qué se forman las 
pandillas? ¿Por qué los jóvenes 
ingresan en ellas?  

Diversos estudios proponen que 
la formación de las pandillas y el 
ingreso de los jóvenes en ellas se 
encuentran determinados por ciertas 
condiciones sociales generalizadas 
en la realidad centroamericana, 
especialmente en Guatemala, 
Honduras y El Salvador, aunque 
también debe señalarse que grupos 
de jóvenes han existido y existen en 
diversas latitudes. 

En este caso, puede proponerse 
que los pandilleros son los hijos 
descuidados y maltratados de 
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sectores marginales, especialmente 
urbanos. La mayoría de pandilleros 
provienen de familias disfuncionales 
y desintegradas, en contextos 
caracterizados por la pobreza 
y la exclusión. Han crecido en 
sociedades que salieron dañadas 
profundamente de conflictos y que 
vieron, escucharon o intuyeron 
la impunidad reinante y  el fuerte 
desprecio a la vida que esto 
conlleva. Además, y éste es un 
aspecto que se obvia en muchos 
análisis, han experimentado en 
carne propia la desestructuración 
institucional, acelerada en los 
80 por las políticas derivadas del 
llamado Consenso de Washington, 
es decir, la aplicación de medidas 
neoliberales en sociedades 
posconflicto.10

Ahora bien, sobre esta serie de 
condiciones todavía hay que 
reflexionar mucho. En este espacio 
se quisiera hacer mención especial 
del tema de las relaciones entre 
condiciones sociales y familia, que 

10. El informe de Demoscopía señala que 
a nivel individual, los pandilleros tienden 
a cumplir roles de adultos a edades 
más tempranas, tienen menor grado de 
escolarización, provienen de familias con 
maltrato y otros problemas y están más 
expuestos a otros espacios de socialización 
(amigos, calle). Algunos de estos factores 
se acentúan en el caso de las pandilleras 
mujeres, especialmente el entorno familiar 
violento.

puede ser uno de los factores de 
“pérdida de control social”, los 
cuales permiten la inserción en las 
pandillas. 
Se puede suponer que las familias 
han sufrido cambios significativos 
desde hace ya cierto tiempo. De 
la familia extensa y la familia 
nuclear (el ideal imaginario de 
la familia), en el que la mujer 
desempeñaba el papel de sostén 
emocional y cuidadora de los  
hijos, se ha pasado a una familia 
en el que el padre se encuentra 
permanentemente ausente (por 
abandono o por migración a 
Estados Unidos) y la madre ha 
tenido que salir a trabajar todo 
el día sin que, en muchos casos, 
existan las redes de protección 
de la familia extensa y una figura 
maternal, que cuide y vigile más 
estrechamente a los niños como 
todavía ocurre a nivel rural, y cada 
vez menos a nivel urbano. 

Reforzando esta idea, en un estudio 
particular, Mateu-Gelabert señala 
que: “La eficacia colectiva explica 
el crimen juvenil como el resultado 
de la incapacidad colectiva de los 
adultos de supervisar con eficacia a 
los grupos jóvenes del vecindario” 
(2002: 2). Es evidente que en 
sectores urbanos marginados, la 
“eficacia colectiva” es menor en 
tanto que hay menor supervisión de 
los padres y menos redes de apoyo 
que puedan ayudar en el control de 
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niños y jóvenes.11 De allí que esta 
situación sea un factor para que 
los jóvenes puedan involucrarse en 
pandillas. 

En otras palabras, presiones 
económicas y sociales han hecho 
que las familias vayan perdiendo 
funciones de supervisión y 
vigilancia más estrecha de sus hijos, 
generando un fenómeno extenso en 
comunidades urbanas marginadas, 
contrario a lo que todavía sucede 
en áreas rurales. Los niños tienen 
mayor exposición a la calle y a 
los medios de comunicación, lo 
que significa otros modelos de 
identificación, otras actividades y 
rutinas, mayor exposición a diversos 
riesgos, incluso a la participación 
en actividades delincuenciales o 
grupos como las pandillas.12

11. Psicológicamente esto podría significar 
que los niños no encuentran relaciones 
satisfactorias en su entorno inmediato, 
debido a la ausencia o al maltrato, o a una 
combinación de ambos.
12. El estudio de Demoscopía evidencia 
que hay modelos identificatorios generados, 
en buena medida, por los medios de 
comunicación y que funcionan de una 
forma muy generalizada para distintas 
poblaciones. Ellos presentan que los 
pandilleros responden a la pregunta 
respecto “en quién le gustaría convertirse” 
con el porcentaje más alto para “personajes 
importantes” y desarrolla lo que significa 
esto: “se trata de personajes que no son 
de ruptura, contestatarios o delictivos. 
Su identificación es con personajes 
caracterizados por un alto reconocimiento 

Por otra parte, el maltrato infantil 
permanece como una práctica 
común en la crianza de los niños 
y niñas, legitimado por una serie 
de creencias que se condensan 
en una expresión como “por tu 
propio bien”, lo cual significa que 
la violencia ejercida contra los 
niños es buena para ellos, porque 
les forma el carácter o previene su 
participación en la delincuencia, 
cuando lo cierto es todo lo 
contrario (ver Miller, A. 2006).

¿Qué significa esta 
combinación de abandono 
y violencia hacia los niños 
y los jóvenes? Que la 
familia, lejos de ser un 
espacio de protección, 
es una fuente de dolor y 
sufrimiento que permite 
la construcción de sujetos 
sin vínculos familiares 
profundos y que están 
acostumbrados a la 
violencia como patrón de 
relación normal. 

Otro aspecto tiene que ver 
con componentes culturales y 
comunitarios de nivel medio. En 

social: famosos, con poder y adinerados” 
(2007: 99). Esto contradice cierta 
aseveración un tanto ligera de que las 
pandillas son un “mundo ajeno” respecto al 
resto de la sociedad (ver Tobar, A. 2007).
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13. En el interior del país, donde domina el 
narcotráfico, no hay pandillas o no son lo 
que en el área metropolitana.

14. Esto no significa una idealización de las 
comunidades rurales en las que hay juntas 
de seguridad locales que actúan de forma 
autoritaria y delictiva en varios casos.

Guatemala, las pandillas son un 
fenómeno principalmente urbano 
y, además, fuertemente localizado 
en el área metropolitana.13 En 
el Salvador, las pandillas están 
más extendidas por todo el país, 
incluyendo sectores más rurales 
(aunque lo rural en Guatemala 
y El Salvador presente también 
diferencias importantes). 

Esto obliga a pensar en el caso 
de Nicaragua y de los sectores 
rurales en Guatemala. Para decirlo 
brevemente: las pandillas de 
Nicaragua no son, ni de lejos, las 
maras de Guatemala, El Salvador 
y Honduras. Características 
similares hay en todos los países: 
marginalidad urbana, pobreza, 
experiencia compartida de 
conflictos armados o regímenes 
militares. Sin embargo, los niveles 
de violencia son mucho menores en 
Nicaragua y sus pandillas no tienen 
las características extremas de los 
otros países. ¿Qué explicación 
existe? 

Es posible que la herencia de la 
revolución sandinista tenga mucho 
que ver. La solidaridad comunitaria 
y el modelo de policía que existe 
en Nicaragua tienen una influencia 

importante de la revolución y son, 
en resumen, factores que controlan 
sus pandillas. 

En esto coinciden analistas de 
distintas perspectivas. En el 
informe del PNUD se reconoce 
que, siendo la sociedad más 
tradicional de Centroamérica, 
en Nicaragua “la revolución 
de los años 1980 conllevó una 
intensa movilización popular y 
creó una red de organizaciones 
sociales que acendraron el sentido 
de solidaridad, a tiempo que 
medidas como la alfabetización o 
la reforma” (PNUD 2009: 176). 
Una apreciación similar, si bien 
no tan explícita, se advierte en el 
interesante reportaje “Barrio Jorge 
Dimitrov” de Roberto Valencia 
(incluido en el volumen citado de 
Sala Negra). No obstante, también 
Nicaragua tiene problemas relativos 
al narcotráfico y la violencia, pero 
son cuantitativa y cualitativamente 
distintos.

En el caso de Guatemala, es 
conocido que en las comunidades 
rurales hay controles comunitarios 
importantes y que, por ejemplo, 
cierren filas para impedir la 
proliferación de pandillas.14 En 
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los términos de la investigación 
de universidades y centros de 
estudio jesuitas: “las pandillas 
florecen en aquellas comunidades 
en donde reinan débiles vínculos 
de interacción y cooperación 
comunitaria, en donde la 
participación ciudadana es escasa y 
no es capaz de lograr interlocución 
con las agencia del Estado y en 
donde las normas sociales de 
comportamiento no censuran ni 
limitan el uso de la violencia” (ERIC, 
IDESO, IDIES, IUDOP 2004: 23).
A estas condiciones familiares y 
comunitarias, se suma una cuestión 
más ligada a la marginalidad 
urbana, en la que existen niveles 
de pobreza y desigualdad 
importantes, lo que implica la 
dificultad de acceso a servicios 
básicos como salud, educación, 
vivienda digna, trabajo, etc. Todo 
esto dentro de una situación de 
precariedad institucional. Como lo 
señala Zúñiga, hay una expulsión 
de jóvenes de la institucionalidad 
estatal y del mercado que les 
acerca a las pandillas (Zúñiga, M. 
2011). 

Bajo estas condiciones, en las 
que se mezclan factores macro, 
meso y microsociales, no es 
extraño que, una vez establecida la 
dinámica de las pandillas, muchos 
jóvenes sin horizonte de estudio 
o trabajo puedan involucrarse en 

15. No hay que desestimar el papel de los 
pandilleros como modelos identificatorios 
interesantes para los jóvenes,  como 
se desprende de relatos incluidos en el 
volumen de Sala Negra o el testimonio 
que analiza M. Zúñiga en el que el 
“estilo” es uno de los primeros elementos 
que  recuerda el testimoniante de su 
incorporación a las pandillas (ver Zúñiga, 
M. 2010)

ellas y participar en actividades 
delictivas.15

 
Las necesidades que 
cubren las pandillas están 
ligadas estrechamente 
a sus orígenes. En otras 
palabras, aún cuando 
exista una evolución 
importante en las 2-3 
décadas de las pandillas 
en Centroamérica y sea 
difícil reconocer a los 
jóvenes del grupo de la 
esquina en el rostro del 
pandillero tatuado que 
mira desafiante detrás de 
las rejas, existen algunas 
necesidades que se llenan 
dentro de las pandillas 
y que las hacen una vía 
posible para muchos 
jóvenes. 

Entre estas razones se encuentran 
las necesidades afectivas, de 
seguridad y utilitarias que las 
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16. Por otra parte, el informe de 
Demoscopía confirma que, contra lo que 
usualmente se cree, los jóvenes en pandillas 
combinan actividades legales e ilegales 
para obtener recursos que les permitan 
satisfacer sus necesidades.

pandillas llenan en sus integrantes. 
Ofrecen una actividad que les 
permite obtener recursos que no 
obtendrían de otra forma. Por 
ejemplo, aunque procede de 
otro contexto, la afirmación de 
Mateu-Gelabert respecto a un 
joven de una banda dominicana en 
Nueva York es totalmente pertinente 
para comprender las motivaciones 
de los jóvenes para ingresar y 
mantenerse en una pandilla: 

“Su deseo de comprar ropa 
de marca, fumar marihuana, 
comprar zapatillas para su 
novia, y tener dinero en el 
bolsillo requiere una fuente 
constante de ingreso: legal 
cuando sea posible, ilegal 
cuando no” (2002: 33).16

Proviniendo de un hogar que no les 
cuida y de sectores sociales que no 
les dan oportunidades, las pandillas 
se constituyen como grupos que 
llenan diversas carencias que no 
pueden ser resueltas de ninguna 
otra forma, incluyendo identidad, 
respeto y diversión (vida loca). 

Además, genera sus propios 
códigos de identidad y acción. 
Crean una subcultura criminal 

que recibe influencias de las 
pandillas estadounidenses pero 
también de la criminalidad que ya 
existía en cada país, asemejando 
su funcionamiento al de grupos 
mafiosos. 

Visto desde una  perspectiva 
psicológica (parcial pero que puede 
ayudar a comprender algunos 
aspectos y la vivencia creada en la 
pandilla), pareciera que las normas, 
los códigos, las experiencias y los 
odios adquieren las proporciones 
de un sistema delirante compartido, 
más o menos del tipo que crean 
ciertas religiones (pero que 
están mucho más normalizados, 
por lo que pasan más o menos 
inadvertidos). 

En las historias que se presentan 
en el libro colectivo de Sala 
Negra, se advierte la creación de 
normas explícitas pero su constante 
violación, las desconfianzas, 
rencillas, odios a sus más 
semejantes (los miembros de 
la otra pandilla) que adquieren 
características paranoicas. Es 
ejemplar el sueño de El Camino, 
pandillero MS, en el diario de 
campo de D. Martínez La última 
comunidad de la colina. También 
se advierte que las pandillas son 
un excelente medio de cultivo 
de sociopatías y procesos de 
“sociopatización” o construcción de 
sujetos violentos, debido en parte, 
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a las historias de horror que ya 
han vivido en su contexto familiar y 
social inmediato. 

Las funciones

Más allá de los orígenes y de las 
necesidades que las pandillas 
satisfacen en tanto que grupos y 
para los jóvenes que las conforman, 
puede plantearse que cumplen con 
ciertas funciones sociales que las 
hacen un fenómeno más complejo 
y con múltiples mediaciones. 

Son parte de un entramado 
de violencia que implica a 
las pandillas, pero también 
al crimen organizado como 
el narcotráfico o el dedicado 
a diversas actividades ilícitas, 
las empresas de seguridad, 
las instituciones del Estado, 
los medios de comunicación 
y los espectadores. 

¿Qué se quiere señalar con 
esto?

Que la violencia, lejos de 
ser un elemento disfuncional 
en el sistema social es, en 
realidad, parte integral del 
mismo. En otras palabras, 
la violencia es parte constitutiva 
de la reproducción social, vía 
la impunidad, la explotación y 

otros elementos de violencia 
estructural, generando la violencia 
delincuencial. En el fondo, 
las pandillas son resultado 
de una serie compleja de 
factores que tienen como 
denominador común 
la violencia, y que los 
pandilleros son los hijos que 
la reproducen. 

Además, la violencia es parte 
de una lógica económica de 
adquisición de recursos y ejercicio 
de poder, que circula desde la 
realización del acto de violencia 
hasta su reproducción en los 
medios o en la charla de las 
personas (esto es, con propiedad, 
una “segunda vez de la violencia”, 
como ha hecho notar Carlos 
Orantes Trocolli). En otras palabras, 
da la impresión que la violencia 
es el “gran mecanismo de control” 
que recorre buena parte del circuito 
social. 

¿Qué resulta de esto? Grupos, 
como las pandillas, en los cuales 
la violencia hace eclosión. Hay 
toda una lógica económica de la 
violencia, propia de las pandillas 
que sirve, según Juan Martínez, 
para la “acumulación” de respeto. 
Para los integrantes de las pandillas

“el ejercicio de la violencia 
es necesario, tanto para 
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cristalizar las relaciones de 
poder internas, como para 
hacer rotar las jerarquías y 
dinamizar los engranajes de 
ascenso de nuevos miembros. 
De hecho, la apropiación 
de la violencia representa 
un recurso clave para los 
pretendientes a la inserción 
pandilleril” (Martínez, J. 
2012).

Esta formulación no es azarosa. 
La violencia en las pandillas es 
un elemento estructurante, en un 
sentido fuerte. Desde la violencia 
de los ritos de iniciación hasta la 
violencia contra la otra pandilla, 
forma parte de los mecanismos 
para esa “acumulación de respeto”, 
es decir, de un mecanismo que 
sirve para la “cristalización de las 
relaciones de poder” y para regular 
su jerarquía.17 Sin un horizonte 
político, la violencia se vuelve parte 
intrínseca de su constitución.18

17. Por otra parte, resulta muy interesante 
la utilización de un lenguaje militar al 
interior de las pandillas. Al respecto dice el 
psiquiatra Rodolfo Kepfer en una entrevista: 
“El pensamiento de los mareros es un 
pensamiento militar, que reproduce un 
continuo estado de guerra; viven en guerra, 
con una lógica de guerra, de ataque al 
enemigo, hay una cultura militarizada de 
obediencia y de disciplina, de cumplimiento 
de órdenes y misiones. En definitiva: hay 
toda una cultura militarizada. Y eso, por 
supuesto, se ha tomado de la sociedad en 

Sin embargo, aunque esta 
acumulación de respeto sea lo que 
explica la lógica de la violencia, 
no se da respuesta a por qué 
surge la necesidad de respeto o 
éste se vuelve un valor central. 
Especulando un poco, se podría 
considera que en contextos pobres, 
con una violencia social previa 
alta, sin respeto no se sobrevive 
o se es colocado en una posición 
muy expuesta y precaria. Además, 
ciertos factores ideológicos podrían 
incidir en la vivencia de bajo 
respeto en dichos contextos. Si la 
riqueza puede ser fuente de estatus 
para clases altas y medias, en estos 
sectores las carencias materiales 
obligan a buscar otros valores. Aquí 
se cumple aquello de que se busca 
lo que no se tiene, lo que se carece. 

Mateu-Gelabert también señala 
que el “respeto” es central en 
las bandas de adolescentes 
dominicanos de Nueva York: “El 
respeto es el valor por antonomasia 

que estos muchachos viven.” (Colussi, M. 
2010).
18. Al respecto comenta M. Zúñiga: 
“Las pandillas transnacionales como la 
Mara Salvatrucha no son organizaciones 
mesiánicas, en la medida en que no miran 
en el futuro la esperanza de redención del 
presente; en cambio, dirimen su imaginario 
en el escenario inmediato que implica 
la lucha por la eliminación del otro (sea 
este policía o miembro de una pandilla 
contraria” (2010: 76).
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en el intercambio de la manzana. 
Las amenazas de y el uso de la 
fuerza física son las monedas 
con las que se logra respeto. 
Algunos estudiantes actúan de una 
forma parecida en sus relaciones 
personales (luchan para ganar 
o mantener el respeto)”. (2002: 
26). Dadas ciertas condiciones 
materiales e ideológicas, esta 
situación puede ser compartida por 
muchos grupos marginados.
 Por otra  parte, en el contexto 

violento donde surgen, resultan 
ser el “enemigo” más claro 
para la sociedad. Contrario al 
narcotráfico, que genera una 
imagen eventualmente atrayente 
para un buen número de personas, 
debido al ascenso social que 
implica (riqueza ostentosa) y al 
glamour con el que se presenta 
(al que contribuyen en parte las 
novelas y corridos respectivos), las 
pandillas han tomado el lugar de 
“monstruos” en la sociedad. 

Es decir, se han convertido en las imágenes clásicas del 
“otro” de la sociedad “bien ordenada”. Cualquier acción 
que se realice contra ellos está legitimada por la construcción 
de una “otredad negativa”, cargada de cualquier atribución 
(incluyendo la asociación a ritos satánicos). Claro, esta 
imagen también se la han ganado a pulso con sus acciones, 
pero también la sociedad como “fábrica de mareros” (en 
expresión de Marcelo Colussi), les devuelve la violencia. 

En otras palabras, las pandillas cumplen con el papel de 
ser el chivo expiatorio de la sociedad, lo cual no es poco. 
Concentra las antipatías y los odios de distintos sectores, 
de allí que cualquier discurso que intente proponer otras 
soluciones distintas a las de “mano dura” encuentra una 
fuerte oposición afectiva. 

Finalmente, se debe advertir que 
siendo la violencia parte de la 
forma en que se reproduce esta 
sociedad, hay actores que obtienen 
ganancias económicas y políticas 
gracias a la violencia. Esto no es, 

necesariamente, resultado de una 
conspiración, sino de la lógica del 
propio sistema. Crea la necesidad 
de obtener seguridad privada al 
mantener la ansiedad permanente 
de sufrir un hecho de violencia 
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Gráfica 1. 
Dimensiones de las maras.

CONTEXTO SOCIAL VIOLENTO: 
Ambiente propicio para surgimiento 

y operación de las maras

Causas

Factores macro:
Expulsión de la estatalidad 
(educación, salud) yajo  
expulsión del mercado 
y trab (marginalidad y 
desigualdad).

Maras: MS-13 y 
Barrio 18. Forman parte 

de un circuito de 
violencia extenso 
y constituyente 
de un entramado 
económico. 

Es el “otro” de la 
sociedad: proyección 
del monstruo. 

Legitima la utilización 
de la “mano dura” 
y el discurso de la 
“securitización”. 

Violencia 
como factor 

estructurante 
a lo interno, en 
relación con el 

enemigo y con los 
“otros”.

Necesidades 
afectivas, de 
seguridad y 
utilitarias

Factores meso:
Comunidades 
fragmentadas y con 
bajo control social. 

Factores micro:
Familia disfuncional, 
experiencias de 
violencia.

Eventos y procesos:
Deportación de migrantes, 
carcelización, construcción 
de una otredad negativa y 
evolución de la extorsión

Dinámica Funciones

Fuente: elaboración propia.

y también legitima un discurso de mano dura, represión y 
“securitización” de la vida social, lo que impide la organización 
y la participación efectiva. 
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En este diagrama se 
plantea que el fenómeno 
de las pandillas tiene 
una serie de causas de 
distintos niveles (macro, 
meso y microsocial), así 
como algunos “eventos” 
que, si bien han sido 
determinados por causas 
estructurales, resultan 
inesperados (deportación 
y carcelización). 

Además, señala que la violencia 
es un factor estructurante en la 
vida de las pandillas (participa en 
la dinámica interna, dinamiza las 
jerarquías, sirve para “acumular 
respeto, cohesiona frente al otro 
grupo) y cumple con una serie de 
necesidades importantes para sus 
miembros. 

Finalmente, la pandilla se integra a 
la realidad social de donde viene 
(más allá de lo comunitario) y 
cumple con una serie de funciones 
que pueden aparecer extrañas pero 
que se advierten al hace un análisis 
de su situación.  

3. Las preguntas

Orígenes, necesidades y funciones 
no terminan de responder a ciertas 
cuestiones sobre las pandillas que, 
por otra parte, tampoco reciben 

respuestas adecuadas de los 
estudios existentes. El estudio de 
DEMOSCOPIA plantea que no 
existen respuestas rotundas al tema 
de los nexos de las pandillas con el 
crimen organizado y el narcotráfico, 
aunque así lo consideren las 
autoridades de diversos países 
y haya indicios significativos de 
dichos nexos.  

Debido a la complejidad existente, 
es posible suponer que hay distintos 
niveles de vinculación. Sin recurrir 
a alguna tipología en específico, 
pueden existir grupos que actúen en 
robos, extorsiones, narcomenudeo y 
sicariato de forma muy organizada 
y grupos para quienes estas 
actividades sean más o menos 
marginales. Algunos tendrán nexos 
más firmes que otros con grupos de 
crimen organizado. 

En todo caso, potencialmente 
representan un “ejército industrial 
de reserva” del crimen organizado, 
sobre el que se puede influir o 
echar mano llegado el momento. 

De esta situación se deriva una 
pregunta ¿Qué reacción tendría 
el crimen organizado al ya no 
tener dicha reserva?¿Encontrarían 
“material humano” fácilmente en 
otros sectores? Así, es difícil pensar 
que una solución al tema de las 
pandillas no cuente con alguna 
respuesta respecto a estos nexos 
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con el crimen organizado. Más 
aún, también se han señalado 
nexos con la policía de distintos 
países. Por ejemplo, pasar cierta 
cantidad de dinero para que operen 
“tranquilamente”. ¿Esto es válido 
para el caso guatemalteco?  

Son parte de la economía de 
los sectores marginales, aunque 
el monto que mueven es objeto 
de discusión. Parece claro que 
las pandillas son un medio de 
subsistencia y un mecanismo para 
agenciarse recursos económicos. 
Pero ¿cuánto es lo que solamente 
pasa por las pandillas y cuánto 
queda en ellas? ¿En qué se invierte 
ese dinero? Cuando se hacen 
operativos y se les captura, es fácil 
advertir que incluso miembros 
importantes de las pandillas 
viven en las mismas condiciones 
miserables que los vecinos de 
cualquier colonia marginal, donde 
en efecto viven.19 Quizás pueden 
ostentar ciertos signos de riqueza 
como ropa de marca o gastar en 
la “vida loca” (alcohol, drogas), 
pero es posible pensar que no todo 
lo recolectado por las pandillas 
permanece en ellas. ¿A dónde va 
entonces? Esto es otro indicio de los 
nexos con el crimen organizado. 

19. Esta puede ser otra de las razones por 
las cuales las pandillas no han generado 
esas imágenes de glamour que sí genera la 
riqueza suntuaria del narcotráfico.

20. Por supuesto que existen otros motivos, 
pero puede que constituyan casos más 
aislados o esporádicos, como violencia 
ritual o “expresiva”, dictada por razones 
más personales.
21. Los miembros de una pandilla no 
se refieren a la otra por su nombre, sino 
utilizan expresiones peyorativas para 
mencionarlas. Si algún miembro de una 
pandilla utiliza el nombre prohibido, puede 
hacerse acreedor a un castigo físico.

Por otra parte, los homicidios 
causados por las pandillas pueden 
tener como objetivo principal a 
miembros de las otras pandillas, 
por “defensa” del territorio” o la 
lógica de retaliaciones señalada 
(aunque también se dirijan contra 
familiares y amigos), así como a 
vecinos y personas que se niegan a 
pagar las extorsiones o se resistan 
frente a otros delitos. 

En otras palabras, es posible que 
los homicidios ejecutados por 
las pandillas tengan dos grandes 
razones: como ejercicio de poder 
en el territorio que controlan (ligado 
a rencillas, odios y venganza), o 
como resultado de actividades 
delictivas ligadas a la obtención de 
recursos económicos.20

Si existiera una tregua entre 
pandillas, que garantizara la no 
ejecución de delitos, ¿cómo se 
podría desactivar la rivalidad 
implacable entre pandillas?21 

¿Qué fuentes de acceso a bienes 
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simbólicos y económicos podrían 
tener? ¿Qué respuestas pueden 
dar el gobierno, los empresarios, 
la sociedad civil para garantizar 
acceso a oportunidades de trabajo, 
de estudio y recreación, atractivas 
para los jóvenes de las pandillas?

Esta última pregunta sirve para 
colocar un tema que está ligado a 
un ámbito más intangible pero no 
por ello menos real en la cultura y 
vida de las pandillas: los elementos 
de falta de horizonte y dolor que 
parecen colorear a las pandillas. 

Ronald Solís hacía una observación 
interesante respecto al tema: 
la simbología, las frases, las 
expresiones y los demás elementos 
propios de la cultura de las 
pandillas (incluyendo los tatuajes), 
carecen de elementos “positivos” 
y de alegría, esperanza (o, por lo 
menos, no son las manifestaciones 
visibles para los espectadores que 
estamos “afuera”). La mayoría hace 
referencia al dolor, la muerte, la 
tristeza. Es conocida la resignación 
de los miembros respecto al 
estrecho horizonte que tienen: 
cárcel o tumba.22

22. Aunque este discurso sea contradicho 
parcialmente por los procesos de salida que 
efectivamente se cumplen en las pandillas 
a través de la religión o la familia (ver 
Demoscopía 2007).

Esto abre la puerta a diversas 
reflexiones. Si no existe un horizonte 
de expectativas y se acepta la 
muerte como una posibilidad 
constante, si la violencia ha sido 
una lección aprendida desde la 
infancia y ha sido un elemento 
vinculante en la pandilla, ¿qué 
opciones existen para cambiar 
de perspectiva y de hábitos 
hondamente arraigados? Con esto 
no se quiere mostrar un pesimismo 
respecto a las posibilidades de 
trabajo con las pandillas, pero sí 
señalar lo complejo que resulta. 

En conjunto, se puede apreciar que 
la política de los últimos gobiernos 
se centra en la administración 
fragmentada de la vida social, sin 
resolver o interesarse en factores 
estructurales que le otorgan una 
fisonomía característica al país. Sin 
embargo, es poco el margen de 
acción de los gobiernos, debido a 
la configuración estatal (el caso del 
gobierno de Otto Pérez Molina lo 
deja muy claro). 

Entonces, los gobiernos sin 
proyecto político definido, sin 
una base social de apoyo, no 
pueden resolver ni interesarse en 
la desigualdad/ polarización de la 
sociedad guatemalteca, dejando 
más o menos a las fuerzas del 
mercado (pero ayudándolo con una 
legislación permisiva y a su favor), 
resolver estos problemas. 
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La imposibilidad de mejorar las condiciones de vida 
de la mayoría (trabajo, estudio, vivienda decente), 
constituye el límite último de todo control de distintas 
manifestaciones de la violencia delincuencial. En otras 
palabras, hay un orden social injusto que impide la 
resolución de problemas como el de las maras. 

Una transformación significativa de las condiciones 
de vida de los habitantes del país sería la respuesta 
más eficaz para el problema de las pandillas (y de la 
violencia, el narcotráfico). Por supuesto, esto no se 
puede cambiar de la noche a la mañana. Pero si no 
se tiene en el horizonte de transformación, no existirá 
ningún avance. 

No obstante, existen acciones de prevención y 
rehabilitación que han sido probadas. En otro artículo 
se hará referencia a esas posibilidades.
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de control social
Marcelo Colussi

Resumen
Las pandillas juveniles constituyen cada vez más un motivo de preocupación 
para la ciudadanía. Al menos, esa es la manera en que cotidianamente son 
presentadas en los medios masivos de comunicación. Buena parte de la 
violencia sufrida en el país se le atribuye, y su sola presencia ya es sinónimo 
de peligrosidad. Sin negar que efectivamente están constituidas por jóvenes 
que delinquen, incluso en muchos casos con cuotas de ferocidad sin límite, 
su peso en la dinámica cotidiana es más compleja que el “demonio” con 
que se les identifica. Más aún: pueden establecerse nexos entre ellas y otros 
poderes ocultos que las utilizan. El fenómeno obliga a estudiar la herencia del 
Estado contrainsurgente y la sociedad de post guerra, donde las maras son 
funcionales. Profundizando la investigación, puede descubrirse que actúan 
como virtuales “ejércitos de ocupación” en los sectores urbanos más pobres y 
potencialmente conflictivos (ingobernables) desde la lógica del poder.  

Palabras claves: Pandilla, transgresión, violencia, cultura de terror, impunidad.   

Abstract
Juvenile gangs represent everyday a reason of concern for the citizens.
At least, that is the way in which they are daily presented in the massive
media of communication. A great part of the violence that the country
suffers is attributed to them, and their presence is a synonym of danger.
Not denying that they are for sure formed by young people that commit
crime, even in many cases with numbers of unlimited ferocity, its weight in
the daily dynamic is even more complex than the “demon” that identifies
them. Moreover: bonds can be established among them and other powers 
they use. The phenomenon makes necessary the study of the counter 
insurgency State and the post war society, where gangs are functional. 
Going deeper in the research, it can be discovered that they act as 
virtual “occupational armies” in the poorest urban sectors and potentially 
conflictive (ungovernable) from the logics of power.

Keywords: Gang, transgression, violence, terror culture, impunity.

The new way of social control

formaNueva
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Para situar el problema

En los países del llamado Triángulo Norte del 
istmo centroamericano (Guatemala, Honduras 
y El Salvador) desde hace ya unos años, y en 

forma siempre creciente, el fenómeno de las pandillas 
juveniles violentas ha pasado a ser un tema de 
relevancia nacional. Se trata de un fenómeno urbano, 
pero que tiene raíces en la exclusión social del campo, 
en la huída desesperada de grandes masas rurales 
de la pobreza crónica y de la violencia de las guerras 
internas que estos últimos años asolaron la región. 

Estas pandillas, surgidas siempre 
en las barriadas pobres de las 
ciudades cada vez más atestadas 
y caóticas, son habitualmente 
conocidas como “maras” 
–término derivado de las hormigas 
marabuntas, que terminan con 
todo a su paso, metáfora para 
explicar lo que hacen estas 
“mara-buntas” humanas–. Las 
mismas, según la representación 
social que se generó estos últimos 
años, han pasado a ser el “nuevo 
demonio” todopoderoso. Según el 
manipulado e insistente bombardeo 
mediático, son ellas las principal 
causa de inestabilidad y angustia 
de estas sociedades, ya de por sí 
fragmentadas, sufridas, siempre 
en crisis; es frecuente escuchar la 
machacona prédica que “las maras 
tienen de rodilla a la ciudadanía”.

El problema, por cierto, 
es muy complejo; 
categorizaciones 
esquemáticas no sirven 
para abordarlo, por ser 
incompletas, parciales y 
simplificantes. Entender, 
y eventualmente actuar, 
en relación a fenómenos 
como éste, implica 
relacionar un sinnúmero 
de elementos y verlos en 
su articulación global. 
Comprender a cabalidad 
de qué hablamos cuando 
nos referimos a las maras 
no puede desconocer 
que se trata de algo que 
surge en los países más 
pobres del continente, 
con estructuras 
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económico-sociales 
de un capitalismo 
periférico que resiste 
a modernizarse, y que 
vienen todos ellos de 
terribles procesos de 
guerra civil cruenta 
en estas últimas 
décadas, con pérdidas 
inconmensurables tanto 
en vidas humanas como 
en infraestructura, los 
cuales hipotecan su 
futuro. 

Las maras, de esa forma, son una 
expresión patéticamente violenta de 
sociedades ya de por sí producto de 
largas historias violentas, o mejor 
aún: violentadas, hijas de una 
cultura de la impunidad de siglos 
de arrastre, de países que se siguen 
manejando con criterio de Estado 
finquero donde las diferencias 
económicas son irritantes 
(Guatemala, por ejemplo, es el país 
del mundo con mayor porcentaje 
de avionetas particulares y vehículos 
Mercedes Benz de lujo per capita, 
mientras que más del 50 % de su 
población está por debajo del límite 
de la pobreza, según estimaciones 
de Naciones Unidas). Sociedades 
donde transcurrieron monstruosas 
guerras civiles en la década de 
los 80 del pasado siglo –guerras 
contrainsurgentes, expresión 
caliente de la Guerra Fría, y en 

el caso de Nicaragua, guerra 
a partir de la contrarrevolución 
antisandinista– que dieron lugar 
a procesos de post guerra donde 
no hubo ni culpables de las 
atrocidades vividas ni medidas 
de reparación para atender las 
secuelas derivadas de tanto 
dolor. Sociedades, en definitiva, 
estructuradas enteramente en 
torno a la violencia como eje 
definitorio de todas las relaciones: 
patriarcales, racistas, machistas, 
excluyentes; sociedades donde 
todavía funciona el derecho de 
pernada y donde la noción de 
“finca” (el feudo medieval) es parte 
de la cultura dominante (cuando 
alguien es llamado responde 
“¡mande!” en vez de “usted dirá”). 

Las maras empiezan a surgir 
para la década de los 80 del 
siglo pasado, aún con todas esas 
guerras en curso. En un primer 
momento fueron grupos de jóvenes 
de sectores urbanos pobres 
que se unían ante su estructural 
desprotección. Hoy, ya varias 
décadas después, son mucho 
más que grupos juveniles: son “la 
representación misma del mal, el 
nuevo demonio violento que asola 
el orden social, los responsables del 
malestar en Centroamérica”…, al 
menos según las versiones oficiales. 

No cabe ninguna duda que las 
maras son violentas; negarlo 
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sería absurdo. Más aún: son 
llamativamente violentas, a veces 
con grados de sadismo que 
sorprende. No hay que perder 
de vista que la juventud es un 
momento difícil en la vida de todos 
los seres humanos, nunca falto 
de problemas. El paso de la niñez 
a la adultez, en ninguna cultura 
y en ningún momento histórico, 
es tarea fácil. Pero en sí mismo, 
ese momento al que llamamos 
adolescencia no se liga por fuerza 
a la violencia. ¿Por qué habría 
de ligarse? La violencia es una 
posibilidad de la especie humana 
en cualquier cultura, en cualquier 
posición social, en cualquier edad. 
No es, en absoluto, patrimonio 
de los jóvenes. De todos modos, 
algo ha ido sucediendo en los 
imaginarios colectivos en estos 
últimos años, puesto que hoy, al 
menos en estos países de los que 
estamos hablando, y por supuesto 
Guatemala lo evidencia de modo 
inequívoco, ser joven –según el 
discurso oficial dominante– es muy 
fácilmente sinónimo de ser violento. 
Y ser joven de barriadas pobres 
es ya un estigma que condena: 
según el difundido prejuicio que 
circula, provenir de allí es casi 
automáticamente equivalente de 
violencia. La pobreza, en vez de 
abordarse como problema que 
toca a todos, se criminaliza, se 
estigmatiza. 

A esta visión apocalíptica 
de la pobreza como 
potencialmente 
sospechosa se une una 
violencia real por parte 
de las maras que a 
veces sorprende, por lo 
que la combinación de 
ambos elementos da 
un resultado fatal. De 
esa forma la mara pasó 
a estar profundamente 
satanizada: la mara pasó 
a ser la causa del malestar 
de estas eternamente (al 
menos para las grandes 
mayorías) problemáticas 
sociedades. La mara 
–¡y no la pobreza ni la 
impunidad crónicas!– 
aparece como el “gran 
problema nacional” 
a resolver. No caben 
dudas que se juegan 
ahí agendas calculadas, 
distractores sociales, 
cortinas de humo: 
¿pueden ser las pandillas 
juveniles violentas 
–que, a no dudarlo, 
son violentas, eso está 
fuera de discusión– el 
gran problema de estos 
países, en vez de enormes 
poblaciones por debajo 
de la línea de pobreza? 
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¿Pueden ser estos grupos 
juveniles violentos la 
causa de la impunidad 
reinante (“los derechos 
humanos defienden a 
los delincuentes”, suele 
escucharse), o son 
ellos, en todo caso, su 
consecuencia? Si fue 
posible desarticular 
movimientos 
revolucionarios armados 
apelando a guerras 
contrainsurgentes que no 
temieron arrasar poblados 
enteros, torturar, violar y 
masacrar para obtener 
una victoria en el plano 
militar, ¿es posible que 
realmente no se puedan 
desarticular estas maras 
desde el punto de vista 
estrictamente 
policíaco-militar? ¿O 
acaso conviene que haya 
maras? Pero, ¿a quién 
podría convenirle?

Los jóvenes: entre promesa 
y peligro

Algunos años atrás la juventud 
–“divino tesoro” por cierto…, al 
menos, así se decía, según la 
recordada poesía del nicaragüense 

Rubén Darío– era la semilla de 
esperanza. Algo sucedió con 
aquella promesa de la juventud 
como “futuro de la patria” para 
que haya pasado a ser ahora un 
“problema social”. ¿Cómo se 
dio ese movimiento? ¿Qué pasó 
con aquella visión, expresada 
en 1972 por Salvador Allende 
diciendo que “ser joven y no ser 
revolucionario es una contradicción 
hasta biológica”, que se transformó 
en una juventud despolitizada, 
desinformada, light? Y peor aún: 
si huele a pobre, proveniente de 
barrios pobres, ni hablemos si está 
tatuada: ¡peligrosa! En los países 
centroamericanos, de composición 
indígena en muy buena medida 
–cruel paradoja de la historia– la 
exclusión social está ligada en 
relación inversamente proporcional 
a la blancura de la piel. Si se 
viene de barrios pobres –donde en 
general asienta la población menos 
“blanca”– la posibilidad de ser un 
“potencial delincuente” se dispara: 
“blanco manejando un Mercedes 
Benz: empresario exitoso; negro 
o indio manejando un Mercedes 
Benz: chofer… o vehículo robado”.

Las pandillas son algo muy típico 
de la adolescencia: son los grupos 
de semejantes que le brindan 
identidad y autoafirmación a los 
seres humanos en un momento en 
que se están definiendo sus papeles 
sociales, sus imágenes de sí mismo 
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como adultos. Siempre han existido; 
son, en definitiva, un mecanismo 
necesario en la construcción 
psicológica de la adultez. Quizá 
el término hoy por hoy goza de 
mala fama; casi invariablemente 
se lo asocia a banda delictiva. 
Pero de grupo juvenil a pandilla 
delincuencial hay una gran 
diferencia. 

En la génesis de cualquier pandilla 
se encuentra una sumatoria 
de elementos: necesidad de 
pertenencia a un grupo de sostén, 
la dificultad en su acceso a los 
códigos del mundo adulto; en el 
caso de los grupos pobres de esas 
populosas barriadas de cualquier 
capital centroamericana se suma 
la falta de proyecto vital a largo 
plazo. Por supuesto, por razones 
bastante obvias, esta falta de 
proyecto de largo aliento es más 
fácil encontrarlo en los sectores 
pobres que en los acomodados: 
jóvenes que no hallan su inserción 
en el mundo adulto, que no 
ven perspectivas, que se sienten 
sin posibilidades para el día de 
mañana, que a duras penas 
sobreviven el hoy, jóvenes que 
desde temprana edad viven un 
proceso de maduración forzada, 
trabajando en lo que puedan 
en la mayoría de los casos, sin 
mayores estímulos ni expectativas 
de mejoramiento a futuro, pueden 

entrar muy fácilmente en la lógica 
de la violencia pandilleril. Una 
vez establecidos en ella, por 
una sumatoria de motivos, se va 
tornando cada vez más difícil salir. 

La sub-cultura atrae (cualquiera que 
sea, y con más razón aún durante 
la adolescencia, cuando se está en 
la búsqueda de definir identidades). 
Constituidas las pandillas 
juveniles –que son justamente 
eso: poderosas sub-culturas– es 
difícil trabajar en su modificación; 
la “mano dura” policial-militar 
no sirve. Por eso, con una visión 
amplia de la problemática juvenil, 
o humana en su conjunto, es 
inconducente plantearse acciones 
represivas contra esos grupos 
como si eso sirviera para modificar 
algo. De lo que se trata, por el 
contrario, es ver cómo integrar 
cada vez más a los jóvenes en 
un mundo que, en la actualidad, 
no le facilita las cosas. Es decir: 
crear un mundo para todos y 
todas. O más aún: si se quiere 
trabajar de verdad el problema, 
habría que partir por plantearse 
dónde están las causas, y sobre 
ellas actuar. Y no son otras que la 
exclusión crónica, la pobreza, las 
asimetrías sociales. Pero lo que 
vemos es que estos grupos, en vez 
de ser abordados en la lógica de 
poblaciones en situación de riesgo, 
son criminalizados. 
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Tan grande es esa criminalización, 
que eso lleva a pensar que allí se 
juega algo más que un discurso 
adultocéntrico represivo y moralista 
sobre jóvenes en conflicto con 
la ley penal. ¿Por qué las maras 
son el nuevo demonio? Porque, 
definitivamente, no lo son. ¿Hay 
algo más tras esa continua prédica?

¿Una estrategia de 
control social?

Cuando un fenómeno determinado 
pasa a tener un valor cultural 
(mediático en este caso) 
desproporcionado con lo que 
representa en la realidad, por tan 
“llamativo”, justamente, puede 
estar indicando algo. ¿Es creíble 
acaso que grupos de jóvenes con 
relativamente escaso armamento y 
sin un proyecto político alternativo 
se constituyan en un problema de 
seguridad nacional en varios países 
al mismo tiempo?

Hoy día el discurso oficial que 
barre las distintas naciones 
centroamericanas –y Washington 
también participa en esta 
“preocupación”, para lo que 
impulsa una iniciativa regional a 
nivel militar conocida como Plan 
Mérida (la réplica mesoamericana 
del Plan Colombia)– presenta 
a estas maras como un flagelo 
de proporciones apocalípticas. 

Definitivamente el accionar de 
estos grupos es muy violento 
(llamativamente violento, nos 
atreveríamos a decir). En modo 
alguno, desde ningún punto 
de vista, se puede minimizar su 
potencial criminal: matan, asaltan, 
violan, extorsionan. Todo eso es 
un hecho. Ahora bien: la dinámica 
donde todo eso se da abre 
sugestivas preguntas. 

Definitivamente, para 
poder contestarlas a 
profundidad, deberían 
realizare investigaciones 
muy minuciosas que, dada 
la naturaleza de lo que 
está en juego, se torna 
muy difícil, cuando no 
imposible. Pero pueden 
intuirse ciertas perspectivas 
que, al menos, dan idea 
de por dónde se direcciona 
la cuestión.

Por lo pronto, y aunque no se 
disponga de datos concretos 
terminantes, todo esto deja 
preguntas que permiten concluir 
algunas cosas: 

• Las maras no son una 
alternativa/afrenta/
contrapropuesta a los poderes 
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constituidos, al Estado, a 
las fuerzas conservadoras 
de las sociedades. No son 
subversivas, no subvierten 
nada, no proponen ningún 
cambio de nada. Quizá no son 
funcionales en forma directa 
a las grandes empresas, 
pero sí son funcionales para 
ciertos poderes (poderes 
ocultos, paralelos, grupos 
de poder que se mueven en 
las sombras) que –todo así 
lo indicaría– las utilizan. En 
definitiva, son funcionales para 
el mantenimiento sistémico 
como un todo, por lo que esas 
grandes empresas, si bien no 
se benefician en modo directo, 
terminan aprovechando la 
misión final que cumplen las 
maras, que no es otro que el 
mantenimiento del statu quo. 

• No son delincuencia común. 
Es decir: aunque delinquen 
igual que cualquier delincuente 
violando las normativas 
legales existentes, todo 
indica que responderían a 
patrones calculadamente 
trazados que van más allá de 
las maras mismas. No sólo 
delinquen sino que, esto es lo 
fundamental, constituyen un 
mensaje para las poblaciones. 

Esto llevaría a pensar que hay 
planes maestros, y hay quienes 
los trazan.

• Si bien son un flagelo –porque, 
sin dudas, lo son–, no afectan 
la funcionalidad general del 
sistema económico-social. 
En todo caso, son un flagelo 
para los sectores más pobres 
de la sociedad, donde se 
mueven como su espacio 
natural: barriadas pobres de 
las grandes urbes. Es decir: 
golpean en los sectores que 
potencialmente más podrían 
alguna vez levantar protestas 
contra la estructura general de 
la sociedad. Sin presentarse 
así, por supuesto, cumplen un 
papel político. El mensaje, por 
tanto, sería una advertencia, 
un llamado a estarse quieto. 

• No sólo desarrollan 
actividades delictivas sino que, 
básicamente, se constituyen 
como mecanismos de terror 
que sirven para mantener 
desorganizadas, silenciadas y 
en perpetuo estado de zozobra 
a las grandes mayorías 
populares urbanas. En ese 
sentido, funcionan como un 
virtual “ejército de ocupación”. 
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• Disponen de organización y 
logística (armamento) que 
resulta un tanto llamativa para 
jovencitos de corta edad; las 
estructuras jerárquicas con 
que se mueven tienen una 
estudiada lógica de corte 
militar, todo lo cual lleva a 
pensar que habría grupos 
interesados en ese grado 
de operatividad. ¿Pueden 
jovencitos semi-analfabetas, sin 
ideología de transformación 
de nada, movidos por un 
superficial e inmediatista 
hedonismo simplista, disponer 
de todo ese saber gerencial y 
eso poder de movilización?

Por supuesto que no podemos 
responder aquí con exactitud todas 
estas dudas, por la carencia de 
datos precisos al respecto. Pero 
el sólo hecho de plantearlas y 
ver cómo los poderes mediáticos 
bombardean en forma sistemática 
con mensajes que potencian esa 
sensación de indefensión de las 
grandes mayorías, permite inferir 
que estas maras pueden jugar un 
papel político que va muchísimo 
más allá que lo que sabe cada 
uno de estos jóvenes que actúa en 
ellas. Podría decirse que hay en 
estas apreciaciones una óptima 
confabulacionista. Esperemos 
que el discurso paranoico no 

nos doblegue, pues está claro 
que todos estos patrones arriba 
mencionados, más que responder 
a abstrusos fundamentalismos que 
ven conspiraciones de la CIA en 
cada esquina, abren interrogantes 
que “llamativamente” ningún 
medio de comunicación contribuye 
a aclarar sino, por el contrario, 
oscurece más aún día a día.
Permítasenos citar extensamente 
reflexiones de alguien que 
por años trabajó el problema: 
Rodolfo Kepfer: “La mara no es 
autónoma; hay poderes detrás de 
la mara. Dentro de ellas hay un 
complejo sistema de mandos, de 
subordinaciones y jerarquías. Eso se 
ve en su vida diaria, cuando actúan 
en las calles, pero más aún se ve 
en las prisiones. Hay un sistema de 
jerarquías bien establecido. Lo que 
voy a decir no lo puedo afirmar 
categóricamente con pruebas en 
la mano, pero después de trabajar 
varios años con ellos todo lleva 
a pensar que hay lógicas que 
las mueven que no se agotan en 
las maras mismas. Por ejemplo, 
hay períodos en que caen presos 
sólo miembros de una mara y no 
de otra, o que una mara en un 
momento determinado se dedica 
sólo a un tipo de delitos mientras 
que otra mara se especializa en 
otros. Todo eso hace pensar en 
qué lógicas hay ahí detrás, que hay 
planes maestros, que hay gente que 
piensa cómo hacer las cosas, hacia 
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dónde deben dirigirse las acciones, 
cómo y cuándo hacerlas. Y todo 
ese “plan maestro”, permítasenos 
llamarlo así, no está elaborado 
por los muchachitos que integran 
las maras, estos en algunos casos 
niños, que son los operativos, los 
sicarios que van a matar (hay niños 
de 10 años que ya han matado). 
(…) Hay una orquestación del 
miedo, sin dudas. (…) Con toda la 
satanización que se da en torno a 
la mara, que el ciudadano común, 
indefenso como se siente, ve en 
ella la condensación de todos los 
poderes. A las maras hay quienes 
las utilizan para mantener a la 
población con ese miedo, con esa 
zozobra. Yo diría que en general 
las acciones que cometen las 
maras van encaminadas a lograr 
ese objetivo. En muy difícil decir 
cómo, demostrarlo con pruebas 
convincentes, pero está claro que 
hay ligazones entre las maras y 
poderes ocultos, poderes paralelos 
que van más allá, mucho más 
de los muchachitos que uno ve 
cometiendo todos estos delitos.1

1. Kepfer, R. “Las sociedades 
latinoamericanas tienen múltiples 
expresiones de la violencia; las ‘maras’ 
son una de ellas”. Entrevista concedida a 
Rebelión realizada por Marcelo Colussi. 
Versión digital disponible en: http://www.
rebelion.org/noticia.php?id=105739

Se entremezclan en todo este 
complejo proceso varias lógicas: 
por un lado, efectivamente 
hay una búsqueda psicológica 
de estos jóvenes en relación a 
“familias sustitutas”, deseos de 
protagonismo, sensación de 
poder; elementos que, sin dudas, 
la mara les confiere (en mayor o 
menor medida, cualquier joven 
participa de esas búsquedas en 
cualquier parte que esté). Pero 
además, articulándose con ese nivel 
subjetivo, todo indicaría que hay
determinantes político-ideológicos 
en los planes de acción de estos 
grupos que llevan a pensar que, 
“curiosamente”, allí donde puede 
generarse la protesta social, 
aparecen las maras. Si las grandes 
masas urbanas empobrecidas no 
se benefician con esto sino que, al 
contrario, viven en la permanente 
zozobra, maniatados, guardando 
un forzado silencio, ¿quién sacará 
provecho de esto? Si podemos 
entenderlas entonces como 
mecanismos de control social: 
¿quién controla? Seguramente 
los mismos poderes que vienen 
controlando todo desde hace un 
buen tiempo; y sabemos que los 
poderes no son nunca ni “buenos”, 
ni transparentes. “El fin justifica los 
medios”, se dijo hace mucho…, y 
sin importar la autoría (parece que 
no fue Maquiavelo, como la historia 
lo consagró), el sentido de lo dicho 
es indubitable.
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Insistimos: todas estas son hipótesis. Pero la experiencia 
nos enseña que estos rimbombantes hechos mediáticos 
–como la caída de las Torres Gemelas en Nueva York 
con los avionazos del 11 de septiembre del 2001, el 
“fundamentalismo islámico” que es el nuevo demonio 
para otra parte del mundo (el Medio Oriente), el 
narcotráfico (que nos toca a los latinoamericanos en 
buena medida), o en su momento, durante la Guerra 
Fría, el “comunismo internacional” que abría supuestas 
cabezas de playa por todos lados–, funcionan como 
fantasmas que sirven para atemorizar, y por tanto: 
controlar. En cada país con petróleo o agua dulce 
aparece sugestivamente una célula de Al Qaeda que, 
por supuesto, justifica todo. ¿Se estará repitiendo 
la misma historia con esto de las maras? ¿Por qué 
el gran “problema nacional” de los sufridos países 
de Centroamérica son las maras y no la pobreza y 
exclusión que las producen?
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del siglo XXI
Julio Rivera Clavería

Resumen
Las pandillas juveniles o maras se han constituido en el fenómeno criminal 
del siglo XXI, creando una psicosis colectiva de desesperación, miedo y terror 
entre la población. Ese fenómeno impone nuevos retos a las instituciones 
responsables de la seguridad pública, en especial en el campo de la 
prevención del delito, e invitan a un abordaje social, donde la pobreza, la falta 
de oportunidades y la frustración que genera entre los jóvenes son el caldo 
de cultivo. El artículo ofrece una perspectiva de análisis desde un reciente 
operador de seguridad del Estado.  

Palabras claves: Mara, pandilla, clica, pobreza, exclusión, triángulo norte 
Centroamérica, mano dura, extorsiones, mara transnacional, economía 
criminal.

Abstract
Gangs or juvenile gangs have become the criminal phenomenon of the 
XXI century, creating a collective psychosis of desperation, fear and 
terror among people. That phenomenon inflicts new challenges for 
responsible institutions of public security, especially in the field of crime 
prevention, and they invite to a social approach, where poverty, the lack 
of opportunities and frustration that generates among the youth are the 
broth. The article offers an analysis view from a recent security operator
of the State. 

Keywords: gang, cliqa, poverty, exclusion, north triangle of Central 
America, firm hand, extortions, transnational gang, criminal economy.

The criminal phenomenon of the XXI century

El fenómenocriminal
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Antecedentes

En Guatemala el primer antecedente del cual 
se tiene conocimiento de la organización de  
pandillas o maras es de los años 80. Las primeras 

organizaciones de las que se tiene información tanto 
policial como de los medios de comunicación de la 
época,  son la Mara Five (5) y la Mara 33.

Pronto, estos  grupos de jóvenes 
pandilleros demarcaron su 
territorio, de tal manera que la 
Mara Five operaba en  la zona 
5, y la Mara 33 en  la zona 6, 
de la ciudad capital. Ambas eran 
pandillas juveniles de barrio y se 
dedicaban a actividades criminales 
menores y al consumo de drogas; 
eran antagónicas entre sí y en 
ocasiones tuvieron enfrentamientos 
con saldos trágicos. La Mara 
Five tuvo un rápido crecimiento 
y se dividió. De esta división se 
originaron otras organizaciones:

Los Breakes, una pandilla juvenil 
influenciada  por una moda 
de baile nacido en los barrios 
pobres del Bronx, Nueva York; se 
dedicaban a actividades criminales 
menores, utilizaban drogas para su 
consumo y no tenían preferencia 
por los tatuajes, se les reconocía 
por la demacración de su territorio 
y su afición por el tipo de música 
señalado. 

Los Rockeros, una pandilla 
influenciada  por un estilo de 
música estadounidense llamada 
Rock Heavy Metal o Rock Metálico. 
Se empiezan a diferenciar de 
otros grupos por su vestimenta 
negra, usaban cabello largo y se 
hacían  tatuajes alusivos a grupos 
de rock, utilizaban además cruces 
invertidas, calaveras, anillos en 
todos los dedos, aretes en ambas 
orejas, vestían chumpas y pulseras 
de cuero, y no ocultaban su pasión 
por el satanismo y las  ciencias 
ocultas; se dedicaban a actividades 
criminales menores para comprar 
cocaína y heroína para su 
consumo.

Origen de las 
actuales maras

Durante los años 70 se inició 
el fenómeno de pandillas 
latinoamericanas en Estados 
Unidos, especialmente en Los 
Angeles, con el surgimiento de 
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la Mara Calle 18, integrada 
por inmigrantes mexicanos. 
En la década de los 80, las 
guerras civiles en Centroamérica 
causaron una fuerte emigración 
a Los Angeles California, y es 
precisamente cuando se organiza la 
Mara Salvatrucha (MS), integrada 
originalmente por salvadoreños 
provenientes de barrios marginales 
y de  familias disfucionales; su 
objetivo era  defenderse y sobrevivir 
de las amenazas de otras pandillas, 
especialmente de afro americanos 
y la M-18, cuyas  amenazas eran  
constantes y letales.  

El final de las guerras civiles en 
Centroamérica permitió al gobierno 
de los Estados Unidos promover 
el proceso de  deportación masiva 
de centroamericanos a sus países 
de origen, aún cuando en algunas 
ocasiones  a quienes se deportaba 
era a personas  hijos de inmigrantes 
nacidos en aquel país. Los 
gobiernos de Honduras, El Salvador 
y Guatemala, no adoptaron ningún 
tipo de políticas  de rehabilitación 
ni de  reinserción social para 
estos grupos a la sociedad, 
probablemente debido a que no se 
entendió el fenómeno.

En Guatemala las deportaciones 
masivas de indocumentados se 
inician en los tempranos años 
90, y en ese flujo ingresaron los 
denominados Cholos, que son 

la punta de lanza de las actuales 
maras, y quienes venían al país 
influenciados por el tipo de 
vida norteamericano y el  de las 
pandillas; introducen la moda de 
ropa holgada, gorras y  de tatuajes, 
sobre todo entre la población de 
menos recursos económicos en las 
áreas marginales urbanas de la 
ciudad capital.    

A finales de los 90 e inicios del 
siglo XXI se consolidó la Mara 
Barrio 18 (M-18) y la Mara 
Salvatrucha (MS-13), que vinieron 
a generar un nuevo tipo de 
organización juvenil criminal sin 
precedentes. En 1992 apareció 
la denominación de Mara 18 en 
pintas sobre las paredes de algunos 
comercios de la 18 calle zona 1 
de la ciudad de Guatemala; para 
esas fechas ya estaban  en plena  
organización y funcionamiento 
tanto la M-18 y la MS.  

Estos dobles migrantes 
desarrollaron en Estados Unidos 
prácticas de organización criminal 
callejera de primer mundo, para 
ser aplicadas  en países del 
tercer mundo, países en que se 
encuentran grandes segmentos 
de la población sumidos en la 
pobreza, en la  desigualdad social 
e ignorancia, sin ningún tipo de  
oportunidades y con altos niveles de  
violencia, por lo que estos países 
resultaron ser tierra sumamente 
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fértil para organizarse  y crecer 
rápidamente. 

Tras década y media  de 
deportaciones masivas  de 
pandilleros, los gobiernos de la 
región, especialmente del “triángulo 
norte” (Guatemala, el Salvador y 
Honduras), continúan paralizados 
institucionalmente, únicamente 
planteando operativos policíacos, 
propuestas  legales o programas 
sociales sin éxito alguno.  

Ese nuevo fenómeno criminal 
debe ser estudiado e investigado 
por los gobiernos de la región 
para entenderlo y enfrentarlo; al 
no haber interés en estudiarlo y 
entenderlo  se continúa sin saber 
qué hacer, y las maras siguen 
creciendo y expandiéndose 
rápidamente en la región.    

La dinámica de las maras se fue 
orientando hacia el fortalecimiento 
de sus  organizaciones, su 
crecimiento y expansión; generación 
de  violencia y criminalidad como 
parte fundamental de su economía, 
en un  entorno global que les 
permite mantener vínculos con las 
pandillas criminales de Estados 
Unidos, México y el resto de 
Centroamérica.  

En ese contexto los gobiernos de la 
región orientaron la política hacia 
una vertiente operativo-policial y 

legal, y a proyectos como “mano 
dura”, “mano súper dura”, “libertad 
azul” y “operación escoba”, en El 
Salvador, Honduras y Guatemala, 
respectivamente. Su impacto 
fue negativo, pues actuaban 
sobre los efectos y no sobre las 
causas que incitan a los jóvenes 
a incorporarse a las maras. Todo 
este tipo de operativos y proyectos 
de gobierno no han logrado dar 
ningún resultado real: las maras en 
lugar de disminuir van creciendo 
rápidamente en la región y 
expandiéndose a otros países. 

¿Qué es una “Mara”?

Es una agrupación de jóvenes 
comprendidos entre los 9 y 25 
años, que se organizan para 
la realizar diversas actividades 
criminales. Poseen su propia 
forma de estructura organizativa y, 
algunas ocasiones, son  utilizadas 
por el crimen organizado.

Dentro de los objetivos que las 
maras persiguen están el control 
territorial mediante el dominio 
criminal y su permanente expansión 
como expresión de poder. Para 
el logro  de sus objetivos, operan 
con un alto nivel de lealtad a la 
organización y al líder, que incluye 
un código de silencio, así como 
un rito de iniciación que va más 
allá de probar el valor de los 
candidatos a ingresar a la pandilla. 
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Son actos que comprometen 
emocionalmente a los candidatos, 
mediante intensas experiencias que 
difícilmente podrán encontrarse 
en otro ámbito social, y reforzadas 
permanentemente con severas 
sanciones, hasta la muerte, 
a quienes violen las reglas 
establecidas por los jefes de las 
clicas.  

Los conceptos pandillas o maras 
se refieren al mismo fenómeno, se 
trata de agrupaciones formadas 
mayoritariamente por jóvenes, 
quienes comparten una identidad 
social que se refleja en el  nombre 
de su pandilla. Tradicionalmente 
eran jóvenes que vivían en la 
misma comunidad, donde crecieron 
juntos hasta que se unieron y 
organizaron una pandilla para 
defenderse de jóvenes de otras 
comunidades. Por ende la pandilla 
consistía en sus inicios en una 
sola organización juvenil a nivel 
de calle, colonia o barrio, en las 
periferias urbanas. Se dedicaban 
a actividades ilícitas menores para 
agenciarse de recursos, compra de 
drogas y alcohol. Por lo general 
la amenaza y  ofensa más grande 
que una pandilla podía hacer a 
otra era entrar a su territorio, borrar 
sus símbolos y graffiti y herir o 
asesinar a uno de sus miembros. 
De esas transgresiones del territorio 
se derivaban confrontaciones 
violentas, normalmente con saldos 
trágicos.

¿Qué ofrecen a los jóvenes? 

Las maras poseen sus propios  
valores, que los diferencia del 
resto de la sociedad. Esos códigos 
son estrictamente respetados y 
les permite cohesión, dándoles 
un sentido de pertenencia a la 
organización. Allí los jóvenes 
reclutados creen encontrar: 

Seguridad: La creciente exclusión 
social y la marginalidad urbana, así 
como los grandes vacíos de poder 
del  Estado, han transformado los 
barrios pobres y marginados en 
lugares violentos bajo dominio 
criminal. Los jóvenes ingresan 
muchas veces a la mara para 
sobrevivir y obtener protección.    

Sentido de pertenencia: Las maras 
resultan un espacio incluso afectivo 
para niños y jóvenes que provienen 
de hogares desintegrados, pobres 
y sin servicios, con prácticas 
comunes de violencia intrafamiliar, 
hacinamiento, abuso sexual  y 
adicciones a drogas y alcohol.  

Jerarquía: Todos los integrantes de 
la mara son importantes; cada uno 
desempeña una función específica 
dentro de la organización, y 
prevalece una estricta relación 
jerárquica que se guía bajo códigos 
de silencio y sanciones severas, que 
llegan hasta la muerte. 
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Libertad de hablar: Los integrantes 
de la mara se pueden expresar 
libremente, siempre que no se los 
intereses de la organización ni 
se rompa la línea jerárquica de 
mando. 

Poder hacer lo prohibido: El 
particular código que garantiza 
la cohesión de la mara sin 
embargo transgrede y tiene 
un impacto disociador en el 
resto de la sociedad, a la cual 
agreden, violentan y extorsionan, 
menospreciando el valor de la vida, 
como se explicará más adelante.    

Solidaridad: La solidaridad dentro 
de una mara es un sentimiento de 
protección mutua dentro de los 
integrantes de la organización, 
frente a agentes externos, 
sean éstos una mara rival, las 
autoridades e incluso sectores de la 
sociedad organizada –educativas, 
de beneficencia- que pueden 
amenazar sus objetivos y códigos.  

Un nuevo fenómeno 
socio-criminal

La proliferación de las maras debe 
ser analizada como un fenómeno 
socio-criminal estructural, resultado 
de un entorno social conflictivo 
caracterizado por la  pobreza, que 
genera  falta de oportunidades,  
poco acceso  a la educación, al 

trabajo a la salud y a la vivienda 
aunado a otras causas como  la 
desintegración familiar, violencia 
intrafamiliar, abusos sexuales, 
alcohol, drogas etc.  

Estos factores definitivamente 
contribuyen a una formación 
criminal precoz de pura 
supervivencia, y nos muestran una 
cruda realidad: el poco interés o el 
total desinterés de la sociedad  en 
buscar soluciones  a un  fenómeno 
criminal que tarde o temprano nos 
afectara a todos. La debilidad  de 
las instituciones del Estado,  la falta 
de políticas públicas de prevención, 
rehabilitación y reinserción social, 
ha obligado a los gobiernos 
a buscar soluciones operativo 
policiales y  legales, que, sin contar 
con políticas de desarrollo social a 
corto, mediano y largo plazo, no 
son una solución real y efectiva al 
fenómeno, y más que solucionarlo 
lo han agravado, pues ahora 
también sirven a los intereses del 
crimen organizado y especialmente 
del narcotráfico.

Entornos socio familiares de 
las maras

La interacción de los integrantes 
de las Maras en su ambiente 
socio familiar tiene una serie de 
características peculiares entre las 
que se pueden mencionar:
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a.	 Un manifiesto debilitamiento 
de la familia como resultado 
de la pobreza, de la falta 
de oportunidades y de la 
marginación. 

b.	 La mayoría de sus integrantes 
provienen de hogares 
desintegrados en donde persiste 
la violencia intrafamiliar, el 
hacinamiento, el abuso sexual,  
adicciones a las drogas, al 
alcohol y en muchos de los 
casos con record delictivos.

c.	 La falta de principios y valores 
hacen que sus  relaciones 
sociales con su núcleo familiar y 
su vecindario sean conflictivas y 
pendencieras.

d.	 Normalmente residen en áreas 
marginales pobres que se 
caracterizan por un ambiente 
de violencia y de ejecución 
de múltiples actos criminales, 
producto de la   proliferación de 
armas blancas y de fuego, así 
como la venta y distribución de 
drogas que  se realiza  a la vista 
de todos.

e.	 Total irrespeto  a  las normas 
sociales mínimas ya que en su 
ambiente estas no existen, lo que 
se traduce en deshonestidad, 
impulsividad, irritabilidad, 
agresividad, despreocupación, 
irresponsabilidad y falta de 

escrúpulo alguno para cometer 
cualquier acto criminal.

f.	 Persistencia de un trastorno 
social que comienza antes de 
los 15 años y que en numerosos 
casos la problemática del 
entorno socio familiar ha sido 
generacional.

g.	 No reconocen autoridad alguna 
más que la de los líderes de sus 
organizaciones criminales.

Resultado de actuaciones

Las Maras producen una serie de 
efectos económicos y políticos, pero 
es en el área social donde mayor 
trascendencia refleja este fenómeno 
criminal.

Efectos sociales

a.	 La participación de 
los integrantes de las 
maras en actividades 
criminales que se 
producen diariamente 
en el país,  hacen que 
en  la ciudadanía se  
incremente el miedo y se 
perciban  altos niveles de 
inseguridad.

b.	 De acuerdo con 
la información 
proporcionada por 
las organizaciones de 
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seguridad pública y los 
medios de comunicación, 
se ha detectado la 
participación de 
integrantes de las maras 
en el crimen organizado 
(narcotráfico) y mantienen 
la lucha por el control de 
nuevos territorios, para 
la  distribución y venta 
de drogas, lo que  ha 
generado un incremento 
en los delitos contra la 
vida. 

c.	 Algunos analistas, medios 
de comunicación y 
expertos en seguridad 
manifiestan que los 
integrantes de las maras 
están relacionados 
con los  asesinatos de 
mujeres, por lo  que 
resulta importante 
señalar que un número 
importante  de las 
capturas contra 
integrantes de las maras 
lo constituyen  mujeres 
especialmente de la 
M-18.

d.	 Las muertes violentas 
y prácticas de rituales 
satánicos son parte 
de la iniciación de sus 
miembros, pero todo 
parece indicar que estos 
rituales han venido 

reduciéndose, lo que 
no implica que estén 
desapareciendo.

e.	 Es muy común que  los 
mareros  coaccionen y 
amenacen en las escuelas 
a los alumnos  para 
integrase a las maras.

f.	 De acuerdo a la 
información oficial 
y de los medios de 
comunicación, tanto en 
los centros de detención 
para mayores como 
menores de edad, se ha 
detectado un incremento 
del control interno  por 
parte de los integrantes 
de las Maras;  los centros 
se han convertido en su 
resguardo, desde donde 
ordenan actividades 
criminales.

g.	 De acuerdo a 
la información 
proporcionada por 
las instituciones de 
seguridad, se puede 
inferir que los mareros, 
especialmente la M-S,  
participan  activamente  
en actividades criminales, 
como seguridad en 
ruta a narcotraficantes, 
transporte de drogas y 
migrantes, a través de las 



204

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

diferentes fronteras hacia 
los Estados Unidos. 

 
h.	 En algunas ocasiones 

son utilizados por 
parte del crimen 
organizado y narcotráfico 
para infiltrarlos en 
manifestaciones públicas 
y provocar desórdenes y 
anarquía.

i.	 Uno de los principales 
objetivos de las maras  es  
provocar una  psicosis 
colectiva de terror en la 
población a través de 
la ejecución de hechos 
criminales que causen 
impacto social: asesinatos 
de pilotos y ayudantes 
a plena luz del día, 
descuartizamiento de 
jóvenes, especialmente de 
mujeres.

j.	 La promiscuidad  
que existe entre los 
integrantes de las Maras 
es una realidad, que ha 
dado como resultado 
embarazos prematuros y 
mayor incidencia de niños 
de la calle.

k.	 Con los altos índices de 
violencia y delincuencia 
que generan las Maras, 
y que la población 

percibe, la sociedad se 
ve en la necesidad de  
tener o  portar armas 
de fuego defensivas  
para protegerse, lo cual 
implica que se dé en  el 
país  una  proliferación de 
armas de fuego legales e 
ilegales.   

 
Efectos económicos

En lo económico, la calificación 
del país como uno de los más 
peligrosos y violentos de América 
Latina, donde las maras son un 
factor determinante de inseguridad 
y riesgo, desincentiva la inversión 
empresarial.  

1. Algunas de las  fuentes 
de financiamiento de las 
Maras son el sicariato, el 
narcomenudeo, el tráfico de 
drogas, el tráfico  de ilegales, 
el asesinato etc. Pero constituye 
la extorsión  su principal fuente 
de financiamiento,  delito del 
cual son blanco inescapable 
los comerciantes, residentes 
de barrios, profesionales, 
taxistas, transportistas urbanos y 
extraurbanos, y los empresarios. 
Para éstos, la extorsión 
opera como el pago de un 
impuesto para ingresar a áreas 
controladas por las maras, y 
poder distribuir la mercadería. 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

205

La información del grupo Panda de la Policía 
Nacional Civil, que investiga estructuras criminales 
de pandillas, da cuenta de un número alarmante de 
casos (Tabla 1). 

Tabla 1
Casos de extorsiones de Maras, según 

sector afectado (2010-junio 2013)

SECTOR/AÑO	 2010	 2011	 2012	 2013

RESIDENCIAS	 1146	 1771	 1475	 575

COMERCIOS	 325	 759	 720	 295

TRANS. URBANO	 19	 47	 43	 26

TRANS. EXTRAURBANO	 42	 99	 157	 56

TRANS. PESADO	 5	 24	 22	 15

TRANS. ESCOLAR	 0	 2	 2	 0

TAXIS	  5	 23	 56	 37

CENTROS EDUCATIVOS	 22	 40	 32	 8

IGLESIAS	  2	 4	 3	 2

DEPEND. DEL ESTADO	 4	 0	 3	 1

OTRAS NO DEFINIDAS	 12	 16	 6	 4

SUB TOTALES:	 1582	 2785	 2519	 1019

CASOS DE EXTORSION:	 1570	 2769	 2513	 1015

Fuente: Grupo Panda, PNC

	 El Ministerio Público, que recibe 
las denuncias, maneja datos 
muy diferentes que, según 
publicación de prensa,1 informan 
que en el trienio del 2010 al 

1. Prensa Libre, publicación electrónica del 
13 de abril de 2013
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2012 se presentaron 23,260 
denuncias  en todo el país. Aún 
así el problema es sin duda 
mayor, pues por lo regular las 
extorsiones no son  denunciadas 
por amenazas a los afectados.

	 El monto que reciben las Maras 
por las extorsiones podría estar 
en el rango de los Q 300 
millones a Q 500 millones al 
año, pero fuera de este cálculo 
están las personas que pagan las 
cuotas exigidas de extorsión que 
no denuncian a las autoridades. 

b. El lavado del dinero proveniente 
de las  actividades ilegales de 
las Maras  se realiza a través 
de empresas tipo car wash, 
burdeles, cantinas, abarroterías, 
purificadoras de agua, empresas 
de taxis, moto taxis etc.

c. Los altos niveles de violencia e 
inseguridad que se viven en el 
país, de lo que sin lugar a dudas 
son las Maras los responsables 
en un alto grado, obligan a una 
gran cantidad de empresas a 
contratar los servicios seguridad 
privada, aseguradoras y demás 
incrementándose los costos 
de operaciones que al final se 
trasladan al consumidor.

 

Efectos políticos

El Estado es débil, sus recursos 
financieros, limitados y sus 
instituciones de seguridad, frágiles 
y están penetradas por el crimen 
organizado; no posee los recursos 
humanos  y logísticos necesarios 
para enfrentar un fenómeno 
criminal como el que acá se 
describe. Aunado a ello el Estado 
está ausente en gran parte del 
territorio nacional,  lo cual dejo 
el camino despejado para que 
actores armados asociados a la 
criminalidad, crimen organizado, 
narcotráfico y Maras. Ese conjunto 
de limitaciones resta autoridad y 
legitimidad al Estado y debilita el 
régimen democrático.

De lo nacional a lo 
transnacional

Con el transcurso del tiempo, las 
dos grandes Maras que operan 
en el país, tanto la Mara 18 
como la Salvatrucha, se fueron 
organizando no solo a nivel local 
(calle, barrio o colonia), sino a 
nivel nacional (departamentos, 
municipios), con un crecimiento 
y expansión vertiginosas; de 
las iniciales actividades ilícitas 
menores,  pasaron a ejecutar  una 
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serie de actos criminales que les 
proporcionan recursos económicos; 
el ejemplo típico es la extorsión a 
pequeños y medianos comerciantes, 
profesionales, propietarios de 
viviendas y transportistas, hasta 
llegar al asesinato de aquellos que 
no acceden a sus requerimientos. 
Así, estructuraron todo un sistema 
de economía criminal, que les 
reporta grandes dividendos.

Recientemente tanto la Mara 18 
como la MS se han convertido en 
organizaciones que trascienden  
lo nacional, para convertirse en 
organizaciones transnacionales. Así 
forman redes transnacionales, con 
integrantes  multinacionales  que se 
agrupan como clicas, normalmente 
en los centros urbanos y en las 
áreas fronterizas, donde hay poca 
atención institucional y un alto 
flujo migratorio. Las fronteras son  
lugares adecuados para desarrollar 
sus actividades criminales, en uno 
y otro país, en un corredor que va 
desde Colombia hasta los Estados 
Unidos.

Entre una y otra Mara procuran 
mantener pactos de no agresión y  
vínculos de  comunicación abiertos  
para evitar los enfrentamientos entre 
sí, y hay colaboración entre ellas, 
mediante  alertas ante la presencia 
de los cuerpos de seguridad.

Este nuevo tipo de organización 
pandilleril transnacional ofrece 

mayor seguridad para el lavado 
de sus ganancias ilícitas y para 
preservar la integridad de sus 
líderes e integrantes. Mantienen una 
estructura jerárquica  internacional 
y líderes más importantes residen 
en los Estados Unidos. En caso de 
necesidad se garantizan seguridad 
y un mejor trato dentro de las 
prisiones en los Estados Unidos.  

Las Maras transnacionales 
han mantenido fuerte  
presencia  en la zona 
fronteriza entre Guatemala, 
Salvador y Honduras, 
pero es en la frontera 
entre Guatemala y México 
donde, de acuerdo a 
la información oficial, 
se ha incrementado su 
participación en actividades 
criminales, especialmente 
narcomenudeo, trafico de 
drogas, abanderamiento de 
caravanas  de inmigrantes, 
extorsión,  asesinato, 
sicariato etc. Especialmente  
operan en viejas rutas de 
transporte de drogas y 
abren nuevas rutas; además  
prestan  protección a grupos 
de migrantes, o extorsionan 
a las personas que utilizan 
el ferrocarril como medio de 
transporte hacia los Estados 
Unidos.
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En el contexto transnacional, 
para fortalecer su organización y 
mantener un crecimiento constante, 
las Maras le han dado prioridad a 
dos áreas:

Financiera

Las Maras vinculadas al crimen 
organizado, especialmente a 
redes de traficantes de drogas 
y de indocumentados, se han 
fortalecido financieramente, lo que 
les permite constituir un sistema 
complejo de soporte y reproducción 
material que aumenta su poder 
criminal. Tejen redes de casas de 
seguridad, adquieren equipos de 
comunicaciones y progresivamente 
se tecnifican. 

Organización

Tanto la Mara Salvatrucha  como 
la Mara 18 han significado una 
nueva forma de organización de la 
juventud que representa alternativas 
altamente atractivas, ya que el 
grupo ofrece a sus integrantes 
no sólo afecto y protección, sino 
también un sistema de ascensos 
que les permite avanzar en la 
organización.  En la estructura de 
clicas son claramente identificables 
los lideres, jefes de grupo y 
soldados, asimismo se respetan 
ciertas habilidades, como rotular 
los símbolos de la Mara en 
muros o tatuar los cuerpos de los 
pandilleros.

Como se dijo, las Maras 
transnacionales buscan 
consolidar el control de 
territorios fronterizos  y 
dominar los circuitos 
criminales, y así estrechan 
vínculos con otras 
pandillas, principalmente 
en los Estados 
Unidos. Esa forma de 
organización transnacional 
y representación 
multinacional de sus 
miembros, les permite 
movilidad entre países y 
adaptarse a diversas clicas 
y actividades criminales. 
En esas condiciones se 
entenderá que la atención 
institucional preventiva y 
operativa de las fuerzas 
de seguridad pública 
adquiere un grado de 
dificultad mucho mayor.

Permanente transformación

En este contexto, predominan en las 
Maras tres grandes objetivos: 
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1. Adaptación al medio. Mediante transformaciones permanentes 
en su organización, volviéndose más flexibles ante el 
ambiente. Por ejemplo, modifican sus normas de conducta y 
su aspecto general, desde eliminar el uso de tatuajes, hasta 
vestirse adecuadamente a fin de romper el estereotipo del 
marero que llama la atención del resto de la sociedad y de las 
fuerzas de seguridad.

2. Expansión. El éxito del flujo de bienes y servicios ilegales  
desde Centroamérica hasta los Estados Unidos, le abre 
la posibilidad de una ruta hacia Sudamérica a través de 
Colombia. A la vez, se  esfuerzan  por mantener  la frontera 
de los Estados Unidos libre de actividades relacionadas con el 
terrorismo, evitando riesgos a sus actividades criminales y una 
sobre atención de las fuerzas de seguridad.

3. Recursos. Al fortalecer sus conexiones con las redes del crimen 
organizado trasnacional, especialmente el narcotráfico, han 
obtenido un incremento notable de recursos, hasta crear una 
verdadera economía criminal.

Estrategias y tácticas

La estrategia de las maras se 
basa en una organización flexible 
y dinámica que  les permite 
innovar su acción criminal sea por 
decisión de sus líderes o cuando la 
coyuntura lo determina. De igual 
manera, parte fundamental de su 
estrategia consiste en articular un 
discurso hacia la niñez y juventud 
con un componente de  identidad 
territorial que funciona como un 
instrumento de captación de nuevos 
miembros.

De su organización tanto 
nacional como transnacional, 
de su interconexión fronteriza a 
nivel regional, se deduce  una  
estrategia  de movilidad para abrir 
un corredor desde Sudamérica 
hasta Norteamérica, la cual les 
posibilita el trasiego  ilegal de 
bienes y servicios, e igualmente 
les permite enfrentar los efectos 
de los operativos de las fuerzas 
de seguridad, como el pago de 
abogados frente a acusaciones 
penales o logística de resguardo. 
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Los indicios apuntan a que algunos 
de  los líderes de la Salvatrucha 
y la 18, para protegerse, se han 
reubicado en las fronteras del 
“triángulo norte” (Guatemala, 
Salvador y Honduras) y tienden a 
colaborar con mayor frecuencia 
con el crimen organizado, 
especialmente con el narcotráfico 
en la frontera entre Guatemala y 
México.

Ambas organizaciones practican 
una tregua que por lo general 
se respeta, y se refleja en una 
disminución de los enfrentamientos, 
incluso en territorios bajo disputa. 
La tregua les libera recursos para 
sus actividades criminales, y el 
nomadismo que la acompaña 
dificulta la tarea de detección de las 
fuerzas de seguridad. 

Esas tácticas les conducen a una 
alta especialización criminal a la 
vez que facilitan el reclutamiento de 
los líderes de las maras por parte 
organizaciones criminales, sea 
para el tráfico de drogas, robo de 
vehículos, trata de personas, tráfico 
de personas indocumentadas, de 
armas y el sicariato.

En el Salvador se consolidó una 
tregua entre la mara Salvatrucha y 
la Barrio 18. En Honduras ronda 
una propuesta en ese sentido, 
y en Guatemala se empieza a 

hablar de lo mismo. La tregua no 
resuelve el fenómeno criminal en sí 
mismo; la población experimenta 
una falsa percepción de seguridad 
al reducirse los homicidios que 
resultan del enfrentamiento entre 
pandillas (aunque siguen matando 
selectivamente), mientras la 
población sufre el  incremento 
de extorsiones, sicariato, 
narcomenudeo y otros. 

¿Qué sucede dentro de las maras 
con la tregua? Las maras no se 
desmovilizan, siguen actuando más 
cohesionadas en las cárceles y en 
las calles; se fortalecen y expanden 
a otros territorios aprovechando 
que la persecución de las fuerzas 
de seguridad disminuye ante la 
tregua. En esta coyuntura las 
maras replantean sus actividades 
criminales, que se basan en las 
extorsiones, para acceder a través 
del lavado de activos a negocios 
lícitos.  

El Estado no puede desde ningún 
punto de vista (legal, político, 
social o económico) pactar con 
organizaciones criminales, o avalar 
actuaciones (tregua) con fachada 
de legal entre organizaciones 
criminales, pues de igual manera 
complican la seguridad de los 
ciudadanos. La obligación primaria 
del Estado es garantizar y proveer la 
seguridad a la población. 
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Estructura organizativa

Tanto la M-18 como la Salvatrucha 
funcionan sobre la base de clicas, 
que son  agrupaciones en las 
cuales se divide la pandilla.  Ambas 
maras tienen un líder o ranflero. 
La Salvatrucha (M-S), a diferencia 
de la  M- 18,  es más metódica 
y organizada; la mayoría de sus 
integrantes tiene escolaridad de 
nivel medio; una de sus reglas en 
la prisión es no ingerir drogas, a 
excepción de marihuana, pues, 
manifiestan, no causa adicción. 

Los Salvatrucha que operan 
en las calles tienen prohibido 
tatuarse y utilizar vestimenta que 
los caracterice como miembros 
de la mara, lo cual hace difícil 
su identificación. Además se ha 
detectado que adquieren doble 
identidad, con documentos legales. 
A diferencia de la M-18, la M-S 
involucra muy pocas mujeres.

Tanto la M-S como la M-18 cuentan 
con estructuras dirigidas por un 
líder, encargado de organizar 
y planificar la acción criminal; 
cuando éstos se encuentran 
privados de libertad, desde las 
cárceles llevan la dirección.  

En las cárceles del país se han 
identificado 32 clicas  de la M-18,  
algunas con muy pocos integrantes, 
dedicados a prestar apoyo al resto 

de las  clicas. De igual manera 
se han detectado 33 clicas de la 
M-S que operan también desde 
las cárceles. Estas son las clicas 
identificadas:

1.	 Los Crazy Gangster
2.	 Solo Para Locos 
3.	 Liro Saico Criminal
4.	 Solo Raperos    
5.	 Vatos Locos
6.	 Corner Gangster 
7.	 Los Crazy Rich
8.	 Crazy Latin
9.	 Master Dance Rap 
10.	 Hollywood Gangster
11.	 Imperial Gangster
12.	 Latin Family
13.	 Los Crazy Chapin 
14.	 Latin Crazy
15.	 Wacos Locotes 
16.	 Carnales
17.	 Santa Fe Locotes
18.	 La Raza Chapina
19.	 Weapon Crazy Latin
20.	 Columbia Liro Saico
21.	 Reyes Chapines
22.	 Escorpiones
23.	 Cypress Lokotes
24.	 Lewis Gangster
25.	 Los Crazy Brother
26.	 Tiny Wainos
27.	 Vagos Locos
28.	 Homitos Locotes
29.	 Tiny Criminal
30.	 Hermanos
31.	 Águilas Negras
32.	 Shatto Park Locos

Clicas de la 18 en las cárceles
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Jerarquías en la 
estructura M-18

Para efectos de una mejor 
comprensión de las organizaciones 
criminales, en este caso de la M-18 
se presenta a continuación en 
forma descriptiva su estructura.

Ranflero de clica 
o primera palabra. 

Es el líder de una clica, que 
tiene bajo su mando a un 
grupo de pandilleros en un área 
determinada; coordina y ordena 
la ejecución de actividades 
criminales. Si fuera trasladado a 
otra prisión o falleciera, el llavero 
de clica o segunda palabra 
tomara su lugar.

Llavero de clica 
o segunda palabra. 

Es el segundo al mando en la 
clica, se encarga de coordinar o 
ejecutar las órdenes del ranflero; 
en ocasiones se ocupa de las 
finanzas de la clica.

Homie brincado o soldado.

Pandillero considerado miembro 
activo; puede optar a un rango 
más alto, como llavero, ranflero 
o miembro de rueda. Para 
diferenciarlos de un llavero o 
ranflero se les llama “soldados”, 
y pueden ser nombrados por el 

1.	 Coronados Locos Salvatruchas
2. 	 Pee Wees Locos Salvatruchas
3. 	 Vatos Locos Salvatruchas
4. 	 Normandie Locos Salvatruchas
5. 	 Liro Saico Salvatruchas 
6. 	 Chapines Criminal Salvatruchas
7. 	 Harvard Locos Salvatruchas
8. 	 Gangster Locos Salvatruchas
9.	 Dementes Locos Salvatruchas
10.	 Carmen Locos Salvatruchas
11.	 Hemster Locos Salvatruchas
12.	 Criminal Mafiosos Salvatruchas
13.	 Bichos Locos Salvatruchas
14.	 Parking Locos Salvatruchas
15.	 Parvios Locos Salvatruchas
16.	 Santa Lucia Locos Salvatruchas
17.	 Hollywood Locos Salvatruchas
18.	 Santos Locos Salvatruchas
19.	 Liro Malditos Salvatruchas
20.	 Southside Century Salvatruchas 
21.	 Bandidos Locos Salvatruchas
22.	 Westerly Vagos Salvatruchas
23.	 Roceros Locos Salvatruchas
24.	 NorthSide Locos Salvatruchas
25.	 Leeward Locos Salvatruchas
26.	 Black Demons Salvatruchas
27.	 Tiny Criminal Salvatruchas
28.	 Wachapanecos Locos Salvatruchas
29.	 Crazy Latin Salvatruchas
30.	 Altos Locos Salvatruchas
31.	 De la 20
32.	 Vatos Delincuentes Salvatruchas
33.	 Girasoles Locos Salvatruchas

Clicas de la M-S en las cárceles
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ranflero como “tercera o cuarta”, 
para relevar al llavero en caso de 
necesidad. 

Chequeo. 

Miembro de la pandilla que 
se encuentra en proceso de 
obtener el rango de homie. 
Debe superar una prueba que 
consiste en asesinar a miembros 
de una pandilla rival (no se sabe 
exactamente la cantidad de 
muertes que se le exigen), o bien 
cometiendo un acto criminal, 
significativo para la pandilla. En 
las cárceles ocurre que cuando 
un “chequeo” trabaja como 
sirviente de los líderes por muchos 
años, éstos  pueden acordar su 
ascenso. Cuando eso ocurre, se 
realiza una reunión de líderes 
o rueda del barrio para llevar 
a cabo una ceremonia que 
consiste en propinar una golpiza 
al “chequeo”. A dicho acto se le 
llama “brinco”, y el pandillero 
pasa a ser “homie brincado”.

Paro. 

Es el rango más bajo en la 
organización. Son los encargados 
de recoger el dinero de las 
extorsiones; vigilan a las víctimas 
y el área donde se cometerá un 
hecho criminal; además alertan 
sobre la  presencia policial. En 
el argot “paro” significa “favor”. 
En la cárcel mantienen el rango y 

sus trabajos son hacer limpieza o 
servir a los líderes.

Jainas. 

Son las convivientes de los 
pandilleros; colaboran con tareas 
de “paros”; además son las 
encargadas de ingresar drogas, 
celulares, municiones etc. a los 
centros penales. 

Jumper. 

Son las mujeres convivientes de 
algún pandillero que también 
forman parte de la pandilla, pues 
ya pasaron el proceso de un 
“paro” y “chequeo”, y ya han sido 
“brincadas”. Hay pocas “jumper” 
en las estructuras. 

Rueda del barrio. 

Es un grupo de líderes y 
representantes de cada clica que 
se reúnen para tomar decisiones 
sobre la pandilla. Incluyen a 
mareros que, aunque no son 
líderes de clicas, poseen talento 
o conocimientos específicos 
para diseñar estrategias de su 
interés. Existe “rueda” dentro 
de la cárcel y otra afuera de 
iguales características, para 
complementarse en caso de 
capturas o traslados en las 
prisiones. En estos casos, toman 
su lugar los integrantes de la 
“rueda de llaveros”.
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Paro y Jainas

Chequeo

Homie Brincado o 
Soldado,  Jumper

Llavero 2da. 
palabra

Ranflero de Clica 
o 1ª. Palabra

Desde las cárceles los pandilleros 
de la M-S y la M-18 planifican y 
organizan todo tipo de actividad 
criminal, sobre todo extorsiones. El 
teléfono celular se ha convertido 
en la  herramienta más importante 
para las  extorsiones y ordenar la 
ejecución de actividades criminales.

Jerarquías en la 
estructura MS

En las estructuras de la M-18 y la 
MS se emplean términos similares 
en las jerarquías, pero no siempre 
determinan la misma posición ni 
significan lo mismo. 

Rueda de llaveros. 

Pandilleros en el segundo rango jerárquico que 
reciben órdenes directas de la “rueda del barrio” 
y se reúnen para organizar y ejecutar las órdenes; 
son los encargados de mantener el orden en las 
celdas o bartolinas. También existe una “rueda 
de llaveros” en el interior de la cárcel y otra en el 
exterior.
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Ranflero de barrio. 
Es un pandillero que forma 
parte del “Consejo de los 
nueve”; no necesariamente 
debe ser ranflero de clica. 
Participa en la organización 
y en la toma de decisiones 
acordadas por el Consejo en 
reuniones que denominan 
“liryn”, y tiene mando sobre 
el resto de miembros de la 
pandilla.

Llavero de barrio. 
Miembro de la pandilla que 
forma parte de los “Nueve 
llaveros”; en ocasiones tienen 
trabajos específicos, como 
las finanzas o del ingreso de 
ilícitos a los centros carcelarios; 
tienen mando sobre el resto de 
miembros.

Ranflero de clica. 
Líder de una clica; planea y 
organiza hechos delictivos tiene 
mando sobre su clica y en su  
área de actividad.

Llavero de clica. 
Segundo al mando en una 
clica, recibe órdenes directas 
del ranflero de clica y se 
encarga de coordinar las 
actividades criminales; en 
ocasiones maneja las finanzas 
de la clica. Sustituye al ranflero 
de clica.

Tirador o desconchador. 

Pandillero de confianza del 
llavero o del ranflero de clica; 
se ocupa de construir las 
caletas o escondites que utilizan  
las clicas. Aparte del ranflero 
y del llavero es quien sabe la 
localización de las caletas.

Homie brincado. 

Se encarga de ejecutar las 
órdenes del ranflero y del 
llavero de clica, así como 
el reclutamiento de nuevos 
integrantes a la pandilla.

Chequeo. En el interior de las 
cárceles se dedican a realizar 
tareas de limpieza y aseo de 
los espacios que ocupan los 
ranfleros y llaveros de clica.

Paro. 
Pandilleros que aún no se 
les toma en cuenta como 
miembros activos de la mara; 
se dedican a tareas de aseo y 
limpieza.

Jaina. 

Conviviente de un pandillero 
que colabora activamente con 
la mara; ingresan ilícitos en las 
cárceles.

Jumper. 

Convivientes de algún 
pandillero y forman parte de 
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la pandilla; han pasado el proceso de “paro” y “chequeo” y 
han sido “brincadas”. Se desconoce si entre las integrantes 
de la MS que están recluidas, hay una “jumper”. Según 
algunas fuentes la MS no involucra a familiares en sus 
negocios ilícitos.

MS: Organización jerárquica

Nueve 
llaveros

Nueve 
chequeos

Consejo 
de los nueve

MS 

Jumper

Jaina

Paro

Chequeo

Brincado

Tirador

Llavero de Clica

Ranflero de 
Clica

Lavero de 
Barrio

Ranflero de 
Barrio
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Desde las cárceles, los miembros 
de la MS utilizan los mismos 
mecanismos que la M-18 para 
ejecutar actividades criminales. 
Coordinan por medio de visitas 
de familiares, amigos, abogados, 
y utilizan celulares. También 
sobornan y amenazan a las familias 
del personal  administrativo y de 
seguridad penitenciaria, o bien 
éstos son sus cómplices.  

La MS no se había dedicado de 
lleno a las  extorsiones, pero ya lo 
hace. Además sigue colaborando 
con el trasiego de drogas, 
auxiliando a algunos carteles para 
la revisión y seguridad de rutas. Sus 
ingresos los invierten en negocios 
legales, como compra y venta 
de vehículos, depósitos y¬¬/o 

abarroterías, purificadoras de agua 
etc. En la calle sus miembros tienen 
instrucciones de no conducirse en 
vehículos más viejos que modelos 
2007; el traslado de armamento lo 
deben de realizar mujeres, quienes, 
por su aspecto, raras veces son 
detectadas en los puestos de control 
oficiales. En ruta deben mantener 
las ventanas de los vehículos abajo, 
sobre todo si son polarizados; así 
evitan llamar la atención. 

El lenguaje corporal

Los integrantes de las maras han 
desarrollado un lenguaje corporal 
de comunicación interna, similar 
al utilizado por las personas con 
deficiencias auditivas y del habla.

Conclusiones

1. Las maras son un fenómeno criminal en proceso de 
fortalecimiento y expansión, que están en etapa de 
asentamiento en las zonas fronterizas. En general son 
extremadamente violentas, y la violencia es su método de 
sometimiento a la población. Sus estructuras con complejas 
y flexibles, y forman parte de ellas niños, jóvenes y familias 
completas. 

2. Las maras ya crearon una industria criminal altamente 
rentable. Muchos de sus recursos los han invertido en 
negocios lícitos (bares y cantinas, car wash, abarroterías de 
barrio, purificadoras de agua,  servicio de taxis y transporte 
etc.) 
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3. Las autoridades y en general la sociedad desconocen la 
dimensión y gravedad del problema. La PNC no tiene un 
registro del universo de las maras ni su tipología; apenas 
registran a quienes son apresados. Es imprescindible realizar 
investigaciones criminológicas, sociológicas, económicas etc., 
para conocer y enfrentar mejor el fenómeno criminal de las 
maras, y contener su capacidad de reclutamiento de niños y 
jóvenes. 

4. La MS y la M-18 tienen actividades de carácter transnacional 
–operan desde los Estados Unidos hasta Colombia- y han 
adquirido una alta movilidad. Establecer vínculos y colaboran 
con el crimen organizado, en especial con grupos de 
narcotraficantes. 

5. La tregua entre las maras en El Salvador ha disminuido la 
tasa de homicidios (asesinatos entre maras rivales), pero no 
ha tenido impacto en los delitos que afectan a la sociedad, 
en especial las extorsiones. De todas maneras mantienen un 
alto grado de capacidad para realizar ejecuciones selectivas. 
El cambio generacional de los integrantes de las maras está 
provocando una mutación en sus estructuras y objetivos, 
convirtiéndose en aparatos mejor organizados y con mayores 
alcances de poder económico, social y eventualmente 
político. 
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en América Latina1

Luis Mack

Resumen
En América Latina, un fenómeno corroe lentamente la institucionalidad: la práctica de 
modificar las “reglas de juego” desde el Ejecutivo. Nombre técnico: Golpes desde el Estado, 
o “autoritarismo competitivo”. Un tipo de autoritarismo que utiliza las mismas reglas de la 
democracia para negar su escancia: la posibilidad real de la alternancia en el poder. En 
este artículo, exploramos la causa profunda de este desfase entre lo que dice la teoría de 
la democracia, y lo que ocurre en la práctica en América Latina, para lo cual recurrimos 
al concepto de “Anomia Regulada”, un entorno institucional incierto que lejos de ser una 
“desviación” del deber ser, es una estrategia tan arraigada en nuestras sociedades, que tiene 
ramificaciones profundo en la historia, la cultura, la política y la economía. 

Palabras claves: Poder, filosofía política, democracia, autoritarismo, Latinoamérica, 
Guatemala, régimen político, golpe de Estado, leyes, instituciones, cultura política. 

Abstract
In Latin America, a phenomenon slowly corrodes the institutions: the practice of
modifying the “rules of the system”, from the Executive power. Technical name:
Overthrows from the State, or “competitive authoritarianism”. One type of authoritarianism 
that uses the same rules of democracy to deny the change: the real possibility of 
alternation in power. In this article, we explore the root cause of this discrepancy 
between what the theory of democracy had said, and what really happens in the reality 
of Latin America. Our theoretical approach uses the concept of “Regulated Anomy”, 
characterized by an ambiguous and uncertain institutional environment that is far away 
from what should be. One strategy so deep-rooted in our society, which has ramifications 
in our history, our culture, our political and economic reality.

Keywords: Power, political philosophy, democracy, authoritarianism, Latin America, 
Guatemala, political regime, overthrow, laws, institutions, politics culture. 

The Regulated Anomy and the fight for the institutions in Latin America

1. La primera versión de este artículo salió en forma de columna 
de opinión en el medio digital Plaza Pública, auspiciado por la 
Universidad Rafael Landívar, en enero del 2013. Aquí se presenta una 
versión ampliada de este primer ensayo. http://www.plazapublica.com.
gt/content/la-lucha-por-la-institucionalidad-en-america-latina

La anomia 
regulada
y la lucha por la institucionalidad
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Desde tiempos inmemoriales, hay una constante 
que caracteriza al ser humano: el ansia de 
acumular el poder. En la antigüedad, la metáfora 

del “Anillo de Giges”, utilizada por el gran filósofo 
griego Platón, sirve de ejemplo para ilustrar que la 
impunidad, el ansia por el control y maldad humana, 
son aspectos distintivos del ser humano.

Tan pesimista es Platón, que piensa 
que la “bondad” es simplemente 
producto de la incapacidad del 
poder. ¿La prueba? Denle a 
cualquier persona capacidad de 
decisión, poder, y pronto no se 
diferenciará al bueno del malo:

“Para darnos mejor cuenta 
de cómo los buenos lo son 
contra su voluntad, porque 
no pueden ser malos, bastará 
con imaginar que hacemos lo 
siguiente: demos a todos, justos 
e injustos, licencia para hacer 
lo que se les antoje y después 
sigámosles para ver adónde 
llevan a cada cual sus apetitos. 
Entonces sorprenderemos en 
flagrante al justo recorriendo 
los mismos caminos que el 
injusto, impulsado por el interés 
propio, finalidad que todo ser 
está dispuesto por naturaleza 
a perseguir como un bien, 
aunque la ley desvíe por fuerza 
esta tendencia y la encamine 
al respeto de la igualdad.” 
(Platón, La República, II libro; 
página 38.)

Muchos siglos después, otro gran 
filósofo de la política, Thomas 
Hobbes, planteaba un análisis 
similar en su también clásica 
obra, El Leviatán: la metáfora del 
surgimiento de un supra-poder, por 
encima de los deseos y la libertad 
de los individuos, un arreglo 
institucional que entonces parece 
demasiado moderno. La propuesta 
es relativamente sencilla y lógica: 
los hombres aceptan un “mal 
menor”, el surgimiento del Estado 
moderno, basado en lo que hoy se 
llamaría un “pacto de dominación”, 
o un contrato social según las 
palabras de Hobbes, para evitar 
la peor de las situaciones sociales: 
la lucha de todos contra todos, o 
la llamada también ley del más 
fuerte. En ese contexto social, en el 
que se presupone lo peor del ser 
humano, se produce una situación 
de total incertidumbre y caos social, 
sintetizada en la frase que volvió 
famoso a Hobbes: El hombre es 
el “lobo del hombre”. El ansia 
de acumular el poder y el deseo 
de imponer la voluntad sobre el 
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resto, sigue siendo la característica 
principal del ser humano.

Muchos otros autores en la 
filosofía política clásica y moderna 
siguen reflexionando sobre esta 
tan arraigada característica del 
ser humano: el ansia de poder, 
la insaciable búsqueda de lo que 
Milán Kundera denomina “la 
inmortalidad”, o el deseo por la 
trascendencia. 

Lamentablemente, muy pocos 
lugares como América Latina 
para poner en práctica todas 
estas reflexiones: desde la época 
de la independencia, la región 
latinoamericana ha sido un 
territorio fértil para demostrar 
el ansia de acumular poder, 
especialmente si se analizan 
las múltiples y reiteradas crisis y 
conflictos que han surgido en el 
subcontinente. Un recuento de 
los relevos presidenciales y crisis 
institucionales en la región nos da 
un indicio de lo extendido que se 
encuentra este problema:

“Si hacemos la cuenta del total 
de pronunciamientos militares 
documentados, entre 25 
países, desde 1902 hasta la 
última jugarreta de golpista en 
Venezuela (2002), resultarán 
327 golpes de estado.” 
(Guerrero, Modesto Emilio, 
2006.)

La creciente intolerancia de 
la comunidad internacional a 
los golpes de Estado empezó 
a frenar esta vieja tendencia 
golpista; sin embargo, el “ingenio” 
latinoamericano encontró la 
manera de perpetuar el deseo de 
gobernar sin cortapisas: entonces 
se empezó a ensayar el modelo 
de “golpe desde el Estado”: 
la modificación del andamiaje 
jurídico para evitar la alternancia 
democrática y para favorecer la 
concentración del poder en el 
Organismo Ejecutivo. Levistky y 
Way le llaman a este fenómeno 
“autoritarismo competitivo” 
(Levistky y Way, 2002: 51-65), o 
en palabras del gran politólogo 
argentino Guillermo O´Donnell, 
sería la “democracia delegativa” 
(O’Donnell, 1994: 55-66). 
Un sistema que Levistky y Way 
llaman “híbrido”, porque ni es 
completamente autoritario, ni 
completamente democrático. 
Paradójicamente, entonces, es un 
ordenamiento institucional que 
perpetúa su propia contradicción, 
por lo que institucionaliza la 
inestabilidad y el conflicto:
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“El autoritarismo competitivo 
debe diferenciarse, por un 
lado, de la democracia, y 
por otro, del autoritarismo. 
Los regímenes democráticos 
modernos cumplen con cuatro 
criterios mínimos (…) Aunque 
los regímenes democráticos 
plenos a veces pueden violar 
uno o más de estos criterios, 
estas violaciones no logran 
impedir seriamente los 
desafíos democráticos a los 
funcionarios gubernamentales. 
En otras palabras, no alteran 
fundamentalmente el campo 
de juego entre el gobierno y 
la oposición.” (Levistky y Way, 
2002: 56.)

Uno de los indicios más recordados 
de esta “nueva ola” de dictaduras 
disfrazadas de democracia se 
probó en el Perú de Fujimori: el 
5 de abril de 1992, el entonces 
presidente Alberto Fujimori anunció 
la disolución del Congreso, así 
como la intervención de todas 
las instituciones diseñadas 
para la rendición de cuentas, 
la fiscalización y el control de 
la acción del Ejecutivo, lo que 
fue calificado entonces como 
un autogolpe de Estado. Esta 
novedosa modalidad de acaparar 
el poder fue ensayada de nuevo 
de forma inmediata en Guatemala 
por el entonces presidente Jorge 
Serrano Elías, aunque los resultados 

de ambos intentos fueron muy 
diferentes.

Una etapa superior de este 
tipo de golpes de Estado, 
orquestados desde adentro 
de la institucionalidad y 
aprovechando las reglas 
del juego democrático, se 
empezó a gestar cuando 
alcanzó el poder el 
controversial Hugo Rafael 
Chávez Frías, quien no 
tardó mucho en impulsar 
una serie de medidas 
de cambio institucional, 
empezando, claro está, por 
convocar a una Asamblea 
Nacional Constituyente. 
La nueva Constitución 
Política se decretó el 30 
de diciembre de 1999, y a 
partir de ahí se inició una 
meteórica carrera que ha 
inmortalizado la figura de 
Chávez.

En sus tres períodos presidenciales 
(1999-2001, 2002-2007, 
2008-2013), Hugo Chávez 
se caracterizó por su afán por 
modificar el ordenamiento legal 
venezolano, lo que fue denunciado 
como un plan bien orquestado para 
perpetuarse en el poder. Su cuarto 
triunfo electoral en el 2012 pareció 
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darle la razón a los opositores; la 
enfermedad, sin embargo, le negó 
a Chávez el placer de disfrutar 
el poder ilimitado que había 
construido.

Casos más recientes de este tipo 
de “enredos institucionales”, son la 
crisis institucional de Honduras por 
la “anómala” destitución de Manuel 
Zelaya en el 2009, y la destitución 
“exprés” del presidente Lugo en 
Paraguay en el 2012.

Muchos presidentes en América 
Latina han seguido el ejemplo del 
mandatario venezolano: se ha 
producido una oleada de reformas 
constitucionales o propuestas de 
reforma institucional y electoral 
(Bolivia 2008, Nicaragua 
2009-2010, Guatemala, El 
Salvador y Panamá 2012), 
la mayoría de cuyos intentos 
pretenden modificar las reglas 
institucionales para permitir la 
reelección, o para fortalecer el 
poder de decisión del Presidente.

Concretamente en Centroamérica 
llama la atención la crisis 
institucional de Honduras el 28 
de junio del 2009, la disputa 
constitucional en Nicaragua que 
favoreció la reelección de Daniel 
Ortega en noviembre del 2011, así 
como las maniobras institucionales 
del actual gobierno panameño para 
producir una reforma electoral a 

la medida de sus intereses en el 
2012, y permiten contextualizar lo 
que ocurre en Guatemala desde el 
2007: los intentos de Álvaro Colom  
y Otto Pérez Molina por generar 
condiciones institucionales para 
permitir la continuidad del poder y 
favorecer la implementación de sus 
respectivos proyectos políticos.
 

“Hoy no es necesario que 
las Fuerzas Armadas estén 
en primera línea. Los golpes 
de Estado pueden derivarse 
al Poder Legislativo. No por 
ello dejan de ser golpes 
de Estado. Ni mejores ni 
peores, tal vez, menos 
sangrientos, pero igual de 
antidemocráticos.”(Roitman, 
2012.)

¿Moraleja para 
Guatemala? La 
paralización actual 
del Congreso y las 
acusaciones mutuas entre 
los principales partidos 
políticos guatemaltecos, 
permiten augurar un futuro 
lleno de malos presagios, 
especialmente por las 
ansias ya reveladas de los 
principales protagonistas 
políticos del momento, el 
Partido Patriota y el Partido 
Líder, las dos fuerzas 
políticas más relevantes 
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del período legislativo 
2012-2015.
La pregunta fundamental 
entonces es: ¿Estará 
la institucionalidad 
democrática de 
Guatemala, preparada 
para enfrentar 
una posible crisis 
institucional o una 
regresión autoritaria 
del tipo “autoritarismo 
competitivo”?

La mayoría de científicos sociales 
se sienten perplejos  ante tan 
compleja realidad, debido a que 
por momentos parece que esa 
paulatina mutación de los sistemas 
políticos, para ubicarse en el 
“limbo teórico” de los “regímenes 
híbridos”, va creciendo por la 
capacidad infinita que tienen los 
actores políticos a lo largo y ancho 
de tantas realidades particulares; 
y debido también a los conflictos 
institucionales creados por diversas 
circunstancias, y “solucionados” 
de tantas y diversas formas, lo que 
produce frecuentes situaciones 
institucionales y políticas que 
no pueden ser adecuadamente 
captadas por los marcos teóricos 
vigentes. Por eso se multiplican 
las discusiones en torno a casos 
particulares. ¿Cómo se juzga la 
realidad del conflicto electoral en 
México 2006 y Venezuela 2013?  

¿O los procesos de destitución 
“anómalos” de Honduras 2009, 
Nicaragua 2010 y Paraguay 2012, 
de los cuales sólo el de Honduras 
fue sancionado drásticamente?

Avanzar en entender estas y otras 
contradicciones de la realidad es 
el objetivo del último apartado 
de este artículo, de manera que 
empecemos a construir un marco 
teórico y analítico más potente 
y conciso para leer e interpretar 
la compleja realidad que vive 
Guatemala y muchos países de 
Latino América. 

Explicando la democracia 
en un entorno institucional 
incierto: 
La anomia regulada

Durante muchos años la discusión 
sobre la diferencia entre los 
países desarrollados, como 
Estados Unidos, y los pobres y 
con carencias de todo tipo, como 
Guatemala, ha sido el debate 
principal de politólogos, sociólogos, 
historiadores y economistas; una de 
las explicaciones más reconocidas 
en los últimos años, sin embargo, 
resalta tal diferencia en la fortaleza 
y confianza de las instituciones, 
tal como por ejemplo, documenta 
el muy aplaudido trabajo de los 
economistas Acimoglu y Robinson 
(2012), que explica la diferencia en 
términos institucionales.
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Entender esta simple afirmación 
parece fácil, especialmente 
cuando todos, al parecer, hablan 
de lo mismo. Los políticos, 
las autoridades públicas, los 
ciudadanos, los periodistas, todos 
hablan de instituciones, de reglas, 
de Estado de Derecho y de un sin 
fin de términos afines. No obstante, 
tras la apariencia hay un mundo de 
significados y caminos ocultos que, 
aunque todos lo sabemos, nadie se 
atreve a nombrar en voz alta.

Una de las primeras explicaciones 
sugerentes que encontré para 
entender esta compleja realidad 
en América Latina fue el trabajo 
de Peter Waldmann (Waldmann, 
2006), el cual utiliza el concepto de 
“Estado anómico”, que fue criticado 
por sociólogos como el mexicano 
Fernando Escalante (Escalante, 
en Bernecker, 2004), justamente 
porque el concepto era demasiado 
ambiguo y problemático, ya que 
describe una gran cantidad de 
fenómenos que determinan una 
creciente distancia entre lo que se 
dice y lo que se hace, tal como se 
puede leer a continuación:

“Digamos que la corrupción, 
la incivilidad, son constantes. 
Cualquiera que sea su causa, 
su significado no ofrece 
muchas dudas: hay un desfase, 
un desajuste, una brecha 
entre el orden institucional 
(que traduce, digámoslo 
así, el orden normativo que 
imaginan las elites) y el orden 
normativo que en efecto guía 
las prácticas cotidianas y 
organiza el funcionamiento de 
la sociedad.” (Escalante, En 
Bernecker, 2004: 130.)

Sin embargo, justamente esa 
amplitud del concepto nos llamó 
la atención, si tenemos en cuenta 
la realidad de Guatemala: tan 
alejada de los marcos normativos 
y de lo que está escrito en las 
reglas jurídicas. Es lo que algunos 
siempre han llamado la gran 
distancia entre el país real y 
fáctico, y el país legal. Por eso 
el argumento de Waldmann de 
que la forma en que se producían 
normas legales era el problema 
de origen, me hizo percatarme de 
esa paradójica situación de reglas 
que están hechas para incumplirse, 
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o al menos, para cumplirse 
discrecionalmente. Así, avancé 
al concepto que, creo, explica la 
incapacidad de las ciencias sociales 
de “analizar” la compleja realidad 
que ocurre en nuestras latitudes: la 
anomia regulada, entendida como 
una situación de desorden, de 
incapacidad de las normas legales 
de regular las conductas sociales 
y políticas, simplemente porque 
fueron diseñadas de esa forma. 

Es decir, la norma tiene su propia 
kriptonita, haciendo la analogía 
con la historia de Superman y su 
única y fatal debilidad, su propio 
y particular talón de Aquiles. En 
el caso de la institucionalidad en 
América Latina y en Guatemala, 
la forma anómica con la que fue 
sancionada instala en el corazón 
de los cuerpos jurídicos la posible 
contradicción y ambigüedad que, 
posteriormente, se convierte en su 
propia negación: la ley pierde su 
poder regulador, y se convierte en 
uno más de los recursos disponibles 
por los actores sociales y políticos.2 
Raffaele de Giorgi le llama a 
esta particular contradicción 

inherente al sistema “redes de 
inclusión” (De Georgi, 1998), un 
tipo de sistema que acrecienta 
unilateralmente el ámbito del 
sistema político, de manera que 
la lógica “amigo-enemigo”3 
penetra a los demás sistemas, 
impidiendo su cierre operacional, 
por lo que el código de la política 
corrompe todos los demás códigos, 
generando así no pocos problemas. 
Javier Torres Nafarrate y Arturo 
Vallejos-Romero así lo explican:

“En una sociedad que prioriza 
una diferenciación funcional se 
generan problemas cuando la 
política sobrepone sus códigos 
a otros sistemas funcionales o 
viceversa, lo que suele suceder 
continuamente. Ni la política 
puede resolver los problemas 
de otros sistemas, ni otros 
sistemas pueden resolver los 
problemas de la política. De 
suceder lo anterior, podemos 
hablar de politización de 
la economía (el caso del 
desarrollo económico en 
América Latina), de politización 
de la educación etc.”(Torres & 
Vallejos-Romero, 2012: 200.)

2. Esta paradoja la hemos reflexionado 
ampliamente en un trabajo más extenso: 
Mack, Luis. Anomia Regulada. Una lectura 
institucional de la realidad guatemalteca. 
Dictus Publishing, 2013, ISBN-10: 
3847386786.
3. Según Karl Schmitt, la oposición 
fundamental de lo político.
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Guatemala es un caso 
paradigmático de anomia regulada: 
tiene reglas para todo, inclusive, 
para lo que uno ni siquiera puede 
imaginar. La maraña de leyes es 
tan interminable, tan enredada 
y compleja que graduarse de 
la Facultad de Derecho es toda 
una odisea, especialmente por el 
temido examen privado, el cual 
se estructura con la misma lógica 
casuística, ambigua y contradictoria 
que padece todo el sistema legal, 
lo que la hace una pesadilla para 
quienes se someten a ella.
Lo interesante es que, pese a que 
hay leyes para todo, muchos de 
los cuerpos legales simplemente se 
crearon para nunca ser cumplidos 
a cabalidad, como la famosa Ley 
de Acceso a la Información Pública, 
o la recientemente aprobada Ley 
Anticorrupción, las cuales tienen 
falencias sutiles, pero vitales, que 
las hacen inoperantes, o como 
muchos colegas llaman: leyes “sin 
dientes” ni mecanismos efectivos 
para su cumplimiento. La sabiduría 
popular así lo explica: “Hecha la 
ley, hecha la trampa”

De hecho, todo aquel que llega 
a un cargo público o que aspira 
a uno, como los candidatos a la 
Presidencia, sabe perfectamente 
que aunque las leyes parecen 
rígidas y estrictas, sabiendo 
“encontrar” la interpretación 
correcta o navegando en el mar 

de vacios y contradicciones de 
las normas, se puede incluso 
contradecir lo que teóricos como 
Montesquieu llamaron el “espíritu” 
de las leyes. El resultado es que 
somos el país del “todo es posible”, 
aunque todo esté prohibido.

El concepto de anomia regulada 
tiene al menos cuatro significados: 

• Estructuralmente significa, 
un entramado de leyes 
que permiten muchas 
interpretaciones antojadizas 
(falta de precisión legal: 
contradicciones, vacíos 
reglamentarios, lagunas 
legales, conceptos ambiguos 
etc.).

• Culturalmente, una forma de 
hacer política basada en el 
voluntarismo o  la costumbre 
de hacer lo que nos viene en 
gana, aunque haya leyes por 
todos lados. 

• Políticamente, es una práctica 
política determinada, basada 
en que la ley no sirve para 
regular la acción de todos, 
sino en particular para 
obstaculizar la acción del 
enemigo.

• Institucionalmente significa, 
un tipo de Estado basado 
en la hiperinflación de 
instituciones, las cuales 
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se crean sin contar con 
cadenas de mando 
claras y articuladas, pero 
sí con duplicidad de 
funciones, contradicciones 
institucionales e ineficiencia 
organizada, que se basa 
en la alineación de facto 
institucional a lo que dicta el 
gobierno de turno.

Las implicaciones de la anomia 
regulada, por lo tanto, son muchas 
y muy variadas, y estamos lejos 
aún de comprenderlas. Por eso 
recurrimos de nuevo al trabajo de 
Acimoglu y Robinson:

“Las instituciones políticas 
extractivas condujeron a 
instituciones económicas 
extractivas, que enriquecían 
a unos cuantos a costa de 
la mayoría. Por otro lado, 
quienes se benefician de 
instituciones extractivas 
tienen los recursos para 
crear mercenarios y ejércitos 
(privados), comprar jueces y 
amañar sus elecciones para 
conservar el poder. También 
están sumamente interesados 
en defender el sistema. Por 
consiguiente, las instituciones 
económicas extractivas crean la 
plataforma para que persistan 
las instituciones políticas 
extractivas. El poder es valioso 
en regímenes con instituciones 
políticas extractivas, porque 
es ilimitado y aporta riqueza 
económica.” (Acemoglu y 
Robinson, 2012: 403.)

Esta descripción de los autores 
es sumamente sugerente para 
entender las crisis institucionales 
en América Latina y, en particular, 
esa característica “delegativa” de 
la democracia que había señalado 
O´Donnell hace muchos años 
(O’Donnell, 1994: 55-66), así 
como a una larga lista de autores 
que desde hace mucho nos estaban 
alertando sobre ese círculo vicioso 
afincado directamente en el 
corazón de las instituciones.

Para principiar, por ejemplo, le 
hace honor a la “doble moral” de 
la que habló Octavio Paz hace 
más de 50 años en su famoso 
y muy controvertido ensayo El 
laberinto de la soledad. Para 
efectos del concepto, esa doble 
moral es la característica principal 
de todo el sistema. Pero no solo 
de los políticos y de quienes nos 
gobiernan: de todos por igual, tal 
como lo documenta la académica 
mexicana Sara Sefchovich 
(Sefchovich, 2008) para el caso 
de México. Pero volvamos a Paz, 
cuya descripción de la doble moral 
es vital para entender esta oleada 
de golpes desde el Estado y de 
autoritarismos competitivos:
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“La Independencia 
hispanoamericana, como la 
historia entera de nuestros 
pueblos, es un hecho ambiguo 
y de difícil interpretación 
porque, una vez más, las ideas 
enmascaran a la realidad 
en lugar de desnudarla o 
expresarla (…) Cada una de 
las nuevas naciones tuvo, al 
otro día de la Independencia, 
una constitución más o menos 
(casi siempre menos que más) 
liberal y democrática. En 
Europa y en los Estados Unidos 
esas leyes correspondían a 
una realidad histórica: eran 
la expresión del ascenso de 
la burguesía, la consecuencia 
de la revolución industrial y 
de la destrucción del antiguo 
régimen. En Hispanoamérica 
sólo servían para vestir a la 
moderna las supervivencias del 
sistema colonial. La ideología 
liberal y democrática, lejos 
de expresar nuestra situación 
histórica concreta, la ocultaba. 
La mentira política se instaló 
en nuestros pueblos casi 
constitucionalmente. El daño 
moral ha sido incalculable 
y alcanza a zonas muy 
profundas de nuestro ser. 
Nos movemos en la mentira 
con naturalidad.”(Paz, 1992: 
50-51)

La doble moral no es una 
característica aislada, es un 
indicador claro de la anomia 
regulada que se manifiesta, por 
ejemplo, cuando nos quejamos 
de los cuantiosos recursos que 
despilfarran los gobiernos, tal como 
en las manifestaciones que ocurren 
en Brasil con ocasión de la Copa 
Confederaciones 2013, pero nunca 
protestamos cuando, gracias a 
ese entorno institucional incierto, 
nos aprovechamos del otro y le 
“vemos la cara”. No nos molesta, 
igualmente, las muchas formas 
que tenemos de evadir las reglas y 
buscar formas de obtener un trato 
diferencial basado en nuestros 
recursos económicos o nuestros 
contactos, o en las argucias que 
tenemos que inventar para no 
pagar impuestos, o encontrar 
un “atajo institucional” que nos 
permita sacar el trámite que 
necesitamos de manera rápida.

Por eso las sociedades como las 
latinoamericanas son tan complejas 
y tan difíciles de cambiar: todos 
dicen que añoran un cambio, pero 
cuando tienen la oportunidad 
de “hacer ese cambio” que se 
pregona, los actores se comportan 
de igual manera para aprovecharse 
de las ventajas que da el entorno 
institucional, ya que el sistema 
otorga suficiente margen de 
maniobra como “tentar” hasta el 
más santo y probo.
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Lamentablemente esa perversa lógica 
institucional, que en el caso de 
Guatemala está muy arraigada, favorece 
sistemáticamente el aparecimiento de un 
sinfín de manifestaciones de la anomia 
regulada que le ocasionan muchos dolores 
de cabeza a los analistas y académicos, 
que no han descubierto el “origen” de 
las mutaciones sutiles de la política, las 
instituciones y los procesos sociales.
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democrática
Moisés Gómez Cortez

Resumen
El aparecimiento del capitalismo y el Estado moderno con su proyecto de sociedad, 
entra en conflicto con la diversidad cultural existente en las sociedades, ya que requería 
que  toda persona se integrara homogéneamente.
El colonialismo trazó fronteras y construyó Estados sin tomar en cuenta elementos 
culturales de la población. En el contexto de lo moderno, las diferencias culturales han 
sido constantemente un referente de conflictos relacionados con la distribución de los 
recursos. En varios Estados se han utilizado ideologías de carácter racista para excluir 
a ciertos grupos sobre la base del color, cultural y rasgos físicos, lo que ha conducido 
forzosamente a desplazamientos de poblaciones y asesinatos masivos. 

Palabras claves: Interculturalida democrática, población, cultura, 
diversidad, desarrollo.

Abstract
The arrival of capitalism and the modern State with its society project gets into a 
conflict with the cultural diversity that exists in societies, because it required for 
everyone to integrate homogenously.
Colonialism created frontiers and built States without realizing cultural elements of 
people. In the modern context, cultural differences have been a constant reference 
of conflicts related with resource distribution.  In several States racist ideologies have 
been used to exclude some groups, based in color and cultural or physical features, 
which has necessarily led to population displacement and massive murderers. 

Keywords: Interculturality, population, diversity, development, culture.

Democratic interculturality

La
interculturalidad
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El aparecimiento del capitalismo y el Estado 
moderno con su proyecto de sociedad, entra en 
conflicto con la diversidad cultural existente en 

las sociedades, ya que requería que  toda persona se 
integrara homogéneamente.

El colonialismo trazó fronteras y 
construyó Estados sin tomar en 
cuenta elementos culturales de la 
población, e implementó grupos 
dominantes –en la mayoría de 
casos, extranjeros- ejecutantes en 
las políticas de colonización. En 
el contexto de lo moderno, las 
diferencias culturales han sido 
constantemente un referente de 
conflictos relacionados con la 
distribución de los recursos. En 
varios Estados se han utilizado 
ideologías de carácter racista 
para excluir a ciertos grupos sobre 
la base del color, sus elementos 
culturales y rasgos físicos, lo que 
ha conducido forzosamente a 
desplazamientos de poblaciones y 
asesinatos masivos. 

La cultura moderna se refiere a la 
cultura occidental, eurocentrista 
y/o estadounicentrista, que en la 
mayoría de los casos choca con 
las culturas locales, que tienen 
su forma particular de entender 
la vida y esencialmente la forma 
de manejar los recursos. Lo 
occidental genera tendencias 
homogeneizadoras, reduciendo el 

espacio para la permanencia de 
identidades étnicas. 

La globalización en lo económico 
y cultural tiende a reducir las 
identidades a lo folklórico, 
por medio de las empresas 
transnacionales y los medios 
electrónicos de comunicación 
masiva, sin consideración de lo 
étnico. Sin embargo, también se 
pueden observar aspectos inversos, 
pues el avance tecnológico en la 
información provee a los grupos 
étnicos redes que contribuyen a 
revitalizar sus lazos culturales y 
renovar sus expresiones.

Los fundamentos teóricos 
de la interculturalidad

Como plantea el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) en el Informe Nacional 
de Desarrollo Humano 2005 
(Diversidad étnico-cultural: la 
ciudadanía en un Estado plural), 
desde la mitad del siglo veinte se 
pueden identificar tres enfoques 
conceptuales sobre la etnicidad. Sin 
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embargo, antes de abordarlos en 
conveniente intentar comprender 
el concepto de etnicidad. En el 
recuadro No. 1.2 de dicho informe 
se lee:
 

“La primera vez que se registra 
el uso del término ‘etnicidad’ 
es en 1953, por parte del 
sociólogo norteamericano 
David Reisman. No obstante 
el término ‘étnico’ es mucho 
más antiguo; deriva de la 
voz griega “ethnos” –que a 
su vez se deriva  del término 
ethnicus-, que originalmente 
significaba ‘pagano’. En el 
idioma inglés fue empleado 
de una manera desde la 
mitad del siglo XIV hasta la 
mitad del siglo XIX, cuando 
gradualmente comenzó a hacer 
referencia a características 
raciales. En los Estados unidos 
de Norteamérica, alrededor de 
la Segunda Guerra Mundial 
‘étnico’ fue usado como 
un término para referirse 
cortésmente a los judíos, 
italianos, irlandeses y a otras 
poblaciones consideradas 
inferiores a los grupos 
dominantes de ascendencia 
británica. Desde la década 
de 1960, tanto los términos 
‘étnico’ como ¡etnicidad’ fueron 
acuñados por la antropología 
social anglosajona. Sin 
embargo, ambos tienen 

múltiples acepciones que no 
siempre son definidas con 
claridad al utilizarlos. En todo 
caso, casi todos concuerdan 
en que la etnicidad tiene algo 
que ver con la clasificación de 
poblaciones y las relaciones 
entre grupos. En la antropología 
social, se refiere a aspectos 
de las relaciones entre grupos 
que se consideran a sí mismos, 
y son considerados por otros, 
como culturalmente distintos. 
Si bien es cierto que el discurso 
relativo a la etnicidad tiende 
a concentrarse en unidades 
subnacionales y/o en minorías, 
las mayorías y los grupos 
dominantes, no por ello son 
menos ‘étnicas’” 
(PNUD, 2005: 6).

Entonces lo  de “grupo étnico” 
y “relaciones étnicas” se refiere 
a las relaciones entre grupos, 
definidas por el parentesco, la 
solidaridad y una cultura. Sin 
que haya consenso en alguna 
definición. Sin embargo, hay cierto 
acuerdo en que los grupos étnicos 
generalmente presentan, en grados 
diversos, algunos rasgos que los 
caracterizan:

• Un nombre propio, que 
identifica y expresa la 
“esencia” de la comunidad 
que denomina.
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• Un mito acerca de la existencia 
de un ancestro común, e 
incluye la idea de un origen 
común en tiempo y lugar que 
le da al grupo un sentido de 
parentesco y de pertenencia a 
“una familia mayor”.

• Una memoria histórica 
compartida, o memorias 
compartidas de un pasado 
común, incluyendo héroes, 
eventos y su conmemoración.

• Uno o más elementos de 
una cultura común. Que no 
necesita ser especificada pero 
que incluye generalmente a la 
espiritualidad, las costumbre, 
tradiciones y el idioma.

• Un vínculo con  una tierra 
natal/ancestral aunque no 
necesariamente implica 
ocupación física; es suficiente 
la conciencia del vínculo 
simbólico con ella.

• Un sentido de solidaridad 
de parte, cuando menos, de 
algunos segmentos de su 
población.

Ahora sí, veamos el tratamiento 
teórico inicial en relación a los 
grupos étnicos. 

El primer enfoque recoge aquellos 
planteamientos basados en el 

paradigma de la modernidad, los 
cuales pretendían negar que la 
existencia de grupos étnicamente 
diferenciados fuera una realidad a 
estudiar; no se estudió la diferencia 
étnica como tal, pero si a los 
diferenciados. 

Tiene que ver con la idea 
de la nación y propone 
que hay una tendencia 
inevitable hacia la 
homogeneidad cultural 
dentro de los colectivos 
nacional-estatales, que los 
estadounidenses llamaron 
“melting pot” (“crisol de 
razas”), una política de 
asimilación cultural. Una 
variante en América Latina 
fue el indigenismo, que 
consistía en dejar su propia 
cultura para asumir la 
dominante.  La creencia 
de que los diferenciados 
dejan sus raíces culturales 
para fundirse en una nueva 
cultura.

Otra expresión de este enfoque, 
es la que niega o reduce a su 
mínima expresión lo étnico, se 
ubica en ciertas versiones de la 
teoría marxista. La división por 
clases sociales era la que se 
consideraba en el ordenamiento 
social. La diversidad cultural era 
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un remanente de conformaciones 
sociales pre-capitalistas, 
considerada como parte de la 
identidad de clase, por lo que, los 
grupos étnicos eran considerados 
colectivos campesinos.

En los años sesentas del siglo veinte 
fue haciéndose notorio que los 
grupos étnicos no desaparecían 
ni en la nación ni en las clases 
sociales, es más, en su presencia se 
evidenciaba la diferencia. De esa 
cuenta surgen otras interpretaciones 
de carácter utilitarista, 
desarrollando la idea que lo étnico 
funcionaba como un recurso, 
normalmente mientras se daba la 
total absorción a la modernidad. 
Esto mostraba cómo la identidad 
étnica finalmente era un recurso 
que se abandonaba cuando ya no 
era útil.

En los años ochentas del siglo 
veinte diversas circunstancias 
hicieron cambiar los enfoques 
sobre la etnicidad porque los 
grupos étnicamente definidos no 
desaparecieron, es más, se fueron 
convirtiendo en actores políticos. 

Y por otro lado, las migraciones 
transnacionales  y el aumento del 
consumo global, hacen obsoleta la 
vinculación directa entre territorio, 
sociedad y cultura; bases del 
pensamiento modernista. 

Por lo que la etnicidad pasa, 
de ser considerada como una 
desviación de lo homogeneizador 
que anticipaba el modelo de la 
modernidad, a ser algo connatural 
de la vida social de este mundo 
global, o como dice Ángel Pérez 
(2006:23) es muy difícil ya que las 
sociedades sean monoculturales, 
que una sociedad se identifique con 
una sola cultura y viceversa. 

Aquí es donde surge, 
entonces, el tercer 
enfoque, reconociendo 
que en las sociedades 
hay diversidad cultural 
y que algunos  llaman 
multiculturalismo, que 
retorna la cultura como 
un elemento definidor del 
grupo y de la identidad. 
En esta línea están 
los estudios culturales 
que se han realizado  
en las universidades 
estadounidenses. Del 
multiculturalismo a 
la construcción de la 
interculturalidad. 

Como dice Dietz, G. (2003) 
citado en el informe Nacional 
de Desarrollo Humano (2005), 
el multiculturalismo como 
doctrina política se origina en las 
transformaciones ideológicas que 
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se gestaron en los años sesentas 
en Estados Unidos y Canadá, y se 
ampliaron a Europa en los años 
setentas u ochentas, buscando 
hallar una salida política a la 
creciente diversidad étnica, cultural 
y de orígenes de las sociedades 
post-industriales. Veamos los 
fundamentos teóricos de este 
enfoque.

El pluralismo cultural

Como se ha mencionado antes, 
los enfoques de pensamiento 
consideraban la diversidad cultural 
un problema, que implicaba 
otorgarle un carácter de inferior o 
superior a los diferentes grupos, 
asignando generalmente a los 
colonizadores el carácter de 
superioridad y a los sometidos el de 
inferioridad. 

El pluralismo cultural es distinto, 
no clasifica las culturas en 
inferiores ni superiores y no 
busca la homogeneidad cultural. 
Según Giménez y Malgesini 
(2000) el pluralismo cultural 
es aquella ideología o modelo 
de organización social que 
afirma la posibilidad de convivir 
armoniosamente en sociedades, 
grupos o comunidades étnica, 
cultural, religiosa o lingüísticamente 
diferentes. A diferencia de otros 
modelos, el pluralismo cultural 
valora positivamente la diversidad 

sociocultural y toma como punto de 
partida que ningún grupo tiene por 
qué perder su cultura o identidad 
propia.

Además estos autores indican que 
los orígenes del planteamiento del 
pluralismo cultural se encuentran 
en Europa y en los Estados 
Unidos, surge como resultado 
de diversas reflexiones críticas 
sobre los fracasos de las políticas 
de homogeneización que se 
desarrollaron en esas regiones, 
concretamente podría destacarse:

1. Los fracasos de los modelos 
asimilacionista y de 

	 melting pot; 

2. La conciencia de lo 
que podríamos llamar 
persistencia étnica, esto es, la 
constatación por estudiosos 
y “líderes de opinión” de 
que, en contra de algunas 
predicciones procedentes 
tanto del liberalismo como 
del marxismo, la etnicidad 
y la distintividad cultural no 
han perdido presencia en el 
mundo contemporáneo, sino 
todo lo contrario; 

3. La formación en los países 
receptores de inmigración, 
de nuevas comunidades 
étnicamente diferenciadas de 
nuevas minorías. 
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El pluralismo cultural ha generado 
dos propuestas importantes 
que surgieron a finales del siglo 
veinte y principios del siglo 
veintiuno. En primera instancia la 
multiculturalidad o multiculturalismo 
y en segunda instancia, la 
interculturalidad o interculturalismo.

La multiculturalidad o 
multiculturalismo

Las palabras, los conceptos 
deberían ayudar a explicarnos de 
mejor manera el contexto, para 
entendernos, entender al “otro”, y 
crear una sociedad más amable  y 
no para generar confusión.

Para diferenciar la multiculturalidad 
del multiculturalismo nos basaremos 
en lo que plantea Pulido Moyano 
(2010:25):

“Muchas palabras que acaban 
del sufijo “-ismo” normalmente 
indican movimientos 
ideológicos, teorías, discursos o 
formas de intervención acerca 
de alguna realidad social, ya se 
trate de política (por ejemplo, el 
liberalismo), arte (por ejemplo, 
el impresionismo), ciencia (por 
ejemplo, el cognitivismo) o 
cualquier otra parcela de la 
actividad humana. El término 
multiculturalismo, en este 
sentido, no es una excepción. 
Con él nos referimos a varias 
corrientes de pensamiento 

de límites poco precisos. 
Ahora bien, ¿pensamiento 
acerca de qué? Podríamos 
responder diciendo que se 
trata de un pensamiento 
acerca de lo multicultural o 
cerca de la multiculturalidad. 
Tanto si usamos el neutro 
“lo” como si optamos por 
el sufijo “-idad”. Parece que 
nos referimos, a algo que 
existe en el mundo que nos 
rodea y que percibimos. De 
este modo, lo multicultural 
o la multiculturalidad son 
presentados ante nosotros 
como algo que está ahí. Como 
un estado cosas que existen, 
que están vigentes en nuestra 
realidad social inmediata.”  

Entonces, multiculturalismo se 
utiliza para referirse al discurso 
teórico sobre el tratamiento de la 
circunstancia contextual dada y 
multiculturalidad se entendería a 
las situaciones sociales  complejas. 
Sin embargo el autor europeo 
Lamo de Espinosa, citado por 
Pulido Moyano, utiliza el término 
multiculturalismo para referirse 
tanto al discurso teórico o proyecto 
acerca de la situación social 
dada como al hecho (a la propia 
situación social). En todo caso es 
importante tener claro cuándo los 
autores marcan diferencia de los 
términos y cuándo no.
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En líneas generales podemos 
decir que una sociedad es 
multicultural cuando en ella 
conviven grupos portadores de 
diferentes culturas que tienen sus 
propias visiones de mundo, que 
profesan espiritualidades distintas, 
que hablan idiomas diferentes. 
Toda sociedad complicada es una 
sociedad multicultural.

La multiculturalidad como 
propuesta de organización social 
y política tiene sus orígenes en los 
Estados Unidos y Canadá en los 
años sesentas y se amplía a Europa 
en los años setentas y ochentas, 
buscando una salida política a la 
creciente diversidad étnica, cultural 
y de orígenes de las sociedades 
postindustriales. Tal como lo 
plantea el Informe Nacional de 
Desarrollo Humano (2005):

“El multiculturalismo llega a 
su maduración en la década 
de los noventa del siglo XX 
y se basa en el argumento 
de que se puede regir la 
diversidad bajo un liberalismo 
que reconozca los derechos 
colectivos además de los 
individuales. El planteamiento 
de ciudadanía multicultural 
de Will Kynmlicka se centra en 
el análisis de las cuestiones 
relacionadas a las minorías 
nacionales y los grupos 
étnicos, ‘que han sido 

marginados dentro de su 
propia sociedad nacional o de 
su grupo étnico. Se plantean 
tres tipos de ciudadanía 
diferenciada que ayudan a 
proteger a una minoría del 
poder económico o político 
de la sociedad en la que están 
englobados:

“Los derechos especiales de 
representación para un grupo 
dentro de las instituciones 
políticas del conjunto de la 
sociedad, que hacen menos 
probable que una minoría 
nacional o étnica sea ignorada 
en decisiones que afectan 
globalmente al país.

“Los derechos de 
autogobierno, que confieren 
poderes a unidades políticas 
más pequeñas de manera 
que una minoría nacional 
no puede ser desestimada o 
sobrestimada por la mayoría 
en decisiones que son de 
particular importancia para su 
cultura como las cuestiones 
de educación, inmigración, 
desarrollo de recursos, lengua 
y derecho familiar.

“Los derechos poliétnicos, que 
protegen prácticas religiosas 
y culturales específicas 
que podrían no estar 
adecuadamente apoyadas 
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mediante el mercado (por 
ejemplo, subvencionando 
programas que fomenten 
las lenguas y el arte de los 
grupos), o que están en 
desventaja (muchas veces 
inintencionadamente) en 
la legislación vigente (por 
ejemplo, las exenciones a la 
legislación de cierre dominical 
o pautas indumentarias 
que entran en conflicto con 
creencias religiosas)”. (PNUD, 
2005: 19).

Estas ideas vienen de dos 
experiencias concretas, una es 
el contexto estadounidense, se 
dirige a la población inmigrante,  
ante el fracaso de la política del 
melting pot, se inclina por aceptar 
la existencia de otras culturas, 
fomentando la participación 
política desde sus identidades 
diferenciadas.

En el contexto europeo surge al 
reconocer la existencia de pueblos 
que ocupan territorios concretos, 
con historia e identidades propias 
que reclaman reconocimiento 
político.

En América Latina, 
el multiculturalismo 
va tomando sentido 
cuando la lucha de los 
indígenas demanda 

una serie de derechos, 
queriendo transformar 
el contexto colonial 
en que se vive. Dichas 
peticiones tuvieron eco 
y fueron reconocidos 
por Naciones Unidas 
por medio del Convenio 
169 de la Organización 
Internacional del 
Trabajo, reconociendo 
su existencia y su 
cultura.

En Guatemala, en el 
contexto de finalización 
del conflicto armado 
y los Acuerdos de Paz, 
surge el Acuerdo de 
Identidad y Derechos de 
los Pueblos Indígenas 
–AIDPI-, que legítima 
lo maya como concepto 
étnico y la categoría 
política de pueblo. 

Los tratos teóricos cambian: los 
indios pasan ahora a ser mayas 
con historia; los dialectos saltan 
a idiomas mayas; de idolatría a 
espiritualidad maya; de brujos a 
guías espirituales mayas. 

También el AIDPI deja expreso 
el reconocimiento de de las 
identidades garífuna y xinca como 
distintivas y diferenciadas. De esa 
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manera el multiculturalismo en 
Guatemala propone corregir los 
efectos de la política homogénea, 
reconociendo abiertamente la 
existencia de grupos culturalmente 
diferenciados dentro del Estado. 
Pero no aborda con ello la 
eliminación  de actitudes racistas 
existentes  en la sociedad.

La interculturalidad

El pensamiento relacionado con 
el respeto y la promoción de la 
diversidad cultural ha evolucionado 
más allá del reconocimiento de 
la multiculturalidad, para llegar 
al fomento de la interculturalidad, 
abriendo la idea de un conjunto 
social único formado por una 
diversidad de grupos culturalmente 
definidos.

Se origina el planteamiento de 
la interculturalidad como una 
forma de entender la cultura del 
“otro”, para obtener convivencia 
armónica entre grupos y personas 
que interactúan, dialogan, y se 
encaminan a síntesis culturales.

¿Por qué apareció el termino 
interculturalidad?  En palabras 
de Malgesini y Gímenes (2000: 
253) citado por Pulido Moyano 
(2010:28):

“La aparición del término 
de interculturalidad o 

interculturalismo parece 
motivada por las carencias 
de los conceptos de 
multiculturalidad y 
multiculturalismo para 
reflejar la dinámica social y 
para formular el objetivo de 
nuevas síntesis socioculturales. 
Durante los años sesenta 
y setenta pareció bastar la 
expresión multicultural como 
sinónima de pluricultural. 
Pero recientemente y de 
forma paulatina, distintos 
autores -desde campos muy 
distintos como la Sociología, 
Antropología, Psicología 
y Pedagogía- han ido 
poniendo de manifiesto que 
la expresión multicultural 
puede reflejar, como una foto 
fija, una situación de estática 
social: el hecho de que una 
determinada formación social 
o país coexistan distintas 
culturas”.

Según Alcina (1999), citado por 
Acevedo (2008:147) el término 
interculturalidad se origina en el 
ámbito educativo y se expandió 
a otros campos, como la 
comunicación y la mediación. Su 
consolidación teórica surge con 
la aportación del antropólogo 
estadounidense Edward T. Hall, 
quien utilizó por primera vez el 
término interculturalidad en el año 
de 1959. Las formulaciones de 
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Hall se centraron en sus estudios, 
basados en las percepciones que 
las diferentes culturas poseen sobre 
el espacio y la idea de proximidad 
que moldea sus relaciones.

De acuerdo a Tubino (2004) citado 
por Pulido Moyano (2010: 28) la 
interculturalidad nace con objetivos 
distintos en contextos diferentes. 
En Europa el discurso sobre 
interculturalidad aparece vinculado 
a los procesos educativos dirigidos 
a los migrantes procedentes de las 
antiguas colonias.

En América Latina el 
discurso y la práctica 
de la interculturalidad 
se originó como 
una exigencia de los 
programas de educación 
bilingüe de los pueblos 
indígenas de la región. 
Como dice el autor, no 
es lo mismo plantear 
el problema de las 
relaciones interculturales 
en sociedades 
post-coloniales que en 
el interior de las grandes 
sociedades coloniales del 
pasado, como Europa.

La interculturalidad como propuesta 
de organización social y política 

tiene tres principios básicos, 
identificados por Giménez, citado 
por Acevedo (2008:147):

• El principio de ciudadanía 
(común o general), que 
implica la igualdad de 
derechos, responsabilidades 
y oportunidades para todas 
las personas sin distinción.

• El principio de derecho a 
la diferencia, o ciudadanía 
diferenciada, que implica 
el respeto a la identidad y 
derechos de los pueblos y 
grupos socioculturales.

• El principio de unidad en la 
diversidad.

Lo nuevo aquí es el último principio: 
que somos parte de un todo, 
pero los diferentes grupos que 
lo conforman tienen sus propias 
particularidades, visión de mundo, 
su espiritualidad, su idioma, sus 
formas de hacer cosas, que a veces 
busca la complementariedad.

La interculturalidad es conocer 
la cultura del “otro” o de los 
“otros”, entendiendo, respetando, 
admirando culturas como mi 
cultura. Es una manera de 
comportarse, es actitud, es 
una propuesta ética, es vivir en 
humanismo. 
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Un aspecto que hay que resaltar 
en las diferentes culturas es el 
conocimiento que poseen, ¿cómo 
responden a sus necesidades?, 
¿Cómo resuelven sus conflictos?, 
¿Cuál es su organización 
sociopolítica?, ¿Cómo enfrentan 
los problemas del siglo veintiuno? 
No hay culturas ni inferiores ni 
superiores, ni tampoco cultura de 
referencia para medir las otras.

Sin embargo el término en  
Guatemala tiene significados bien 
particulares, que muy bien capta 
el Informe Nacional de Desarrollo 
Humano: 

“…el término 
‘interculturalidad’ se ha 
convertido en el más utilizado 
dentro de este vocabulario, 
aumentado con ello la gama 
de significados y perdiendo 
claridad conceptual. Por un 
lado, es utilizado de una 
forma descriptiva, para 
referirse a cualquier tipo de 
relaciones o situaciones en 
que se encuentren o entren en 
contacto diferentes culturas. 
Pero ese mismo significado 
se vuelve normativo cuando 
‘interculturalidad’ se refiere 
a las relaciones cuando son 
armónicas, como se desea. 
Por último, se referiría a las 
políticas necesarias para llegar 
a esa situación.

Así, la interculturalidad 
plantea una nueva forma 
de entender las relaciones 
en la diversidad pero, por 
la cantidad de significados 
que se le da, corre el peligro 
de perder utilidad. Además, 
si bien implícitamente, la 
interculturalidad reconoce que 
las relaciones entre los grupos 
no son armónicas las acciones 
que de ella se derivan colocan 
a la diferencia cultural como 
la causa, dejando de lado 
o minimizando el hecho 
que las relaciones entre 
grupos son, en su origen y 
cotidianidad, básicamente 
asimétricas y desiguales en 
todos los ámbitos de la vida 
social. Algunos intelectuales 
mayas han manifestado su 
preocupación en el sentido de 
que, detrás del planteamiento 
intercultural, y en nombre de 
la ‘armonía’ y la ‘convivencia 
pacífica’, se siga tolerando el 
racismo y la discriminación 
existente en la sociedad 
guatemalteca…”. (PNUD, 
2005: 23)

En todo caso, la interculturalidad 
es un deseo que apenas comienza 
a buscar espacios para su 
construcción, que no es fácil, 
tomando en cuenta que en 
Guatemala hay grupos dominantes, 
dominados (no necesariamente 
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comparten la misma cultura), 
mayoritarios, minoritarios. Es algo 
que todavía hay que debatir  y 
teorizar.

La interculturalidad 
democrática 

Tomar en cuenta el contexto 
histórico y actual (se abordará de 
manera escueta) de los diferentes 
grupos étnicos existentes en el 
país, es importante para realizar 
planteamientos de planificación del 
futuro.

En la época de la colonia existió 
jurídicamente la “República de 
Españoles” formada por los 
colonizadores y criollos que 
dominaban la “República de Indios” 
en situación de subordinación. 
Se generó una ideología 
étnica segregacionista con 
argumentaciones racistas, donde 
lo blanco de la piel era símbolo de 
superioridad intelectual, espiritual y 
moral; lo moreno (café), significaba 
“minoría de edad”. Sus portadores 
no se consideraban ciudadanos, 
justificando así la explotación 
económica de los mayas.

Con la independencia de la corona española 
se perfila el surgimiento del Estado nacional 
guatemalteco, adoptando planteamientos liberales 
suponiendo una nación homogénea, negando la 
existencia de una cultura distinta a la oficial, que 
es de españoles y criollos: el idioma oficial será el 
castellano, el Estado será laico pero se mantendrá la 
religión católica, en lo jurídico el derecho romano y la 
forma de organización política. 

Además, se realizaron cambios 
en el discurso: a quien antes 
se denominaba indio, ahora se 
llamará indígena; se impulsa la 
ladinización de los no indígenas, 
homogenizando a todas las 
personas que no eran indígenas. A 
partir de ahí, lo ladino se concibe 
como la negación, lo opuesto 

y lo superior a lo indígena, que 
representará lo occidental, lo 
moderno y lo nacional. 

También se impulsa la ladinización 
de los indígenas. Y el español, el 
criollo y otros extranjeros que en 
palabras de Rosenthal (2005:15) 
son los gremios de empresarios y/o 
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grupos de presión de los sectores 
empresariales, o como los llama  
Casaus (1992:12) clase dominante 
y también oligarquía, desaparecen 
del escenario de enfrentamiento 
étnico y deja insertada en el resto 
de la sociedad la confrontación 
indígena-ladino. 

Entonces se caracteriza  (Casaus, 
1992: 21) una oligarquía 
mestiza en sus orígenes, ladina 
y etnocéntrica en su concepción 
del mundo, elitista y endogámica 
en su estructura familiar y que, 
étnicamente, se considera blanca y 
sin mezcla de sangre india.

Si se parte del supuesto de que 
la población ladina tiene sangre 
española y local, entonces la 
clase dominante no se considera 
ni indígena ni ladina. Es grupo 
aparte, por lo tanto es un grupo 
étnico minoritario en Guatemala 
que posee el poder económico y 
también político.

En los diez años de la revolución 
de octubre, el Estado asume 
que el atraso de la población 
indígena (en ese tiempo también 
se le denominaba campesina) 
era su cultura, propugna por la 
integración de esta población, es 
decir, la ladinización. Política que 
aún no termina. 

Pero la integración suponía la 
finalización de las diferencias 

culturales. La finalización jurídica de 
esclavo de la población indígena 
favoreció que algunas personas 
se sometieran a la política de 
asimilación, pero la mayoría no.

¿Y los criollos?

Los criollos están organizados 
en cámaras empresariales, y 
su representación legal es a 
través del Comité Coordinador 
de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y 
Financieras (CACIF). Según 
su página electrónica de la 
entidad, el CACIF es “una 
organización representativa del 
sector empresarial organizado 
guatemalteco, incluyente, 
propositiva, moderna y en 
permanente articulación con los 
distintos espacios de la sociedad, 
para promover un país productivo 
cuyo crecimiento económico y 
desarrollo social se fundamente en: 
economía de mercado, democracia  
y estado de derecho”. Además, hay 
que tomar en cuenta el espacio 
gubernamental que les ha abierto el 
Presidente Colom con el Programa 
Nacional para la Competitividad.

Desde el punto de vista de facto 
se habla de los grupos de presión 
de los sectores empresariales, 
conformados por alrededor de 
20 familias. Carlos Castresana, 
ex director de la Comisión 
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Internacional contra la Impunidad 
en Guatemala –CICIG-, en julio 
de 2010 indicaba que Guatemala 
tiene un statu quo endémico de 
corrupción, con diez familias 
que son dueñas del país desde 
el tiempo de la colonia, y esa 
situación perdurará en el futuro, 
aunque ahora ha irrumpido un 
nuevo jugador: el narcotráfico. Y 
Juan Luis Font, en ese mismo mes 
(2010) indicaba: “como si fuera 
tan difícil establecer a qué grupos 
empresariales se les identifica como 
el G-8” (elPeriódico, 16 de julio de 
2010), refiriéndose al grupo de las 
8 familias, que, dice, pueden ser 
más de ocho o diez familias. 

Es el mejor sector 
organizado del país 
a nivel de grupos de 
empresas, a nivel de 
cámaras empresariales  
y otros gremios, y a 
nivel de federaciones de 
gremios. Con su misión 
y objetivos bien claros.  
Algo que hay que tomar 
en cuenta, son sus 
contactos y recursos 
económicos, que dan 
peso a su influencia.

Las familias dominantes están 
interrelacionadas por las actividades 
económicas como la agrícola, 

básicamente de exportación, el 
comercio, las finanzas, la industria, 
la construcción y otras, es decir, 
poseen el poder económico en el 
país y les interesa el poder político.

No es extraño que la oligarquía o 
clase dominante utilice su influencia 
en defensa de lo que percibe como 
sus propios intereses, como ocurre 
en cualquier sociedad. Es decir, 
emplea su influencia para modelar 
el alcance y contenido de la 
política pública en cierta dirección, 
que satisfaga los objetivos del 
empresariado a cualquier costo.

Los empresarios también son 
ciudadanos guatemaltecos porque 
nacieron en este país, aunque 
se consideren descendientes de 
europeos. Hay algunos empresarios 
de pura cepa que tienen doble 
nacionalidad hispano-guate-
malteco, como el ex Ministro de 
Gobernación Carlos Vielmann, 
acusado por la muerte de presos 
durante su gestión. 

Por su condición de ciudadanos 
pueden participar  en diversas 
agrupaciones de la sociedad civil. 
Y aún más relevante, pueden 
participar en partidos políticos y por 
medio de estos acceder al poder. 
Esta es una manera de influenciar 
en la política pública. 

El empresariado como grupo de 
presión frente al Estado puede 
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influir involucrándose de manera 
directa en la actividad política, 
pasando por la mediación de los 
partidos políticos y por el voto 
popular.

Con el poderío económico 
que cuenta la clase 
dominante y su particular 
interés para influir en 
la política pública, se 
podría pensar que sí les 
interesa financiar a los 
partidos políticos o crear 
sus partidos políticos, 
que son considerados 
como empresas que se 
les invierte para generar 
ganancias. ¿Cómo se 
logra esto? 

Posiblemente poniendo 
a personajes en ciertos 
ministerios, por ejemplo, 
en el Ministerio de 
Finanzas Públicas, el 
Ministerio de Energía y 
Minas o el Ministerio de 
Agricultura, Ganadería 
y Alimentación; tener 
el control en la Junta 
Monetaria, cuya 
formación es constitucio-
nalmente corporativa. 

También les interesa el qué hacer 
del Congreso de la República 
porque ahí emanan las leyes, y 
otras instituciones para orientar 
la política pública en dirección 
a defender sus intereses y/o 
privilegios. Y dichas prerrogativas 
son mucho mayores que la 
inversión.
 
En palabras de Rosada Granados 
(1987:188-196) este sistema de 
partidos se ha venido dando desde 
hace años,…de cómo los sistemas 
de partidos han ido obedeciendo 
a las veleidades del bloque en 
el poder y de la estructura de 
autoridad… existe toda una 
estructura de poder que condiciona 
el ejercicio del gobierno. 

Por cierto, en los últimos gobiernos 
han permitido que se nombre a 
una persona “indígena”  por un 
periodo de tiempo en el Ministerio 
de Cultura y Deportes,  ¿será que 
a los pueblos indígenas sólo ese 
ministerio les interesa?

Si se parte del supuesto de que la 
clase dominante está conformada 
alrededor de  20 familias, son 
pocos en relación con el resto de 
la población. Entonces ¿cómo 
hacen para ganar las elecciones? 
Aquí hacen valer su poderío 
económico y entre varios factores 
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probablemente confían demasiado 
en el marketing. Para saber cómo 
funciona, acudimos a la experiencia 
de Domingo Leiva (2011) experto 
en el tema, quien nos dice:

“Asumido por casi todos 
que quienes gobiernan las 
grandes cuestiones son ‘los 
mercados’ y que fuera de 
su lógica no hay alternativa 
política, lo importante para 
un candidato es preparar 
una estrategia de marketing 
de carácter emocional. El 
programa ya casi no interesa 
a nadie. El ciudadano pasa a 
ser considerado un consumidor, 
parte de un público objetivo 
en el plan de comunicación. 
Los sondeos y estudios 
motivacionales son la guía. 
Ganará quien mejor intérprete 
los sentimientos. Emociones 
y expectativas de los grupos 
diana”.

“Se trata de montar un 
argumentario que produzca la 
identificación de los electores-
consumidores con el candidato-
producto que lo desarrolla. 
Porque el ciudadano, envuelto 
en esta dinámica, ha asumido 
que su papel no es el de agente 
activo dentro de la sociedad, 
sino el de cliente de una 

mercancía política que le van a 
vender.

“Espera que le digan lo que 
quiere oír (el cliente siempre 
tiene la razón), que el candidato 
se presente con un buen 
embalaje retorico, estético y 
ético. Lo importante del nuevo 
“líder-producto” no es que sea 
inteligente y racionalmente 
eficaz; lo realmente relevante 
es que sea atractivo, empático, 
afectuoso, llano, cercano y 
alcanzable.

“Los contenidos adquieren 
forma de eslogan, que hace 
referencia a rasgos personales 
del líder-candidato. Las frases 
llave se repiten mil veces 
hasta conseguir que se fijen 
en la mente de la mayoría de 
la población (‘una mentira 
repetida el suficiente número 
de veces se convierte en una 
verdad absoluta’ decía Joseph 
Goebbels, profeta de la 
comunicación política actual).”.

Con lo anterior posiblemente 
se pueda entender por qué la 
publicidad electoral está presente 
casi todo el tiempo, aunque esta 
sea ilegal y también el papel que 
juegan los medios de comunicación  
como la televisión “guatemalteca” 
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abierta y por cable, la radio y la 
prensa escrita. 

¿Quienes sostienen financieramente 
estos medios?  En un alto 
porcentaje las grandes empresas 
pertenecientes a las 20 familias, 
que durante el proceso electoral los 
utilizan para sus intereses. 

A todo esto ¿cómo se relaciona 
la interculturalidad con la 
democracia? Si partimos de que 
la diversidad cultural deberíamos 
abordarla desde el punto de 
vista positivo, hay que reconocer 
que somos un país multicultural 
desde antes que naciera el Estado 
guatemalteco, donde predomina 
el conocimiento occidental, sin 
embargo,  existen saberes locales 
y uno de ellos es el maya, con una 
historia gloriosa y sometida, pero 
viva. 

La interculturalidad debería ser 
llevada a los partidos políticos1 por 
medio del conocimiento indígena. 
Se supone que los mejores 
portadores de ese conocimiento 
son los ciudadanos de los pueblos 
indígenas (xinca, garífuna y maya), 
para dialogar democráticamente 
con diversos saberes. 

Ese diálogo debería reflejarse 
en el escenario electoral con 

comportamientos donde se respete 
a la persona y a colectivos de 
ciudadanos, pero también, en el 
ejercicio de gobierno, materializado 
en las políticas públicas, es decir 
los privilegios deberían llegar a la 
sociedad diversa, y así empezar 
a construir el Estado Intercultural 
guatemalteco.2

En ese diálogo de saberes, en 
algunos casos probablemente 
haya complementariedad en 
conocimientos e intereses, en 
otros casos, serán radicalmente 
opuestos, sin embargo el diálogo 
hay que mantenerlo. Y para ello 
es necesario más organización 
y/o coordinación de los pueblos 
indígenas con capacidad de 
propuesta y de presión.

Un camino es exigirles a los 
partidos políticos existentes que 
dejen de ser monoculturales 
e inicien su proceso a la 
interculturalidad democrática y, 
posiblemente, otro sería que los 
pueblos indígenas generen su 
propia representación política 
con carácter intercultural. Porque 
incorporar personas indígenas 
(sin el conocimiento de su pueblo) 
a planillas donde prevalece el 
conocimiento y práctica occidental, 
es una burla para los pueblos 
indígenas.

1. Se debería trasladar también al campo 
educativo (incluyendo la educación superior 
y postgrados), al campo de la salud,  al 
campo del empleo, al campo de la 
sociedad.

2. En nuestro medio casi no hay estudios 
sobre este tema.
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Con todo, esto intentaré indicar qué entiendo por 
interculturalidad democrática: es la participación de 
personas étnicamente diferenciadas en conocimientos, 
participando en  organizaciones  que legalmente 
puedan acceder al poder político, para que los saberes 
estén al servicio de toda la sociedad materializados 
en las políticas públicas y así tener pueblos con mejor 
calidad de vida, más humanos, con más conocimientos 
para enfrentar de mejor manera los retos de los nuevos 
tiempos.

Si hay un partido político que proponga la 
interculturalidad democrática le ofrezco mi voto.
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económicas
Edgar Gutiérrez

Resumen
Este artículo ofrece una visión de conjunto sobre la evolución ideológica de 
las elites económicas y sus readecuaciones en las últimas tres décadas, 
marcadas por drásticos cambios en el entorno internacional. Analiza los 
mecanismos de construcción de su cosmovisión y de incidencia en la política 
nacional, vistos como un andamiaje bastante articulado. Asimismo discute 
los dilemas que las elites económicas enfrentan en su diversificación y los 
recientes cambios en el Estado.

Palabras claves: Empresarios, CACIF, modernidad económica, redes 
informales, Estado.  

Abstract
This article offers a joint vision on the ideological evolution of the economic 
elites and its rearrangements  in the last three decades, marked by drastic 
changes in the international environment . It analyses the cosmovision 
and incidence construction mechanisms in the national politics, seen as 
a support pretty much finished. Its also discusses the dilemmas that the 
economic elites face in its separation and the recent changes in the State.

Keywords: Entrepeneurs, CACIF, economic modernity, State, informal 
networks.

The unfinished hegemony of the economic elites

Hegemonía inacabada

de las elites
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Un mundo cerrado

A pesar de su dependencia del comercio 
exterior, los actores económicos en Guatemala 
construyeron una cultura cerrada, esquiva al 

mundo y sus corrientes modernas. Confiaban que 
el dominio sobre grandes extensiones productivas 
de tierra y la certeza de contar con mano de obra 
recolectora estacional, además de un régimen 
político subordinado que les proveyese seguridad 
física y ayudas eventuales –financieras y crediticias, 
protecciones arancelarias y no arancelarias- eran 
suficientes para preservar su poder, paz y bienestar. 
Ese fue un modelo simple y radical que rehuía las 
sofisticaciones.

La irrupción de señales de la 
modernidad eran por tanto 
indeseables. Se sofocaban o se 
ignoraban para minimizar sus 
efectos sobre los engranajes 
del sistema. Esa mentalidad 
defensiva y conservadora se 
impuso hasta derrotar en 195 
al régimen reformista de Jacobo 
Árbenz, aunque no pudo abrogar 
sus políticas formales: salario 
obligatorio en el campo, seguridad 
social y reparto limitado de tierras. 
De todos modos el mundo se fue 
haciendo irrefrenablemente grande 
y complejo.

Las políticas de sustitución de 
importaciones en la década de 

1960 y 1970, abrieron un nuevo 
ascensor social. El estímulo, 
desde mediados del siglo XX, de 
nuevos productos agrícolas para el 
exterior dilataron los tradicionales 
y cerrados círculos de poder 
económico. La ampliación de la 
frontera agrícola, en esos mismos 
años, la promoción de cooperativas 
vinculadas a bienes transables y la 
introducción del fertilizante químico 
en la economía campesina, no 
representaron tanto una amenaza 
de poder o cambio de reglas, sino 
más bien una válvula de escape 
que alivió presión sobre la tierra, 
alentó pequeños excedentes y dio 
colocación a una clase media rural 
emergente, que en ocasiones era 
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parte de la burocracia militar y civil, 
o bien decantaba de prósperos 
comerciantes indígenas de 
Noroccidente y Las Verapaces.

Marta Casaus, en su conocida 
investigación Linaje y racismo 
(1992), demostró el método 
de preservación de los grupos 
familiares dominantes desde 
el principio de la República. El 
ingreso oficial de los sectores 
emergentes durante el siglo 
XX se realizaba a través de un 
matrimonio de conveniencia con 
familias aristócratas. Se trata de 
un mecanismo de asimilación 
mutua que permite cerrar el círculo, 
auto-controlando su crecimiento. 

Claro, nunca faltaron intereses 
disidentes o intentos de romper 
el orden apalancándose en los 
resortes del poder del Estado. Así 
ocurrió, por ejemplo, al inicio y 
al final del periodo de gobiernos 
militares de 1970 a 1982. Un 
grupo económico-familiar cercano 
al presidente Carlos Arana Osorio 
(1970-74) quiso, infructuosamente, 
romper los monopolios de la 
cerveza y el cemento, montando 
sus propias plantas, y se desató, 
como reacción, una pequeña 
guerra, que no fue comercial, 
sino de coacciones y atentados 
violentos. Otro grupo, de semejante 
estirpe, quiso hacer lo propio bajo 
la presidencia de Romeo Lucas 

García (1978-82) en el campo de 
la agro-exportación (algodón) y el 
impulso de gigantescas obras de 
inversión física, y eso contribuyó 
a profundizar el aislamiento 
empresarial de ese régimen, 
que finalmente fue depuesto 
mediante un golpe de Estado, 
ante la amenaza materializada de 
continuidad mediante elecciones 
opacas.

En aquel entonces la llamada 
“amenaza comunista” ayudó a 
soldar la última línea de defensa, 
despertando el sentido de auto-
conservación, por encima de las 
rencillas e intereses encontrados 
entre los grupos económicos 
fuertes, derivados de la importante 
diversificación económica y la más 
fina estratificación social producida 
durante esos años; tres décadas 
que, además, fueron de apreciable 
y sostenido crecimiento económico. 

La obligada apertura

El periodo de recomposición, que 
se gesta entre 1982 y 1985, o sea, 
en la transición hacia el régimen 
democrático y cuando Estados 
Unidos propone, por medio de la 
Iniciativa de la Cuenca del Caribe, 
una alternativa de acumulación 
para reactivar la economía local 
y a la vez ofrecer un frente de 
disputa de poder, más allá de lo 
militar, ante “amenaza comunista”, 
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es otro momento en que el poder 
político empresarial fue sometido 
a prueba. Benjamín Crosby, 
desde la perspectiva del Instituto 
Centroamericano de Administración 
de Empresas (INCAE), leyó 
signos de fragmentación, porque 
las iniciativas de empresarios 
regionales estadounidenses, 
apalancadas por la Agencia para 
el Desarrollo Internacional de los 
Estados Unidos (USAID), tendían 
a aprovechar el encendido de 
nuevos motores de acumulación 
(exportaciones agrícolas no 
tradicionales y maquilas) para 
modernizar al sector privado 
representado por el Comité 
de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y 
Financieras (CACIF). Incluso le 
proveían modelos funcionales 
para iniciativas de desarrollo que 
promoviesen la movilidad social de 
pequeños y medianos empresarios, 
sistemas de información y cabildeo 
internacional, así como “tanques 
de pensamiento” para leer 
sistemáticamente la realidad bajo 
parámetros técnico-ideológicos, 
diseñar propuestas estratégicas e 
imágenes del país deseable.

Esas iniciativas fueron 
tempranamente cooptadas o 
abortadas, al menos institucio-
nalmente, por la representación 
histórica y sin duda la cara política 
incuestionable de los actores 

económicos, CACIF. Hubo varios 
factores que dieron ese resultado: 

1. La autoridad de los “duros” 
que permanecieron en el 
país en los años de mayor 
inseguridad política y 
reclamaban la inconsistencia 
de Washington cuando, 
bajo la presidencia de 
James Carter, suspendieron 
la asistencia militar a 
Guatemala, profundizando 
así su aislamiento 
internacional.1

2. La exacerbación de un 
espíritu corporativo que 
reclamaba casi como acto 
de fe un alineamiento 
de “principios” contra 
cualquier medida estatizante 
(“socializante”), como 
las promovidas por el 
Departamento de Estado, 
en plena guerra civil, en El 
Salvador (reforma agraria, 
laboral, bancaria) y 

1. La versión de algunos empresarios de la 
época es que la preocupación de Estados 
Unidos se enmascaró como “violación 
sistemática de los derechos humanos”, 
pero que en realidad era un acuerdo 
trasatlántico con Gran Bretaña ante el 
temor de que los militares guatemaltecos 
decidieran una invasión armada a Belice 
para catalizar los ánimos nacionalistas y, de 
paso, aislar los focos guerrilleros.
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3. La automática migración 
que ocurría de la agricultura 
e industrias tradicionales 
hacia las nuevas ofertas de 
acumulación, lo cual dio 
como efecto que los mismos 
apellidos y similares caras 
se repitiera en CACIF y las 
nuevas asociaciones (CAEM, 
FUNDESA, Cámara de la 
Libre Empresa, FUNTEC etc.).

Así, partiendo de la 
vena anticomunista de 
rechazo a la noción 
de Estado totalitario, 
planificador e interventor, 
los grandes actores 
económicos abrazaron 
con suma facilidad la 
corriente ideológica que 
irrumpía como vencedora 
de la guerra fría, el 
neoliberalismo, pero en una 
versión más bien primitiva y 
cerrada, la llamada Escuela 
Austriaca. Doctrinariamente 
la Universidad Francisco 
Marroquín, fundada en 
1971, y su tanque de 
pensamiento asociado, el 
CEES, vigente desde finales 
de los años 60, condujeron 
esa metamorfosis y dieron 
cobijo a los más conspicuos 
anticomunistas-neoliberales 
de la época.

Los mecanismos de 
intervención e incidencia

En el plano político los actores 
económicos son ubicuos. Se 
representan, indistintamente, 
como sociedades anónimas, 
organizaciones familiares y grupos 
de interés, pero también por 
medio de formas asociativas de 
carácter político y gremial, sean 
cámaras patronales o coaliciones 
de cámaras, como es el caso 
prototipo de CACIF. Las primeras 
constituyen redes informales de 
incidencia o gestión de intereses 
particulares en el Estado, y las otras 
son representaciones formales de 
presión y negociación gremial o 
del conjunto del sector empresarial. 
A esas formas se agregan, en los 
últimos años, un eficaz control de 
mass media, y el despliegue de 
un grupo de activistas ideológicos 
neoconservadores que producen 
folletos, cartillas, programas 
radiales y llevan cátedras 
universitarias.

A continuación describo esos dos 
mecanismos.

La fuerza de choque
	 CACIF es el partido político 

de hecho de los actores 
económicos. Es una 
organización cupular, bien 
montada, conservadora 
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pero flexible, cada vez más 
sofisticada. Un aparato orgánico 
de clase en la denominación 
clásica del término. Reúne a 
las cámaras gremiales más 
relevantes a través de una 
asamblea permanente de 
presidentes, y es capaz de 
integrar, mediante mecanismos 
no formales (asambleas 
ampliadas), a cabezas de 
consorcios y grupos familiares 

con peso determinante en 
diversos sectores económicos, 
como ocurrió a inicios de 
la década de 1990 con el 
denominado Grupo Pirámide 
(Figura 1). A través de ese 
Comité los actores económicos 
han llevado de manera 
ordenada la transición quizá 
más desafiante de los últimos 
tiempos. 
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	 Absorbió las iniciativas 
institucionales de USAID de 
los años 80. Ha conducido 
con relativo éxito, como 
fuerza de choque, las batallas 
“principistas” de sus asociados 
teniendo siempre como blanco 
favorito las políticas fiscales de 
los gobiernos y las condenas 
a las prácticas corruptas de 
los funcionarios y políticos. 
Ejerce un efectivo poder de 
veto sobre políticas económicas 
indeseables. Por eso es lógico 
que su papel resulta visible 
y beligerante en periodos de 
conflicto, de manera más 
notable ante gobiernos en los 
cuales los agentes económicos 
institucionalizados pierden 
poder de incidencia, como 
ocurrió con la Democracia 
Cristiana (1986-91) y el Frente 
Republicano Guatemalteco 
(2000-2004), o en ciertas 
coyunturas críticas: rompimiento 
institucional (golpe de Jorge 
Serrano de mayo 1993), 
negociación del régimen político 
(Acuerdos de Paz, 1996) o 
convulsiones sociales (crónicas 
tomas de tierras por grupos 
campesinos, rechazo local a 
las explotaciones de recursos 
minerales, entre otros).

	 CACIF es también un mediador 
de imagen ante la opinión 
pública. Nutre una percepción 

de cohesión –que no siempre 
es real- y de inclusión de 
los grandes consorcios–
que relegaron o han ido 
descargando su representación 
en sus ejecutivos. Ningún 
agente económico importante 
le contraria en público. En 
coyunturas críticas –como las 
resistencias a las reformas 
tributarias en 1987 y 2001- 
se convierte en aparato de 
propaganda y articulador de 
alianzas sociales y políticas, 
hasta el grado de provocar 
paros y movilizaciones 
interclasistas.

Las redes informales
	 Con cada administración de 

Gobierno, los empresarios, 
convertidos en grupos de 
presión (familiares, gremiales) 
buscan, como premisa, 
asegurarse las políticas de 
protección y ventajas en la 
apertura de oportunidades de 
negocios. Lo hacen financiando 
campañas electorales para 
luego tener derecho de 
picaporte con las más altas 
autoridades. Y también 
mediante la selección, entre sus 
ejecutivos y líderes gremiales, 
de quienes les representarán 
en las carteras ministeriales del 
área económica y financiera del 
Gobierno Central. En mi artículo 
sobre el poder político del gran 
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empresariado, publicado en 
la Revista Análisis 2 doy una 
idea de la división funcional 
de roles de los empresarios y 
sus ejecutivos, tal como se ha 
configurado hasta la fecha.

Como por regla general los salarios 
directos en el servicio público del 
más alto rango son, sobre todo 
en las últimas dos décadas de 
régimen democrático, notablemente 
inferiores a los que reciben 
la cúpula de ejecutivos de las 
corporaciones (en una proporción 
de 3:1), los ingresos de los futuros 
ministros son compensados a través 
de bonos (llamados vulgarmente 
“dobletes”) por parte de los gremios 
o, incluso, directamente por las 
grandes corporaciones. No es de 
extrañar, por tanto, que el Ministro 
así nombrado estuviese siempre 
en disponibilidad de atender la 
llamada telefónica o la visita 
personal de quienes pagaban en 
realidad su salario, y de procurar, 
de manera prioritaria y eficaz, 
cumplir sus peticiones. Es una 
lealtad controlada por medio de 
la redistribución de rentas y –una 
vez abandonada la función de 
Gobierno- por las seguridades 

de reinserción social y económica 
en las empresas de las cuales 
provenían, quizá gozando, esta 
vez, de mayores prebendas y hasta 
participación en las acciones 
corporativas.

Es discrecional del Presidente y 
de los ministros de Economía y 
Finanzas Públicas la asignación 
de negocios (manejo de puertos, 
aranceles); incluso es poder 
decisorio del Presidente de la 
República –por mandato de la 
Constitución- exonerar multas y 
recargos a los contribuyentes que 
hubiesen incurrido en mora. Un 
ejemplo del empleo de la política 
arancelaria para privilegiar al 
mayor de los oligopolios, es el 
Acuerdo Gubernativo 701-94 
del 24 de noviembre de 1994.3 
Con el declarado propósito de 
“contrarrestar los efectos de la 
situación de desorganización 
de mercado originada por la 
importación de aves de corral 
muertas provenientes de terceros 
países”, el Acuerdo establece 
aranceles del 45% para nueve 
productos avícolas de alta 
demanda y de 5% para otros dos 
(procesados). Sin embargo exceptúa 
“de los gravámenes anteriores la 
importación de 300 toneladas 



260

Octubre / Diciembre 2013 Edición 6 Año 2

métricas mensuales”, sujetándola 
al derecho arancelario que 
especifica el Sistema Arancelario 
Centroamericano, 20%. Desde 

luego, una sola empresa tenía 
tal volumen de importación y, en 
consecuencia, era la beneficiaria 
exclusiva de esa disposición.

4. A éstos se suma el sector bancario cuyas 
ganancias crecen a un ritmo promedio 
anual superior al 7%; de ese crecimiento 
tres puntos corresponden a las inversiones 
en bonos del Estado.

Esa manipulación arbitraria –que se extiende a licencias, 
privatizaciones, concesiones, usufructos, exoneraciones 
y demás- ha tenido graves efectos sociales –como la 
quiebra de pequeños productores de trigo y de papa, 
y el crónico equilibrio precario de unos 2 millones de 
maiceros- y limita la profundidad del mercado, dando 
paso a la formación de monopolios y oligopolios. Eso 
ha ocurrido particularmente en la agroindustria (azúcar 
y pollo), la industria (cemento, cerveza y licores), el 
comercio (importación de fertilizantes y medicinas) y 
las telecomunicaciones (televisión abierta y frecuencias 
radiofónicas).4 A la vez ha dado paso a densas 
redes informales de poder que atrapan y debilitan la 
institucionalidad del Estado, incluyendo su capacidad de 
recaudación tributaria.

La construcción inacabada 
de la hegemonía

Transformar el anticomunismo en 
neoliberalismo con resonancia 
social, no requirió por parte de los 

actores económicos una gran labor 
disuasiva. El Estado guatemalteco, 
altamente centralizado, clientelista, 
con generalizadas prácticas 
corruptas y racistas, ineficaz 
socialmente pero extensivamente 
brutal y represivo, no gozaba del 
aprecio de la sociedad. Por eso 
cualquier cruzada empresarial 
contra el Estado, de condena a 
los gobiernos y sobre todo de 
oposición a reformas tributarias 
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tuvo la simpatía o el apoyo directo 
de distintos sectores sociales.

En ese sentido las campañas de 
corto plazo de CACIF fueron 
populares. Pero ese capital 
político, si acaso se buscaba, no 
era transferible a las instituciones 
patronales. Bajo el esquema 
de centralismo institucional de 
CACIF y, de facto, de las redes 
informales de las corporaciones, 
se abrieron iniciativas que 
condujeron más decididamente a 
una estrategia empresarial para 
ganar hegemonía social, más allá 
del rechazo al Estado y la condena 
de su burocracia. Esa estrategia 
la operaron técnicos en ascenso 
social, gerentes con iniciativa y 
empresarios jóvenes, varios de 
ellos repatriados de universidades 
de Estados Unidos, del INCAE o el 
Instituto Tecnológico de Monterrey.

Inició con el reciclaje de jóvenes 
políticos liberacionistas que en 
1984 se corrieron hacia el centro 
democrático (antes Partido Nacional 
Renovador, entonces Unión del 
Centro Nacional y más adelante 
Partido de Avanzada Nacional).5 

5. De ahí surgieron cuatro de los seis 
presidentes del periodo democrático: Jorge 
Serrano (1991-93), Ramiro de León Carpio 
(1993-96), Álvaro Arzú (1996-2000) y 
Óscar Berger (2004-8).

Siguió con la “revolución liberal” de 
la prensa escrita (revista Crónica y 
diario Siglo Veintiuno) que abatió 
antes de la firma de los Acuerdos 
de Paz la exclusión ideológica, 
abrió la agenda tradicional de los 
medios, enarboló las luchas de los 
derechos humanos y desveló los 
mecanismos de control y represión 
militar. La prensa, entonces, 
ganó un enorme prestigio social 
y credibilidad internacional, que 
se hizo más patente en la crisis 
institucional provocada por el golpe 
de Jorge Serrano y la subsecuente 
“depuración” del Congreso en 
1994. En esa vorágine se coló 
la reforma Constitucional que 
eliminó al BANGUAT la calidad de 
“banquero del Estado”, abriendo 
otra fuente de acumulación al 
sector bancario por la vía del 
endeudamiento interno y las 
operaciones de estabilización 
cambiaria, como ya se comentó.

El poder mediático se prestigia en 
periodos de acoso empresarial 
(el mejor ejemplo es el gobierno 
del FRG, 2000-2004) y muestra 
en cambio falencias por omisión 
con gobiernos amigos (el caso 
de la administración de Óscar 
Berger y la GANA, 2004-8). Por 
tanto, sigue siendo, como CACIF 
en su propio campo, una fuerza 
de choque, aunque con efectos 
acumulativos en el imaginario 
popular. Después de todo la prensa 
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cumple una función genérica de 
escribir el borrador de la historia, 
lo cual desencadena resultados 
inmediatos en el imaginario social, 
la calificación contemporánea de 
proyectos, instituciones y actores, 
e incluso interviene –mediante 
coberturas, encuestas, destape de 
escándalos etc.- en la inducción del 
voto electoral.

Como sea, la labor ideológica de 
los actores económicos ha sido 
sustentada más allá de lo cotidiano 
con esfuerzos académicos como el 
de la UFM, el CEES y el CIEN (en 
cierta medida también por ASIES), 
iniciativas editoriales de gran 
alcance como las emprendidas por 
la exclusiva Sociedad de Amigos 
del País, para releer la historia 
republicana, tener al alcance la 
geografía nacional e interesar el 
coto ideológico de la instrucción 
educacional en los centros de 
trabajo, particularmente en las 
fincas de la Costa Sur. 

Pero además, en los últimos 
periodos críticos –básicamente 
a partir de la crisis institucional 
de mayo 1993- de manera cada 
vez más frecuente los actores 
económicos grandes, sea a 
través de sus gremios o a título 
personal, han tejido relaciones 
y coaliciones con otros sectores 
sociales portadores de símbolos 
de prestigio social (académicos, 

religiosos, líderes indígenas, 
activistas de derechos humanos, 
políticos, algunos dirigentes 
populares). Su presencia en ese 
escenario fue débil durante las 
deliberaciones de los Acuerdos 
de Paz, pero crecientemente 
visible en el Pacto Fiscal, el Foro 
Guatemala, el grupo Barómetro 
y el Movimiento Cívico (entre 
2000 y 2003). Su participación en 
iniciativas como Visión Guatemala 
(1999) y Visión País (2006) trataron 
de ser más comprehensivas y de 
largo plazo, incluyendo a sectores 
sociales y partidos políticos. Y 
sus propuestas desde entonces 
incorporaron temas inéditos como 
la interculturalidad, los derechos 
humanos, la responsabilidad social, 
las identidades y el desarrollo 
regional. En esa misma dirección 
fueron relanzadas iniciativas 
como FUNDESA, con la misión 
de promover el pensamiento 
estratégico del sector empresarial, 
inspirándose en la experiencia 
salvadoreña.

La adaptación a un mundo 
cambiante

Como se ve, los grandes 
empresarios han tenido una 
influencia decisiva sobre los énfasis 
y prioridades de las políticas 
públicas y en la calificación general 
de la gestión de los gobiernos 
democráticos, desde 1986 hasta 
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la fecha.. Agregado a su poder 
económico tradicional (dilatado 
en esta época por el control de 
servicios públicos estratégicos, 
antes estatales), estos empresarios 
han aprendido a tejer formas de 
dominio político e irradiación 
ideológica, útiles en épocas de 
reacomodo de los procesos de 
acumulación, pero insuficientes 
para inducir sus probables éxitos 
como frutos que puedan ser 
aprovechados extensivamente por 
la comunidad nacional para el 
desarrollo.

No se trata de un destino manifiesto 
ni de una irremediable cultura 
oligarca. Es un resultado del 
desequilibrio interno de poderes, 
notablemente agudo en estos 
últimos 27 años de régimen 
democrático. 

Históricamente hubo 
dos actores de poder 
centrales: gente 
que hacía negocios 
provenientes de una 
matriz casi estamental, 
ideológicamente muy 
conservadores, y altos 
oficiales militares 
provenientes de los 
estratos medios de 
la sociedad que 
basaban su influencia 

en el mantenimiento 
del Ejército como la 
institución del “control” 
social y político por 
excelencia. Los partidos 
se distinguían entre los 
que movilizaban la base 
social para uno u otro 
actor de poder, y entre 
aquellos que hacían 
oposición en condiciones 
desventajosas, bajo 
persecución e incluso 
clandestinamente. Los 
movimientos populares, 
en cambio, eran casi 
todos opositores a 
los grupos de poder 
o francamente 
contestatarios del sistema.

Pero, a la vez, los actores 
económicos estuvieron severamente 
condicionados por las bruscas 
alteraciones de la economía 
mundial, incluyendo los cambios 
en la demanda de productos 
primarios, nuevos referentes de 
la competencia comercial, la 
apertura global de los mercados, 
la movilidad de los capitales y 
otras formas de relacionarse de los 
empresarios con el Estado y el resto 
de la sociedad, fundamentalmente 
el proyecto de las potencias 
occidentales –los Estados Unidos, 
de manera destacada- de atar 
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el impulso de la economía de 
mercado con el régimen político 
democrático, en primer lugar, con 
la promoción de los derechos 
civiles.

La crisis resultó también fuente 
insospechada de acumulación 
para algunos grupos de 
agro-exportadores e industriales, 
gracias al subsidio cambiario 
y la extensión de créditos de 
incentivos que ya no tuvieron 
retorno, y que fueron dispuestos 
por las autoridades a principios 
de la década de 1980. No se 

La historia de los actores económicos de estas dos 
décadas es de “crisis” y de “recomposición”. Se 
trató, por una parte, de una crisis de reproducción o 
agotamiento de las fuentes principales de acumulación 
del ciclo anterior (1950-80), que eran básicamente 
cultivos agrícolas extensivos para la exportación 
(café, algodón, azúcar, cardamomo) y artículos 
manufacturados destinados a Centroamérica y el 
mercado interno. Y por otra parte, una crisis económica 
que confluyó con el desafío guerrillero sobre el control 
estatal en diferentes zonas rurales –propiciando extensos 
operativos militares que cobraron decenas de miles de 
vidas civiles– y la irrefrenable pérdida de legalidad y 
legitimidad de los gobiernos impuestos por el Ejército 
desde mediados de la década de 1970, que derivó 
en un progresivo aislamiento político doméstico e 
internacional.

trató, entonces, de una crisis 
económica aislada, sino que estuvo 
acompañada de una perturbación 
política, que fue percibida como 
amenaza real de supervivencia para 
grandes y medianos empresarios. 

Por eso la reacción y las 
modalidades de recomposición de 
los actores económicos no se puede 
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evaluar sólo en términos de su 
esfera natural de desempeño –que 
podría ser guiada en buena medida 
por criterios de pragmatismo–, 
sin asociarla íntimamente con 
los condicionamientos políticos e 
ideológicos. 

La recomposición ocurre, durante 
este periodo, teniendo como base 
tres fuentes materiales:
 

1. La integración vertical 
de industrias protegidas 
de la competencia, que 
progresivamente se 
van regionalizando en 
Centroamérica y luego se 
globalizan, 

2. La emigración empresarial 
de la agricultura e 
industria tradicionales 
hacia las exportaciones no 
tradicionales, tanto agrícolas 
(palma africana, hule, 
flores, frutas) como textiles 
(maquila), y 

3. La adaptación de dos 
políticas del decálogo del 
Consenso de Washington: 
por un lado, la privatización 
y concesión de servicios 
públicos como la energía y 
las telecomunicaciones, e 
infraestructura (que atrajo 
alguna inversión extranjera) 
y, por otro, la privatización 

del financiamiento de 
los crónicos déficit de los 
presupuestos estatales, tras 
la reforma Constitucional de 
1994, lo cual, junto con las 
operaciones de estabilización 
cambiaria, han trasladado 
a los bancos comerciales 
apreciables ganancias.

No obstante es una recomposición 
que ha diezmado a los actores 
económicos tradicionales y a la 
vez ha aumentado las brechas 
de desigualdad social. También 
ha ocurrido en un contexto de 
caída abrupta de la capacidad de 
reproducir fuerza de trabajo y de 
creciente porosidad del sistema 
jurídico e institucional. 

Así, la emigración allende las 
fronteras y las múltiples actividades 
que caen en el campo de la 
llamada “economía informal” se 
han constituido en verdaderas 
estrategias de supervivencia para 
más del  70% de la fuerza laboral 
que no es captada suficientemente 
bajo el régimen laboral y social 
formalmente establecido. Pero 
también la postración del Estado de 
derecho y la inquietante cooptación 
de las fuerzas de seguridad, han 
dado paso al florecimiento de 
actividades económicas delictivas 
(narcotráfico, trata de personas, 
blanqueo de dinero, contrabando 
etc.) que inoculan a actores 
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económicos, políticos y sociales, 
ejerciendo incluso poder territorial. 

Partiendo de ese esbozo es posible 
hablar de un lento proceso 
de transición de los actores 
económicos durante el periodo en 
cuestión. Esa transición ocurre en 
las fuentes de acumulación, donde 
la agricultura tradicional extensiva 
pierde fuerza, y sus actores peso 
político; en el escenario político, en 
el que se introduce la regla de la 
democracia y la promoción de las 
libertades públicas como condición 
de legitimidad internacional de 
la economía de mercado; y en el 
paisaje sociocultural local y global 
en el que la presencia mediática, 
el asunto de las identidades y 
las nuevas condiciones para la 
competencia –incluyendo formación 
de capital humano e  infraestructura 
moderna- se imponen como 
desafíos ineludibles para la 
reproducción y consolidación de 
los actores en una comunidad 
estable, con mínimas garantías de 
seguridad. 

Sostengo, por tanto, que los 
grandes y medianos empresarios 
son actores centrales, porque su 
poder económico se basa en un 
tránsito de influencia con instancias 
y sujetos políticos del Estado (Figura 
2). Emplean diversos mecanismos 
–formales e informales- de 
incidencia en las políticas públicas. 

Se diferencian y se agrupan por 
sus intereses, valores y funciones, 
y operan en un campo desigual 
de relaciones de poder, por tanto, 
de dependencia y conflicto en la 
sociedad. Se realizan como actores 
en tanto ejercen autonomía, son 
capaces de afirmar su identidad 
y de formular y realizar proyectos 
gremiales y hasta nacionales. No 
importa si estos son operaciones 
tácticas de supervivencia que saltan 
de coyuntura en coyuntura, o si se 
proponen, al menos teóricamente 
y en el campo más convencional, 
como proyección del deber ser en 
el largo plazo.

La dinámica de estos actores 
permite identificar tres tipos: 

1. Los que han entrado en 
decadencia, pero que por 
su experiencia y prestigio 
social aun tienen poder de 
ascendencia moral sobre 
los gremios,

2. Los oligopolios 
exitosos que lograron 
consolidar corporaciones 
transnacionales verticales 
en diversas ramas del 
mercado, y 

3. Los capitales emergentes 
en actividades de rápido 
crecimiento.
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Figura 2 
Ruta de un operador empresarial 

en el Gobierno

La evolución más reciente

La ausencia de rupturas internas 
significativas entre los actores 
económicos y sus representaciones 
institucionales y la transición 
tan prolongada hacia su 
modernización, dan una lectura de 
signos contradictorios acerca de la 
ruta de su evolución y el papel que 
dichos actores quieren jugar en la 
sociedad y el desarrollo.

Algunos analistas toman como 
referencia los cambios ocurridos 
en las últimas dos décadas en 
la estructura de la economía 

para afirmar que la unidad 
política externa de los actores 
económicos es más frágil que 
nunca: las actividades lucrativas 
se ha diversificado en niveles no 
conocidos y la brecha entre los 
mismos actores es cada vez mayor. 
Un grupo corporativo puede 
pesar en términos de PIB más que 
un gremio entero, y poseer una 
organización política tan influyente 
como subterránea capaz de influir 
sobre decisiones de presidentes, 
ministros, diputados, fiscales, jueces 
y periodistas. 

Las representaciones formales 
-como CACIF y las cámaras- 
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entonces solo resultan 
ocasionalmente funcionales 
en periodos de choque o 
pronunciamientos públicos que 
requieren sustento social. Además, 
CACIF y las cámaras deben seguir 
un ritmo acelerado de integración 
regional y extra-regional para 
seguir la ruta de los capitales 
domésticos más dinámicos, que se 
han expandido globalmente.

Por otra parte, es notable el 
momento en que los actores 
económicos resienten la ausencia 
de otros actores para efectos de 
complementar ciertas tareas del 
desarrollo necesario para estabilizar 

y dar base a sus negocios. Es 
evidente que el actor económico ha 
rebalsado su esfera de acción hacia 
la política. Pero no ha mostrado la 
misma destreza ni como operador 
político ni como administrador de 
los asuntos públicos. De ahí que 
cuando los actores económicos 
reclaman un “plan de nación” 
demandan también un sistema de 
partidos maduro y profesional, un 
Estado predecible y eficaz, con 
capacidad de conducir tareas 
estratégicas para la competencia en 
este periodo, de manera acusada la 
educación y capacitación, nutrición 
e infraestructura moderna, amén de 
un Estado de derecho funcional.

La racionalidad indica que los actores económicos deben 
propiciar este crecimiento liberando y diversificando el 
crecimiento de otros actores, como los políticos y los 
sociales, a fin de tener interlocutores reales y capaces de 
cumplir tareas complementarias del desarrollo. Pero el 
cumplimiento de esa racionalidad va a depender de un 
relacionamiento con márgenes de autonomía basados 
en cuotas de poder propio acumulado, la discusión de 
propuestas estratégicas de fondo, y la conjura de amenazas 
latentes al Estado de derecho y la cohesión social, 
como la sombra amenazante del crimen organizado, la 
desesperación social producto del cierre de opciones para 
el alivio de necesidades ingentes y el manejo de sus propias 
amenazas (entre ellas la seguridad y el hambre), el diálogo 
y tratamiento sobre factores de poder (participación, 
definición de políticas públicas, gestión de recursos 
naturales) con los pueblos indígenas, etc.
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Es una disyuntiva estratégica entre lo que puede 
ser la hoja de ruta de la disolución o la cohesión 
social, con sus consecuencias.
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